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Presentación 


| 5 de diciembre de 2014 entró en vi- 

gor la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes (LGDN- 

NA) que, por primera vez, reconoce a 
las niñas, niños y adolescentes como sujetos 
de derechos con capacidad de defenderlos y 
exigirlos; y a la familia, la comunidad y al Esta- 
do como los responsables de garantizarlos de 
manera progresiva e integral. 


Esta Ley establece principios rectores y cri- 
terios para orientar la política en materia de 
niñez y crea mecanismos institucionales para 
facilitar la comunicación, la coordinación y la 
toma de decisiones entre autoridades, socie- 
dad civil y sector privado, a fin de garantizar 
los derechos de la infancia y la adolescencia. 
Además, subraya la importancia de asignar 
recursos específicos para su realización y la 
integración de mecanismos para garantizar 
la participación efectiva de la sociedad civil 


y de las propias niñas, niños y adolescentes. 
Asimismo, establece un sistema de rendición 
de cuentas para el monitoreo y evaluación de 
las políticas, programas y acciones que im- 
pactan a este sector de población. 


Como parte del proceso de armonización 
legislativa de la LGDNNA en las entidades fe- 
derativas, el 2 de junio de 2015, el Congreso 
del Estado aprobó la Ley de los Derechos de 
las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 
Chiapas (LDNNACH). Para su implementación 
será necesaria la realización de adecuacio- 
nes normativas a los códigos civiles, penales 
y procedimientos, leyes de asistencia social, 
salud, educación, y justicia especializada para 
adolescentes, entre otras, a fin de establecer 
mecanismos, reglas, recursos normativos e 
institucionales para la garantía de los dere- 
chos de la infancia y la adolescencia en la en- 
tidad. Al igual que la LG6DNNA, la LDNNACH 


11 


12 


requerirá de recursos que permitan darle 
cumplimiento y establece mecanismos para 
la participación de los niños, niñas y adoles- 
centes y sociedad civil. 


Tanto la creación de LGDNNA como la LDN- 
NACH se enmarcan en los compromisos ad- 
quiridos por México cuando ratificó la Con- 
vención sobre los Derechos del Niño (CDN), el 
21 de septiembre de 1990, y quedó obligado 
a adoptar todas las medidas administrativas, 
legislativas y de cualquier otra índole para 
hacer efectivo su cumplimiento. De acuerdo 
con la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la CDN forma parte del 
orden jurídico nacional. 


Al ratificar la CDN, México adquirió la obliga- 
ción de presentar informes ante el Comité de 
los Derechos del Niño de las Naciones Unidas 
sobre las medidas adoptadas para dar cum- 
plimiento a los derechos de niñas, niños ya 
adolescentes establecidos en dicho tratado 
internacional. 


De esta manera, el 19 y 20 de mayo de 2015, 
el Estado Mexicano presentó ante el Comité 
sus informes periódicos cuarto y quinto con- 
solidados acerca de la situación de la niñez 
en el país y el cumplimiento de la CDN. El Co- 
mité, como órgano de vigilancia de la CDN, 
examinó las medidas y acciones realizadas en 
México y, en respuesta, emitió sus Observa- 
ciones Finales en el mes de junio de 2015, con 
la finalidad de que éstas sean implementadas 
en concordancia con las disposiciones y prin- 
cipios de la Convención, y el país avance en el 
respeto y garantía de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes. 


En Melel Xojobal estamos comprometidos con 
la divulgación de los Derechos de la Niñez, así 
como de los instrumentos que posibilitan su 
efectivo cumplimiento. Por ello, presentamos 


en esta publicación los textos originales, en 
sus versiones vigentes al momento (septiem- 
bre de 2017), de la Ley General de Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes del estado de 
Chiapas, el Reglamento de la Ley de los Dere- 
chos de Niñas, Niños y Adolescentes del estado 
de Chiapas, así como las Observaciones Finales 
sobre los Informes Periódicos Cuarto y Quinto 
Consolidados de México, con la finalidad de 
promover su conocimiento y aplicación. 


Como resultado de su revisión permanen- 
te y de la participación de distintos sectores 
tanto gubernamentales como de la sociedad 
civil, así como de la propia infancia y adoles- 
cencia, el marco normativo referido se está 
actualizando constantemente. En el sitio 
https://www.infosipinna.org/documentos/ 
se puede acceder a versiones vigentes de las 
leyes, reglamentos y manuales incluidos en la 
presente edición. 


Esperamos que esta publicación contribuya a 
que las niñas, niños y adolescentes en Chia- 
pas sean reconocidos como sujetos de dere- 
chos y a generar condiciones para el diálogo 
entre los distintos actores e instancias res- 
ponsables de la vigilancia y cumplimiento de 
sus derechos humanos. 


San Cristóbal de Las Casas, Chiapas 
Enero de 2018 


Ley General de 
los Derechos de 
Niñas, Niños y 
Adolescentes 


DOF: 04/12/2014 
(Diario oficial de la Federación: 4 de diciembre de 2014) 


Decreto por el que se expide la Ley General de Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, y se reforman diversas disposiciones de la Ley de Prestación de 
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil 


TEXTO VIGENTE 
Última reforma publicada DOF 23-06-2017 
(Diario Oficial de la Federación: 23 de junio de 2017) 


LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 


ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 


DECRETO 
“EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 


SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, Y SE 
REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVI- 
CIOS PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL. 


ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes. 


LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 


LU 1 14:0) 


De las Disposiciones Generales 


Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en el ter- 
ritorio nacional, y tiene por objeto: 


|, Reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de confor- 
midad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y pro- 
gresividad; en los términos que establece el artículo 10. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 


II. Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos 
humanos de niñas, niños y adolescentes conforme a lo establecido en la Consti- 
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales 
de los que el Estado mexicano forma parte; 


111, Crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacio- 
nal de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto 
de que el Estado cumpla con su responsabilidad de garantizar la protección, pre- 
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vención y restitución integrales de los derechos de niñas, niños y adolescentes que 
hayan sido vulnerados; 


IV. Establecer los principios rectores y criterios que orientarán la política nacional en 
materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, así como las facultades, com- 
petencias, concurrencia y bases de coordinación entre la Federación, las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; 
y la actuación de los Poderes Legislativo y Judicial, y los organismos constituciona- 
les autónomos, y 

Fracción reformada DOF 23-06-2017 


V. Establecer las bases generales para la participación de los sectores privado 
y social en las acciones tendentes a garantizar la protección y el ejercicio de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes, así como a prevenir su vulneración. 


Artículo 2. Para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las 
autoridades realizarán las acciones y tomarán medidas, de conformidad con los principios esta- 
blecidos en la presente Ley. Para tal efecto, deberán: 


|. Garantizar un enfoque integral, transversal y con perspectiva de derechos huma- 
nos en el diseño y la instrumentación de políticas y programas de gobierno; 


II. Promover la participación, tomar en cuenta la opinión y considerar los aspectos 
culturales, éticos, afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y adolescentes, 
en todos aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo a su edad, desarrollo 
evolutivo, cognoscitivo y madurez, y 


III. Establecer mecanismos transparentes de seguimiento y evaluación de la imple- 
mentación de políticas, programas gubernamentales, legislación y compromisos 
derivados de tratados internacionales en la materia. 


El interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de 
decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes. Cuando se 
presenten diferentes interpretaciones, se elegirá la que satisfaga de manera más efectiva este 
principio rector. 


Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o adolescentes, en lo individual o colec- 
tivo, se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su interés 
superior y sus garantías procesales. 


Las autoridades de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios y de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus competencias, de- 
berán incorporar en sus proyectos de presupuesto la asignación de recursos que permitan dar 
cumplimiento a las acciones establecidas por la presente Ley. 


Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, los Congresos locales y la Legislatura de la 
Ciudad de México, establecerán en sus respectivos presupuestos, los recursos que permitan 
dar cumplimiento a las acciones establecidas por la presente Ley. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 3. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones ter- 
ritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, concurrirán en 
el cumplimiento del objeto de esta Ley, para el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de 
políticas públicas en materia de ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes, así como para garantizar su máximo bienestar posible privilegiando 
su interés superior a través de medidas estructurales, legales, administrativas y presupuestales. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Las políticas públicas deberán contribuir a la formación física, psicológica, económica, social, 
cultural, ambiental y cívica de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 


|, Acciones Afirmativas: Acciones de carácter temporal, de políticas y prácticas de ín- 
dole legislativa, administrativa y jurisdiccional que son correctivas, compensatorias 
y de promoción, encaminadas a acelerar la igualdad sustantiva entre niñas, niños y 
adolescentes; 


II. Acogimiento Residencial: Aquél brindado por centros de asistencia social como 
una medida especial de protección de carácter subsidiario, que será de último re- 
curso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un 
entorno familiar; 


II. Adopción Internacional: Aquélla que se realice en términos de lo dispuesto por 
los tratados internacionales en la materia; 


IV. Ajustes Razonables: Las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas 
que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en 
un caso particular, para garantizar a niñas, niños y adolescentes con discapacidad el 
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos 
humanos y libertadesfundamentales; 


V, Centro de Asistencia Social: El establecimiento, lugar o espacio de cuidado al- 
ternativo o acogimiento residencial para niñas, niños y adolescentes sin cuidado 


parental o familiar que brindan instituciones públicas, privadas y asociaciones; 


VI. Certificado de Idoneidad: El documento expedido por el Sistema Nacional DIF 
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y los Sistemas de las Entidades, o por la autoridad central del país de origen de los 
adoptantes en los casos de adopciones internacionales, en virtud del cual se deter- 
mina que los solicitantes de adopción son aptos para ello; 


VII. CONEVAL: Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social; 


VIII. Diseño Universal: El diseño de productos, entornos, programas y servicios 
que puedan utilizar niñas, niños y adolescentes, en la mayor medida posible, sin 
necesidad de adaptación ni diseño especializado. El diseño universal no excluirá 
las ayudas técnicas para niñas, niños y adolescentes con discapacidad cuando se 
necesiten; 


IX. Discriminación Múltiple: La situación de vulnerabilidad específica en la que se 
encuentran niñas, niños y adolescentes que al ser discriminados por tener simul- 
táneamente diversas condiciones, ven anulados o menoscabados sus derechos; 


X. Familia de Origen: Aquélla compuesta por titulares de la patria potestad, tutela, 
guarda o custodia, respecto de quienes niñas, niños y adolescentes tienen paren- 
tesco ascendente hasta segundo grado; 


XI. Familia Extensa o Ampliada: Aquélla compuesta por los ascendientes de niñas, 
niños y adolescentes en línea recta sin limitación de grado, y los colaterales hasta 
el cuarto grado; 


XII. Familia de Acogida: Aquélla que cuente con la certificación de la autoridad com- 
petente y que brinde cuidado, protección, crianza positiva y la promoción del bien- 
estar social de niñas, niños y adolescentes por un tiempo limitado hasta que se pu- 
eda asegurar una opción permanente con la familia de origen, extensa o adoptiva; 


XIII. Familia de Acogimiento pre-adoptivo: Aquélla distinta de la familia de origen y 
de la extensa que acoge provisionalmente en su seno niñas, niños y adolescentes 
con fines de adopción, y que asume todas las obligaciones en cuanto a su cuidado 
y protección, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez; 


XIV. Igualdad Sustantiva: El acceso al mismo trato y oportunidades para el recono- 
cimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales; 


XV. Informe de Adoptabilidad: El documento expedido por el Sistema Nacional DIF 
y los Sistemas de las Entidades, que contiene la información sobre la identidad, me- 
dio social, evolución personal y familiar que determina la adoptabilidad de niñas, 
niños y adolescentes; 


XVI. Órgano Jurisdiccional: Los juzgados o tribunales federales o de las 
entidades federativas; 


XVII. Procuradurías de Protección: La Procuraduría Federal de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes y las procuradurías de protección de niñas, niños y adolescen- 
tes de cada entidad federativa; 


XVIII. Programa Local: El Programa de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes de 
cada entidad federativa; 


XIX. Programa Nacional: El Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Ado- 
lescentes; 


XX. Protección Integral: Conjunto de mecanismos que se ejecuten en los tres 
órdenes de gobierno con el fin de garantizar de manera universal y especializada 
en cada una de las materias relacionadas con los derechos humanos de niñas, niños 
y adolescentes de conformidad con los principios rectores de esta Ley, la Consti- 
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales de 
los que el Estado mexicano forma parte; 


XXI.. Representación Coadyuvante: El acompañamiento de niñas, niños y adoles- 
centes en los procedimientos jurisdiccionales y administrativos, que de manera ofi- 
ciosa, quedará a cargo de las Procuradurías de Protección, conforme a sus respec- 
tivos ámbitos de competencia, sin perjuicio de la intervención que corresponda al 
Ministerio Público; 


XXII. Representación Originaria: La representación de niñas, niños y adolescentes 
a cargo de quienes ejerzan la patria potestad o tutela, de conformidad con lo dis- 
puesto en esta Ley y demás disposiciones aplicables; 


XXIII. Representación en Suplencia: La representación de niñas, niños y adolescen- 
tes a cargo de las Procuradurías de Protección, conforme a sus respectivos ámbitos 
de competencia, sin perjuicio de la intervención que corresponda al Ministerio Pú- 
blico; 


XXIV. Sistemas de las Entidades: Los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Fa- 
milia de cada entidad federativa; 


XXV. Sistema Local de Protección: El Sistema de Protección de Niñas, Niños y Ado- 
lescentes de cada entidad federativa; 


XXVI. Sistemas Municipales: Los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de 
la Familia; 


XXVII. Sistema Nacional DIF: El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la 
Familia; 
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XXVIII. Sistema Nacional de Protección Integral: El Sistema Nacional de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes, y 


XXIX. Tratados Internacionales: Los tratados internacionales vigentes en materia de 
derechos de niñas, niños y adolescentes de los que el Estado mexicano sea parte. 


Artículo 5. Son niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas de entre 
doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. 


Cuando exista la duda de si se trata de una persona mayor de dieciocho años de edad, se pre- 
sumirá que es adolescente. Cuando exista la duda de si se trata de una persona mayor o menor 
de doce años, se presumirá que es niña o niño. 
Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta Ley, son principios rectores, los siguientes: 
l. El interés superior de la niñez; 
II. La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e integralidad 
de los derechos de niñas, niños y adolescentes, conforme a lo dispuesto en los 
artículos lo. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos así 
como en los tratados internacionales; 
III. La igualdad sustantiva; 
IV. La no discriminación; 
V. La inclusión; 
VI. El derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo; 
VII. La participación; 


VIII. La interculturalidad; 


IX. La corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y las autori- 
dades; 


X. La transversalidad en la legislación, políticas públicas, actividades administrati- 
vas, económicas y culturales; 


XI. La autonomía progresiva; 


XII. El principio pro persona; 


XIII. El acceso a una vida libre de violencia, y 
XIV. La accesibilidad. 


Artículo 7. Las leyes federales y de las entidades federativas deberán garantizar el ejercicio, 
respeto, protección y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes; así como pre- 
ver, primordialmente, las acciones y mecanismos que les permitan un crecimiento y desarrollo 
integral plenos. 


Artículo 8. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demar- 
caciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
impulsarán la cultura de respeto, promoción y protección de derechos de niñas, niños y adoles- 
centes, basada en los principios rectores de esta Ley. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 9. A falta de disposición expresa en la Constitución Política de los Estados Unidos Mex- 
icanos, en los tratados internacionales, en esta Ley o en las demás disposiciones aplicables, se 
estará a los principios generales que deriven de dichos ordenamientos y a falta de éstos, a los 
principios generales del derecho, privilegiando en todo momento los principios rectores de 
esta Ley. 


Artículo 10. En la aplicación de la presente Ley se tomarán en cuenta las condiciones particu- 
lares de niñas, niños y adolescentes en los diferentes grupos de población, a fin de proteger el 
ejercicio igualitario de todos sus derechos. 


Las autoridades federales de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones ter- 
ritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán me- 
didas de protección especial de derechos de niñas, niños y adolescentes que se encuentren en 
situación de vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter socioeconómico, alimen- 
tario, psicológico, físico, discapacidad, identidad cultural, origen étnico o nacional, situación 
migratoria o apatridia, o bien, relacionadas con aspectos de género, preferencia sexual, creen- 
cias religiosas o prácticas culturales, u otros que restrinjan o limiten el ejercicio de sus derechos. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 11. Es deber de la familia, la comunidad a la que pertenecen, del Estado y, en general, 
de todos los integrantes de la sociedad, el respeto y el auxilio para la protección de derechos de 
niñas, niños y adolescentes, así como garantizarles un nivel adecuado de vida. 


Artículo 12. Es obligación de toda persona que tenga conocimiento de casos de niñas, niños y 
adolescentes que sufran o hayan sufrido, en cualquier forma, violación de sus derechos, hacerlo 
del conocimiento inmediato de las autoridades competentes, de manera que pueda seguirse 
la investigación correspondiente y, en su caso, instrumentar las medidas cautelares, de protec- 
ción y de restitución integrales procedentes en términos de las disposiciones aplicables. 
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TÍTULO SEGUNDO 


De los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 


Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de 
manera enunciativa mas no limitativa, los siguientes: 


l. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo; 

IL Derecho de prioridad; 

Ill... Derecho a la identidad; 

IV. Derecho a vivir en familia; 

v. Derecho a la igualdad sustantiva; 

VI. Derecho a no ser discriminado; 

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral; 

VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal; 

IX. Derecho a la protección de la salud y a la seguridad social; 

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad; 

XI. Derecho a la educación; 

XIl. Derecho al descanso y al esparcimiento; 

XIII. Derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y 
cultura; 

XIV. Derecho a la libertad de expresión y de acceso a la información; 

XV. Derecho de participación; 

XVI. Derecho de asociación y reunión; 

XVII. Derecho a la intimidad; 

XVIIl.Derecho a la seguridad jurídica y al debido proceso; 

XIX. Derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, y 

XX. Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como 
a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e In- 
ternet, en términos de lo previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodi- 
fusión. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en 
la prestación de dichos servicios. 


Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones ter- 
ritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar estos derechos a todas las niñas, niños y adolescentes sin 
discriminación de ningún tipo o condición. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Capítulo Primero 
Del Derecho a la Vida, a la Supervivencia y al Desarrollo 


Artículo 14. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que se les preserve la vida, a la su- 
pervivencia y al desarrollo. 


Las autoridades de la Federación, de las entidades federativas, municipales y de las demarcacio- 
nes territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 
llevar a cabo las acciones necesarias para garantizar el desarrollo y prevenir cualquier conducta 
que atente contra su supervivencia, así como para investigar y sancionar efectivamente los ac- 
tos de privación de la vida. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 15. Niñas, niños y adolescentes deberán disfrutar de una vida plena en condiciones 
acordes a su dignidad y en condiciones que garanticen su desarrollo integral. 


Artículo 16. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a no ser privados de la vida bajo nin- 
guna circunstancia, ni ser utilizados en conflictos armados o violentos. 


Capítulo Segundo 
Del Derecho de Prioridad 


Artículo 17. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que se les asegure prioridad en el 
ejercicio de todos sus derechos, especialmente a que: 


Il. Seles brinde protección y socorro en cualquier circunstancia y con la oportunidad 
necesaria; 

ll. Se les atienda antes que a las personas adultas en todos los servicios, en igualdad 
de condiciones, y 


lll. Se les considere para el diseño y ejecución de las políticas públicas necesarias para 
la protección de sus derechos. 


Artículo 18. En todas las medidas concernientes a niñas, niños y adolescentes que tomen los 
órganos jurisdiccionales, autoridades administrativas y Órganos legislativos, se tomará en cuen- 
ta, como consideración primordial, el interés superior de la niñez. Dichas autoridades elabo- 
rarán los mecanismos necesarios para garantizar este principio. 


Capítulo Tercero 
Del Derecho a la Identidad 


Artículo 19. Niñas, niños y adolescentes, en términos de la legislación civil aplicable, desde su 
nacimiento, tienen derecho a: 
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Il. Contar con nombre y los apellidos que les correspondan, así como a ser inscritos 
en el Registro Civil respectivo de forma inmediata y gratuita, y a que se les expida 
en forma ágil y sin costo la primer copia certificada del acta correspondiente, en los 
términos de las disposiciones aplicables; 


Il. Contar con nacionalidad, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Políti- 
ca de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales; 


III. Conocer su filiación y su origen, en la medida de lo posible y siempre que ello sea 
acorde con el interés superior de la niñez, y 


IV. Preservar su identidad, incluidos el nombre, la nacionalidad y su pertenencia cul- 
tural, así como sus relaciones familiares. 


Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 
colaborar en la búsqueda, localización y obtención de la información necesaria para acreditar o 
restablecer la identidad de niñas, niños y adolescentes. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Las Procuradurías de Protección, en el ámbito de sus respectivas competencias, orientarán a las 
autoridades que correspondan para que den debido cumplimiento al presente artículo. 


Cuando haya procesos o procedimientos que deriven en cambio de apellidos de niñas, niños y 
adolescentes, éstos tendrán el derecho a opinar y a sertomados en cuenta, conforme a su edad, 
desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. 


La falta de documentación para acreditar la identidad de niñas, niños y adolescentes no será 
obstáculo para garantizar sus derechos. 


Artículo 20. Niñas, niños y adolescentes de nacionalidad extranjera que se encuentren en ter- 
ritorio nacional, tienen derecho a comprobar su identidad con los documentos emitidos por la 
autoridad competente u otros medios previstos en la Ley de Migración y demás disposiciones 
aplicables. 


En los casos en que niñas, niños o adolescentes cumplan con los requisitos para obtener la na- 
cionalidad mexicana, se les brindarán todas las facilidades a efecto de darles un trato prioritario. 


Artículo 21. Para efectos del reconocimiento de maternidad y paternidad de niñas, niños y 
adolescentes, así como en relación con los derechos y obligaciones derivados de la filiación y 
parentesco, se estará a la legislación civil aplicable. Ante la negativa de la prueba de paternidad 
o maternidad, la autoridad competente, salvo prueba en contrario, presumirá que es el padre o 
la madre respectivamente. 


Capítulo Cuarto 
Del Derecho a Vivir en Familia 


Artículo 22. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en familia. La falta de recursos 
no podrá considerarse motivo suficiente para separarlos de su familia de origen o de los famili- 
ares con los que convivan, ni causa para la pérdida de la patria potestad. 


Niñas, niños y adolescentes no podrán ser separados de las personas que ejerzan la patria po- 
testad o de sus tutores y, en términos de las disposiciones aplicables, de las personas que los 
tengan bajo su guarda y custodia, salvo que medie orden de autoridad competente, en la que 
se determine la procedencia de la separación, en cumplimiento a la preservación del interés 
superior de la niñez, de conformidad con las causas previstas en las leyes y mediante el debido 
proceso en el que se garantice el derecho de audiencia de todas las partes involucradas. En 
todos los casos, se tendrá en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes conforme a su 
edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo ymadurez. 


Los casos en que las personas que ejerzan la patria potestad, por extrema pobreza o por nece- 
sidad de ganarse el sustento lejos del lugar de residencia, tengan dificultades para atender a 
niñas, niños y adolescentes de manera permanente, no serán considerados como supuestos de 
exposición o estado de abandono, siempre que los mantengan al cuidado de otras personas, 
libres de violencia y provean su subsistencia. 


Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones ter- 
ritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, están obliga- 
das a establecer políticas de fortalecimiento familiar para evitar la separación de niñas, niños y 
adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 23. Niñas, niños y adolescentes cuyas familias estén separadas, tendrán derecho a 
convivir o mantener relaciones personales y contacto directo con sus familiares de modo regu- 
lar, excepto en los casos en que el órgano jurisdiccional competente determine que ello es 
contrario al interés superior de la niñez, sin perjuicio de las medidas cautelares y de protección 
que se dicten por las autoridades competentes en los procedimientos respectivos, en los que 
se deberá garantizar el derecho de audiencia de todas las partes involucradas, en especial de 
niñas, niños y adolescentes. 


Asimismo, niñas, niños y adolescentes tienen derecho a convivir con sus familiares cuando éstos 
se encuentren privados de su libertad. Las autoridades competentes en materia jurisdiccional 
y penitenciaria deberán garantizar este derecho y establecer las condiciones necesarias para 
que esta convivencia se realice en forma adecuada, conforme a las disposiciones aplicables. 
Este derecho sólo podrá ser restringido por resolución del órgano jurisdiccional competente, 
siempre y cuando no sea contrario a su interés superior. 
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Artículo 24. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, establecerán las normas y los mecanismos necesarios para facilitar la localización y reunifi- 
cación de la familia de niñas, niños y adolescentes, cuando hayan sido privados de ella, siempre 
y cuando no sea contrario a su interés superior. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Durante la localización de la familia, niñas, niños y adolescentes tienen derecho a acceder a las 
modalidades de cuidados alternativos de carácter temporal, en tanto se incorporan a su familia. 


Para efectos del párrafo anterior, el Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las Entidades de- 
berán otorgar acogimiento correspondiente de conformidad con lo previsto en el Título Cuarto, 
Capítulo Primero de esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


Artículo 25. Las leyes federales y de las entidades federativas contendrán disposiciones para 
prevenir y sancionar el traslado o retención ilícita de niñas, niños y adolescentes cuando se 
produzcan en violación de los derechos atribuidos individual o conjuntamente a las personas o 
instituciones que ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda y custodia, y preverán proced- 
imientos expeditos para garantizar el ejercicio de esos derechos. 


En los casos de traslados o retenciones ilícitas de niñas, niños y adolescentes fuera del territorio 
nacional, la persona interesada podrá presentar la solicitud de restitución respectiva ante la 
Secretaría de Relaciones Exteriores, para que ésta lleve a cabo las acciones correspondientes en 
el marco de sus atribuciones, de conformidad con lo dispuesto en los instrumentos internacio- 
nales y demás disposiciones aplicables. 


Cuando las autoridades de las entidades federativas tengan conocimiento de casos de niñas, 
niños y adolescentes de nacionalidad mexicana trasladados o retenidos de manera ilícita en el 
extranjero, se coordinarán con las autoridades federales competentes, conforme a las demás 
disposiciones aplicables, para su localización y restitución. 


Cuando una niña, niño o adolescente sea trasladado o retenido ilícitamente en territorio na- 
cional, o haya sido trasladado legalmente pero retenido ilícitamente, las autoridades federales, 
de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, en el ámbito de sus respectivas competencias, estarán obligadas a coadyuvar en su 
localización, a través de los programas para la búsqueda, localización y recuperación, así como 
en la adopción de todas las medidas necesarias para prevenir que sufran mayores daños y en 
la sustanciación de los procedimientos de urgencia necesarios para garantizar su restitución 
inmediata, cuando la misma resulte procedente conforme a los tratados internacionales en ma- 
teria de sustracción de menores. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 26. El Sistema Nacional DIF o los Sistemas de las Entidades, deberán otorgar medidas 


especiales de protección de niñas, niños y adolescentes que hayan sido separados de su familia 
de origen por resolución judicial. 


Las autoridades competentes garantizarán que reciban todos los cuidados que se requieran 
por su situación de desamparo familiar. En estos casos, de conformidad con la legislación civil 
aplicable, el Sistema Nacional DIF o los Sistemas de las Entidades, según sea el caso, se asegu- 
rarán de que niñas, niños y adolescentes: 


l.. Sean ubicados con su familia extensa o ampliada para su cuidado, siempre que ello 
sea posible y no sea contrario a su interés superior; 


Il. Sean recibidos por una familia de acogida como medida de protección, de carácter 
temporal, en los casos en los cuales ni los progenitores, ni la familia extensa de ni- 
ñas, niños y adolescentes pudieran hacerse cargo; 


Ill. Sean sujetos del acogimiento pre-adoptivo como una fase dentro del procedimien- 
to de adopción, que supone la vinculación de niñas, niños y adolescentes, respecto 
del cual ya se ha declarado la condición de adoptabilidad, con su nuevo entorno y 
determinar la idoneidad de la familia para convertirse en familia adoptiva; 


IV. En el Sistema Nacional DIF, así como los Sistemas de las Entidades y Sistemas Munic- 
¡pales, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán registrar, capacitar, 
evaluar y certificar a las familias que resulten idóneas, considerando los requisitos 
señalados para el acogimiento pre-adoptivo, o 


V. Sean colocados, dadas las características específicas de cada caso, en acogimiento 
residencial brindado por centros de asistencia social el menor tiempo posible. 


Esta medida especial de protección tendrá carácter subsidiario, priorizando las opciones de 
cuidado en un entorno familiar. 


La autoridad competente deberá tener en consideración el interés superior de la niñez para 
determinar la opción que sea más adecuada y, de ser el caso, restituirle su derecho a vivir en 
familia. 


El Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las Entidades en todo momento serán responsables 
del seguimiento de la situación en la que se encuentren niñas, niños y adolescentes una vez 
que haya concluido el acogimiento. 


Artículo 27. Las personas interesadas en adoptar niñas, niños y adolescentes que se encuen- 
tren bajo la tutela de las Procuradurías de Protección, podrán presentar ante dichas instancias 
la solicitud correspondiente. 


Las Procuradurías de Protección, en el ámbito de sus respectivas competencias, realizarán las 
valoraciones psicológica, económica, de trabajo social y todas aquéllas que sean necesarias 
para determinar la idoneidad de quienes soliciten la adopción, en los términos de lo dispuesto 
por las leyes aplicables. La Procuraduría de Protección que corresponda emitirá el certificado 
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de idoneidad respectivo. 


La asignación de niñas, niños y adolescentes sólo podrá otorgarse a una familia de acogida pre- 
adoptiva que cuente con certificado de idoneidad. Para tal efecto, se observará lo siguiente: 


Il. Niñas, niños y adolescentes, siempre que sea posible de acuerdo con su edad, de- 
sarrollo cognoscitivo y grado de madurez, serán escuchados y su opinión será fun- 
damental para la determinación que adopte el órgano jurisdiccional competente; 


ll. Se tomará en cuenta que las condiciones en la familia de acogimiento pre-adoptiva 
sean adecuadas para el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, de con- 
formidad con el principio de interés superior de la niñez; 


III. Se tomará en consideración el grado de parentesco; la relación de afinidad y de af- 
ectividad; el origen, la comunidad y las condiciones culturales en que se desarrollen 
niñas, niños y adolescentes, y 


IV. Se procurará no separar a hermanas y hermanos, pero si hubiere necesidad de ello, 
se establecerán medidas para que mantengan vínculos de convivencia, contacto y 
comunicación permanente. 


Artículo 28. Las Procuradurías de Protección, que en sus respectivos ámbitos de competen- 
cia, hayan autorizado la asignación de niñas, niños o adolescentes a una familia de acogida 
pre-adoptiva, deberán dar seguimiento a la convivencia entre ellos y al proceso de adaptación 
conforme a su nueva situación, con el fin de prevenir o superar las dificultades que se puedan 
presentar. 


En los casos que las Procuradurías de Protección constaten que no se consolidaron las condi- 
ciones de adaptación de niñas, niños o adolescentes con la familia de acogida pre-adoptiva, 
procederán a iniciar el procedimiento a fin de reincorporarlos al sistema que corresponda y se 
realizará, en su caso, una nueva asignación. 


Cuando se verifique cualquier tipo de violación a los derechos de niñas, niños o adolescentes 
asignados, el sistema competente revocará la asignación y ejercerá las facultades que le otor- 
gan la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 


Los procedimientos de adopción se desahogarán de conformidad con la legislación civil apli- 
cable. 


Artículo 29. Corresponde al Sistema Nacional DIF, así como a los Sistemas de las Entidades y los 
Sistemas Municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias: 


l. Prestar servicios de asesoría y asistencia jurídica a las personas que deseen asumir 
el carácter de familia de acogimiento pre-adoptivo de niñas, niños o adolescentes, 
así como su capacitación; 


ll. Realizar evaluaciones sobre la idoneidad de las condiciones de quienes pretendan 


adoptar, y emitir los dictámenes correspondientes, así como formular las recomen- 
daciones pertinentes al órgano jurisdiccional, y 


III. Contar con un sistema de información que permita registrar a las niñas, niños y 
adolescentes cuya situación jurídica o familiar permita que sean susceptibles de 
adopción, así como el listado de las personas solicitantes de adopción, adopciones 
concluidas e informar de manera trimestral a la Procuraduría de Protección Federal. 


Artículo 30. En materia de adopciones, las leyes federales y de las entidades federativas de- 
berán contener disposiciones mínimas que abarquen lo siguiente: 


l. Prever que niñas, niños y adolescentes sean adoptados en pleno respeto de sus 
derechos, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez; 


Il. Asegurar que se escuche y tome en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescen- 
tes de acuerdo con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez, 
en términos de la presente Ley; 


Ill. Garantizar que se asesore jurídicamente, tanto a quienes consientan la adopción, 
como a quienes la acepten, a fin de que conozcan los alcances jurídicos, familiares 
y sociales de la misma; 


IV. Disponer las acciones necesarias para verificar que la adopción no sea motivada por 
beneficios económicos para quienes participen en ella, y 


V. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demar- 
caciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas com- 
petencias, velarán porque en los procesos de adopción se respeten las normas que 
los rijan. 

Fracción reformada DOF 23-06-201 


Artículo 31. Tratándose de adopción internacional, la legislación aplicable deberá disponer 
lo necesario para asegurar que los derechos de niñas, niños y adolescentes que sean adopta- 
dos sean garantizados en todo momento y se ajusten el interés superior de la niñez, así como 
garantizar que esta adopción no sea realizada para fines de venta, sustracción, retención u 
ocultación ilícita, tráfico, trata de personas, explotación, las peores formas de trabajo infantil o 
cualquier ilícito en contra de los mismos. 


En los procedimientos judiciales de adopción internacional deberá requerirse el informe de 
adoptabilidad por parte del Sistema Nacional DIF o de los Sistemas de las Entidades y, una 
vez que el órgano jurisdiccional competente otorgue la adopción, previa solicitud de los 
adoptantes, la Secretaría de Relaciones Exteriores expedirá la certificación correspondiente, de 
conformidad con los tratados internacionales. 


El Estado dará seguimiento a la convivencia y proceso de adaptación conforme a su nueva situ- 
ación, con el fin de prevenir o superar las dificultades que se puedan presentar. 


Las personas que ejerzan profesiones en el trabajo social y psicología de las instituciones públi- 
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cas y privadas que intervengan en procedimientos de adopción internacional, en términos de 
lo dispuesto en los tratados internacionales, deberán contar con la autorización y registro del 
Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las entidades en el ámbito de su competencia. 


La adopción internacional de una niña, niño o adolescente de nacionalidad mexicana proced- 
erá cuando se haya constatado por las autoridades correspondientes que ésta responde al in- 
terés superior de la niñez, después de haber examinado adecuadamente las posibilidades de 
asignación de la niña, niño o adolescente para adopción nacional. 


Artículo 32. Las personas que ejerzan profesiones en el trabajo social y psicología o carre- 
ras afines de las instituciones públicas y privadas que realicen estudios socioeconómicos, psi- 
cológicos e informes psicosociales en materia de adopción, deberán cumplir con los requisitos 
siguientes: 


l. Contar contítulo y cédula profesional de licenciatura en trabajo social, psicología o 
carreras afines; 


ll. Acreditar experiencia en temas de desarrollo de la niñez y de la adolescencia, fa- 
milia, pareja o adopción; 

III. Acreditar experiencia laboral mínima de dos años, en trabajo social o psicología, o 
en la atención de niñas, niños o adolescentes sujetos de asistencia social o solici- 
tantes deadopción; 


IV. Presentar carta compromiso por parte de la institución de asistencia privada que 
proponga al profesional de que se trate ante el Sistema Nacional DIF, y los Sistemas 
de las Entidades, en los casos de profesionales que busquen ingresar a instituciones 
privadas; 


V. No haber sido condenado por delitos dolosos; 


VI. Presentar constancia de la institución de asistencia privada en la que indique que 
las personas profesionales en trabajo social o psicología o carreras afines, son per- 
sonas empleadas asalariadas con remuneración mensual fija, y 


VII. El Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las Entidades expedirán las autorizacio- 
nes correspondientes y llevarán un registro de las mismas. 


Artículo 33. Cuando las personas que laboren en las instituciones públicas y privadas contra- 
vengan los derechos de niñas, niños y adolescentes o incurran en actos contrarios al interés 
superior de la niñez, el Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las Entidades revocarán la autor- 
ización y registrará la cancelación a que se refiere el artículo anterior. 


Las personas profesionales a quienes sea revocada la autorización serán inhabilitadas y boleti- 
nadas por el Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las Entidades, a fin de evitar adopciones 
contrarias al interés superior de la niñez. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones previstas en 
las disposiciones jurídicas aplicables. 


Para la revocación de las autorizaciones e inhabilitación a que se refiere este artículo, se se- 
guirán las disposiciones en materia de procedimiento administrativo aplicables en los ámbitos 
federal o de las entidades federativas, según corresponda. 


Cualquier persona podrá presentar una queja ante el Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las 
Entidades si considera que se actualizan los supuestos previstos en el primer párrafo de este 
artículo. 


Artículo 34. Las leyes federales y de las entidades federativas garantizarán el cumplimiento de 
las obligaciones señaladas en el presente Capítulo. 


Artículo 35. Las autoridades competentes en materia de desarrollo integral de la familia e insti- 
tuciones públicas y privadas ofrecerán orientación, cursos y asesorías gratuitas, así como servi- 
cios terapéuticos en materia de pareja, de maternidad y paternidad, entre otros. 


Capítulo Quinto 
Del Derecho a la Igualdad Sustantiva 


Artículo 36. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso al mismo trato y oportuni- 
dades para el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fun- 
damentales. 


Artículo 37. Las autoridades de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios 
y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, para garantizar la igualdad sustan- 
tiva deberán: 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Il. Transversalizar la perspectiva de género en todas sus actuaciones y procurar la uti- 
lización de un lenguaje no sexista en sus documentos oficiales; 


Il. Diseñar, implementar y evaluar programas, políticas públicas a través de Acciones 
afirmativas tendientes a eliminar los obstáculos que impiden la igualdad de acceso 
y de oportunidades a la alimentación, a la educación y a la atención médica entre 
niñas, niños y adolescentes; 


lll. Implementar acciones específicas para alcanzar la eliminación de costumbres, 
tradiciones, prejuicios, roles y estereotipos sexistas o de cualquier otra índole que 
estén basadas en la idea de inferioridad; 


IV. Establecer medidas dirigidas de manera preferente a niñas y adolescentes que 
pertenezcan a grupos y regiones con mayor rezago educativo o que enfrenten 
condiciones económicas y sociales de desventaja para el ejercicio de los derechos 
contenidos en esta Ley; 


V. Establecer los mecanismos institucionales que orienten al Estado mexicano hacia 
el cumplimiento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y privado, pro- 
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moviendo el empoderamiento de las niñas y adolescentes; 


VI. Desarrollar campañas permanentes de sensibilización de los derechos de niñas y 
adolescentes. 


Artículo 38. Las normas aplicables a las niñas y a las adolescentes deberán estar dirigidas a 
visibilizar, promover, respetar, proteger y garantizar, en todo momento, sus derechos en aras de 
alcanzar la igualdad sustantiva con respecto a los niños y a los adolescentes; y, en general, con 
toda la sociedad. 


Capítulo Sexto 
Del Derecho a No ser Discriminado 


Artículo 39. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a no ser sujetos de discriminación al- 
guna ni de limitación o restricción de sus derechos, en razón de su origen étnico, nacional o so- 
cial, idioma o lengua, edad, género, preferencia sexual, estado civil, religión, opinión, condición 
económica, circunstancias de nacimiento, discapacidad o estado de salud o cualquier otra 
condición atribuible a ellos mismos o a su madre, padre, tutor o persona que los tenga bajo 
guarda y custodia, o a otros miembros de su familia. 


Asimismo, las autoridades están obligadas a llevar a cabo medidas especiales para prevenir, at- 
ender y erradicar la Discriminación Múltiple de la que son objeto niñas, niños y adolescentes en 
situación de exclusión social, en situación de calle, afrodescendientes, peores formas de trabajo 
infantil o cualquiera otra condición de marginalidad. 


Artículo 40. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligadas a adoptar medidas y a realizar las acciones afirmativas necesarias para 
garantizar a niñas, niños y adolescentes la igualdad sustantiva, de oportunidades y el derecho 
a la no discriminación. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


La adopción de estas medidas y la realización de acciones afirmativas formarán parte de la 
perspectiva antidiscriminatoria, la cual será incorporada de manera transversal y progresiva en 
el quehacer público, y de manera particular en el diseño, implementación y evaluación de las 
políticas públicas. 


Serán factor de análisis prioritario las diferencias de género como causa de vulnerabilidad y 
discriminación en contra de las niñas y las adolescentes. 


Artículo 41. Las instancias públicas de los poderes federales y locales así como los órganos 
constitucionales autónomos deberán reportar semestralmente al Consejo Nacional para Pre- 
venir la Discriminación, o a la instancia respectiva local, las medidas de nivelación, medidas de 
inclusión y Acciones afirmativas que adopten, para su registro y monitoreo, en términos de la 


Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación y de las legislaciones locales correspon- 
dientes. 


Dichos reportes deberán desagregar la información, por lo menos, en razón de edad, sexo, es- 
colaridad, entidad federativa y tipo de discriminación. 


Artículo 42. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
adoptarán medidas para la eliminación de usos, costumbres, prácticas culturales o prejuicios 
que atenten contra la igualdad de niñas, niños y adolescentes por razón de género o que prom- 
uevan cualquier tipo de discriminación, atendiendo al interés superior de la niñez. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Capítulo Séptimo 
Del Derecho a Vivir en Condiciones de Bienestar 
y a un Sano Desarrollo Integral 


Artículo 43. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente sano y 
sustentable, y en condiciones que permitan su desarrollo, bienestar, crecimiento saludable y 
armonioso, tanto físico como mental, material, espiritual, ético, cultural y social. 


Artículo 44. Corresponde a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de ni- 
ñas, niños y adolescentes, la obligación primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades 
y medios económicos, las condiciones de vida suficientes para su sano desarrollo. Las autori- 
dades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales 
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, coadyuvarán a dicho fin 
mediante la adopción de las medidas apropiadas. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 45. Las leyes federales y de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, establecerán como edad mínima para contraer matrimonio los 18 años. 


Capítulo Octavo 
Derecho de Acceso a una Vida Libre de Violencia 
y a la Integridad Personal 


Artículo 46. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir una vida libre de toda forma de 
violencia y a que se resguarde su integridad personal, a fin de lograr las mejores condiciones de 
bienestar y el libre desarrollo de su personalidad. 


Artículo 47. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligadas a tomar las medidas necesarias para prevenir, atender y sancionar los ca- 
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sos en que niñas, niños o adolescentes se vean afectados por: 
Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Il. El descuido, negligencia, abandono o abuso físico, psicológico o sexual; 
ll. La corrupción de personas menores de dieciocho años de edad; 


Ill. Trata de personas menores de 18 años de edad, abuso sexual infantil, explotación 
sexual infantil con o sin fines comerciales, o cualquier otro tipo de explotación, y 
demás conductas punibles establecidas en las disposiciones aplicables; 


IV. El tráfico de menores; 


V. El trabajo antes de la edad mínima de quince años, prevista en el artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones apli- 
cables; 


VI. El trabajo en adolescentes mayores de 15 años que pueda perjudicar su salud, su 
educación o impedir su desarrollo físico o mental, explotación laboral, las peores 
formas de trabajo infantil, así como el trabajo forzoso, de conformidad con lo dis- 
puesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en las demás 
disposiciones aplicables, y 


VII. La incitación o coacción para que participen en la comisión de delitos o en aso- 
ciaciones delictuosas, en conflictos armados o en cualquier otra actividad que im- 
pida su desarrollo integral. 


Las autoridades competentes deberán considerar la perspectiva de género en las situaciones 
de violencia. 


Las leyes generales, federales y de las entidades federativas deberán establecer las disposicio- 
nes que orientarán las políticas de prevención, protección, atención, sanción y erradicación de 
los supuestos a que se refieren las fracciones anteriores. 


Las autoridades competentes, están obligadas a implementar medidas especiales para preve- 
nir, sancionar y reparar las conductas previstas en este artículo para niñas, niños y adolescentes 
con discapacidad. 


Artículo 48. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligadas a adoptar las medidas apropiadas para promover la recuperación física 
y psicológica y la restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes para lograr el pleno 
ejercicio de sus derechos y garantizar su reincorporación a la vida cotidiana. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


La recuperación y restitución de derechos a que se refiere el párrafo anterior se llevarán a cabo 
en un ambiente que fomente la salud física y psicológica, el respeto y la dignidad de niñas, 
niños y adolescentes. 


Artículo 49. En los casos en que niñas, niños y adolescentes sean víctimas de delitos se apli- 
carán las disposiciones de la Ley General de Víctimas y demás disposiciones que resulten apli- 
cables. En todo caso, los protocolos de atención deberán considerar su edad, desarrollo evolu- 
tivo, cognoscitivo y madurez para la implementación de las acciones de asistencia y protección 
respectivas, así como la reparación integral del daño. 


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Sistema Nacional de Protección 
Integral a que se refiere la presente Ley, deberá coordinarse con el Sistema Nacional de Aten- 
ción a Víctimas, el cual procederá a través de su Comisión Ejecutiva en los términos de la legis- 
lación aplicable. 


Capítulo Noveno 
Del Derecho a la Protección de la Salud y a la Seguridad Social 


Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel posible 
de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de calidad 
de conformidad con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud. 
Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones ter- 
ritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, en relación con 
los derechos de niñas, niños y adolescentes, se coordinarán a fin de: 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


l. Reducir la morbilidad y mortalidad; 


Il. Asegurar la prestación de la asistencia médica y sanitaria que sean necesarias a ni- 
ñas, niños y adolescentes, haciendo hincapié en la atención primaria; 


III. Promover en todos los grupos de la sociedad y, en particular, en quienes ejerzan 
la patria potestad, tutela o guarda y custodia, de niños, niñas y adolescentes, los 
principios básicos de la salud y la nutrición, las ventajas de la lactancia materna, 
la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención de accidentes; 


IV. Adoptar medidas tendentes a la eliminación las prácticas culturales, usos y costum- 
bres que sean perjudiciales para la salud de niñas, niños y adolescentes; 


V. Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a quienes ejerzan la pa- 
tria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, y la edu- 
cación y servicios en materia de salud sexual y reproductiva; 


VI. Establecer las medidas tendentes a prevenir embarazos de las niñas y las adoles- 
centes; 


VII. Asegurar la prestación de servicios de atención médica respetuosa, efectiva e in- 
tegral durante el embarazo, parto y puerperio, así como para sus hijas e hijos, y 
promover la lactancia materna exclusiva dentro de los primeros seis meses y com- 
plementaria hasta los dos años, así como garantizar el acceso a métodos anticon- 
ceptivos; 
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VIII. Combatir la desnutrición crónica y aguda, sobrepeso y obesidad, así como otros 
trastornos de conducta alimentaria mediante la promoción de una alimentación 
equilibrada, el consumo de agua potable, el fomento del ejercicio físico, e impulsar 
programas de prevención e información sobre estos temas; 


IX. Fomentar y ejecutar los programas de vacunación y el control de la niñez y adoles- 
cencia sana para vigilar su crecimiento y desarrollo en forma periódica; 


X. Atender de manera especial las enfermedades respiratorias, renales, gastrointesti- 
nales, epidémicas, cáncer, VIH/SIDA y otras enfermedades de transmisión sexual e 
impulsar programas de prevención e información sobre éstas; 


XI. Proporcionar asesoría y orientación sobre salud sexual y reproductiva; 


XII. Disponer lo necesario para que niñas, niños y adolescentes con discapacidad reci- 
ban la atención apropiada a su condición, que los rehabilite, mejore su calidad de 
vida, facilite su interacción e inclusión social y permita un ejercicio igualitario de sus 
derechos; 


XIII. Prohibir, sancionar y erradicar la esterilización forzada de niñas, niños y adolescen- 
tes y cualquier forma de violencia obstétrica; 


XIV. Establecer las medidas para que en los servicios de salud se detecten y atiendan 
de manera especial los casos de víctimas de delitos o violaciones a sus derechos, 
o sujetos de violencia sexual y familiar, de conformidad con las disposiciones apli- 
cables en la materia; 


XV. Establecer medidas tendentes a la prevención, atención, combate y rehabilitación 
de los problemas de salud pública causados por las adicciones; 


XVI.Establecer medidas tendentes a que en los servicios de salud se detecten y atien- 
dan de manera especial los casos de niñas, niños y adolescentes con problemas de 
salud mental; 


XVII. — Establecer medidas para la detección temprana de discapacidades a efecto 
de prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades y asegurar 
los mayores niveles de atención y rehabilitación, y 


XVIII. Proporcionar el acceso a los bienes, servicios, ayudas técnicas y rehabilitación 
que requieren niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 


Asimismo, garantizarán que todos los sectores de la sociedad tengan acceso a educación y 
asistencia en materia de principios básicos de salud y nutrición, ventajas de la lactancia ma- 
terna exclusiva durante los primeros seis meses y complementaria hasta los dos años de edad, 
así como la prevención de embarazos, higiene, medidas de prevención de accidentes y demás 
aspectos relacionados con la salud de niñas, niños y adolescentes. 


Los Sistemas Nacional y estatales de Salud deberán garantizar el pleno cumplimiento del 
derecho a la salud atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior de la niñez, la igual- 
dad sustantiva y la no discriminación, así como establecer Acciones afirmativas a favor de niñas, 
niños y adolescentes. 


En todos los casos se respetará el derecho a la intimidad de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 51. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias 
y de conformidad con las disposiciones aplicables, deberán garantizar el derecho a la seguridad 
social. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 52. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, deben desarrollar políticas para fortalecer la salud materno-infantil y aumentar la esper- 
anza de vida. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Capítulo Décimo 
Del Derecho a la Inclusión de Niñas, Niños 
y Adolescentes con Discapacidad 


Artículo 53. Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a la igualdad sustan- 
tiva y a disfrutar de los derechos contenidos en la presente Ley, la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y demás leyes aplicables. 


Cuando exista duda o percepción si una niña, niño o adolescente es persona con discapacidad, 
se presumirá que es una niña, niño o adolescente con discapacidad. 


Son niñas, niños o adolescentes con discapacidad los que por razón congénita o adquirida pre- 
sentan una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea perma- 
nente o temporal y que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda 
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás. 


Las niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a vivir incluidos en la comuni- 
dad, en igualdad de condiciones que las demás niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 54. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligadas a implementar medidas de nivelación, de inclusión y Acciones afirmati- 
vas en términos de las disposiciones aplicables considerando los principios de participación 
e inclusión plenas y efectivas en la sociedad, respeto por la diferencia y la aceptación de las 
personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas, respeto a la 
evolución de las facultades de niñas, niños y adolescentes con discapacidad y de su derecho a 
preservar su identidad. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 
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La discriminación por motivos de discapacidad también comprende la negación de ajustes ra- 
zonables. 


Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, están ob- 
ligadas a realizar lo necesario para fomentar la inclusión social y deberán establecer el diseño 
universal de accesibilidad de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en términos de la 
legislación aplicable. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Además del diseño universal, se deberá dotar a las instalaciones que ofrezcan trámites y servi- 
cios a niñas, niños y adolescentes con discapacidad, de señalización en Braille y formatos ac- 
cesibles de fácil lectura y comprensión. Asimismo, procurarán ofrecer otras medidas de asisten- 
cia e intermediarios. 

Párrafo publicado sin modificación DOF 23-06-2017 


No se podrá negar o restringir la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, 
el derecho a la educación ni su participación en actividades recreativas, deportivas, lúdicas o 
culturales en instituciones públicas, privadas y sociales. 


No se considerarán discriminatorias las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o 
lograr la igualdad sustantiva de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 


Artículo 55. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, realizarán acciones a fin de sensibilizar a la sociedad incluso a nivel familiar, para que tome 
mayor conciencia respecto de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar el 
respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios respecto de 
su discapacidad. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Las leyes federales y de las entidades federativas establecerán disposiciones tendentes a: 


Il. Reconocer y aceptar la existencia de la discapacidad, a efecto de prevenir la ocul- 
tación, abandono, negligencia y segregación de niñas, niños y adolescentes con 
discapacidad; 

ll. Ofrecer apoyos educativos y formativos para quienes ejerzan la patria potestad, tu- 
tela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, a fin de 
aportarles los medios necesarios para que puedan fomentar su desarrollo y vida 
digna; 

III. Promover acciones interdisciplinarias para el estudio, diagnóstico temprano, trata- 
miento y rehabilitación de las discapacidades de niñas, niños y adolescentes que 


en cada caso se necesiten, asegurando que sean accesibles a las posibilidades 
económicas de susfamiliares; 


IV. Disponer acciones que permitan ofrecerles cuidados elementales gratuitos, acceso 
a programas de estimulación temprana, servicios de salud, rehabilitación, espar- 
cimiento, actividades ocupacionales, así como a la capacitación para el trabajo, y 


V. Establecer mecanismos que permitan la recopilación periódica y sistemática de in- 
formación y estadística de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, que per- 
mita una adecuada formulación de políticas públicas en la materia. 


Dichos reportes deberán desagregarse, al menos, por sexo, edad, escolaridad, entidad federa- 
tiva y tipo de discapacidad. 


Artículo 56. Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho en todo momento 
a que se les facilite un intérprete o aquellos medios tecnológicos que les permitan obtener 
información de forma comprensible. 


Capítulo Décimo Primero 
Del Derecho a la Educación 


Artículo 57. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una educación de calidad que con- 
tribuya al conocimiento de sus propios derechos y, basada en un enfoque de derechos huma- 
nos y de igualdad sustantiva, que garantice el respeto a su dignidad humana; el desarrollo ar- 
mónico de sus potencialidades y personalidad, y fortalezca el respeto a los derechos humanos 
y a las libertades fundamentales, en los términos del artículo 3o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación y demás disposiciones aplicables. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, tendrán derecho a intervenir en 
la educación que habrá de darse a niñas, niños y adolescentes, en términos de lo previsto por 
el artículo 103 de esta Ley. 


Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones ter- 
ritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias garantizarán la 
consecución de una educación de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso y permanencia 
en la misma, para lo cual deberán: 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Il. Proporcionar la atención educativa que niñas, niños y adolescentes requieran para 
su pleno desarrollo, para lo cual, los programas respectivos deberán considerar la 
edad, madurez, circunstancias particulares y tradiciones culturales; 


ll... Adoptar medidas orientadas hacia el pleno ejercicio del derecho a la educación; 


lll. Establecer medidas para garantizar la gratuidad de la educación pública obligatoria 
y para procurar la accesibilidad material, económica y geográfica a la educación, sin 
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VII. 


VIII. 


XI. 


XII. 


XII! 


XIV. 


XV. 


discriminación; 

Establecer las condiciones necesarias para fortalecer la calidad educativa, tales 
como la relevancia y pertinencia del currículo, la disposición de la infraestructura y 
equipamiento adecuados para el aprendizaje y para las prácticas de enseñanza, la 
evaluación docente, entre otras; 


Destinar recursos humanos, materiales y presupuestarios adecuados y suficientes 
para garantizar la educación de calidad de niñas, niños y adolescentes; 


Adaptar el sistema educativo a las condiciones, intereses y contextos específicos de 
niñas, niños y adolescentes para garantizar su permanencia en el sistema educativo; 


Establecer acciones afirmativas para garantizar el derecho a la educación de niñas, 
niños y adolescentes de grupos y regiones con mayor rezago educativo, disper- 
sos o que enfrentan situaciones de vulnerabilidad por circunstancias específicas 
de carácter socioeconómico, físico, mental, de identidad cultural, origen étnico o 
nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con aspectos de género, prefer- 
encia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales; 


Prestar servicios educativos en condiciones de normalidad mínima, entendida ésta 
como el conjunto de condiciones indispensables que deben cumplirse en cada es- 
cuela para el buen desempeño de la tarea docente y el logro del aprendizaje de los 
educandos; 


Implementar mecanismos para la atención, canalización y seguimiento de los casos 
que constituyan violaciones al derecho a la educación de niñas, niños y adolescen- 
tes; 


Fomentar la convivencia escolar armónica y la generación de mecanismos para la 
discusión, debate y resolución pacífica de conflictos; 


Conformar una instancia multidisciplinaria responsable que establezca mecanis- 
mos para la prevención, atención y canalización de los casos de maltrato, perjuicio, 
daño, agresión, abuso o cualquier otra forma de violencia en contra de niñas, niños 
y adolescentes que se suscite en los centros educativos; 


Se elaboren protocolos de actuación sobre situaciones de acoso o violencia escolar 
para el personal y para quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custo- 
dia; 

Garantizar el pleno respeto al derecho a la educación y la inclusión de niñas, niños y 
adolescentes con discapacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Nacional, 
desarrollando y aplicando normas y reglamentos que eviten su discriminación y las 
condiciones de accesibilidad en instalaciones educativas, proporcionen los apoyos 
didácticos, materiales y técnicos y cuenten con personal docente capacitado; 


Adoptar medidas para responder a las necesidades de niñas, niños y adolescentes 
con aptitudes sobresalientes, de tal manera que se posibilite su desarrollo progresi- 
vo e integral, conforme a sus capacidades y habilidades personales; 


Establecer mecanismos para la expresión y participación de niñas, niños y adoles- 
centes, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez que per- 


mita atender y tomar en cuenta sus intereses y preocupaciones en materia educa- 
tiva; 

XVI. Contribuir a garantizar la permanencia y conclusión de la educación obligatoria de 
niñas, niños y adolescentes y para abatir el ausentismo, abandono y deserción es- 
colares; 


XVII. Administrar la disciplina escolar de modo compatible con la dignidad humana, 
impidiendo la imposición de medidas de disciplina que no estén previamente esta- 
blecidas, sean contrarias a la dignidad humana o atenten contra la vida o la integri- 
dad física o mental de niñas, niños y adolescentes; 


XVIIl.Erradicar las prácticas pedagógicas discriminatorias o excluyentes que atenten 
contra la dignidad humana o integridad, especialmente los tratos humillantes y de- 
gradantes; 


XIX. Inculcar en niñas, niños y adolescentes el respeto al medio ambiente; 


XX. Establecer mecanismos para fomentar el uso responsable y seguro de las tec- 
nologías de información y comunicación, y 


XXI. Establecer acciones afirmativas que garanticen el acceso y permanencia de niñas y 
adolescentes embarazadas, faciliten su reingreso y promuevan su egreso del siste- 
ma educativo nacional. 


Las autoridades escolares, en el ámbito de su competencia, deberán adoptar medidas necesar- 
ias para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 58. La educación, además de lo dispuesto en las disposiciones aplicables, tendrá los 
siguientes fines: 


l.. Fomentar en niñas, niños y adolescentes los valores fundamentales y el respeto de 
la identidad propia, así como a las diferencias culturales y opiniones diversas; 


ll.. Desarrollar la personalidad, las aptitudes y las potencialidades de niñas, niños y 
adolescentes; 


III. Inculcar a niñas, niños y adolescentes sentimientos de identidad y pertenencia a su 
escuela, comunidad y nación, así como su participación activa en el proceso educa- 
tivo y actividades cívicas en términos de las disposiciones aplicables; 


IV. Orientar a niñas, niños y adolescentes respecto a la formación profesional, las opor- 
tunidades de empleo y las posibilidades de carrera; 


V. Apoyar a niñas, niños y adolescentes que sean víctimas de maltrato y la atención 
especial de quienes se encuentren en situación de riesgo; 


VI. Prevenir el delito y las adicciones, mediante el diseño y ejecución de programas; 

VII. Emprender, en cooperación con quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda 
y custodia, así como con grupos de la comunidad, la planificación, organización y 
desarrollo de actividades extracurriculares que sean de interés para niñas, niños y 
adolescentes; 
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VIII. Promover la educación sexual integral conforme a su edad, el desarrollo evolutivo, 
cognoscitivo y madurez, de las niñas, niños y adolescentes que le permitan a niñas, 
niños y adolescentes ejercer de manera informada y responsable sus derechos con- 
sagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las leyes y 
los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; 


IX. Promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la igualdad de las 
personas ante ésta, propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no violencia en 
cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los derechos 
humanos y el respeto a los mismos, y 


X. Difundir los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes y las formas de pro- 
tección con que cuentan para ejercerlos. 


Artículo 59. Sin perjuicio de lo dispuesto en otras disposiciones aplicables, las autoridades 
competentes llevarán a cabo las acciones necesarias para propiciar las condiciones idóneas 
para crear un ambiente libre de violencia en las instituciones educativas, en el que se fomente 
la convivencia armónica y el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, incluyendo la 
creación de mecanismos de mediación permanentes donde participen quienes ejerzan la pa- 
tria potestad o tutela. 


Ley GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Para efectos del párrafo anterior, las autoridades federales, de las entidades federativas, munici- 
pales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respec- 
tivas competencias, y las instituciones académicas se coordinarán para: 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Il. Diseñar estrategias y acciones para la detección temprana, contención, prevención 
y erradicación del acoso o la violencia escolar en todas sus manifestaciones, que 
contemplen la participación de los sectores público, privado y social, así como in- 
dicadores y mecanismos de seguimiento, evaluación y vigilancia; 

Il. Desarrollar actividades de capacitación para servidores públicos y para el personal 
administrativo y docente; 

lll. Establecer mecanismos gratuitos de atención, asesoría, orientación y protección 
de niñas, niños y adolescentes involucrados en una situación de acoso o violencia 
escolar, y 

IV. Establecer y aplicar las sanciones que correspondan a las personas, responsables de 
centros de asistencia social, personal docente o servidores públicos que realicen, 
promuevan, propicien, toleren o no denuncien actos de acoso o violencia escolar, 
conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


Capítulo Décimo Segundo 
De los Derechos al Descanso y al Esparcimiento 





AS Artículo 60. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego 


y a las actividades recreativas propias de su edad, así como a participar libremente en activi- 
dades culturales, deportivas y artísticas, como factores primordiales de su desarrollo y creci- 
miento. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes 
deberán respetar el ejercicio de estos derechos y, por lo tanto, no podrán imponerles regímenes 
de vida, estudio, trabajo o reglas de disciplina desproporcionadas a su edad, desarrollo evolu- 
tivo, cognoscitivo y madurez, que impliquen la renuncia o el menoscabo de los mismos. 


Artículo 61. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligadas a garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes al descanso y el 
esparcimiento y a fomentar oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, para su 
participación en actividades culturales, artísticas y deportivas dentro de su comunidad. 
Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Capítulo Décimo Tercero 
De los Derechos de la Libertad de Convicciones Éticas, 
Pensamiento, Conciencia, Religión y Cultura 


Artículo 62. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad de convicciones éticas, 
pensamiento, conciencia, religión y cultura. Las autoridades federales, de las entidades federa- 
tivas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de 
sus respectivas competencias garantizarán este derecho en el marco del Estado laico. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


La libertad de profesar la propia religión o creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones 
prescritas por la ley que sean necesarias para proteger los derechos y libertades fundamentales 
de los demás. 


Niñas, niños y adolescentes no podrán ser discriminados de forma alguna por ejercer su liber- 
tad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura. 


Artículo 63. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar libremente de su lengua, 
cultura, usos, costumbres, prácticas culturales, religión, recursos y formas específicas de orga- 
nización social y todos los elementos que constituyan su identidad cultural. 


Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, estarán 
obligados a establecer políticas tendentes a garantizar la promoción, difusión y protección de 
la diversidad de las expresiones culturales, regionales y universales, entre niñas, niños y adoles- 
centes. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 
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Lo dispuesto en este artículo no será limitativo del ejercicio del derecho a la educación, según 
lo dispuesto en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni de 
los principios rectores de esta Ley. 


Capítulo Décimo Cuarto 
De los Derechos a la Libertad de Expresión 
y de Acceso a la Información 


Artículo 64. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias 
deberán garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a expresar su opinión libremente, 
así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de todo tipo y por cualquier medio, sin 
más limitaciones que las establecidas en el artículo 60. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


La libertad de expresión de niñas, niños y adolescentes conlleva el derecho a que se tome en 
cuenta su opinión respecto de los asuntos que les afecten directamente, o a sus familias o co- 
munidades. Dichas autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán establ- 
ecer las acciones que permitan la recopilación de opiniones y realización de entrevistas a niñas, 
niños y adolescentes sobre temas de interés general para ellos. 


En poblaciones predominantemente indígenas, las autoridades a que se refiere este artículo, 
tienen la obligación de difundir la información institucional y la promoción de los derechos en 
la lengua indígena local. 


Asimismo, las autoridades a que se refiere este artículo dispondrán lo necesario para garanti- 
zar que niñas, niños y adolescentes con discapacidad cuenten con los sistemas de apoyo para 
ejercer su derecho a la libertad de expresión, acceso a la información y sistema de apoyo para 
la expresión de su voluntad. 


Artículo 65. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al libre acceso a la información. Las 
autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones ter- 
ritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias promoverán la 
difusión de información y material que tengan por finalidad asegurar su bienestar social y ético, 
así como su desarrollo cultural y salud física y mental. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


El Sistema Nacional de Protección Integral acordará lineamientos generales sobre la infor- 
mación y materiales para difusión entre niñas, niños y adolescentes, conforme a lo dispuesto 
en esta Ley. 


Artículo 66. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, promoverán mecanismos para la protección de los intereses de niñas, niños y adolescentes 
respecto de los riesgos derivados del acceso a medios de comunicación y uso de sistemas de 
información que afecten o impidan objetivamente su desarrollo integral. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 67. Sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones aplicables a los medios de comuni- 
cación, las autoridades federales competentes, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
procurarán que éstos difundan información y materiales relacionados con: 


Il. El interés social y cultural para niñas, niños y adolescentes, de conformidad con los 
objetivos de la educación que dispone el artículo 3o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 


Il. La existencia en la sociedad de servicios, instalaciones y oportunidades destinados 
a niñas, niños y adolescentes; 


IIl.. La orientación a niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus derechos; 


IV. La promoción de la prevención de violaciones a los derechos humanos de niñas, 
niños y adolescentes y la comisión de actos delictivos, y 


V. El enfoque de inclusión, igualdad sustantiva, no discriminación y perspectiva de 
derechos humanos. 


Artículo 68. De conformidad con lo establecido en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra- 
diodifusión respecto a la programación dirigida a niñas, niños y adolescentes, así como los cri- 
terios de clasificación emitidos de conformidad con la misma, las concesiones que se otorguen 
en materia de radiodifusión y telecomunicaciones deberán contemplar la obligación de los 
concesionarios de abstenerse de difundir o transmitir información, imágenes o audios que 
afecten o impidan objetivamente el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, o que 
hagan apología del delito, en contravención al principio de interés superior de la niñez. 


Artículo 69. Las autoridades competentes vigilarán que se clasifiquen las películas, programas 
de radio y televisión en términos de lo dispuesto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, así como videos, videojuegos y los impresos. 


Artículo 70. Las Procuradurías de Protección y cualquier persona interesada, por conducto de 
éstas, podrán promover ante las autoridades administrativas competentes la imposición de 
sanciones a los medios de comunicación, en los términos que establece esta Ley y demás dis- 
posiciones aplicables. 


Asimismo, las Procuradurías de Protección estarán facultadas para promover acciones colecti- 
vas ante el órgano jurisdiccional competente, con objeto de que éste ordene a los medios de 
comunicación que se abstengan de difundir información o contenidos que pongan en peligro 
de forma individual o colectiva, la vida, la integridad, la dignidad u otros derechos de niñas, ni- 
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ños y adolescentes y, en su caso, reparen los daños que se hubieren ocasionado, sin menoscabo 
de las atribuciones que sobre esta materia tengan las autoridades competentes. 


Lo anterior, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad a la que hubiere lugar de conformi- 
dad con las disposiciones aplicables. 


Capítulo Décimo Quinto 
Del Derecho a la Participación 


Artículo 71. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser escuchados y tomados en cuenta 
en los asuntos de su interés, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. 


Artículo 72. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligados a disponer e implementar los mecanismos que garanticen la participación 
permanente y activa de niñas; niños y adolescentes en las decisiones que se toman en los ámbi- 
tos familiar, escolar, social, comunitario o cualquier otro en el que se desarrollen. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 73. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a participar, a ser escuchados y toma- 
dos en cuenta en todos los procesos judiciales y de procuración de justicia donde se diriman 
controversias que les afectan, en los términos señalados por el Capítulo Décimo Octavo. 


Artículo 74. Niñas, niños y adolescentes también tienen derecho a que las diferentes instancias 
gubernamentales, en los tres órdenes de gobierno, les informen de qué manera su opinión ha 
sido valorada y tomada en cuenta su solicitud. 


Capítulo Décimo Sexto 
Del Derecho de Asociación y Reunión 


Artículo 75. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a asociarse y reunirse, sin más limita- 
ciones que las establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia representarán a niñas, niños y 
adolescentes para el ejercicio del derecho de asociación, cuando ello sea necesario para satis- 
facer las formalidades que establezcan las disposiciones aplicables. 


Capítulo Décimo Séptimo 
Del Derecho a la Intimidad 


Artículo 76. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la intimidad personal y familiar, y a la 
protección de sus datos personales. 


Niñas, niños y adolescentes no podrán ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia; tampoco de divulgaciones o difusiones 
ilícitas de información o datos personales, incluyendo aquélla que tenga carácter informativo 
ala opinión pública o de noticia que permita identificarlos y que atenten contra su honra, ima- 
gen o reputación. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, deberán orientar, supervisar y, en 
su caso, restringir, las conductas y hábitos de niñas, niños y adolescentes, siempre que atiendan 
al interés superior de la niñez. 


Artículo 77. Se considerará violación a la intimidad de niñas, niños o adolescentes cualquier 
manejo directo de su imagen, nombre, datos personales o referencias que permitan su identi- 
ficación en los medios de comunicación que cuenten con concesión para prestar el servicio de 
radiodifusión y telecomunicaciones, así como medios impresos, o en medios electrónicos de 
los que tenga control el concesionario o medio impreso del que se trate, que menoscabe su 
honra o reputación, sea contrario a sus derechos o que los ponga en riesgo, conforme al prin- 
cipio de interés superior de la niñez. 


Artículo 78. Cualquier medio de comunicación que difunda entrevistas a niñas, niños y adoles- 
centes, procederá como sigue: 


Il. Deberá recabar el consentimiento por escrito o cualquier otro medio, de quienes 
ejerzan la patria potestad o tutela, así como la opinión de la niña, niño o adolescen- 
te, respectivamente, conforme a lo señalado en el artículo anterior y a lo previsto en 
el párrafo segundo del artículo 76 de la presente Ley, y 


Il. La persona que realice la entrevista será respetuosa y no podrá mostrar actitudes ni 
emitir comentarios que afecten o impidan objetivamente el desarrollo integral de 
niñas, niños y adolescentes. 


En el caso de que no sea posible recabar el consentimiento de quienes ejerzan la patria potes- 
tad o tutela de un adolescente, éste podrá otorgarlo siempre que ello no implique una afec- 
tación a su derecho a la privacidad por el menoscabo a su honra o reputación. 


No se requerirá el consentimiento de quienes ejerzan la patria potestad o tutela de niñas, niños 
O adolescentes, cuando la entrevista tenga por objeto que éstos expresen libremente, en el 
ejercicio de su derecho a la libertad de expresión, su opinión respecto de los asuntos que les 
afecten directamente, siempre que ello no implique una afectación a sus derechos, en especial 
a su honra y reputación. 


Artículo 79. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, garantizarán la protección de la identidad e intimidad de niñas, niños y adolescentes que 
sean víctimas, ofendidos, testigos o que estén relacionados de cualquier manera en la comisión 
de un delito, a fin de evitar su identificación pública. La misma protección se otorgará a ado- 
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lescentes a quienes se les atribuya la realización o participación en un delito, conforme a la 
legislación aplicable en la materia. 
Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 80. Los medios de comunicación deberán asegurarse que las imágenes, voz o datos a 
difundir, no pongan en peligro, de forma individual o colectiva, la vida, integridad, dignidad o 
vulneren el ejercicio de derechos de niñas, niños y adolescentes, aun cuando se modifiquen, se 
difuminen o no se especifiquen sus identidades, y evitarán la difusión de imágenes o noticias 
que propicien o sean tendentes a su discriminación, criminalización o estigmatización, en con- 
travención a las disposiciones aplicables. 


En caso de incumplimiento a lo establecido en el presente artículo, niñas, niños o adolescentes 
afectados, por conducto de su representante legal o, en su caso, de la Procuraduría de Protec- 
ción competente, actuando de oficio o en representación sustituta, podrá promover las accio- 
nes civiles de reparación del daño e iniciar los procedimientos por la responsabilidad adminis- 
trativa a que haya lugar; así como dar seguimiento a los procedimientos hasta su conclusión. 


Niñas, niños o adolescentes afectados, considerando su edad, grado de desarrollo cognoscitivo 
y madurez, solicitarán la intervención de las Procuradurías de Protección. 


En los procedimientos civiles o administrativos que sean iniciados o promovidos por quienes 
ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, la Procura- 
duría de Protección competente ejercerá su representación coadyuvante. 


Artículo 81. En los procedimientos ante órganos jurisdiccionales, se podrá solicitar que se 
imponga como medida cautelar la suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios en medios 
electrónicos, a fin de evitar la difusión de información, imágenes, sonidos o datos que puedan 
contravenir el interés superior de la niñez. 


El órgano jurisdiccional, con base en este artículo y en las disposiciones aplicables, podrá re- 
querir a las empresas de prestación de servicios en materia de medios electrónicos que realicen 
las acciones necesarias para el cumplimiento de las medidas cautelares que ordene. 


Capítulo Décimo Octavo 
Del Derecho a la Seguridad Jurídica y al Debido Proceso 


Artículo 82. Niñas, niños y adolescentes gozan de los derechos y garantías de seguridad jurídi- 
ca y debido proceso establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
los tratados internacionales, esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


Artículo 83. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, que sustancien procedimientos de carácter 
jurisdiccional o administrativo o que realicen cualquier acto de autoridad en los que estén re- 


lacionados niñas, niños o adolescentes, de conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, cog- 
noscitivo y grado de madurez estarán obligadas a observar, cuando menos a: 
Párrafo reformado DOF 23-06-2017 





l.. Garantizar la protección y prevalencia del interés superior de la niñez a que se re- 
fiere el artículo 2 de la presente Ley; 


Il.. Garantizar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, establecidos 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacio- 
nales, esta Ley y demás disposiciones aplicables; 


Ill. Proporcionar información clara, sencilla y comprensible para las niñas, niños y ado- 
lescentes sobre el procedimiento judicial o administrativo de que se trate y la impor- 
tancia de su participación en el mismo, incluyendo, en su caso, formatos accesibles 
de fácil comprensión y lectura para niñas, niños y adolescentes con discapacidad; 
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IV. Implementar mecanismos de apoyo al presentar una denuncia, participar en una 
investigación o en un proceso judicial; 


V. Garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a ser representados en térmi- 
nos de lo dispuesto en el Título Quinto, Capítulo Segundo, de la presente Ley, así 
como información sobre las medidas de protección disponibles; 


VI. Proporcionar asistencia de profesionales especializados cuando la naturaleza del 
procedimiento lo requiera; 


VII. Proporcionar la asistencia de un traductor o intérprete; 


VIII. Ponderar, antes de citar a una niña, niño o adolescente a alguna audiencia, la perti- 
nencia de la misma, considerando su edad, madurez, estado psicológico, así como 
cualquier otra condición específica; 


IX. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tu- 
tela, guarda o custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo 
disposición judicial en contrario; 

X. Mantenera niñas, niños o adolescentes apartados de los adultos que puedan influir 
en su comportamiento o estabilidad emocional, cuando así lo determine la auto- 
ridad competente, antes y durante la realización de la audiencia o comparecencia 
respectiva; 


XI. Destinar espacios lúdicos de descanso y aseo para niñas, niños y adolescentes en 
los recintos en que se lleven a cabo procedimientos en que deban intervenir; 


XIl. Ajustarse al tiempo de participación máximo para la intervención de niñas, niños o 
adolescentes durante la sustanciación de los procedimientos de conformidad con 
los principios de autonomía progresiva y celeridad procesal, y 


XIII. Implementar medidas para proteger a niñas, niños o adolescentes de sufrimientos 
durante su participación y garantizar el resguardo de su intimidad y datos personales. 


Artículo 84. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 


marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 49 
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cias, garantizarán que niñas y niños a quienes se atribuya la comisión o participación en un 
hecho que la ley señale como delito se les reconozca que están exentos de responsabilidad 
penal y garantizarán que no serán privados de la libertad ni sujetos a procedimiento alguno, 
sino que serán únicamente sujetos a la asistencia social con el fin de restituirles, en su caso, en 
el ejercicio de sus derechos. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que correspondan a quienes ejerzan la 
patria potestad, tutela o guarda y custodia, conforme a las disposiciones aplicables. 


Artículo 85. En aquellos casos en que el Ministerio Público o cualquier otra autoridad, tenga 
conocimiento de la presunta comisión o participación de una niña o niño en un hecho que la 
ley señale como delito, de manera inmediata dará aviso a la Procuraduría de Protección com- 
petente. 


Niñas o niños, en ningún caso podrán ser detenidos, retenidos o privados de su libertad por la 
supuesta comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito. 


La Procuraduría de Protección, en el marco de sus atribuciones, deberá, en su caso, solicitar a la 
autoridad competente de manera inmediata las medidas necesarias para la protección integral, 
de asistencia social y en su caso, restitución de sus derechos y garantizar que niñas y niños no 
sean objeto de discriminación. 


Toda medida que se adopte será susceptible de revisión por órgano judicial competente en un 
proceso contradictorio en el que se garantice, por lo menos, el derecho a ser oído y la asistencia 
de un abogado especializado. 


Artículo 86. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, garantizarán que en los procedimientos jurisdiccionales en que estén relacionadas niñas, 
niños o adolescentes como probables víctimas del delito o testigos, de conformidad con su 
edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez, tengan al menos los siguientes 
derechos: 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Il. Se les informe sobre la naturaleza del procedimiento y el carácter de su partici- 
pación en el mismo, el que en ningún caso podrá ser el de imputado o probable 
responsable; 


Il. Que su participación en un procedimiento se lleve a cabo de la manera más ex- 
pedita, asistidos por un profesional en derecho y atendiendo a lo dispuesto por la 
fracción XI del artículo 83 de esta Ley; 


IIl.. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela 
o guarda y custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo dis- 


posición judicial en contrario, con base en el interés superior de la niñez; 


IV. Que se preserve su derecho a la intimidad, que no se divulguen sus datos de iden- 
tificación en los términos de esta Ley y las demás aplicables; 


V. Tener acceso gratuito a asistencia jurídica, psicológica y cualquier otra necesaria 
atendiendo a las características del caso, a fin de salvaguardar sus derechos, en tér- 
minos de las disposiciones aplicables, y 


VI. Adoptar las medidas necesarias para evitar la revictimización de niñas, niños y ado- 
lescentes que presuntamente son víctimas de la comisión de un delito o violación 
a sus derechos humanos. 


Artículo 87. Siempre que se encuentre una niña, niño o adolescente en el contexto de la comis- 
ión de un delito, se notificará de inmediato a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda 
y custodia, así como a la Procuraduría de Protección competente. 


Artículo 88. La legislación en materia de justicia integral para adolescentes en conflicto con 
la ley penal determinará los procedimientos y las medidas que correspondan a quienes se les 
atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito mientras era 
adolescente. 


La legislación a que se refiere el párrafo anterior, deberá garantizar los derechos fundamentales 
que reconoce la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para todo individuo, así 
como aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han 
sidoreconocidos. 


Capítulo Décimo Noveno 
Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes 


Artículo 89. El presente Capítulo se refiere a las medidas especiales de protección que las auto- 
ridades deberán adoptar para garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, 
acompañados, no acompañados, separados, nacionales, extranjeros y repatriados en el con- 
texto de movilidad humana. 


Las autoridades de todos los órdenes de gobierno deberán proporcionar, de conformidad con 
sus competencias, los servicios correspondientes a niñas, niños y adolescentes en situación de 
migración, independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria. 


En tanto el Instituto Nacional de Migración determine la condición migratoria de la niña, niño 
O adolescente, el Sistema Nacional DIF o sistema de las entidades, según corresponda, deberá 
brindar la protección que prevé esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


El principio del interés superior de la niñez será una consideración primordial que se tomará en 
cuenta durante el procedimiento administrativo migratorio al que estén sujetos niñas, niños y 
adolescentes migrantes, en el que se estimarán las posibles repercusiones de la decisión que 
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se tome en cada caso. 


Artículo 90. Las autoridades competentes deberán observar los procedimientos de atención y 
protección especial de derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, previstos en la Ley 
de Migración, su Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, debiendo observar en 
todo momento el principio del interés superior de la niñez y los estándares internacionales en 
la materia. 


Artículo 91. Las autoridades competentes, una vez en contacto con la niña, niño o adolescente 
deberán de adoptar las medidas correspondientes para la protección de sus derechos. En con- 
secuencia, darán una solución que resuelva todas sus necesidades de protección, teniendo en 
cuenta sus opiniones y privilegiando la reunificación familiar, excepto que sea contrario a su 
interés superior o voluntad. 


Artículo 92. Las garantías de debido proceso que se deberán aplicar en los procesos migrato- 
rios que involucran a niñas, niños y adolescentes son las siguientes: 


Il. El derecho a ser notificado de la existencia de un procedimiento y de la decisión 
que se adopte en el marco del proceso migratorio; 


Il. El derecho a ser informado de sus derechos; 


III. El derecho a que los procesos migratorios sean llevados por un funcionario espe- 
cializado; 


IV. El derecho de la niña, niño y adolescente a ser escuchado y a participar en las dife- 
rentes etapas procesales; 


V. Elderecho a ser asistido gratuitamente por un traductor y/o intérprete; 

VI. El acceso efectivo a la comunicación y asistencia consular; 

VII. El derecho a ser asistido por un abogado y a comunicarse libremente con él; 
VIII. El derecho, en su caso, a la representación en suplencia; 


IX. El derecho a que la decisión que se adopte evalúe el interés superior de la niña, niño 
y adolescente y esté debidamente fundamentada; 


X. El derecho a recurrir la decisión ante la autoridad jurisdiccional competente, y 


XI. El derecho a conocer la duración del procedimiento que se llevará a cabo, mismo 
que deberá seguir el principio de celeridad. 


Artículo 93. Durante el proceso administrativo migratorio podrá prevalecer la unidad familiar 
o en su caso la reunificación familiar en términos de la presente Ley y demás disposiciones apli- 
cables, siempre y cuando ésta no sea contraria al interés superior de la niñez. 


Para resolver sobre la reunificación familiar se deberá tomar en cuenta la opinión de niñas, 
niños y adolescentes migrantes, así como todos los elementos que resulten necesarios para tal 
efecto. 


Artículo 94. Para garantizar la protección integral de los derechos, los Sistemas Nacional, Es- 
tatales y Municipales DIF, habilitarán espacios de alojamiento o albergues para recibir a niñas, 
niños y adolescentes migrantes. 


Asimismo, acordarán los estándares mínimos para que los espacios de alojamiento o albergues 
brinden la atención adecuada a niñas, niños y adolescentes migrantes. 


Artículo 95. Los espacios de alojamiento de niñas, niños y adolescentes migrantes, respetarán 
el principio de separación y el derecho a la unidad familiar, de modo tal que si se trata de niñas, 
niños o adolescentes no acompañados o separados, deberán alojarse en sitios distintos al que 
corresponde a las personas adultas. Tratándose de niñas, niños o adolescentes acompañados, 
podrán alojarse con sus familiares, salvo que lo más conveniente sea la separación de éstos en 
aplicación del principio del interés superior de la niñez. 


Artículo 96. Está prohibido devolver, expulsar, deportar, retornar, rechazar en frontera o no 
admitir, o de cualquier manera transferir o remover a una niña, niño o adolescente cuando su 
vida, seguridad y/o libertad estén en peligro a causa de persecución o amenaza de la misma, 
violencia generalizada o violaciones masivas a los derechos humanos, entre otros, así como 
donde pueda ser sometido a tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


Artículo 97. Cualquier decisión sobre la devolución de una niña, niño o adolescente al país de 
origen o a un tercer país seguro, sólo podrá basarse en los requerimientos de su interés superior. 


Artículo 98. En caso de que los Sistemas DIF identifiquen, mediante una evaluación inicial, a 
niñas, niños o adolescentes extranjeros que sean susceptibles de reconocimiento de condición 
de refugiado o de asilo, lo comunicarán al Instituto Nacional de Migración a fin de adoptar me- 
didas de protección especial. 


El Sistema Nacional DIF y los sistemas de las entidades federativas, en coordinación con las in- 
stituciones competentes, deberán identificar a las niñas, niños y adolescentes extranjeros que 
requieren de protección internacional, ya sea como refugiado o de algún otro tipo, a través de 
una evaluación inicial con garantías de seguridad y privacidad, con el fin de proporcionarles el 
tratamiento adecuado e individualizado que sea necesario mediante la adopción de medidas 
de protección especial. 


Artículo 99. El Sistema Nacional DIF deberá diseñar y administrar las bases de datos de niñas, 
niños y adolescentes migrantes extranjeros no acompañados, incluyendo, entre otros aspec- 
tos, las causas de su migración, las condiciones de tránsito, sus vínculos familiares, factores de 
riesgo en origen y tránsito, información de sus representantes legales, datos sobre su aloja- 
miento y situación jurídica, entre otros, y compartirlo con la Procuraduría Federal de Protección 
de Niñas, Niños y Adolescentes, atendiendo a lo previsto en la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental y demás disposiciones aplicables en materia 
de transparencia. 
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Los Sistemas de las Entidades enviarán al Sistema Nacional DIF la información en el momento 
en que se genere a fin de que se incorpore en las bases de datos a que se refiere el párrafo 
anterior. 


El Instituto Nacional de Migración deberá proporcionar la información y colaborar con el Siste- 
ma Nacional DIF para los efectos de este artículo. 


Artículo 100. El Instituto Nacional de Migración, en coordinación con el Sistema Nacional DIF, 
deberá resguardar las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes, incluyendo 
entre otros aspectos, las causas de su migración, las condiciones de tránsito, sus vínculos famili- 
ares, factores de riesgo en origen y tránsito, información de sus representantes legales, datos 
sobre su alojamiento y situación jurídica. 


Para garantizar de forma prioritaria la asistencia social y protección consular de niñas, niños y 
adolescentes migrantes que se encuentran en el extranjero en proceso de repatriación, corre- 
sponderá a la Secretaría de Relaciones Exteriores, a través de las representaciones consulares, 
coordinarse con el Instituto Nacional de Migración y con los Sistemas DIF correspondientes. 


Artículo 101. En ningún caso una situación migratoria irregular de niña, niño o adolescente, 
preconfigurará por sí misma la comisión de un delito, ni se prejuzgará la comisión de ilícitos por 
el hecho de encontrarse en condición migratoria irregular. 


UU o iid3;10) 


De las Obligaciones 


Capítulo Único 
De quienes ejercen la Patria Potestad, Tutela o Guarda 
y Custodia de Niñas, Niños y Adolescentes 


Artículo 102. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias 
están obligadas a proporcionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva integrada 
a la salud, así como un traductor o intérprete en caso de ser necesario, asesoría jurídica y orien- 
tación social a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y 
adolescentes o personas que los tengan bajo su responsabilidad, en cuanto a las obligaciones 
que establecen esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 103. Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custo- 
dia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo 


su cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean 
instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia, las siguientes: 


VII. 


VIII. 


XI. 


Garantizar sus derechos alimentarios, el libre desarrollo de su personalidad y el ejer- 
cicio de sus derechos, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y demás 
disposiciones aplicables. 


Para los efectos de esta fracción, los derechos alimentarios comprenden esencial- 
mente la satisfacción de las necesidades de alimentación y nutrición, habitación, 
educación, vestido, atención médica y psicológica preventiva integrada a la salud, 
asistencia médica y recreación. Las leyes federales y de las entidades federativas de- 
berán prever los procedimientos y la orientación jurídica necesaria así como las me- 
didas de apoyo para asegurar el cumplimiento del deber de garantizar los derechos 
alimentarios; 


Registrarlos dentro de los primeros sesenta días de vida; 


Asegurar que cursen la educación obligatoria, participar en su proceso educativo y 
proporcionarles las condiciones para su continuidad y permanencia en el sistema 
educativo; 


Impartir en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación 
apropiada a niñas, niños y adolescentes, sin que ello pueda justificar limitación, vul- 
neración o restricción alguna en el ejercicio de sus derechos; 


Asegurar un entorno afectivo, comprensivo y sin violencia para el pleno, armonioso 
y libre desarrollo de su personalidad; 


Fomentar en niñas, niños y adolescentes el respeto a todas las personas, así como el 
cuidado de los bienes propios, de la familia y de la comunidad, y el aprovechamien- 
to de los recursos que se dispongan para su desarrollo integral; 


Protegerles contra toda forma de violencia, maltrato, perjuicio, daño, agresión, abu- 
so, venta, trata de personas y explotación; 


Abstenerse de cualquier atentado contra su integridad física, psicológica o actos 
que menoscaben su desarrollo integral. El ejercicio de la patria potestad, la tutela o 
la guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes no podrá ser justificación para 
incumplir la obligación prevista en la presente fracción; 


Evitar conductas que puedan vulnerar el ambiente de respeto y generar violencia o 
rechazo en las relaciones entre niñas, niños y adolescentes, y de éstos con quienes 
ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como con los demás 
miembros de su familia; 


Considerar la opinión y preferencia de las niñas, niños y adolescentes para la toma 
de decisiones que les conciernan de manera directa conforme a su edad, desarrollo 
evolutivo, cognoscitivo y madurez, y 


Educar en el conocimiento y uso responsable de las tecnologías de la información 
y comunicación. 
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En casos de controversia, el órgano jurisdiccional competente determinará el grado de respon- 
sabilidad de quien tenga a su cargo y cuidado a niñas, niños o adolescentes, atendiendo a los 
principios rectores de esta Ley. 


Las leyes federales y de las entidades federativas deberán prever disposiciones que regulen y 
sancionen las obligaciones establecidas en el presente artículo. 


Artículo 104. Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y 
adolescentes, independientemente de que habiten en domicilios distintos, darán cumplimien- 
to a las obligaciones a su cargo de manera coordinada y respetuosa. 


Las autorizaciones a que se refiere esta Ley deberán ser otorgadas por quienes ejerzan la patria 
potestad o tutela, en los mismos términos y con las mismas formalidades. 


Artículo 105. Las leyes federales y de las entidades federativas dispondrán lo necesario para 
que, en términos de lo dispuesto en la presente Ley y en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, se dé cumplimiento a las obligaciones siguientes: 


l. Que quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y 
adolescentes, los cuiden y atiendan; protejan contra toda forma de abuso; los traten 
con respeto a su dignidad y orienten, a fin de que conozcan sus derechos, aprendan 
a defenderlos y a respetar los de otras personas; 


Il. Que las autoridades migratorias verifiquen la existencia de la autorización de 
quienes ejerzan la patria potestad, tutela o, en su caso, del órgano jurisdiccional 
competente, que permita la entrada y salida de niñas, niños o adolescentes del ter- 
ritorio nacional, conforme a las disposiciones aplicables; 


III. Que la directiva y personal de instituciones de salud, asistencia social, académicas, 
deportivas, religiosas o de cualquier otra índole, se abstengan de ejercer cualquier 
forma de violencia, maltrato, perjuicio, agresión, daño, abuso, acoso y explotación 
en contra de niñas, niños o adolescentes, y que formulen programas e impartan 
cursos de formación permanente para prevenirlas y erradicarlas, y 


IV. Que quienes tengan trato con niñas, niños y adolescentes se abstengan de ejercer 
cualquier tipo de violencia en su contra, en particular el castigo corporal. 


Artículo 106. A falta de quienes ejerzan la representación originaria de niñas, niños y adoles- 
centes, o cuando por otra causa así lo determine el órgano jurisdiccional o autoridad adminis- 
trativa competente, con base en el interés superior de la niñez, la representación en suplencia 
corresponderá a la Procuraduría de Protección competente. 


Las autoridades federales, de las entidades federativas, las municipales y de las demarcacio- 
nes de la Ciudad de México, garantizarán que en cualquier procedimiento jurisdiccional o ad- 
ministrativo se dé intervención a la Procuraduría de Protección competente para que ejerza 


la representación coadyuvante, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en las demás 
disposiciones aplicables. 
Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Asimismo, dispondrán que cuando existan indicios de conflicto de intereses entre quienes ejer- 
zan la representación originaria o de éstos con niñas, niños y adolescentes o por una represen- 
tación deficiente o dolosa, a petición del Ministerio Público, de la Procuraduría de Protección 
competente o de oficio, el órgano jurisdiccional o administrativo que conozca del asunto, de- 
berá sustanciar por vía incidental, un procedimiento sumario de restricción, suspensión o revo- 
cación de la representación originaria, según sea el caso, para efectos de que la Procuraduría de 
Protección competente ejerza la representación en suplencia. 


El Ministerio Público tendrá la intervención que las leyes dispongan en los procedimientos ju- 
risdiccionales o administrativos en que niñas, niños o adolescentes estén relacionados. En ma- 
teria de justicia penal, se estará a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


No podrá declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio de niñas, niños y adolescentes. 


TÍTULO CUARTO 


De la Protección de Niñas, Niños y Adolescentes 


Capítulo Único 
De los Centros de Asistencia Social 


Artículo 107. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en términos de lo dispuesto por esta Ley, la 
Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, establecerán en el ámbito de sus respectivas 
competencias, los requisitos para autorizar, registrar, certificar y supervisar los centros de asis- 
tencia social, a fin de garantizar el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes 
privados de cuidado parental o familiar, atendidos en dichos centros. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 108. Las instalaciones de los centros de asistencia social observarán los requisitos que 
señale la Ley General de Salud, y deberán cumplir con lo siguiente: 


l..  Seradministradas por una institución pública o privada, o por una asociación que 
brinde el servicio de cuidado alternativo o acogimiento residencial para niñas, ni- 
ños y adolescentes sin cuidado parental o familiar; 


Il. Suinfraestructura inmobiliaria deberá cumplir con las dimensiones físicas acordes 
a los servicios que proporcionan y con las medidas de seguridad y protección civil 
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VII. 


VIII. 


en términos de la legislación aplicable; 


Ser acordes con el diseño universal y la accesibilidad en términos de la legislación 
aplicable; 

Contar con medidas de seguridad, protección y vigilancia necesarios para garanti- 
zar la comodidad, higiene, espacio idóneo de acuerdo a la edad, sexo o condición 
física o mental de niñas, niños y adolescentes alojados, de manera tal que se per- 
mita un entorno afectivo y libre de violencia, en los términos de las disposiciones 
aplicables; 


Alojar y agrupar a niñas, niños y adolescentes de acuerdo a su edad y sexo en las 
áreas de dormitorios, sin que por ningún motivo éstos puedan ser compartidos por 
adultos, salvo que necesiten ser asistidos por algún adulto; 


Contar con espacios destinados especialmente para cada una de las actividades en 
las que participen niñas, niños y adolescentes; 

Atender los requerimientos establecidos por las autoridades de protección civil, sa- 
lubridad y asistencia social, y 


Procurar un entorno que provea los apoyos necesarios para que niñas, niños y ado- 
lescentes con discapacidad vivan incluidos en su comunidad. 


Niñas, niños y adolescentes con discapacidad temporal o permanente; sin distinción entre mo- 
tivo o grado de discapacidad, no podrán ser discriminados para ser recibidos o permanecer en 
los centros de asistencia social. 


Artículo 109. Todo centro de asistencia social, es responsable de garantizar la integridad física 
y psicológica de las niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia. 


Los servicios que presten los centros de asistencia social estarán orientados a brindar, en 
cumplimiento a sus derechos: 


VII. 


Un entorno seguro, afectivo y libre de violencia; 

Cuidado y protección contra actos u omisiones que puedan afectar su integridad 
física o psicológica; 

Alimentación que les permita tener una nutrición equilibrada y que cuente con la 
periódica certificación de la autoridad sanitaria; 


Atención integral y multidisciplinaria que le brinde servicio médico integral, aten- 
ción de primeros auxilios, seguimiento psicológico, social, jurídico, entre otros; 
Orientación y educación apropiada a su edad, encaminadas a lograr un desarrollo 
físico, cognitivo, afectivo y social hasta el máximo de sus posibilidades, así como a 
la comprensión y el ejercicio de sus derechos; 

Disfrutar en su vida cotidiana, del descanso, recreación, juego, esparcimiento y ac- 
tividades que favorezcan su desarrollo integral; 


Servicios de calidad y calidez, por parte de personal capacitado, calificado, apto y 


suficiente, con formación enfocada en los derechos de la niñez; 


VIII. Las personas responsables y el personal de los centros de asistencia social se ab- 
stendrán de realizar actividades que afecten la integridad física y psicológica de 
niñas, niños y adolescentes. De igual manera, los responsables evitarán que el per- 
sonal que realice actividades diversas al cuidado de niñas, niños y adolescentes, 
tenga contacto con éstos; 


IX. Espacios de participación para expresar libremente sus ideas y opiniones sobre los 
asuntos que les atañen y que dichas opiniones sean tomadas en cuenta; 


X. —Brindarles la posibilidad de realizar actividades externas que les permita tener con- 
tacto con su comunidad, y 


XI. Fomentar la inclusión de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en térmi- 
nos de la legislación aplicable. 


Asimismo y con la finalidad de brindarles mejores alternativas de protección para el cumplimien- 
to de sus derechos, se deberá llevar a cabo la revisión periódica de su situación, de la de su 
familia y de la medida especial de protección por la cual ingresó al centro de asistencia social, 
garantizando el contacto con su familia y personas significativas siempre que esto sea posible, 
atendiendo a su interés superior. 


La niña, niño o adolescente deberá contar con expediente completo para efectos de que su 
situación sea revisada y valorada de manera particular, así como para determinar procedimien- 
tos de ingreso y egreso con el apoyo de las autoridades competentes que faciliten su reincor- 
poración familiar o social. 


Asimismo, se le deberá garantizar la protección de sus datos personales conforme a la legis- 
lación aplicable y hacer de su conocimiento, en todo momento, su situación legal. 


Artículo 110. Los centros de asistencia social deben contar, con por lo menos, el siguiente 
personal: 


l.. Responsable de la coordinación o dirección; 


ll.. Especializado en proporcionar atención en actividades de estimulación, formación, 
promoción y autocuidado de la salud; atención médica y actividades de orientación 
social y de promoción de la cultura de protección civil, conforme a las disposiciones 
aplicables; 


III. El número de personas que presten sus servicios en cada centro de asistencia social 
será determinado en función de la capacidad económica de éstos, así como del 
número de niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia en forma di- 
recta e indirecta, debiendo contar con, por lo menos, una persona de atención por 
cada cuatro niños o niñas menores de un año, y Una persona de atención por cada 
ocho mayores de esa edad; 


IV. Además del personal señalado en el presente artículo, el centro de asistencia so- 
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VI. 


cial podrá solicitar la colaboración de instituciones, organizaciones o dependencias 
que brinden apoyo en psicología, trabajo social, derecho, pedagogía, y otros para el 
cuidado integral de las niñas, niños y adolescentes; 


Brindar, de manera permanente, capacitación y formación especializada a su per- 
sonal, y 


Supervisar y evaluar de manera periódica a su personal. 


Artículo 111. Son obligaciones de los titulares o responsables legales de los centros de asis- 
tencia social: 


VII. 


VIII. 


XI. 


Garantizar el cumplimiento de los requisitos establecidos por esta Ley y demás dis- 
posiciones aplicables para formar parte del Registro Nacional de Centros de Asis- 
tencia Social del Sistema Nacional DIF; 


Llevar un registro de niñas, niños y adolescentes bajo su custodia con la información 
de la situación jurídica en la que se encuentren, y remitirlo semestralmente a la Pro- 
curaduría de Protección de la entidad federativa; 


Asegurar que las instalaciones tengan en lugar visible, la constancia de registro de 
incorporación al Registro Nacional de Centros de Asistencia Social; 


Garantizar que el centro de asistencia social cuente con un Reglamento Interno, 
aprobado por el Sistema Nacional DIF; 


Contar con un programa interno de protección civil en términos de las disposicio- 
nesaplicables; 


Brindar las facilidades a las Procuradurías de Protección para que realicen la verifi- 
cación periódica que corresponda en términos de las disposiciones aplicables; y, en 
su caso, atender sus recomendaciones; 


Esta verificación deberá observar el seguimiento de la situación jurídica y social, así 
como la atención médica y psicológica de la niña, niño o adolescente y el proceso 
de reincorporación familiar o social; 


Informar oportunamente a la autoridad competente, cuando el ingreso de una 
niña, niño o adolescente corresponda a una situación distinta de la derivación por 
parte de una autoridad o tenga conocimiento de que peligra su integridad física 
estando bajo su custodia, a fin de iniciar los procedimientos de protección especial 
de forma oportuna, identificar la mejor solución para el niño, niña o adolescente y, 
en su caso, evitar su permanencia en el centro de asistencia social, dado su carácter 
de último recurso y excepcional; 


Proporcionar a niñas, niños y adolescentes bajo su custodia, a través del personal 
capacitado, atención médica; 

Dar puntual seguimiento a las recomendaciones emitidas por las autoridades com- 
petentes; 


Realizar acciones específicas para fortalecer la profesionalización del personal de 
los centros de asistencia social, y 


XIl. Las demás obligaciones establecidas en la presente Ley y demás disposiciones apli- 
cables. 


Artículo 112. Las Procuradurías de Protección de las entidades federativas en coordinación 
con la Procuraduría de Protección Federal, serán las autoridades competentes para autorizar, 
registrar, certificar y supervisar los centros de asistencia social destinados a brindar los servicios 
descritos en el presente Capítulo, para lo cual conformarán el Registro Nacional de Centros de 
Asistencia Social. 


El Registro Nacional de Centros de Asistencia Social, deberá contar por lo menos con los 
siguientes datos: 


l.. Nombre o razón social del Centro de asistencia social; 

Il. Domicilio del Centro de asistencia social; 

IIl.. Censo de la población albergada, que contenga sexo, edad, y situación jurídica, y el 
seguimiento al proceso de reincorporación familiar o social, y 


IV. Relación del personal que labora en el Centro de asistencia social incluyendo al di- 
rector general y representante legal, así como la figura jurídica bajo la cual opera. 


Al efecto, las Procuradurías de Protección de las entidades federativas deberán reportar semes- 
tralmente a la Procuraduría Federal de Protección, la actualización de sus registros, así como los 
resultados de las visitas de supervisión efectuadas como coadyuvantes. 


El Registro a que hace referencia este artículo deberá ser público y consultable en la página de 
internet del Sistema Nacional DIF. 


Artículo 113. Sin perjuicio de las atribuciones que las disposiciones aplicables establezcan a 
otras autoridades, corresponderá a las Procuradurías de Protección, la supervisión de los cen- 
tros de asistencia social y, en su caso, ejercitarán las acciones legales que correspondan por el 
incumplimiento de los requisitos que establece la presente Ley y demás disposiciones apli- 
cables. 


Las Procuradurías de Protección de las entidades federativas serán coadyuvantes de la Procura- 
duría de Protección Federal en la supervisión que se realice a las instalaciones de los centros de 
asistencia social, en términos de lo previsto en la Ley de Asistencia Social. 


MU AUNLO) 


De la Protección y Restitución Integral de los Derechos de Ni- 
ñas, Niños y Adolescentes 
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Capítulo Primero 
De las autoridades 


Artículo 114. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales, de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, y de los organismos constitucionales autóno- 
mos, en el ámbito de su competencia, deberán establecer y garantizar el cumplimiento de la 
política nacional en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Las políticas públicas emprendidas por dichas autoridades garantizarán el ejercicio de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes, para lo cual deberán observar el interés superior de 
la niñez y asegurar la asignación prioritaria de recursos en términos de las disposiciones apli- 
cables. 


Sección Primera 
De la Distribución de Competencias 


Artículo 115. Todos los órdenes de gobierno coadyuvarán para el cumplimiento de los objeti- 
vos de esta Ley, de conformidad con las competencias previstas en el presente ordenamiento y 
demás disposiciones legales aplicables. 


Artículo 116. Corresponden a las autoridades federales y locales de manera concurrente, las 
atribuciones siguientes: 


l.. Coordinar la implementación y ejecución de las acciones y políticas públicas que 
deriven de la presente Ley; 


Il. Impulsar el conocimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como 
la cultura de respeto, promoción y protección de los mismos, de conformidad con 
los principios rectores de esta Ley; 


Ill. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley y de los instrumentos interna- 
cionales aplicables; 


IV. Adoptar medidas de protección especial de derechos de niñas, niños y adolescen- 
tes que se encuentren en situación de vulnerabilidad por circunstancias específicas 
de carácter socioeconómico, psicológico, físico, discapacidad, identidad cultural, 
origen étnico o nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con aspectos de 
género, preferencia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales, u otros que 
restrinjan o limiten sus derechos; 


V. Proporcionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva integrada a la 
salud, así como asesoría jurídica y orientación social a quienes ejerzan la patria po- 
testad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes o personas que los 
tengan bajo su responsabilidad, en relación a las obligaciones que establece esta 
Ley; 


VI. Garantizar el desarrollo y la supervivencia así como investigar, sancionar efectiva- 
mente los actos de privación de la vida de niñas, niños y adolescentes y garantizar 
la reparación del daño que corresponda; 


VII. Colaborar en la búsqueda, localización y obtención de la información necesaria 
para acreditar o restablecer la identidad de niñas, niños y adolescentes; 


VIII. Establecer políticas de fortalecimiento familiar para evitar la separación de niñas, 
niños y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y cus- 
todia; 

IX. Establecer las normas y los mecanismos necesarios para facilitar la localización y 
reunificación de la familia de niñas, niños y adolescentes, cuando hayan sido priva- 
dos de ella, siempre que no sea contrario a su interés superior; 


X.  Coadyuvar en la localización de niñas, niños y adolescentes sustraídos, trasladados 
o retenidos ilícitamente; 


XI. Implementar medidas de inclusión plena y realizar las Acciones afirmativas para 
garantizar a niñas, niños y adolescentes la igualdad de oportunidades y de trato, así 
como a no ser discriminados; 


XIl. Adoptar medidas para la eliminación de usos, costumbres, prácticas culturales, re- 
ligiosas, estereotipos sexistas o prejuicios que atenten contra la igualdad de niñas, 
niños y adolescentes por razón de género o que promuevan cualquier tipo de dis- 
criminación; 

XIII. Adoptar las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica 
y la restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, víctimas de cualquier 
forma de violencia; 


XIV. Garantizar que todos los sectores de la sociedad tengan acceso a educación y asis- 
tencia en materia de principios básicos de salud y nutrición, ventajas de la lactancia 
materna, así como la prevención de embarazos, higiene, medidas de prevención 
de accidentes y demás aspectos relacionados con la salud de niñas, niños y adoles- 
centes; 


XV. Propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las 
instituciones educativas; 


XVI. Establecer el diseño universal, la accesibilidad y políticas para la prevención, aten- 
ción y rehabilitación de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en términos 
de la legislación aplicable; 


XVII. Realizar acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, para que tome mayor con- 
ciencia respecto de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar el 
respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios 
respecto de su discapacidad; 


XVIII.Disponer e implementar los mecanismos que garanticen la participación per- 
manente y activa de niñas, niños y adolescentes en las decisiones que se toman 
en los ámbitos familiar, escolar, social, comunitario o cualquier otro en el que se 
desarrollen; 
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XIX. Garantizar la consecución de una educación de calidad y la igualdad sustantiva en 
el acceso y permanencia en la misma; 


XX. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordi- 
nación entre las diferentes instancias de gobierno; 


XXI. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia; 


XXII. Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de 
niñas, niños y adolescentes; 


XXIIl. Garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes y asegurar 
que las violaciones a los mismos sean atendidas de forma preferente por todas las 
autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias; 


XXIV. Desarrollar todos los mecanismos necesarios para el cumplimiento de la presente 
Ley, y 

XXV. Garantizar que niñas, niños y adolescentes tengan acceso a agua potable para su 
consumo e higiene. 


Artículo 117. Corresponden a las autoridades federales, en sus respectivas competencias, las 
atribuciones siguientes: 


l.. Garantizar en el ámbito de su competencia, el cabal cumplimiento de la presente 
Ley y de los tratados internacionales aplicables; 


Il. Aplicar el Programa Nacional a que se refiere esta Ley; 


lll. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones en- 
caminados al mejoramiento del Sistema Nacional de Protección Integral y del Pro- 
grama Nacional; 


IV. Revisar y valorar la eficacia de las acciones, las políticas públicas, los programas es- 
tatales en la materia, con base en los resultados de las evaluaciones que al efecto 
se realicen; 


V. Impulsar la participación de las organizaciones privadas dedicadas a la promoción 
y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución 
de los programas federales; 


VI. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordi- 
nación entre las diferentes instancias de gobierno, para facilitar la actuación de la 
Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección Integral; 


VII. imponer las sanciones por las infracciones que establece la presente Ley en el ám- 
bito federal; 


VIII. Revocar temporal o definitivamente, a través de la autoridad competente, la au- 
torización para operar los centros de asistencia social, por el incumplimiento de 
las obligaciones y requisitos previstos en esta Ley; 


IX. Verificar, por conducto del Instituto Nacional de Migración, la existencia de la au- 
torización de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o, en su caso, del órgano 


XI. 


jurisdiccional competente, que permita la entrada y salida de niñas, niños o adoles- 
centes del territorio nacional, conforme a las disposiciones aplicables; 


Determinar, por conducto del Instituto Nacional de Migración, la condición migra- 
toria de niñas, niños y adolescentes migrantes, y 


Cualquier otra prevista para el cumplimiento de esta Ley. 


Artículo 118. Corresponden a las autoridades locales, en sus respectivas competencias, las atri- 
buciones siguientes: 


XI. 


XII. 


XII. 


XIV. 


Instrumentar y articular sus políticas públicas tomando en consideración el Pro- 
grama Nacional para la adecuada garantía y protección de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes; 


Elaborar el Programa local y participar en el diseño del Programa Nacional; 


Fortalecer las existentes e impulsar la creación de instituciones públicas y privadas 
que tengan trato con niñas, niños y adolescentes; 


Promover, en coordinación con el Gobierno Federal, programas y proyectos de 
atención, educación, capacitación, investigación y cultura de los derechos huma- 
nos de niñas, niños y adolescentes; 


Impulsar programas locales para el adelanto y desarrollo de niñas, niños y adoles- 
centes en situación de vulnerabilidad; 


Difundir por todos los medios de comunicación el contenido de esta Ley; 


. Elaborar y aplicar los programas locales a que se refiere esta Ley, así como rendir 


ante el Sistema Nacional de Protección Integral un informe anual sobre los avances; 


Revisar y valorar la eficacia de las acciones, las políticas públicas, los programas es- 
tatales en la materia, con base en los resultados de las evaluaciones que al efecto 
se realicen; 


Impulsar la participación de las organizaciones privadas dedicadas a la promoción 
y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución 
de los programas estatales; 


Recibir de las organizaciones privadas, las propuestas y recomendaciones sobre 
protección de derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de mejorar los me- 
canismos en la materia; 


Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas y de integrar el 
sistema nacional de información, la información necesaria para la elaboración de 
éstas; 


Coordinar con las autoridades de los órdenes de gobierno la implementación y eje- 
cución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley; 


Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los 
objetivos de la presente Ley, y 


Cualquier otra prevista para el cumplimiento de esta Ley. 
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Artículo 119. Corresponde a los municipios, de conformidad con esta Ley y las leyes locales en 
la materia, las atribuciones siguientes: 


VI. 


VII. 


XII. 


Elaborar su programa municipal y participar en el diseño del Programa Local; 


Realizar acciones de difusión que promuevan los derechos de niñas, niños y adoles- 
centes en el municipio, para que sean plenamente conocidos y ejercidos; 


Promover la libre manifestación de ideas de niñas, niños y adolescentes en los asun- 
tos concernientes a su municipio; 


Ser enlace entre la administración pública municipal y niñas, niños y adolescentes 
que deseen manifestar inquietudes; 


Recibir quejas y denuncias por violaciones a los derechos contenidos en la presente 
Ley y demás disposiciones aplicables, así como canalizarlas de forma inmediata a 
la Procuraduría Local de Protección que corresponda, sin perjuicio que ésta pueda 
recibirla directamente; 


Auxiliar a la Procuraduría Local de Protección competente en las medidas urgentes 
de protección que ésta determine, y coordinar las acciones que correspondan en el 
ámbito de sus atribuciones; 


Promover la celebración de convenios de coordinación con las autoridades compe- 
tentes, así como con otras instancias públicas o privadas, para la atención y protec- 
ción de niñas, niños y adolescentes; 


Difundir y aplicar los protocolos específicos sobre niñas, niños y adolescentes que 
autoricen las instancias competentes de la federación y de las entidades federativas; 


Coordinarse con las autoridades de los órdenes de gobierno para la implement- 
ación y ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley; 


Coadyuvar en la integración del sistema de información a nivel nacional de niñas, 
niños y adolescentes; 


Impulsar la participación de las organizaciones privadas dedicadas a la promoción 
y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución 
de los programas municipales, y 


Las demás que establezcan los ordenamientos locales y aquéllas que deriven de los 
acuerdos que, de conformidad con la presente Ley, se asuman en el Sistema Nacio- 
nal DIF y los Sistemas de las Entidades. 


Sección Segunda 
Del Sistema Nacional DIF 


Artículo 120. Sin perjuicio de las atribuciones que establezcan las demás disposiciones apli- 
cables, corresponde a la federación, a través del Sistema Nacional DIF: 


Proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes, cuando los mismos se en- 


cuentren restringidos o vulnerados, en términos de esta Ley y las demás disposi- 

ciones aplicables. La institucionalización procederá como último recurso y por el 

menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar; 

Il. Impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades federales, de las enti- 

dades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciu- 

dad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias en materia 

de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes para 
establecer los mecanismos necesarios para ello; 

Fracción reformada DOF 23-06-2017 


III. Celebrarlos convenios de colaboración con los Sistemas de las Entidades y los Siste- 
mas Municipales, así como con organizaciones e instituciones de los sectores pú- 
blico, privado y social; 


IV. Promover la formación, capacitación y profesionalización del personal de institu- 
ciones vinculadas con la protección y restitución de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, así como para realizar y apoyar estudios e investigaciones en la ma- 
teria; 


V. Prestar apoyo y colaboración técnica y administrativa en las materias reguladas en 
esta Ley, a las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, y 

Fracción reformada DOF 23-06-2017 


VI. Las demás que establezcan otras disposiciones en relación con la protección de 
niñas, niños y adolescentes que sean del ámbito de su competencia. 


Capítulo Segundo 
De las Procuradurías de Protección 


Artículo 121. Para una efectiva protección y restitución de los derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes, la federación, dentro de la estructura del Sistema Nacional DIF, contará con una Pro- 
curaduría de Protección. 


Las entidades federativas deberán contar con Procuradurías de Protección, cuya adscripción 
orgánica y naturaleza jurídica será determinada en términos de las disposiciones que para tal 
efecto emitan. 


En el ejercicio de sus funciones, las Procuradurías de Protección podrán solicitar el auxilio de 
autoridades de los tres órdenes de gobierno, las que estarán obligadas a proporcionarlo de 
conformidad con las disposiciones aplicables. 


Para la debida determinación, coordinación de la ejecución y seguimiento de las medidas de 
protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las Procuradu- 
rías de Protección deberán establecer contacto y trabajar conjuntamente con las autoridades 
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administrativas de asistencia social, de servicios de salud, de educación, de protección social, 
de cultura, deporte y con todas aquellas con las que sea necesario para garantizar los derechos 
de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 122. Las Procuradurías de Protección señaladas en el artículo anterior, en sus ámbitos 
de competencia, tendrán las atribuciones siguientes: 


VI. 


Procurar la protección integral de niñas, niños y adolescentes que prevé la Consti- 
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales, esta 
Ley y demás disposiciones aplicables. Dicha protección integral deberá abarcar, por 
lo menos: 


a) Atención médica y psicológica; 
b) Seguimiento a las actividades académicas y entorno social y cultural, y 


Cc) La inclusión, en su caso, de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y 
custodia de niñas, niños y adolescentes en las medidas de rehabilitación y asis- 
tencia; 


Prestar asesoría y representación en suplencia a niñas, niños y adolescentes involu- 
crados en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de las atribucio- 
nes que le correspondan al Ministerio Público, así como intervenir oficiosamente, 
con representación coadyuvante, en todos los procedimientos jurisdiccionales y 
administrativos en que participen niñas, niños y adolescentes, de conformidad con 
lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones aplicables; 


Coordinar la ejecución y dar seguimiento a las medidas de protección para la res- 
titución integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de que las 
instituciones competentes actúen de manera oportuna y articulada; 


Fungir como conciliador y mediador en casos de conflicto familiar, cuando los 
derechos de niñas, niños y adolescentes hayan sido restringidos o vulnerados, con- 
forme a las disposiciones aplicables. La conciliación no procederá en casos de vio- 
lencia; 


Denunciar ante el Ministerio Público aquellos hechos que se presuman constituti- 
vos de delito en contra de niñas, niños y adolescentes; 


Solicitar al Ministerio Público competente la imposición de medidas urgentes de 
protección especial idóneas, cuando exista un riesgo inminente contra la vida, in- 
tegridad o libertad de niñas, niños y adolescentes, quien deberá decretarlas a más 
tardar, durante las siguientes 3 horas a la recepción de la solicitud, dando aviso 
de inmediato a la autoridad jurisdiccional competente. Son medidas urgentes de 
protección especial en relación con niñas, niños y adolescentes, además de las esta- 
blecidas en el Código Nacional de Procedimientos Penales, las siguientes: 


a) El ingreso de una niña, niño o adolescente a un centro de asistencia social, y 


VII. 


VIII. 


XI. 


XII. 


XII! 


XIV. 


b) La atención médica inmediata por parte de alguna institución del Sistema Na- 
cional de Salud. 


Dentro de las 24 horas siguientes a la imposición de la medida urgente de protec- 
ción, el órgano jurisdiccional competente deberá pronunciarse sobre la cancelación, 
ratificación o modificación de la medida que se encuentre vigente; 


Ordenar, fundada y motivadamente, bajo su más estricta responsabilidad, la apli- 
cación de medidas urgentes de protección especial establecidas en la fracción an- 
terior, cuando exista riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, 
niños o adolescentes, dando aviso de inmediato al ministerio público y a la autori- 
dad jurisdiccional competente. 


Dentro de las 24 horas siguientes a la imposición de la medida urgente de protec- 
ción el órgano jurisdiccional competente deberá pronunciarse sobre la cancelación, 
ratificación o modificación de la medida que se encuentre vigente. 


Para la imposición de las medidas urgentes de protección, el Procurador de Protec- 
ción podrá solicitar el auxilio de las instituciones policiales competentes. 


En caso de incumplimiento de las medidas urgentes de protección, el Procurador 
de Protección podrá solicitar la imposición de las medidas de apremio correspon- 
dientes a la autoridad competente; 


Promover la participación de los sectores público, social y privado en la planifi- 
cación y ejecución de acciones a favor de la atención, defensa y protección de niñas, 
niños y adolescentes; 


Asesorar a las autoridades competentes y a los sectores público, social y privado 
en el cumplimiento del marco normativo relativo a la protección de niñas, niños y 
adolescentes, conforme a las disposiciones aplicables; 


Desarrollar los lineamentos y procedimientos a los que se sujetarán para la resti- 
tución de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 


Coadyuvar con el Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las Entidades en la elabo- 
ración de los lineamientos y procedimientos para registrar, capacitar, evaluar y certi- 
ficar a las familias que resulten idóneas, considerando los requisitos señalados para 
el acogimiento pre-adoptivo, así como para emitir los certificados de idoneidad; 


Proporcionar información para integrar y sistematizar el Registro Nacional de Cen- 
tros de Asistencia Social; 


Supervisar el debido funcionamiento de los centros de asistencia social y, en su 
caso, ejercer las acciones legales que correspondan por el incumplimiento de los 
requisitos que establece la presente Ley y demás disposiciones aplicables; 


Supervisar la ejecución de las medidas especiales de protección de niñas, niños y ad- 
olescentes que hayan sido separados de su familia de origen por resolución judicial; 
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XV. Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer las acciones a favor 


de la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes, con el fin de di- 
fundirlos entre las autoridades competentes y los sectores público, social y privado 
para su incorporación en los programas respectivos, y 


XVI. Las demás que les confieran otras disposiciones aplicables. 


Artículo 123. Para solicitar la protección y restitución integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, las Procuradurías de Protección deberán seguir el siguiente procedimiento: 


VI. 


Detectar o recibir casos de restricción y vulneración de derechos de niñas, niños y 
adolescentes; 


Acercarse a la familia o lugares en donde se encuentren los niñas, niños y adoles- 
centes para diagnosticar la situación de sus derechos cuando exista información 
sobre posible restricción o vulneración de los mismos; 


Determinar en cada uno de los casos identificados los derechos que se encuentran 
restringidos o vulnerados; 


Elaborar, bajo el principio del interés superior de la niñez, un diagnóstico sobre la 
situación de vulneración y un plan de restitución de derechos, que incluya las pro- 
puestas de medidas para su protección; 


Acordar y coordinar con las instituciones que corresponda el cumplimiento del plan 
de restitución de derechos, y 


Dar seguimiento a cada una de las acciones del plan de restitución de derechos, 
hasta cerciorarse de que todos los derechos de la niña, niño o adolescente se en- 
cuentren garantizados. 


Artículo 124. Los requisitos para ser nombrado titular de la Procuraduría Federal de Protección 
de Niñas, Niños y Adolescentes, son los siguientes: 


Ser ciudadano mexicano en pleno goce de sus derechos civiles y políticos; 
Tener más de 35 años de edad; 
Contar con título profesional de licenciatura en derecho debidamente registrado; 


Contar con al menos cinco años de experiencia en materia de procuración de justi- 
cia o defensa de niñas, niños y adolescentes; 


No haber sido sentenciado por delito doloso o inhabilitado como servidor público; 


El nombramiento de Procurador Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes deberá 
ser aprobado por la Junta de Gobierno del Sistema Nacional DIF, a propuesta de su Titular. 


Las leyes de las entidades federativas establecerán las medidas necesarias que permitan la 
desconcentración regional de las Procuradurías de Protección, a efecto de que logren la mayor 
presencia y cobertura posible en los municipios y, en el caso de la Ciudad de México, en sus 


demarcaciones territoriales. 


Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Capítulo Tercero 
Del Sistema Nacional de Protección Integral 


Sección Primera 
De los Integrantes 


Artículo 125. Para asegurar una adecuada protección de los derechos de niñas, niños y ad- 


olescentes, 


se crea el Sistema Nacional de Protección Integral, como instancia encargada de 


establecer instrumentos, políticas, procedimientos, servicios y acciones de protección de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. 


El Sistema Nacional de Protección Integral tendrá las siguientes atribuciones: 


Difundir el marco jurídico nacional e internacional de protección a los derechos de 
niñas, niñosy adolescentes; 


Integrar la participación de los sectores público, social y privado y de la sociedad 
civil en la definición e instrumentación de políticas para la garantía y protección 
integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 


Generar los mecanismos necesarios para garantizar la participación directa y efec- 
tiva de niñas, niños y adolescentes en los procesos de elaboración de programas y 
políticas para la garantía y protección integral de sus derechos; 


Promover, en los tres órdenes de gobierno, el establecimiento de presupuestos des- 
tinados a la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 


Impulsar la incorporación de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adoles- 
centes en la planeación nacional del desarrollo; 


Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes en la elaboración de programas, así como en las políticas y acciones de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 


. Aprobar, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo, el Programa Nacional; 


Asegurar la ejecución coordinada por parte de sus integrantes del Programa Nacio- 
nal, con la participación de los sectores público, social y privado, así como de niñas, 
niños yadolescentes; 


Asegurar la colaboración y coordinación entre la federación, las entidades federa- 
tivas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, para 
la formulación, ejecución e instrumentación de políticas, programas, estrategias y 
acciones en materia de protección y ejercicio de los derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes con la participación de los sectores público, social y privado así como de 
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niñas, niños y adolescentes; 
Fracción reformada DOF 23-06-2017 


X. Hacer efectiva la concurrencia, vinculación y congruencia de los programas y accio- 
nes de los gobiernos federal, de las entidades federativas, de los municipios y de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, con los objetivos, estrategias y 
prioridades de la política pública nacional de protección de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes. 

Fracción reformada DOF 23-06-2017 


XI. Garantizar la participación de niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus 
derechos humanos, tomando en consideración las medidas especiales que se re- 
quieran; 


XIl. Fortalecer las acciones de corresponsabilidad y cercanía entre las instancias públi- 
cas y privadas con niñas, niños y adolescentes; 


XIII. Promover la celebración de instrumentos de colaboración y coordinación, así como 
acciones de concertación con instancias públicas y privadas, nacionales e interna- 
cionales, que contribuyan al cumplimiento de la presente Ley; 


XIV. Establecer mecanismos de coordinación con otros sistemas nacionales que desar- 
rollen programas, acciones y políticas en beneficio de niñas, niños y adolescentes, 
en términos de las disposiciones aplicables; 


XV. Conformar un sistema de información a nivel nacional, con el objeto de contar 
con datos desagregados que permitan monitorear los progresos alcanzados en el 
cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes en el país, incluyendo 
indicadores cualitativos y cuantitativos. Este sistema de información se coordinará y 
compartirá con otros sistemas nacionales, en términos de los convenios de coordi- 
nación que al efecto se celebren, de conformidad con las disposiciones aplicables; 


XV 


. Realizar acciones de formación y capacitación de manera sistémica y continua sobre 
el conocimiento y respeto de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, 
principalmente con aquellas personas que trabajan desde los diversos ámbitos en 
la garantía de sus derechos; 


XVII. Promover políticas públicas y revisar las ya existentes relacionadas con los 
derechos de carácter programático previstos en esta Ley, y 


XVIII. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de esta Ley. 
Artículo 126. La coordinación en un marco de respeto a las atribuciones entre las instancias de 
la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la 


Ciudad de México, será el eje del Sistema Nacional de Protección Integral. 
Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 127. El Sistema Nacional de Protección Integral estará conformado por: 


A. Poder Ejecutivo Federal: 


Il. El Presidente de la República, quien lo presidirá; 
Il. El Secretario de Gobernación; 

lll. El Secretario de Relaciones Exteriores; 

IV. El Secretario de Hacienda y Crédito Público; 

V. El Secretario del Desarrollo Social; 

VI. El Secretario de Educación Pública; 

VII. El Secretario de Salud; 

VIII. El Secretario del Trabajo y Previsión Social, y 

IX. El Titular del Sistema Nacional DIF. 


B. Entidades Federativas: 


l.. Los Gobernadores de los Estados, y 
Il. El Jefe de Gobierno de la Ciudad de México. 
Fracción reformada DOF 23-06-2017 


C. Organismos Públicos: 


l.. El Fiscal General de la República; 
Il. El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 
III. El Comisionado Presidente del Instituto Federal de Telecomunicaciones. 


D. Representantes de la sociedad civil que serán nombrados por el Sistema, en los 
términos del reglamento de esta Ley. 


Para efectos de lo previsto en el apartado D, el reglamento deberá prever los términos para la 
emisión de una convocatoria pública, que contendrá las etapas completas para el procedimien- 
to, sus fechas límites y plazos. 


Serán invitados permanentes a las sesiones del Sistema Nacional de Protección Integral, los 
Presidentes de las Mesas Directivas de las Cámaras de Diputados y Senadores del Congreso de 
la Unión, un representante del Poder Judicial de la Federación, así como representantes de la 
Comisión Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, las 
asociaciones de municipios, legalmente constituidas, quienes intervendrán con voz pero sin 
voto. 


El Presidente de la República, en casos excepcionales, podrá ser suplido por el Secretario de 
Gobernación, en los términos previstos por la fracción | del artículo 27 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal. 
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Los integrantes del Sistema Nacional de Protección Integral nombrarán un suplente que de- 
berá tener el nivel de subsecretario o equivalente. 


El Presidente del Sistema podrá invitar a las sesiones respectivas a representantes de otras de- 
pendencias y entidades de la Administración Pública Federal, de los órganos con autonomía 
constitucional, de los gobiernos de las entidades federativas, de los municipios y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, según la naturaleza de los asuntos a tratar 
quienes intervendrán con voz pero sin voto. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


En las sesiones del Sistema Nacional de Protección Integral, participarán de forma permanente, 
sólo con voz, niñas, niños y adolescentes, que serán seleccionados por el propio Sistema. De 
igual forma, se podrá invitar a personas o instituciones, nacionales o internacionales, especial- 
izadas en la materia. 


Artículo 128. El Sistema Nacional de Protección Integral se reunirá cuando menos dos veces al 
año. Para sesionar válidamente se requerirá un quórum de la mayoría de sus miembros y la asis- 
tencia de su Presidente; sus decisiones se tomarán por mayoría de votos y, en caso de empate, 
el Presidente tendrá voto de calidad. 


Artículo 129. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Sistema Nacional de Protec- 
ciónIntegral podrá constituir comisiones encargadas de atender asuntos o materias específicas 
y emitirá los lineamientos para su integración, organización y funcionamiento, las cuales de- 
berán ser publicadas en el Diario Oficial de la Federación. 


Sección Segunda 
De la Secretaría Ejecutiva 


Artículo 130. La coordinación operativa del Sistema Nacional de Protección Integral recaerá 
en un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, que ejercerá las 
funciones de Secretaría Ejecutiva. 


La Secretaría Ejecutiva tendrá las atribuciones siguientes: 


Il. Coordinar las acciones entre las dependencias y las entidades competentes de la 
Administración Pública Federal que deriven de la presente Ley; 


II. Elaborar el anteproyecto del Programa Nacional para someterlo a consideración de 
los miembros del Sistema; 


III. Llevar a cabo el seguimiento y monitoreo de la ejecución del Programa Nacional; 


IV. Elaborar y mantener actualizado el Manual de Organización y Operación del Siste- 
ma Nacional de Protección Integral; 


Y. Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema Nacional de Protección Integral, 


VI. 


XI. 


XII. 


XII. 


XIV. 


XV. 


XVI. 


llevar el archivo de éstos y de los instrumentos jurídicos que deriven, y expedir con- 
stancia de los mismos; 


Apoyar al Sistema Nacional de Protección Integral en la ejecución y seguimiento de 
los acuerdos y resoluciones emitidos; 


. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación con instancias 


públicas y privadas, nacionales e internacionales; 


Administrar el sistema de información a nivel nacional a que se refiere la fracción 
XV del artículo 125; 


Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer las acciones en favor 
de la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes con el fin de 
difundirlos a las autoridades competentes y a los sectores social y privado para su 
incorporación en los programas respectivos; 


Difundir entre las autoridades correspondientes y la población en general los re- 
sultados de los trabajos que realice, así como toda aquella información pública que 
tienda a la generación, desarrollo y consolidación de perspectiva en la materia, de- 
sagregada por lo menos, en razón de edad, sexo, entidad federativa, escolaridad y 
discapacidad; 

Asesorar y apoyar a los gobiernos de las entidades federativas, así como a las auto- 
ridades federales que lo requieran para el ejercicio de sus atribuciones; 


Informar cada cuatro meses al Sistema Nacional de Protección Integral y a su Presi- 
dente, sobre sus actividades; 

Proporcionar la información necesaria al CONEVAL, para la evaluación de las políti- 
cas de desarrollo social vinculadas con la protección de niñas, niños y adolescentes; 


Fungir como instancia de interlocución con organizaciones de la sociedad civil, aca- 
demia y demás instituciones de los sectores social y privado; 


Coordinar con las Secretarías Ejecutivas de los Sistemas de las Entidades la articu- 
lación de la política nacional, así como el intercambio de información necesaria a 
efecto de dar cumplimiento con el objeto de esta Ley, y 


Las demás que le encomiende el Presidente o el Sistema Nacional de Protección 
Integral. 


Artículo 131. El titular de la Secretaría Ejecutiva será nombrado y removido libremente por el 
Presidente del Sistema y deberá cumplir con los siguientes requisitos: 


Tener ciudadanía mexicana en pleno goce de sus derechos civiles y políticos; 
Tener más de 30 años de edad; 
Contar con título profesional de nivel licenciatura debidamente registrado; 


Contar con al menos cinco años de experiencia en las áreas correspondientes a su 
función, y 


No haber sido sentenciado por delito doloso o inhabilitado como servidor público. 
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Sección Tercera 
De la Evaluación y Diagnóstico 


Artículo 132. Corresponderá al CONEVAL la evaluación de las políticas de desarrollo social vin- 
culadas con la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, en términos de lo 
establecido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Ley, el Programa 
Nacional y las demás disposiciones aplicables. 


Artículo 133. La evaluación consistirá en revisar periódicamente el cumplimiento de esta Ley y 
del Programa Nacional, metas y acciones en materia de derechos de niñas, niños y adolescen- 
tes. 


Artículo 134. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el CONEVAL emitirá, en su 
caso, las sugerencias y recomendaciones que considere pertinentes al Sistema Nacional de Pro- 
tección Integral. 


Artículo 135. Los resultados de las evaluaciones serán entregados a las Cámaras de Diputados 
y de Senadores del Congreso de la Unión. 


Capítulo Cuarto 
De los Sistemas de Protección en las Entidades Federativas 


Sección Primera 
De los Sistemas Locales de Protección 


Artículo 136. En cada entidad federativa se creará e instalará un Sistema Local de Protección 
de los derechos de niñas, niños y adolescentes, conformado por las dependencias y entidades 
de las administraciones locales vinculadas con la protección de estos derechos, en los térmi- 
nos que determinen sus respectivos ordenamientos legales y serán presididos por la persona 
Titular del Poder Ejecutivo Estatal y de la Jefatura de Gobierno del Distrito de Federal. Se orga- 
nizarán y funcionarán de manera similar al Sistema Nacional de Protección Integral, contarán 
con una Secretaría Ejecutiva y garantizarán la participación de los sectores social y privado, así 
como de niñas, niños y adolescentes. 


El Sistema Nacional de Protección Integral se articulará con los Sistemas Locales de Protección 
a través de sus respectivas Secretarías Ejecutivas. 


Artículo 137. Los Sistemas Locales de Protección tendrán, cuando menos, las siguientes atri- 
buciones: 


Il. Instrumentar y articular sus políticas públicas en concordancia con la política na- 
cional; 


Il. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Sistema Nacional de Protección; 


IIl.. Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes en la elaboración de programas sectoriales o, en su caso, institucionales 
específicos, así como en las políticas y acciones de las dependencias y entidades de 
la administración pública local; 


IV. Difundir el marco jurídico local, nacional e internacional de protección a los 
derechos de niñas, niños y adolescentes; 


V. Integrar a los sectores público, social y privado en la definición e instrumentación 
de políticas para la protección de niñas, niños y adolescentes; 


VI. Generar los mecanismos necesarios para garantizar la participación directa y efec- 
tiva de niñas, niños y adolescentes en los procesos de elaboración de programas y 
políticas locales para la protección integral de sus derechos; 


VII. Establecer en sus presupuestos, rubros destinados a la protección de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes, los cuales tendrán una realización progresiva; 


VIII. Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de la infancia y la ado- 
lescencia en la elaboración de programas, así como en las políticas y acciones para 
la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 


IX. Participar en la elaboración del Programa Nacional; 


X. Elaborar y ejecutar el Programa Local con la participación de los sectores público, 
social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes; 


XI. Llevar a cabo el seguimiento, monitoreo y evaluación de la ejecución del Programa 
Local; 


XII. Emitir un informe anual sobre los avances del Programa Local y remitirlo al Sistema 
Nacionalde Protección; 


XIII. Participar en la formulación, ejecución e instrumentación de programas, estrategias 
y acciones en materia de protección y ejercicio de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes con la participación de los sectores público, social y privado, así como 
de niñas, niños yadolescentes; 


XIV. Garantizar la participación de niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus 
derechos humanos, tomando en consideración las medidas especiales que se re- 
quieran; 

XV. Fortalecer las acciones de corresponsabilidad y cercanía entre las instancias públi- 
cas y privadas con niñas, niños y adolescentes; 

XVI. Administrar el sistema estatal de información y coadyuvar en la integración del 
sistema de información a nivel nacional; 


XVII. Realizar acciones de formación y capacitación de manera sistémica y continua 
sobre el conocimiento y respeto de los derechos humanos de niñas, niños y ado- 
lescentes, principalmente con aquellas personas que trabajan desde los diversos 
ámbitos en la garantía de sus derechos; 


XVIII. Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de 
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los objetivos de la presente Ley; 
XIX. Celebrar convenios de coordinación en la materia; 


XX. Auxiliar a la Procuraduría Local de Protección en las medidas urgentes de protec- 
ción que ésta determine, y coordinar las acciones que correspondan en el ámbito 
de sus atribuciones, y 


XXI. Las demás que les otorguen otras disposiciones aplicables. 


Las leyes de las entidades federativas determinarán la forma y términos en que los Sistemas 
municipales participarán en el Sistema Local de Protección y, en el caso de la Ciudad de México, 
la forma de participación de las demarcaciones territoriales. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Sección Segunda 
De los Sistemas Municipales de Protección 


Artículo 138. Los Sistemas Municipales serán presididos por los Presidentes Municipales o Je- 
fes Delegacionales, y estarán integrados por las dependencias e instituciones vinculadas con la 
protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Los Sistemas Municipales contarán con una Secretaría Ejecutiva y garantizarán la participación 
de los sectores social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 139. Las leyes de las entidades federativas preverán que las bases generales de la ad- 
ministración pública municipal, dispongan la obligación para los ayuntamientos de contar con 
un programa de atención y con un área o servidores públicos que fungirán como autoridad de 
primer contacto con niñas, niños o adolescentes y que serán el enlace con las instancias locales 
y federales competentes. 


Las mismas disposiciones de este artículo serán aplicables a las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México, en la Constitución Política de la Ciudad de México. 
Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


La instancia a que se refiere el presente artículo coordinará a los servidores públicos munici- 
pales o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, cuando en la operación, 
verificación y supervisión de las funciones y servicios que les corresponden, detecten casos de 
violación a los derechos contenidos en la presente Ley, a efecto de que se dé vista a la Procura- 
duría de Protección competente de forma inmediata. 

Párrafo reformado DOF 23-06-2017 


Las instancias a que se refiere este artículo deberán ejercer, sin perjuicio de otras que dispongan 
las leyes de las entidades federativas, las atribuciones previstas en el artículo 119 de esta Ley. 


Capítulo Quinto 
De los Organismos de Protección de los Derechos Humanos 


Artículo 140. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos y los organismos de protec- 
ción de los derechos humanos de las entidades federativas, en el ámbito de sus competencias, 
deberán establecer áreas especializadas para la protección efectiva, observancia, promoción, 
estudio y divulgación de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Capítulo Sexto 
Del Programa Nacional y de los Programas Locales 


Artículo 141. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las de- 
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, a través del Sistema Nacional de Protección Integral, así como los sectores privado y social, 
participarán en la elaboración y ejecución del Programa Nacional, el cual deberá ser acorde con 
el Plan Nacional de Desarrollo y con la presente Ley. 

Artículo reformado DOF 23-06-2017 


Artículo 142. El Programa Nacional contendrá las políticas, objetivos, estrategias y líneas de 
acción prioritarias en materia de ejercicio, respeto, promoción y protección integral de niñas, 
niños y adolescentes. 


Artículo 143. Los programas locales preverán acciones de mediano y largo alcance, indicarán 
los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, y deberán alinearse al Programa Nacio- 
nal. 


Artículo 144. El Programa Nacional y los programas locales deberán incluir mecanismos trans- 
parentes que permitan su evaluación y seguimiento, así como de participación ciudadana y 
serán publicados en el Diario Oficial de la Federación y en las gacetas o periódicos oficiales de 
las entidades federativas, según corresponda. 


Artículo 145. Los Sistemas Nacional, Locales y Municipales contarán con órganos consultivos 


de apoyo, en los que participarán las autoridades competentes y representantes de los sectores 
social y privado, para la implementación y aplicación de los programas. 


US 410) 


De las Infracciones Administrativas 


Capítulo Único 
De las Infracciones y Sanciones Administrativas 


Artículo 146. Las leyes de las entidades federativas establecerán las infracciones y las sancio- 
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nes que resulten aplicables en el ámbito de sus respectivas competencias y los procedimientos 
para su imposición e impugnación, así como las autoridades competentes para ello. 


Artículo 147. Los servidores públicos federales, personal de instituciones de salud, educación, 
deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, ad- 
ministración o coordinación de aquéllas que, en el ejercicio de sus funciones o actividades o con 
motivo de ellas, indebidamente impidan el ejercicio de algún derecho o nieguen la prestación 
del servicio al que están obligados a alguna niña, niño o adolescente, serán sujetos a las san- 
ciones administrativas y demás que resulten aplicables, en términos de las disposiciones cor- 
respondientes. 


No se considerarán como negación al ejercicio de un derecho las molestias que sean conse- 
cuencia de sanciones legales, que sean inherentes o incidentales a éstas o derivadas de un acto 
legítimo de autoridad. 


Artículo 148. En el ámbito federal, constituyen infracciones a la presente Ley: 


Il. Respecto de servidores públicos federales, personal de instituciones de salud, edu- 
cación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos 
sujetos al control, administración o coordinación de aquéllas, así como centros de 
asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción federal, cuando en el ejer- 
cicio de sus funciones o actividades o con motivo de ellas conozcan de la violación 
de algún derecho a alguna niña, niño o adolescente e indebidamente se abstengan 
de hacerlo del conocimiento de la autoridad competente en contravención a lo dis- 
puesto en el artículo 12 de esta Ley y demás ordenamientos aplicables; 


ll. Respecto de servidores públicos federales, personal de instituciones de salud, edu- 
cación, deportivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos 
sujetos al control, administración o coordinación de aquéllas, así como centros de 
asistencia social o de cualquier otra índole de jurisdicción federal, propicien, tole- 
ren o se abstengan de impedir, cualquier tipo de abuso, acoso, agresión, daño, in- 
timidación, violencia, maltrato o perjuicio de que tengan conocimiento, en contra 
de niñas, niños y adolescentes; 


lll. Respecto de los concesionarios de radio, televisión, la difusión o transmisión de 
imágenes, voz o datos que afecten o impidan objetivamente el desarrollo integral 
de niñas, niños o adolescentes, o que hagan apología del delito, en contravención 
al artículo 68 de esta Ley y a las disposiciones específicas que regulen la difusión y 
transmisión de contenidos; 


IV. Respecto de los concesionarios de radio y televisión y de quien dirija medios im- 
presos, la violación a la intimidad personal o familiar de niñas, niños o adolescentes, 
a que se refiere el artículo 77 de esta Ley; 


V. Respecto de los concesionarios de radio y televisión y de quien dirija medios im- 
presos, la realización de entrevistas o su difusión, sin la autorización a que se refiere 
el artículo 78 de esta Ley; 


VI. Respecto de los concesionarios de radio y televisión y de quien dirija medios im- 
presos, la difusión de datos personales de niñas, niños o adolescentes relacionados 
de cualquier forma en procedimientos penales o a quienes se les apliquen medidas 
de reparación, reinserción, restitución o asistencia, en términos de las disposiciones 
aplicables, en contravención al artículo 79 de la presente Ley; 


VII. Respecto de los concesionarios de radio y televisión y de quien dirija medios im- 
presos, la difusión de imágenes o voz de niñas, niños o adolescentes, en contraven- 
ción a lo dispuesto en el artículo 80 de esta Ley; 


VIII. Respecto de profesionales en trabajo social o psicología que intervengan en pro- 
cedimientos de adopción que no cuenten con la autorización del Sistema Nacional 
DIF a que se refiere el artículo 31 de esta Ley, en los casos competencia de dicho 
Sistema, y 


IX. Las demás contravenciones a lo dispuesto en esta Ley, competencia del orden 
federal. 


Artículo 149. A quienes incurran en las infracciones previstas en las fracciones 1, II y VII! del 
artículo anterior, se les impondrá multa de hasta mil quinientos días de salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada. 


Las infracciones previstas en las fracciones lll, IV, V, VI y VII del artículo anterior, serán sanciona- 
das con multa de tres mil y hasta treinta mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito 
Federal al momento de realizarse la conducta. 


En los casos de las infracciones previstas en las fracciones lll, V, VI y VII del artículo anterior, se 
impondrá una multa adicional de mil quinientos y hasta siete mil días de salario mínimo gen- 
eral vigente en el Distrito Federal, por cada día que se difunda o se encuentren disponibles en 
medios electrónicos de los que tenga control el concesionario o medio impreso que se trate, la 
información, datos, imágenes o audios. 


En casos de reincidencia, la multa podrá aplicarse hasta por el doble de lo previsto en este 
artículo, 


Se considerará reincidente al que: 


a) Habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada, realice otra vio- 
lación del mismo precepto de esta Ley; 


b) Al inicio del segundo o ulterior procedimiento exista resolución previa que haya 
causado estado, y 


c) Que entre el inicio del procedimiento y la resolución que haya causado estado no 
hayan transcurrido más de diez años. 


Artículo 150. Para la determinación de la sanción, las autoridades competentes deberán con- 
siderar: 
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l.. La gravedad de la infracción; 

Il. El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción; 
Ill. Los daños que se hubieren producido o puedan producirse; 

IV. La condición económica del infractor, y 

Y. Lareincidencia del infractor. 


Artículo 151. Las sanciones previstas en esta Ley se aplicarán por las siguientes autoridades: 


Il. Ladependencia o entidad de la Administración Pública Federal que resulte compe- 
tente, en los casos de las fracciones | y II del artículo 148 de esta Ley; 


Il. Tratándose de servidores públicos, así como empleados o trabajadores de estab- 
lecimientos sujetos al control, administración o coordinación del Poder Judicial de 
la Federación; las Cámaras de Diputados o de Senadores del Congreso de la Unión; 
órganos con autonomía constitucional, o del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa o de tribunales del trabajo o agrarios, las sanciones serán impuestas 
por los órganos que establezcan sus respectivos ordenamientos legales; 


lll. La Secretaría de Gobernación, en los supuestos previstos en las fracciones lll, IV, V, VI 
y VII, del artículo 148 de esta Ley, y 


IV. El Sistema Nacional DIF, en los casos de la fracción VIII del artículo 148 de esta Ley. 


Artículo 152. Contra las sanciones que las autoridades federales impongan en cumplimiento 
de esta Ley, se podrá interponer el recurso de revisión previsto en la Ley Federal de Proced- 
imiento Administrativo. 


Artículo 153. Para los efectos de este Título, a falta de disposición expresa y en lo que no contra- 
venga a esta Ley, se aplicará supletoriamente la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 


Artículo 154. Las entidades federativas deberán establecer las infracciones y sanciones admin- 
istrativas aplicables en el ámbito de su competencia. 


ARTÍCULO SEGUNDO.......... 


TRANSITORIOS 


PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 


SEGUNDO. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas, en el ám- 
bito de sus respectivas competencias, realizarán las modificaciones legislativas conforme a lo 
dispuesto en el presente Decreto, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a su 
entrada en vigor. 


TERCERO. Los Sistemas de Protección Locales y Municipales deberán integrarse a más tardar 
dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigor de las modificaciones legislativas a 
que se refiere el transitorio anterior. 


CUARTO. Se abroga la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 


QUINTO. Las disposiciones reglamentarias derivadas de esta Ley deberán ser expedidas por el 
Ejecutivo Federal en un plazo no mayor a los ciento ochenta días naturales, contados a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto. 


SEXTO. La Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes deberá constitu- 
irse a partir del siguiente ejercicio presupuestal a la publicación del presente Decreto. 


Para efectos del párrafo anterior, el Sistema Nacional DIF deberá reformar su Estatuto Orgánico, 
a fin de que en un plazo no mayor a noventa días naturales, a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto, se formalice la creación de la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes, con sus respectivas unidades administrativas. 


SÉPTIMO. El Sistema Nacional de Protección Integral deberá quedar instalado dentro de los 
ciento ochenta días naturales, posteriores a la publicación del presente Decreto. En su primera 
sesión, el Presidente del Sistema Nacional de Protección Integral someterá a consideración y 
aprobación del mismo los lineamientos para su integración, organización y funcionamiento, 
así como la designación del Titular de la Secretaría Ejecutiva del Sistema. 


El Titular de la Secretaría Ejecutiva del Sistema, una vez instalado el Sistema Nacional de Protec- 
ción Integral, dentro de los siguientes treinta días naturales, deberá presentar a consideración y 
en su caso aprobación de los integrantes del Pleno, el proyecto de lineamientos a que se refiere 
el artículo 129 de la Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 


El Presidente del Sistema Nacional de Protección Integral realizará las acciones necesarias para 
la elaboración del Programa Nacional, el cual deberá aprobarse dentro de los ciento ochenta 
días naturales siguientes a la instalación del Sistema Nacional de Protección. 


OCTAVO. Las referencias que esta Ley hace a la Fiscalía General de la República, se entenderán 
realizadas a la Procuraduría General de la República, hasta en tanto entre en vigor la autonomía 
constitucional de dicha Fiscalía. 


NOVENO. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demar- 
caciones territoriales del Distrito Federal, celebrarán convenios y programas especiales para 
abatir el rezago de registro de nacimientos de niñas, niños y adolescentes. 


DÉCIMO. Para efectos de lo dispuesto en la fracción VI del artículo 122 de la Ley que se emite 
por virtud del presente Decreto, en tanto entran en vigor las disposiciones aplicables del Códi- 
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go Nacional de Procedimientos Penales, se aplicarán las medidas establecidas en la legislación 
procesal penal correspondiente. 


DÉCIMO PRIMERO. Los centros de asistencia que se encuentren operando con antelación a la 
entrada en vigor del presente Decreto contarán con un plazo de 180 días a partir de su publi- 
cación en el Diario Oficial de la Federación para realizar las adecuaciones conducentes en térmi- 
nos de lo previsto por la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 


DÉCIMO SEGUNDO. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a propuesta del Ejecu- 
tivo Federal, establecerá una partida presupuestal para coadyuvar en la implementación de 
las adecuaciones a las que se refiere el transitorio anterior y la operación de los Centros de 
Asistencia Social. 


DÉCIMO TERCERO. Las autoridades de la federación, de las entidades federativas, de los muni- 
cipios y de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, con el objeto de dar cumplimien- 
to a lo previsto en la Ley que se expide por virtud del presente Decreto, deberán implementar 
las políticas y acciones correspondientes conforme a los programas aplicables y los que deriven 
de la misma. 


México, D.F., a 6 de noviembre de 2014.- Dip. Silvano Aureoles Conejo, Presidente.- Sen. 
Miguel Barbosa Huerta, Presidente.- Dip. Laura Barrera Fortoul, Secretaria.- Sen. María Ele- 
na Barrera Tapia, Secretaria.- Rúbricas.” 


En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción | del Artículo 89 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente 
Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, 
a tres de diciembre de dos mil catorce.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gober- 
nación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 


ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMA 


DECRETO por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley General de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes y de la Ley General de Prestación de Servicios para la At- 
ención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil. 


Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de junio de 2017 
Artículo Primero.- Se reforman los artículos 1, fracción IV; 2, cuarto y quinto párrafos; 3, primer 


párrafo; 8; 10, segundo párrafo; 13, segundo párrafo; 14, segundo párrafo; 19, segundo pár- 
rafo; 22, cuarto párrafo; 24, primer párrafo; 25, cuarto párrafo; 30, fracción V, 37, primer pár- 


rafo; 40, primer párrafo; 42; 44; 47, primer párrafo; 48, primer párrafo; 50, primer párrafo; 51; 52; 
54, primer y tercer párrafos; 55, primer párrafo; 57, tercer párrafo; 59, segundo párrafo; 61; 62, 
primer párrafo; 63, segundo párrafo; 64, primer párrafo; 65, primer párrafo; 66; 72; 79; 83, primer 
párrafo; 84, primer párrafo; 86, primer párrafo; 102; 106, segundo párrafo; 107; 114, primer pár- 
rafo; 120, fracciones Il y V; 124, tercer párrafo; 125, segundo párrafo, fracciones IX y X; 126; 127, 
apartado B, fracción ll y el penúltimo párrafo; 137, segundo párrafo; 139, segundo y tercer pár- 
rafos, y 141 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar 
como sigue: 


Transitorios 


Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 


Segundo. La entrada en vigor del término alcaldía en la Ley General de Prestación de Servicios 
para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil surtirá efectos de acuerdo a lo estableci- 
do en los artículos Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por el que se declaran reformadas y 
derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de la reforma política de la Ciudad de México. 


Ciudad de México, a 26 de abril de 2017.- Dip. María Guadalupe Murguía Gutiérrez, Presi- 
denta.- Sen. Pablo Escudero Morales, Presidente.- Dip. María Eugenia Ocampo Bedolla, 
Secretaria.- Sen. Lorena Cuéllar Cisneros, Secretaria.- Rúbricas.” 


En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción | del Artículo 89 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente 
Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a veintiuno de ju- 
nio de dos mil diecisiete.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel 
Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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Secretaría General de Gobierno 
Subsecretaría de Asuntos Jurídicos 
Dirección de Legalización y Publicaciones Oficiales 


DECRETO NÚMERO 248 


Manuel Velasco Coello, Gobernador del Estado de Chiapas, a sus habitantes hace sa- 
ber: Que la Honorable Sexagésima Quinta Legislatura del mismo, se ha servido dirigir al 
Ejecutivo a su cargo el siguiente: 


DECRETO NÚMERO 248 


La Honorable Sexagésima Quinta Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano 
de Chiapas, en uso de las facultades que le concede la Constitución Política Local; y 


CONSIDERANDO 


Que el artículo 30, fracción l, de la Constitución Política del Estado de Chiapas, faculta al 
Honorable Congreso del Estado, a legislar en las materias que no estén reservadas al Congreso 
de la Unión, así como, en aquellas en que existan facultades concurrentes, conforme a leyes 
federales. 


El marco jurídico de México está conformado por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los tratados internacionales aprobados y ratificados por el país y las leyes federales 
y locales. México ha ratificado numerosos tratados internacionales en materia de derechos de 
la infancia y adolescentes, por lo que el Estado se ha visto en la necesidad de ir adecuando su 
sistema jurídico local a los estándares mínimos reconocidos por estas convenciones y a realizar 
reformas legislativas al marco jurídico constitucional. 


El Estado tiene el deber de garantizar los derechos fundamentales de la población, y en espe- 
cial los derechos de las niñas, niños y adolescentes, establecidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y en la Constitución Política del Estado de Chiapas, por ello el 
Gobierno de la actual administración, con el afán de que exista un auténtico Estado de Derecho, 
considera que todo esto es posible mediante el accionar eficiente de las dependencias encar- 
gadas de dicha función, cuya labor esté guiada por los principios de legalidad, prontitud, efi- 
ciencia, y principalmente, el respeto a los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes. 


En el Estado de Chiapas, las niñas, niños y adolescentes eran considerados como uno de los 
tantos grupos vulnerables que requerían una atención prioritaria mediante políticas integrales 
que tomaran en cuenta su entorno familiar y comunitario; en ese sentido; su protección se 
encontraba regulada en el Código de Atención a la Familia y Grupos Vulnerables para el Estado 
de Chiapas, sin embargo, como parte del cambio de paradigma respecto a la protección de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes, y sin dejar de considerarlos como un grupo de aten- 
ción prioritario, la presente administración busca erradicar la visualización histórica de niñas, 
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niños y adolescentes como “objetos” de derecho, para pasar a considerarlos como “titulares” de 
los derechos aquí descritos. 


La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) adoptada de forma unánime por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en 1989, es el primer instrumento internacional que establece 
que todas las niñas, niños y adolescentes, sin ninguna excepción, tienen derechos y que su 
cumplimiento es obligatorio para todos los países que la han firmado, incluido México, que 
la ratificó en septiembre de 1990. Con la CDN, los niños y niñas dejan de ser simples benefi- 
ciarios de los servicios y de la protección del Estado, pasando a ser concebidos como sujetos 
de derecho. Al firmar la CDN, los países asumieron el compromiso de cumplir cabalmente con 
sus disposiciones, adecuar sus leyes a estos principios, colocar a la infancia en el centro de sus 
agendas a través del desarrollo de políticas públicas y a destinar el mayor número de recursos 
posibles para la niñez y la adolescencia. 


La CDN establece los derechos de los niños, niñas y adolescentes en 54 artículos y dos Protocolos 
Facultativos. Define los derechos humanos básicos que disfrutan los niños y niñas en todas 
partes: el derecho a la supervivencia; al desarrollo pleno; a la protección contra influencias 
peligrosas, los malos tratos y la explotación; y a la plena participación en la vida familiar, cul- 
tural y social. Los cuatro principios fundamentales de la Convención son la no discriminación; 
la dedicación al interés superior del niño; el derecho a la vida, la supervivencia y desarrollo; y el 
respeto por los puntos de vista del niño. Todos los derechos que se definen en la Convención 
son inherentes a la dignidad humana y el desarrollo armonioso de todos los niños y niñas. La 
Convención protege los derechos de la niñez al estipular pautas en materia de atención de la 
salud, la educación y la prestación de servicios jurídicos, civiles y sociales. 


En el ámbito internacional, largo es el camino recorrido con respecto al reconocimiento de las 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, el marco jurídico internacional que 
México ha suscrito en materia de Derechos humanos, especificamente tratándose de niñez, lo 
constituye: 


- Declaración Universal de los Derechos del Niño (firmado por el Estado Mexicano 
20/11/1959). 

- Declaración Universal de Derechos Humanos (Adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948). 

- Convención Sobre los Derechos del Niño (Ratificado por el Senado 25/01/1991) 

- Convención Americana sobre Derechos Humanos. (Ratificado por el Senado 
07/05/1981). 

- Convención sobre la Protección de Menores y la Cooperación en Materia de Adopción 
Internacional. (Ratificado por el Senado 24/10/1994). 

- Convención Interamericana sobre Conflicto de Leyes en Materia de Adopción de 
Menores. (Ratificado por el Senado 21/08/1987). 

- Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias. (Ratificado por el Senado 
18/11/1994). 

- Convención Interamericana sobre la Restitución Internacional de Menores. (Ratificado 


por el Senado 18/11/1994). 
- Convención Internacional sobre Protección de Todos los Trabajadores Migratorios y 
sus Familiares (Publicada en el DOF el 13 de agosto de 1999). 


Todo ello considerando además que, a partir del 4 de diciembre del año 2014, el Estado 
Mexicano cuenta con una legislación general en esta materia, así, el Ejecutivo Federal, pub- 
licó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el cual se expide la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 


Dicha ley, establece los principios rectores que deberán orientar la política nacional en materia 
de derechos de niñas, niños y adolescentes, previendo las facultades, competencias, concur- 
rencia y bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios 
y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal; la actuación de los Poderes Legislativo y 
Judicial y los organismos constitucionales autónomos. 


A fin de resaltar el enfoque garantista de la Ley, se introduce la figura del Sistema Nacional de 
Protección Integral, conformado por el Poder Ejecutivo Federal, representantes de las entidades 
federativas, organismos públicos y representantes de la sociedad civil. Así mismo contempla la 
integración de los Sistemas de Protección Estatal y Municipales para así focalizar el fortaleci- 
miento en los puntos de contacto entre los diferentes niveles de gobierno, con el propósito de 
unificar las acciones y políticas gubernamentales con miras a la satisfacción y protección de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. 


La Ley General, distribuye competencias entre los diferentes niveles de gobierno, y exige a las 
entidades federativas homologar la normativa correspondiente a fin de aplicarla de manera 
efectiva. Esta obligación de armonizar la legislación cuenta con un plazo de ciento ochenta días 
naturales siguientes a su entrada en vigor, plazo que concluye el 3 de junio de 2015. 


Adicional a ello, como parte de la reforma de la normativa pertinente, debe quedar plasmada 
también la reforma del artículo 4? de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
publicada con fecha 12 de octubre de 2011 en el Diario Oficial de la Federación que establece: 


“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen 
derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano espar- 
cimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 


Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de 
estos derechos y principios.” 


En Chiapas, nuestra Constitución Política contempla que el Estado garantizará a las niñas y los 
niños la protección y respeto a sus derechos con el objeto de un pleno desarrollo. Así como 
también, el Gobierno del Estado adoptará todas las medidas legislativas, administrativas, socia- 
les y educativas apropiadas para proteger a las niñas y niños contra toda forma de perjuicio o 
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abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso 
sexual. 


En el Plan Estatal de Desarrollo 2013-2018, en el Eje 2. Familia Chiapaneca, para el Gobierno, 
la familia es lo más importante. Representa la base de los valores, del trabajo y de las aspira- 
ciones. Para su bienestar se ejecutan políticas de desarrollo humano y social, con las cuales se 
da combate frontal a la pobreza extrema, marginación y desigualdad social. Con respeto a los 
derechos de la población indígena, de la niñez y de las personas con discapacidad. Impulsando 
a la juventud y a las mujeres con equidad e igualdad de oportunidades. 


El Código de Atención a la Familia y Grupos Vulnerables para el Estado Libre y Soberano de 
Chiapas, tiene por objeto crear y establecer las bases y procedimientos de prevención, asisten- 
cia y atención a la mujer, el menor, el adulto mayor, la familia y persona o grupos vulnerables; 
instrumentando la concurrencia y colaboración de los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal, 
así como la participación de los sectores social y privado, en el cual contempla el tema de la 
Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado, sin embargo para el 
efecto de dar cumplimiento a lo establecido en la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños 
y Adolescentes, se señala en el artículo tercero transitorio que se deroga con la presente Ley, 
lo relativo al Libro Segundo denominado “De la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado”, que comprende de los artículos 61 al 123, todos del Código de Atención 
a la Familia y Grupos Vulnerables para el Estado Libre y Soberano de Chiapas. 


En este sentido, el actual Gobierno tiene el interés de fortalecer a las Instituciones Públicas, 
con un régimen legal y un marco jurídico actualizado; vigentes a la dinámica constante de la 
sociedad y de los diversos escenarios adversos de origen en la vida diaria de las niñas, niños y 
adolescentes, es por ello que se rediseña la reglamentación en esta importante materia como 
lo es los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


Lo anterior, atendiendo al interés superior de la niñez, con la expedición de la Ley de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chiapas, se establecerá que en todas 
las medidas que se adopten respecto a niñas, niños y adolescentes, de modo individual o col- 
ectivo, se garantizará el goce pleno y efectivo de todos sus derechos a fin de asegurar primor- 
dialmente su desarrollo integral. 


La Ley tiene por objeto garantizar el respeto, protección y promoción de los derechos huma- 
nos de niñas, niños y adolescentes, conforme a lo establecido en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Chiapas, la Convención Sobre 
los Derechos del Niño y demás tratados internacionales en Derechos Humanos en los que el 
Estado Mexicano sea parte, tomando como principio rector el interés superior de la niñez. 


Dicho principio, debe ser considerado de manera primordial, en todas las medidas concernien- 
tes a niñas, niños y adolescentes que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar 
social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos. Así mismo, el 
interés superior de la niñez debe ser el principio para quienes tienen la responsabilidad de su 


educación y orientación; dicha responsabilidad incumbe en primer término, a sus padres. 


Asimismo, establece la concurrencia y coordinación que debe existir entre las autoridades esta- 
tales y las municipales para el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas públicas 
en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, además de sentar las bases generales de 
la participación con los sectores privado y social y de niñas, niños y adolescentes en la materia. 


Es importante señalar que además de los derechos señalados en la Ley General de los Derechos 
de niñas, niños y adolescentes, en la presente Ley se establece el Derecho a la Movilidad 
Humana y al Libre Tránsito, ello, tomando en cuenta las particularidades de los diferentes gru- 
pos de población que existen en nuestra Entidad. 


Con el Derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura, 
se pretende que las niñas, niños y adolescentes mantengan y desarrollen su identidad cultural, 
haciendo uso de su lengua materna en privado y en público y recibiendo información y edu- 
cación en su lengua. Las instituciones estatales y municipales deberán establecer mecanismos 
para que niñas, niños y adolescentes sean debidamente atendidos. Además tendrán derecho a 
participar en todos los medios de comunicación de manera equitativa, con el fin de reflejar su 
diversidad cultural ante la sociedad, y con ello, lograr el respeto a sus derechos. 


Asimismo, con este derecho las niñas, niños y adolescentes puedan disfrutar libremente de su 
lengua, cultura, usos, costumbres, prácticas culturales, religión, recursos y formas específicas de 
organización social y todos los elementos que constituyan su identidad cultural. 


Ahora bien respecto al derecho a la movilidad humana y al libre tránsito, se refiere a que las 
niñas, niños y adolescentes tienen derecho a migrar y a transitar libremente por el territorio 
nacional, a entrar y salir de él, acompañados de quien ejerza la patria potestad, tutela, guarda 
o custodia, o en su caso, con la autorización de éstos o de la autoridad competente, en plena 
observancia al principio rector del interés superior de la niñez. 


El Título Quinto que se refiere a la Protección y Restitución Integral de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, establece que para una efectiva protección y restitución de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes, el Estado, dentro de la estructura del Sistema DIF-CHIAPAS, con- 
tará con una Procuraduría de Protección de Niñas, Niños, Adolescentes y la Familia, así tam- 
bién señala que los Municipios deberán contar con una Procuraduría de Protección Municipal, 
que podrá depender de los Sistemas DIF — municipales, las cuales deberán coordinarse con la 
Procuraduría de Protección Estatal, para establecer y operar medidas y acciones de protección 
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en su ámbito territorial. 


En esta nueva Ley, se establece en el Título Séptimo el Sistema Estatal de Protección Integral 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, como instancia encargada de establecer in- 
strumentos, políticas, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes en el Estado de Chiapas, el cual estará constituido por los titula- 
res de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal, afines a la materia 
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de la presente Ley, así como por el titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado, 
el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado y dos representantes de la sociedad 
civil, que serán nombrados por el Sistema Estatal de Protección Integral, en los términos que 
se establezcan. Además serán invitados especiales el presidente de la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos y los Presidentes de las Comisiones de Atención a la Mujer y a la Niñez, y de 
Atención a Grupos Vulnerables del Congreso del Estado. 


Dicho Sistema Estatal estará presidido por el titular del Poder Ejecutivo del Estado, el cual para 
el mejor cumplimiento de sus funciones, podrá constituir comisiones encargadas de atender 
asuntos o materias específicas y emitirá los lineamientos para su integración, organización y 
funcionamiento. Además se reunirán cuando menos tres veces al año, y se podrá convocar para 
sesionar en forma extraordinaria cuando se presenten situaciones extremas. 


La coordinación operativa del Sistema Estatal de Protección Integral, estará a cargo de la 
Secretaría Ejecutiva, que será un órgano administrativo de la Subsecretaría de Gobierno y 
Derechos Humanos de la Secretaría General de Gobierno, la cual se implementará y constituirá 
como el máximo órgano de autoridad del propio Sistema. 


La Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal, tendrá atribuciones para coordinar las acciones en- 
tre las dependencias y las entidades competentes de la Administración Pública Estatal que de- 
riven de la presente Ley, elaborar el anteproyecto del Programa Estatal de Protección de niñas, 
niños y adolescentes para someterlo a consideración de los miembros del Sistema, desarrollar 
campañas de difusión y sensibilización para la promoción de los derechos de la niñez y la ado- 
lescencia, y entre otras para el cumplimiento del objeto de la presente Ley. 


Asimismo, en cada municipio del Estado se instalarán Sistemas Municipales de Protección, que 
serán presididos por los Presidentes Municipales, y estarán integrados por las dependencias e 
instituciones vinculadas con la protección y garantía de los derechos de niñas, niños y adoles- 
centes. 


También se establece el Título Noveno del Programa Estatal y de los Programas Municipales, el 
cual señala que las autoridades Estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, a través del Sistema Estatal de Protección Integral, así como los sectores privado y so- 
cial, participarán en la elaboración y ejecución del Programa Estatal de Protección de niñas, ni- 
ños y adolescentes, el cual deberá ser acorde con los Planes Federal y Estatal de Desarrollo y con 
la presente Ley, contendiendo políticas, objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias en 
materia de ejercicio, respeto, promoción y protección integral de niñas, niños y adolescentes. 


Los Programas Municipales preverán acciones de mediano y largo alcance, indicarán los ob- 
jetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, y deberán alinearse al Programa Estatal. El 
Programa Estatal y los Programas Municipales, deberán incluir mecanismos transparentes que 
permitan su evaluación y seguimiento, así como de participación ciudadana y serán publicados 
en el Periódico Oficial respectivamente. 


De igual manera, se contempla el Título Décimo Primero de las Infracciones Administrativas, 
en este apartado se establece las infracciones y sanciones administrativas correspondientes, 
para aquellos servidores públicos, personal de instituciones de salud, educación, deportivas o 
culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración o 
coordinación de aquéllas que, en el ejercicio de sus funciones o actividades o con motivo de 
ellas, indebidamente impidan el ejercicio de algún derecho o nieguen la prestación del servicio 
al que están obligados, a las niñas, niños o adolescentes. 


En este apartado se establece que para la determinación de las sanciones se considerará: la 
gravedad de la infracción; el carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la 
infracción; los daños que se hubieren producido o puedan producirse, la condición económica 
del infractor; y la reincidencia del infractor. 


Por las consideraciones antes expuestas, el Honorable Congreso del Estado de Chiapas, ha teni- 
do a bien emitir el siguiente Decreto de: 


LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS 
Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 


LU 1 14:0) 


Disposiciones generales 


Capítulo Único 
Generalidades 


Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social y sus 
disposiciones son de observancia obligatoria en el Estado y Municipios de Chiapas, y tiene por 
objeto reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, con pleno ejercicio, 
respeto, protección y promoción de sus derechos humanos, conforme a lo establecido en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano forma parte, en la Constitución Política del Estado de Chiapas y en la 
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 


El Estado fijará los lineamientos y establecerá las bases para la participación de los sectores 
social y privado y la actuación de los poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial y los organismos 
constitucionales autónomos, en las acciones tendentes a garantizar la protección y el ejercicio 
de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como a prevenir su vulneración, para lo cual 
creará los mecanismos que faciliten el ejercicio de sus derechos. 


Artículo 2. Para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, 
las autoridades del Estado y de los municipios realizarán las acciones y tomarán medidas 


SVAVIH) 30 OQVLS3 130 S31N3ISITOOV A SONIN “SVNIN 30 SOHI3YI( SO1 30 A37] 





95 





Ley DE Los DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 





96 


necesarias, de conformidad con los principios establecidos en la Ley General de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes y en la presente Ley. Para tal efecto, deberán: 


Vi. 


Garantizar un enfoque integral, transversal y con perspectiva de derechos humanos 
en el diseño y la instrumentación de políticas y programas de gobierno. 


Promover la participación, tomar en cuenta la opinión y considerar los as- 
pectos culturales, étnicos, afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y 
adolescentes, en todos aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo a su edad, 
desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. 


Establecer mecanismos transparentes de seguimiento y evaluación de la imple- 
mentación de políticas, programas gubernamentales, legislación y compromisos 
derivados de tratados internacionales en la materia. 


Considerar de manera primordial el interés superior de la niñez, en la toma de 
decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adoles- 
centes. Cuando se presenten diferentes interpretaciones, se elegirá la que satisfaga 
de manera más efectiva este principio rector. 


Cuandose tome una decisión queafecte aniñas, niños oadolescentes, en lo indi- 
vidual o colectivo, la autoridad competente deberá evaluar y ponderar las posibles 
repercusiones a fin de salvaguardar su interés superior y sus garantías procesales. 


El Estado y los Municipios deberán garantizar que las autoridades incorporen en sus 
proyectos de presupuesto la asignación de recursos que permitan dar cumplimien- 
to a las acciones establecidas por la presente Ley. 


El Congreso del Estado, deberá establecer dentro de su respectivo presupuesto, 
los recursos que permitan dar cumplimiento a las acciones establecidas por la 
presente Ley. 


Fijar los lineamientos y establecer las bases para la participación de los sectores 
privado y social en la instrumentación y evaluación de las políticas públicas y de las 
acciones para garantizar el goce, la defensa y representación jurídica, asistencia, pro- 
visión, promoción, prevención, protección, restitución y vigencia de los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes. (P. O. E. Número 279, 22 Sección, 01-Febrero-2017). 


Artículo 3. La aplicación de la presente Ley estará a cargo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo 


y Judicial 


en el ámbito de sus respectivas competencias y de los Ayuntamientos de acu- 


erdo a su competencia y jurisdicción. 


Artículo 4. El Estado y sus Municipios en el ámbito de sus respectivas competencias, están ob- 
ligados al cumplimiento del objeto de la presente Ley, para el diseño, ejecución, seguimiento y 
evaluación de políticas públicas en materia de ejercicio, respeto, protección y promoción de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para garantizar su máximo bienestar posible 
privilegiando su interés superior a través de medidas estructurales, legales, administrativas y 


presupuestales. 


Artículo 5. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 


I. Acciones Afirmativas: A las acciones de carácter temporal, de políticas y prácticas 
de índole legislativa, administrativa y jurisdiccional que son correctivas, compensa- 
torias y de promoción, encaminadas a acelerar la igualdad sustantiva entre niñas, 
niños y adolescentes. 


Il. Acogimiento Residencial: Al brindado por Centros de Asistencia Social, como una 
medida especial de protección de carácter subsidiario, que será de último recurso 
y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno 
familiar. 


Il. Adopción Internacional: A Aquélla que se realice en términos de lo dispuesto por 
los tratados internacionales en la materia. 


IV. Ajustes Razonables: A las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas 
que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en 
un caso particular, para garantizar a niñas, niños y adolescentes con discapacidad el 
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales. 


V. Autoridades Estatales y Municipales: A las Autoridades Estatales y Municipales del 
Estado de Chiapas. 


VI. Centro de Asistencia Social: Al establecimiento, lugar o espacio de cuidado alterna- 
tivo o acogimiento residencial para niñas, niños y adolescentes sin cuidado parental 
O familiar que brindan instituciones públicas, privadas y asociaciones. 


VII. Certificado de Idoneidad: Al documento emitido por el Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia del Estado de Chiapas, en virtud del cual se determina que los 
solicitantes de adopción son aptos para ello. 


VIII. CONEVAL: Al Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social. 
IX. Congreso del Estado: Al Honorable Congreso del Estado de Chiapas. 

X. Se deroga. (P.O.E. 292, 22 Sección, 26-abril-2017) 

XI. Constitución Política Local: A la Constitución Política del Estado de Chiapas. 


XII. Diseño Universal: Al diseño de productos, entornos, programas y servicios que pu- 
edan utilizar niñas, niños y adolescentes, en la mayor medida posible, sin necesidad 
de adaptación ni diseño especializado. El diseño universal no excluirá las ayudas téc- 
nicas para niñas, niños y adolescentes con discapacidad cuando se necesiten. 


XIII. Discriminación Múltiple: A la situación de vulnerabilidad específica en la que se 
encuentran niñas, niños y adolescentes que al ser discriminados por tener simul- 
táneamente diversas condiciones, ven anulados o menoscabados sus derechos. 


XIV. Estado: Al Estado de Chiapas y los municipios que lo integran. 
XV. Familia de Origen: A la compuesta por titulares de la patria potestad, tutela, guarda 
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o custodia, respecto de quienes niñas, niños y adolescentes tienen parentesco ascen- 
dente hasta segundo grado. 


XVI. Familia Extensa o Ampliada: A la compuesta por los ascendientes de niñas, niños 
y adolescentes en línea recta sin limitación de grado, y los colaterales hasta el cuarto 
grado. 


XVII. Familia de Acogida: A la que cuente con la certificación de la autoridad compe- 
tente y que brinde cuidado, protección, crianza positiva y la promoción del bienestar 
social de niñas, niños y adolescentes por un tiempo limitado hasta que se pueda 
asegurar una opción permanente con la familia de origen, extensa o adoptiva. 


XVIII. Familia de Acogimiento pre-adoptivo: A Aquélla distinta de la familia de origen 
y de la extensa que acoge provisionalmente en su seno niñas, niños y adolescentes 
con fines de adopción, y que asume todas las obligaciones en cuanto a su cuidado y 
protección, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez. 

XIX. Igualdad Sustantiva: Al acceso al mismo trato y oportunidades para el recono- 
cimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

XX. Informe de Adoptabilidad: Al documento expedido por el Sistema Nacional DIF y 
los Sistemas de las Entidades, que contiene la información sobre la identidad, medio 
social, evolución personal y familiar que determina la adoptabilidad de niñas, niños 
y adolescentes. 

XXI. Ley: A la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chiapas. 

XXIl. Ley General: A la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

XXIIl. Municipios: A los Municipios que integran el Estado y que se encuentran contem- 
plados en la Constitución Política del Estado de Chiapas. 

XXIV. Órgano Jurisdiccional: A los Juzgados del Tribunal Superior de Justicia del Estado 
de Chiapas. 

XXV. Procuraduría Federal de Protección: A la Procuraduría Federal de Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes. 

XXVI. Procuraduría de Protección Estatal: A la Procuraduría de Protección de Niñas, 
Niños, Adolescentes y la Familia. 

XXVII. Procuradurías de Protección Municipales: A las Procuradurías Municipales de 
Protección de los Derechos de las Niñas, Niños, Adolescentes y la Familia, las cuales 
tendrán competencia en el territorio del municipio que corresponda. 

XXVIII. Programa Estatal: Al Programa Estatal de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes. 

XXIX. Programas Municipales: A los Programas Municipales de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes de cada Municipio del Estado. 

XXX. Programa Nacional: Al Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes. 

XXXI. Protección Integral: Al conjunto de mecanismos que se ejecuten en los tres 
órdenes de gobierno con el fin de garantizar de manera universal y especializada en 


cada una de las materias relacionadas con los derechos humanos de niñas, niños y 
adolescentes de conformidad con los principios rectores de la Ley General, de esta 
Ley, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados interna- 
cionales de los que el Estado mexicano forma parte. 


XXXII. Representación Coadyuvante: Al acompañamiento de niñas, niños y adolescen- 
tes en los procedimientos jurisdiccionales y administrativos, que de manera oficiosa, 
quedará a cargo de las Procuradurías de Protección Municipales, conforme a sus re- 
spectivos ámbitos de competencia, sin perjuicio de la intervención que corresponda 
al Ministerio Público. 





XXXIII. Representación Originaria: A la representación de niñas, niños y adolescentes 
a cargo de quienes ejerzan la patria potestad o tutela, de conformidad con lo dis- 
puesto en esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


XXXIV. Representación en Suplencia: A la representación de niñas, niños y adolescen- 
tes a cargo de la Procuraduría de Protección Estatal, conforme a sus respectivos ám- 
bitos de competencia, sin perjuicio de la intervención que corresponda al Ministerio 
Público. 


XXXV. Sistema DIF- Chiapas: Al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 
Estado de Chiapas. 

XXXVI. Sistema DIF - Municipal: A los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia 
de cada uno de los municipios del Estado. 
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XXXVII. Sistema Estatal de Protección Integral: Al Sistema Estatal de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes. 


XXXVIII. Sistema Municipal de Protección Integral: A los Sistemas de Protección 
Integral de Niñas, Niños, y Adolescentes de cada uno de los municipios del Estado. 

XXXIX. Sistema Nacional de Protección Integral: Al Sistema Nacional de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes. 

XL. Sistema Nacional DIF: Al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 


XLI. Tratados Internacionales: A los tratados internacionales vigentes en materia de 
derechos de niñas, niños y adolescentes de los que el Estado mexicano sea parte. 


Artículo 6. Se consideran niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas 
de entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. 


Cuando exista la duda de si se trata de una persona mayor de dieciocho años de edad, se pre- 
sumirá que es adolescente; y en caso de que exista la duda de si se trata de una persona mayor 
o menor de doce años, se presumirá que es niña o niño. 


Artículo 7. A fin de garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las 
autoridades del Estado y los municipios se regirán y aplicarán la presente Ley de conformidad 
con los siguientes principios rectores: 
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I. El interés superior de la niñez. 


Il. La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e integralidad de 
los derechos de niñas, niños y adolescentes, conforme a lo dispuesto en los artículos 
10. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos así como en los 
tratados internacionales. 


Ill. La igualdad sustantiva. 

IV. La no discriminación. 

V. Lainclusión. 

VI. El derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo. 

VII. La participación. 

VIII. La interculturalidad. 

IX. La corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y las autoridades. 


X. La transversalidad en la legislación, políticas públicas, actividades administrativas, 
económicas y culturales. 


XI. La autonomía progresiva. 

XIl. El principio pro persona. 

XIII. El acceso a una vida libre de violencia. 

XIV. La accesibilidad. 

XV. Diligencia excepcional dentro de las medidas especiales de protección. 


Artículo 8. La normatividad Estatal y Municipal, deberá garantizar el ejercicio, respeto, protec- 
ción y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes; así como prever, primordial- 
mente, las acciones y mecanismos que les permitan un crecimiento y desarrollo integral plenos. 


Artículo 9. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, impulsarán la cultura de respeto, promoción y protección de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, basada en los principios rectores de la Ley General y de la presente Ley, a través 
de la ejecución de las acciones coordinadas que para el efecto se establezcan en los Programas 
Estatal y Municipales respectivamente. 


Artículo 10. En todo lo no previsto por esta Ley, se aplicará supletoriamente la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales, la Ley General, y 
Constitución Política Local; a falta de disposición expresa, se estará a los principios generales 
que deriven de dichos ordenamientos y a falta de éstos, a los principios generales del derecho, 
privilegiando en todo momento los principios rectores de esta Ley. 


Artículo 11. En la aplicación de la presente Ley se tomarán en cuenta las condiciones particu- 
lares de niñas, niños y adolescentes en los diferentes grupos de población, a fin de proteger el 
ejercicio igualitario de todos sus derechos. 


Artículo 12. Las autoridades del Estado y Municipios, adoptarán medidas de protección es- 
pecial de derechos de niñas, niños y adolescentes que se encuentren en condición de des- 
plazamiento interno, en situación de vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter 
socioeconómico, alimentario, circunstancias de nacimiento, psicológico, físico, discapacidad, 
identidad cultural, origen étnico o nacional, situación migratoria o apátrida, o bien, relaciona- 
das con aspectos de género, preferencia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales, u 
otros que restrinjan o limiten el ejercicio de sus derechos. 


Para lo anterior, se les otorgará al menos, alimentos indispensables, agua potable, cobijo y alo- 
jamiento básicos, vestido adecuado, servicios médicos y de saneamiento indispensables, así 
como la educación básica obligatoria. 


Artículo 13. Corresponde al Estado, municipios, a la familia, a la comunidad y a la sociedad en 
general, promover e impulsar una cultura de protección, auxilio y respeto a los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes; así como garantizarles un nivel adecuado de vida. 


Asimismo, se deberá promover entre las diversas dependencias e instituciones estatal y munici- 
pal, el respeto y cuidado a los derechos de las niñas, niños y adolescentes, además de sensibili- 
zar y ofrecer capacitación permanente a cada uno de éstos para que en todo acto que realicen 
privilegien el interés superior de la niñez, sin distinción alguna de raza, etnia color, sexo, idioma, 
lengua, circunstancia de nacimiento o cualquier otra condición propia de quienes ejerzan la pa- 
tria potestad, su guarda o tutela, discapacidad, religión, situación migratoria, opinión política o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición de sus padres, representantes o responsables de su familia. 


Artículo 14. Toda persona que tenga conocimiento de hechos o actos que atenten, vulneren 
o trasgredan los derechos de las niñas, niños y adolescentes, deberán hacerlo inmediatamente 
del conocimiento a las autoridades competentes, de manera que pueda seguirse la investig- 
ación correspondiente y en su caso, instrumentar las medidas cautelares, de protección y resti- 
tución integrales procedentes en términos de las disposiciones aplicables. 


TÍTULO SEGUNDO 


De los derechos de niñas, niños y adolescentes 


Capítulo Primero 
Disposiciones generales 


Artículo 15. Para efectos de la presente Ley, son derechos de niñas, niños y adolescentes, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes: 


l. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo. 
Il. Derecho de prioridad. 
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111. Derecho a la identidad y a la certeza jurídica. 

IV. Derecho a vivir en familia. 

V. Derecho a la igualdad sustantiva. 

VI. Derecho a no ser discriminado. 

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral. 
VIII. Derecho de acceso a una vida libre de violencia y a la integridad personal. 
IX. Derecho a la protección de la salud y a la seguridad social. 

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 

XI. Derecho a la educación. 

XII. Derecho al descanso y al esparcimiento. 


XIII. Derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cul- 
tura. 


XIV. Derecho a la libertad de expresión y de acceso a la información. 
XV. Derecho a la participación. 

XVI. Derecho de asociación y reunión. 

XVII. Derecho a la intimidad. 

XVIII. Derecho a la movilidad humana y al libre tránsito. 

XIX. Derecho a la seguridad jurídica y al debido proceso. 

XX. Derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes. 


XXI. Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como 
a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha 
e Internet, en términos de lo previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión. 


El Estado y sus municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán las me- 
didas necesarias para garantizar estos derechos a todas las niñas, niños y adolescentes sin dis- 
criminación de ningún tipo o condición, a través de la ejecución de las acciones coordinadas 
que para el efecto se establezcan en los Programas Estatal y Municipales, respectivamente. 


Capítulo Segundo 
Del derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo 


Artículo 16. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que se les preserve la vida, a la 
supervivencia y al desarrollo. 


Las autoridades e instituciones estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, deberán atender de manera inmediata las acciones necesarias para garantizar el desar- 
rollo y prevenir cualquier conducta que atente contra su supervivencia, así como investigar y 
sancionar efectivamente los actos de privación de la vida. 


Artículo 17. Las niñas, niños y adolescentes deberán disfrutar de una vida plena y digna en 
igualdad de condiciones a fin de garantizar su seguridad y desarrollo integral. 


Artículo 18. Las niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a no ser privados de la vida bajo 
ninguna circunstancia, ni ser utilizados en conflictos armados o violentos, ni ser instrumento 
para la comisión de un delito u objeto del mismo. 


Capítulo Tercero 
Del derecho de prioridad 


Artículo 19. Las Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que se les asegure prioridad en 
el ejercicio de todos sus derechos, especialmente a que: 


I. Se les brinde protección y socorro en cualquier circunstancia y con la oportunidad 
necesaria, por conducto de las autoridades competentes. 


Il. Se les atienda antes que a las personas adultas en todos los servicios, en igualdad de 
condiciones, y 


III. Se les considere para el diseño y ejecución de las políticas públicas necesarias para la 
protección de sus derechos. 


Artículo 20. En todas las medidas concernientes a niñas, niños y adolescentes que tomen las 
instituciones de los Poderes del Estado y los municipios, se tomarán en cuenta, como consider- 
ación primordial, el interés superior de la niñez. Dichas autoridades elaborarán los mecanismos 
necesarios para garantizar éste principio. 


Capítulo Cuarto 
Del derecho a la identidad y a la certeza jurídica 


Artículo 21. Las niñas, niños y adolescentes desde su nacimiento, tienen derecho a: 


Il.  Serinscritos en el Registro Civil respectivo de forma inmediata y gratuita, registrando 
su nombre y dos apellidos, y a que se les expida en forma ágil y sin costo la primera 
copia certificada del acta correspondiente, en los términos que establece el Código 
Civil para el Estado de Chiapas. 


Il. Contarcon nacionalidad, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales y la Constitución 
Política Local. 


Ill. Conocer su filiación y su origen en la medida de lo posible y siempre que ello sea 
acorde con el interés superior de la niñez. 


IV. Vivir y crecer en el seno de una familia, a mantener relaciones personales y contacto 
directo con ambos padres de modo regular, aún cuando haya necesidad de ser sepa- 
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rado de los mismos, siempre que ello sea acorde con el interés superior de la niñez. 


V. Preservar su identidad, incluidos el nombre, la nacionalidad y su pertenencia cul- 
tural, así como sus relaciones familiares. 


VI. Arecibir el apoyo de los Poderes del Estado así como de los municipios en lo relativo 
al ejercicio y respeto de sus derechos por sí o a través de su representante, tutor o las 
instituciones creadas para tal efecto. 


VII. A conservar su cultura, idiosincrasia, idioma o lengua de origen. 


VIII. Que cuando un niño, niña o adolescentes sea atendido por alguna institución de 
salud, educativa o cualquier autoridad estatal o municipal, y se desconozca su identi- 
dad, de manera prioritaria e nmediata, en coordinación con la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Chiapas, se deberá localizar a los progenitores o a falta de 
estos a las personas que tienen a su cargo a los mismos. 





Cuando existan dificultades para conocer la filiación u origen de una niña, niño o 
adolescentes, las autoridades estatales y municipales colaborarán y facilitarán los 
medios para la investigación de la misma. 


IX. Las autoridades estatales y municipales preservarán la identidad de niñas, niños y 
adolescentes cuando sus derechos hayan sido vulnerados o en el caso de los ado- 
lescentes, cuando se presuma la comisión de un delito por su parte o hayan sido 
sentenciados. Los datos que incluyen la identidad, solo podrán ser utilizados por las 
autoridades de manera interna para los fines propios de su servicio y para la colabo- 
ración con otras autoridades en beneficio de los mismos. 
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X. Las Procuradurías de Protección Estatal y Municipales, en el ámbito de su competencia, 
deberán asistir a las demás autoridades en sus labores de investigación sobre la iden- 
tidad de las niñas, niños y adolescentes, así como orientarlos y vigilar que los datos 
no sean divulgados de manera inapropiada. 


Xl. Lafalta de documentación para acreditar la identidad de niñas, niños y adolescentes, 
no será obstáculo para garantizar sus derechos. 


XIl. Cuando haya procesos o procedimientos que deriven en cambio de apellidos de 
niñas, niños y adolescentes, éstos tendrán el derecho a opinar y a ser tomados en 
cuenta, directamente o por medio de su representante o tutor, conforme a su edad, 
desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. El Código de Procedimientos Civiles 
del Estado establecerá los mecanismos para tal efecto. 


Artículo 22. Para comprobar la identidad de los niños, niñas y adolescentes de nacionalidad 
extranjera, las autoridades estatales y municipales reconocerán los documentos extranjeros 
emitidos por la autoridad competente u otros medios previstos en la Ley de Migración y demás 
disposiciones aplicables. 


En los casos en que niñas, niños o adolescentes cumplan con los requisitos para obtener la 
nacionalidad mexicana, las autoridades estatales y municipales les brindarán la información 
sobre dónde acudir y les brindarán todas las facilidades a efecto de darles un trato prioritario. 
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Artículo 23. Para efectos del reconocimiento de maternidad y paternidad de niñas, niños y 
adolescentes, y los derechos y obligaciones derivados de la filiación y parentesco, se estará 
a la legislación civil aplicable. Ante la negativa injustificada de practicarse la prueba pericial 
de paternidad o maternidad, la autoridad competente presumirá que es el padre o la madre 
respectivamente. 


Capítulo Quinto 
Del derecho a vivir en familia 


Artículo 24. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en familia. La falta de recur- 
sos no podrá considerarse motivo suficiente para separarlos de sus padres o de los familiares 
con los que conviva, ni causa para la pérdida de la patria potestad. Estas condiciones imputa- 
bles directas exclusivamente a la pobreza económica y material no constituirán la única justifi- 
cación para separar a niñas, niños o adolescentes del cuidado de sus padres, sino que deberán 
considerarse como un indicio de la necesidad de proporcionar a la familia el apoyo apropiado. 
(P. O. E. Número 279, 2? Sección, 01-Febrero-2017) 


Artículo 25. Niñas, niños y adolescentes no podrán ser separados de las personas que ejerzan 
la patria potestad o de sus tutores y, en términos de las disposiciones aplicables, de las personas 
que los tengan bajo su guarda y custodia, salvo que medie orden de autoridad competente, 
en la que se determine la procedencia de la separación, en cumplimiento a la preservación del 
interés superior de la niñez, de conformidad con las causas previstas en las leyes y mediante el 
debido proceso en el que se garantice el derecho de audiencia de todas las partes involucradas. 
En todos los casos, se tendrá en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes conforme a su 
edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. 


Para ello, el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Chiapas establecerá los me- 
canismos para hacer efectiva la participación de los mismos. 


Artículo 26. Los casos en que las personas que ejerzan la patria potestad, por extrema pobreza 
O por necesidad de ganarse el sustento lejos del lugar de residencia, tengan dificultades para 
atender a niñas, niños y adolescentes de manera permanente, no serán considerados como su- 
puestos de exposición o estado de abandono, siempre que los mantengan al cuidado de otras 
personas, libres de violencia y provean su subsistencia. 


Artículo 27.En los casos de ausencia de aquellas personas que se encargan de la tutela, guarda 
y custodia de niñas, niños y adolescentes que se encuentren separados de sus padres en los 
supuestos señalados en el párrafo anterior, será la Procuraduría de Protección Municipal cor- 
respondiente, en coordinación con la Procuraduría de Protección Estatal, las que realizarán las 
acciones necesarias para evitar que los mismos se encuentren en una situación de abandono, 
asimismo velará por que se preserve su integridad y se garanticen sus derechos. 
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Artículo 28. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligadas a establecer políticas de fortalecimiento familiar para evitar la separación 
de niñas, niños y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia. 


Artículo 29. Es un derecho de las niñas, niños y adolescentes cuyas familias estén separadas, 
el convivir o mantener relaciones personales y contacto directo y permanente con sus famili- 
ares, excepto en los casos en que el órgano jurisdiccional competente determine que ello es 
contrario al interés superior de la niñez, sin perjuicio de las medidas cautelares y de protección 
que se dicten por las autoridades competentes en los procedimientos respectivos, en los que 
se deberá garantizar el derecho de audiencia de todas las partes involucradas, en especial de 
niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 30. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a convivir con sus familiares cu- 
ando éstos se encuentren privados de su libertad. Las autoridades competentes en materia 
jurisdiccional y penitenciaria deberán garantizar este derecho y establecer las condiciones 
necesarias para que esta convivencia se realice en un espacio y forma adecuada, conforme a 
las disposiciones aplicables. Este derecho sólo podrá ser restringido por resolución del órgano 
jurisdiccional competente, siempre y cuando no sea contrario a su interés superior. 


Artículo 31. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, establecerán las normas y los mecanismos necesarios para facilitar la localización y re- 
unificación de la familia de niñas, niños y adolescentes, cuando hayan sido privados de ella, 
siempre y cuando no sea contrario a su interés superior. 


Durante la localización de la familia, las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a acceder 
a las modalidades alternativas de cuidados de carácter temporal, en tanto se incorporan a su 
familia conforme a las disposiciones legales aplicables. 


Artículo 32. En caso de no ser posible la reintegración al vínculo familiar de las niñas, niños 
y adolescentes, los Sistemas DIF - Municipales, en coordinación con el Sistema DIF-Chiapas, 
deberán otorgarles el acogimiento correspondiente de conformidad con lo previsto en la pre- 
sente Ley. 


Artículo 33. La legislación estatal deberá contener disposiciones para prevenir y sancionar el 
traslado o retención ilícita de niñas, niños y adolescentes cuando se produzcan en violación de 
los derechos atribuidos individual o conjuntamente a las personas o instituciones que ejerzan 
la patria potestad, la tutela o la guarda y custodia, y preverán procedimientos expeditos para 
garantizar el ejercicio de esos derechos. 


Artículo 34. En los casos de traslados o retenciones ilícitas de niñas, niños y adolescentes fuera 
del territorio nacional, las autoridades estatales y municipales facilitarán a la persona intere- 
sada la información y medios para que pueda presentar una solicitud de restitución ante la 
Secretaría de Relaciones Exteriores, para que ésta lleve a cabo las acciones correspondientes en 
el marco de sus atribuciones, de conformidad con lo dispuesto en los instrumentos internacio- 


nales y demás disposiciones aplicables. 


Artículo 35. Cuando las autoridades estatales y municipales tengan conocimiento de casos 
de niñas, niños y adolescentes de nacionalidad mexicana trasladados o retenidos de manera 
ilícita en el extranjero, se coordinarán con las autoridades federales competentes, conforme a 
las demás disposiciones aplicables, para su localización y restitución. 


Artículo 36. Las autoridades estatales y municipales, coadyuvarán de manera coordinada de 
acuerdo a sus respectivas competencias en la localización de una niña, niño o adolescente que 
haya sido trasladado o retenido ilícitamente en territorio chiapaneco, o trasladado legalmente 
pero retenido ilícitamente, a través de programas para la búsqueda, localización y recuperación, 
así como en la adopción de todas las medidas necesarias para prevenir que sufran mayores da- 
ños y en la sustanciación de los procedimientos de urgencia necesarios para garantizar su resti- 
tución inmediata, cuando la misma resulte procedente conforme a los tratados internacionales 
en materia de sustracción de niñas, niños y adolescentes, garantizando en todo momento su 
integridad física y psicológica, y preservando cada uno de sus derechos. 


Artículo 37. Cuando una niña, niño o adolescente se encuentre privado de su familia o hayan 
sido separados de su familia de origen por resolución judicial, tendrá derecho a recibir la pro- 
tección del Estado y los municipios, por conducto de las instancias competentes, quienes de 
manera coordinada deberán otorgar medidas especiales de protección a niñas, niños y adoles- 
centes, a fin de garantizar en todo momento el goce pleno de sus derechos. 


Las autoridades competentes garantizarán que reciban todos los cuidados que se requieran 
por su situación de desamparo familiar, debiendo considerar el interés superior de la niñez 
para determinar la opción que sea más adecuada y, de ser el caso, restituirle su derecho a vivir 
en familia. 


Artículo 38. En estos casos previstos en el artículo anterior, y de conformidad con la legislación 
aplicable, el Sistema DIF-Chiapas y los Sistemas Municipales DIF, en el ámbito de su competen- 
cia, se asegurarán de que niñas, niños y adolescentes: 


I. Sean ubicados con su familia extensa o ampliada para su cuidado, siempre que ello 
sea posible y no sea contrario a su interés superior. 


Il. Sean recibidos por una familia de acogida como medida de protección, de carácter 
temporal, en los casos en los cuales ni los progenitores, ni la familia extensa de niñas, 
niños y adolescentes pudieran hacerse cargo. 


III. Sean sujetos del acogimiento pre-adoptivo como una fase dentro del procedimiento 
de adopción, que supone la vinculación de niñas, niños y adolescentes, respecto del 
cual ya se ha declarado la condición de adoptabilidad, con su nuevo entorno y deter- 
minar la idoneidad de la familia para convertirse en familia adoptiva. 


El Sistema DIF-Chiapas, deberá registrar, capacitar, evaluar y certificar a las familias 
que resulten idóneas, considerando los requisitos señalados para el acogimiento 
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pre-adoptivo, pudiéndose auxiliar con los Sistemas DIF Municipales. 


IV. Sean colocados, dadas las características específicas de cada caso, en acogimiento 
residencial brindado por Centros de Asistencia Social el menor tiempo posible. Esta 
medida especial de protección tendrá carácter subsidiario, priorizando las opciones 
de cuidado en un entorno familiar. 


La autoridad competente deberá tener en consideración el interés superior de la niñez para de- 
terminar la opción que sea más adecuada. (P. O. E. Número 279, 2? Sección, 01 -Febrero-2017) 


El Sistema DIF Estatal y los Sistemas DIF municipales darán seguimiento de la situación en 
la que se encuentren niñas, niños y adolescentes durante y una vez que haya concluido el 
acogimiento o forma alternativa de cuidado, de conformidad con lo previsto por la Ley General, 
la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 


Artículo 39. La legislación que regule los Centros de Asistencia Social, así como las modali- 
dades alternativas de cuidados de niñas, niños y adolescentes, deberán prever los siguientes 
criterios indispensables: 


l. Las modalidades de alternativas de cuidados deberán ajustarse a las necesidades de 
las niñas, niños y adolescentes caso por caso y evitar la separación entre hermanos, 
funcionando a partir del interés superior de la niñez, los principios de necesidad, 
idoneidad y diligencia excepcional. 

Il. Dar prioridad a las soluciones basadas en las familias y comunidades de origen de 
cada niña, niño o adolescente. 

III. Brindar mecanismos adaptados, confiables y seguros para que las niñas, niños y ado- 
lescentes puedan presentar denuncias y/o quejas sobre cualquier situación que les 
afecte durante su estancia. 

IV. Todas las medidas alternativas deberán ser temporales, se establecerán proced- 
imientos periódicos para analizar su continuidad, necesidad e idoneidad para cada 
niña, niño o adolescente. 

V. Los cambios en las modalidades alternativas de cuidados para las niñas, niños y ado- 
lescentes deberán ser notificadas de inmediato a las autoridades competentes para 
que éstas a su vez realicen todas las acciones necesarias con el fin de garantizar que 
los derechos de las niñas, niños y adolescentes a vivir y crecer en familia y comunidad 
se respete. 


Artículo 40. El Sistema DIF Estatal y los Sistemas DIF Municipales deberán desarrollar una 
política integral en materia de cuidados alternativos y contar con programas respectivos que 
permitan a los niños, niñas y adolescentes acceder a los mismos, de conformidad con lo pre- 
visto por la Ley General y en la presente Ley. 


Las autoridades estatales y municipales competentes deberán tener en consideración el interés 
superior de la niñez para determinar la opción que sea más adecuada y, de ser el caso, restituirle 


su derecho a vivir en familia. 


Artículo 41. En caso de niñas, niños y adolescentes en condiciones de desplazamiento interno, 
las autoridades estatales y municipales: 


I.  Privilegiarán la unidad familiar al no separar a los miembros de una misma familia. 
II. Tomarán las medidas conducentes para acelerar la reunificación familiar. 


Ill, Garantizarán el derecho de conocer el destino y paradero de familiares desapareci- 
dos. 


Capítulo Sexto 
Del derecho a la igualdad sustantiva y a la no discriminación 


Artículo 42. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso al mismo trato y oportuni- 
dades para el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fun- 
damentales, sin distinción alguna de raza, étnica, color, sexo, idioma, lengua, circunstancia de 
nacimiento o cualquier otra condición propia de quienes ejerzan la patria potestad, su guarda 
o tutela, condición física y mental religión, situación migratoria, opinión política o de cual- 
quier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición de sus padres, representantes o responsables de su familia. 


Las autoridades están obligadas a llevar a cabo medidas especiales para prevenir, atender y er- 
radicar la Discriminación Múltiple de la que son objeto niñas, niños y adolescentes en situación 
de exclusión social o cualquiera otra condición de marginalidad. 


Las autoridades e instituciones estatales y municipales deberán recibir y atender a todos los 
niños, niñas y adolescentes sin excepción ni restricciones en el servicio en razón de las condi- 
ciones y circunstancias establecidas en el párrafo anterior. 


Artículo 43. Las autoridades Estatales y Municipales, para garantizar la igualdad sustantiva de- 
berán: 


I. Transversalizar la perspectiva de género en todas sus actuaciones y procurar la uti- 
lización de un lenguaje no sexista en sus documentos oficiales. 


Il. Diseñar, implementar y evaluar programas, políticas públicas a través de Acciones 
afirmativas tendientes a eliminar los obstáculos que impiden la igualdad de acceso 
y de oportunidades a la alimentación, a la educación y a la atención médica entre 
niñas, niños y adolescentes. 


III. Implementar acciones específicas para alcanzar la eliminación de prejuicios, roles y 
estereotipos sexistas o de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de infe- 
rioridad. 


IV. Establecer medidas dirigidas de manera preferente a niñas y adolescentes que 


SVAVIH) 30 OQVLS3 130 S31N3ISITOOV A SONIN “SVNIN 30 SOHI3YI( SO1 30 A37] 





109 








Ley DE Los DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 





110 


pertenezcan a grupos y regiones con mayor rezago educativo o que enfrenten 
condiciones económicas y sociales de desventaja para el ejercicio de los derechos 
contenidos en la presente Ley. 


V. Establecerlos mecanismos institucionales que orienten al Estado hacia el cumplimien- 
to de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y privado, promoviendo el em- 
poderamiento de las niñas y las adolescentes. 


VI. Desarrollar campañas permanentes de sensibilización y fomento al respeto y protec- 
ción de los derechos de niñas y las adolescentes. 


VII. El Programa Estatal y los programas municipales incluirán las acciones y medidas 
específicas que cada una de las autoridades estatales y municipales obligadas deban 
realizar de manera coordinada para dar cumplimiento a lo previsto en el presente 
artículo. 


Artículo 44. Las normas aplicables a las niñas y a las adolescentes en el Estado de Chiapas, de- 
berán estar dirigidas a visibilizar, promover, respetar, proteger y garantizar, en todo momento, 
sus derechos en aras de alcanzar la igualdad sustantiva con respecto a los niños y a los adoles- 
centes; y, en general, con toda la sociedad. 


Artículo 45. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, están obligadas a adoptar medidas y a realizar las acciones afirmativas necesarias para 
garantizar a niñas, niños y adolescentes la igualdad sustantiva, de oportunidades y el derecho 
a la no discriminación. Dichas acciones también deberán estar contempladas en el Programa 
Estatal y los programas municipales. 


La adopción de estas medidas y la realización de acciones afirmativas formarán parte de la 
perspectiva antidiscriminatoria, la cual será incorporada de manera transversal y progresiva en 
el quehacer público, y de manera particular en el diseño, implementación y evaluación de las 
políticas públicas. Serán factor de análisis prioritario las diferencias de género como causa de 
vulnerabilidad y discriminación en contra de las niñas y las adolescentes. 


Artículo 46. Constituye un deber de las instancias públicas del Estado y de los órganos consti- 
tucionales autónomos reportar de forma semestral al Consejo Estatal contra la Discriminación 
las medidas y programas que adopten para su registro y monitoreo en términos de la Ley que 
previene y combate la discriminación en el Estado de Chiapas. 


Dichos reportes deberán desagregar la información, por lo menos, en razón de edad, sexo, mu- 
nicipio, escolaridad y tipo de discriminación. 


Artículo 47. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, adoptarán medidas para la eliminación de usos, costumbres, prácticas culturales o 
prejuicios que atenten contra la igualdad de niñas, niños y adolescentes, así como prevenir y 
combatir toda forma de discriminación y promover la igualdad de oportunidades y de trato. 


Capítulo Séptimo 
Del derecho a vivir en condiciones de bienestar 
y a un sano desarrollo integral 


Artículo 48. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente sano 
y sustentable, y en condiciones que permitan su desarrollo, bienestar, crecimiento saludable y 
armonioso, tanto físico como mental, material, espiritual, ético, cultural y social. 


Artículo 49. Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y 
adolescentes, tienen la obligación primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y 
medios económicos, las condiciones de vida suficientes para su sano desarrollo. 


Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, de- 
berán adoptar las medidas apropiadas, las cuales, serán definidas en los Programas Estatal y 
municipales, respectivamente. 


Artículo 50. De conformidad con lo establecido por la Ley general, la edad mínima para contraer 
matrimonio en el Estado de Chiapas, será de 18 años. (P.O.E. 292, 2? Sección, 26-abril-2017) 


Capítulo Octavo 
Del derecho de acceso a una vida libre de violencia 
y a la integridad personal 


Artículo 51. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir una vida libre de toda forma 
de violencia y a que se resguarde su integridad personal, a fin de lograr las mejores condiciones 
de bienestar y el libre desarrollo de su personalidad. 


Las personas que ejerzan la patria potestad, guarda y custodia, tutela o persona alguna, no po- 
drán imponer castigo corporal que atente contra la dignidad humana, como forma de correc- 
ción disciplinaria, por lo que en toda circunstancia y momento se deberá de observar el interés 
superior de la niñez. (P.O.E. 292, 2? Sección, 26-abril-2017). 


Artículo 52. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, están obligadas a tomar las medidas necesarias para prevenir, atender y sancionar los 
casos en que niñas, niños o adolescentes se vean afectados por: 


I. El descuido, maltrato, negligencia, abandono o abuso físico, psicológico o sexual; 


Il. Trata de personas menores de 18 años de edad, abuso sexual infantil, explotación 
sexual infantil con o sin fines comerciales, o cualquier otro tipo de explotación, y 
demás conductas punibles establecidas en las disposiciones aplicables. 


111. El tráfico de niñas, niños y adolescentes. 
IV. El trabajo antes de la edad mínima de quince años, prevista en el artículo 123 de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones apli- 
cables. 


V. El trabajo en adolescentes mayores de 15 años que pueda perjudicar su salud, su 
educación o impedir su desarrollo físico o mental, explotación laboral, las peores for- 
mas de trabajo infantil, así como el trabajo forzoso, de conformidad con lo dispuesto 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en las demás disposi- 
ciones aplicables. 


VI. La incitación o coacción para que participen en la comisión de delitos o en asociacio- 
nes delictuosas, en conflictos armados o en cualquier otra actividad que impida su 
desarrollo integral. 


Las autoridades competentes deberán considerar la perspectiva de género en las situaciones 
de violencia. 


La legislación estatal, así como los Programas Estatal y municipales, respectivamente, deberán 
establecer las disposiciones que orientarán las políticas de prevención, protección, atención, 
sanción y erradicación de los supuestos a que se refieren las fracciones anteriores. 


Las autoridades competentes, están obligadas a implementar medidas especiales para preve- 
nir, sancionar y reparar las conductas previstas en este artículo para niñas, niños y adolescentes 
con discapacidad. 


Artículo 53. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, en coordinación con la Procuraduría de Protección que corresponda, están obligadas 
a adoptar las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica y la resti- 
tución de derechos de niñas, niños y adolescentes para lograr el pleno ejercicio de sus derechos 
y garantizar su reincorporación a la vida cotidiana. 


La recuperación y restitución de derechos a que se refiere el párrafo anterior se llevarán a cabo 
en un ambiente que fomente la salud física y psicológica, el respeto y la dignidad de niñas, 
niños y adolescentes. 


Artículo 54. En los casos en que niñas, niños y adolescentes sean víctimas de delitos se apli- 
carán las disposiciones de la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas y demás disposiciones 
que resulten aplicables. En todo caso, los protocolos de atención que se desarrollen y apliquen 
por las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, de- 
berán considerar su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez para la implementación 
de las acciones de asistencia y protección respectivas, así como la reparación integral del daño. 


Capítulo Noveno 
Del derecho a la protección de la salud y a la seguridad social 


Artículo 55. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel po- 


sible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de 
calidad de conformidad con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar 


su salud. 


Artículo 56.Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, deberán hacer diagnósticos de las condiciones de salud de las niñas, niños y adolescentes, 
definir prioridades, diseñar políticas y programas para atenderlas, e implementar y coordinar 
los programas y acciones necesarios a fin de: 


VII. 


VIil. 


Xi. 


Xil. 


XIII. 


Reducir la morbilidad y mortalidad infantil. 


Asegurar asistencia médica y sanitaria para la atención y tratamiento de las enferme- 
dades que afecten a las niñas, niños y adolescentes. 


Promover la alimentación directa de la madre al recién nacido, desde la primer hora 
de vida y las ventajas que esta conlleva. 


Atender de manera especial las enfermedades respiratorias, renales, gastrointestina- 
les, cáncer, endémicas, epidémicas, VIH/SIDA y otras enfermedades de transmisión 
sexual, impulsando programas de protección e información sobre ellas. 


Establecer las medidas tendentes para prevenir embarazos de las niñas y las adoles- 
centes. 


Disponer lo necesario para que las niñas, niños y adolescentes con discapacidad, re- 
ciban la atención apropiada a su condición, que los rehabiliten, les mejore su calidad 
de vida y los equipare a las demás personas en ejercicio de sus derechos. 


Establecer las medidas tendentes para que en los servicios de salud se detecten y 
atiendan de manera especial los casos de las niñas, niños y adolescentes, víctimas y 
sujetos de violencia intrafamiliar. 


Asegurar que quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como 
las niñas, niños y adolescentes, conozcan los principios básicos de salud y nutrición, 
higiene, saneamiento ambiental, así como, las medidas de prevención de accidentes. 


Otorgar cuidados paliativos para liberar a las niñas, niños y adolescentes enfermos, 
del dolor evitable, en armonía con el tratamiento de curación. 


Combatir la desnutrición crónica y aguda, sobrepeso y obesidad, así como otros 
trastornos de la conducta alimentaria mediante la promoción de hábitos de alimen- 
tación saludables, mejorando las condiciones que los determinan como, el acceso a 
agua segura y limpia, promoción de actividad física, actividades recreativas, así como 
impulsar programas que promuevan y prevengan estilos de vida saludables desde la 
infancia. 


Fomentar y ejecutar los programas de vacunación y el control de la niñez y adoles- 
cencia sana para vigilar su crecimiento y desarrollo en forma periódica. 


Prohibir, sancionar y erradicar la esterilización forzada de niñas, niños y adolescentes 
y cualquier forma de violencia obstétrica. 


Proporcionar asesoría y orientación sobre salud sexual y reproductiva, conforme a su 
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edad, el desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. 


XIV. Establecer medidas tendentes a que en los servicios de salud se detecten y atiendan 
de manera especial los casos de niñas, niños y adolescentes con problemas de salud 
mental. 


XV. Garantizar el acceso oportuno y adecuado a los servicios de salud mental. 


XVI. Proporcionar atención médica en el momento que sea solicitado, y en su caso a ser 
atendidos en las instancias de salud correspondientes, para completar su proceso de 
tratamiento y rehabilitación. 


XVII. Informaracerca de las campañas, programas y servicios que proporcione el Gobierno 
y las instituciones sociales y privadas en materia de salud mental. 


XVIII. Aplicar exámenes de valoración, confiables y actualizados que consideren su en- 
torno social y a conocer los alcances y las limitaciones de las evaluaciones realizadas. 


XIX. En materia de salud mental, se deberá informar a quienes ejerzan la patria potestad, 
tutela o guarda y custodia, así como a las niñas, niños y adolescentes, de la condición 
y el posible efecto del programa, campaña o tratamiento que reciban. 


XX. A conservar la confidencialidad de información personal, a una historia clínica de 
conformidad con lo establecido en las normas oficiales y al anonimato de las niñas, 
niños y adolescentes en los casos de salud mental. 


XXI. Adoptar medidas tendentes a la eliminación de las prácticas culturales, usos y cos- 
tumbres que sean perjudiciales para la salud de niñas, niños y adolescentes. 


XXII. Establecer medidas tendentes a la prevención, atención, combate y rehabilitación 
de los problemas de salud pública causados por las adicciones. 


Asimismo, las autoridades estatales y municipales garantizarán que todos los sectores de la 
sociedad tengan acceso a educación y asistencia en materia de principios básicos de salud y 
nutrición, ventajas de la lactancia materna exclusiva durante los primeros seis meses y comple- 
mentaria hasta los dos años de edad, así como la prevención de embarazos, higiene, medidas 
de prevención de accidentes y demás aspectos relacionados con la salud de niñas, niños y ado- 
lescentes. 


Los Programas Estatal y municipales incluirán las acciones y medidas específicas que cada una 
de las autoridades estatales y municipales obligadas deberán realizar de manera coordinada 
para dar cumplimiento a lo previsto en el presente artículo. 


Artículo 57. El Sistema Estatal de Salud deberá garantizar el pleno cumplimiento del derecho 
a la salud atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior de la niñez, la igualdad sus- 
tantiva y la no discriminación, así como establecer acciones afirmativas a favor de niñas, niños 
y adolescentes. 


En todos los casos se respetará el derecho a la intimidad de niñas, niños y adolescentes, con- 
siderándose en todo momento, la participación de quienes ejerzan la patria potestad, tutela, 


guarda o custodia de los mismos en la prestación de los servicios de salud que se les otorgue. 


Artículo 58. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias y de conformidad con las disposiciones aplicables, deberán garantizar el derecho a la 
seguridad social. 


Artículo 59.- Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas com- 
petencias, deben desarrollar políticas para fortalecer la salud materno infantil y aumentar la 
esperanza de vida. 


Capítulo Décimo 
Del derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad 


Artículo 60. Las Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a la igualdad 
sustantiva y a disfrutar de los derechos contenidos en la Ley General, la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales, la Constitución Política Local, la 
presente Ley y demás leyes aplicables. 


En términos de lo dispuesto por la Ley General, cuando exista duda o percepción si una niña, 
niño o adolescente es persona con discapacidad, se presumirá que es una niña, niño o adoles- 
cente con discapacidad. 


Son niñas, niños o adolescentes con discapacidad los que por razón congénita o adquirida pre- 
sentan una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea perma- 
nente o temporal y que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda 
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás. 


Las niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a vivir incluidos en la comuni- 
dad, en igualdad de condiciones que las demás niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 61. Las autoridades Estatales y Municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, están obligadas a implementar medidas de nivelación, inclusión y acciones afirmati- 
vas en términos de las disposiciones aplicables, considerando los principios de participación 
e inclusión plenas y efectivas en la sociedad, respeto por la diferencia y la aceptación de las 
personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas, respeto a la 
evolución de las facultades de niñas, niños y adolescentes con discapacidad y de su derecho a 
preservar su identidad. 


La discriminación por motivos de discapacidad también comprende la negación de ajustes ra- 
zonables. 


Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, están 
obligadas a realizar lo necesario para fomentar la inclusión social y deberán establecer el diseño 
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universal de accesibilidad de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en términos de la 
legislación aplicable. 


Además del diseño universal, se deberá dotar a las instalaciones que ofrezcan trámites y ser- 
vicios a niñas, niños y adolescentes con discapacidad, la señalización en Braille y formatos ac- 
cesibles de fácil lectura y comprensión. Asimismo, procurarán ofrecer otras medidas de asisten- 
cia e intermediarios. 


No se podrá negar o restringir la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad a la 
educación, ni su plena participación en actividades recreativas, deportivas, lúdicas o culturales 
en instituciones públicas, privadas y sociales. 


La negación de este derecho implicará la imposición de sanciones a las autoridades respon- 
sables y de medidas de reparación a su cargo. 


No se considerarán discriminatorias las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o 
lograr la igualdad sustantiva de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 


Artículo 62.Las autoridades Estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, realizarán acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome 
mayor conciencia respecto de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar el 
respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios respecto de 
su discapacidad. 


Las leyes estatales establecerán disposiciones tendentes a: 


Il. Reconocer y aceptar la existencia de la discapacidad, a efecto de prevenir la ocul- 
tación, abandono, negligencia y segregación de niñas, niños y adolescentes con dis- 
capacidad. 

Il. Ofrecer apoyos educativos y formativos para quienes ejerzan la patria potestad, tute- 
la o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, a fin de apor- 
tarles los medios necesarios para que puedan fomentar su desarrollo y vida digna. 

Ill. Promover acciones interdisciplinarias para el estudio, diagnóstico temprano, trata- 
miento y rehabilitación de las discapacidades de niñas, niños y adolescentes que en 
cada caso se necesiten, asegurando que sean accesibles a las posibilidades económi- 
cas de sus familiares. 

IV. Disponer acciones que permitan ofrecerles cuidados elementales gratuitos, acceso 
a programas de estimulación temprana, servicios de salud, rehabilitación, espar- 
cimiento, actividades ocupacionales, así como a la capacitación para el trabajo. 

V. Establecer mecanismos que permitan la recopilación periódica y sistemática de in- 
formación y estadística de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, que permita 
una adecuada formulación de políticas públicas en la materia. 


Dichos reportes deberán desagregarse, al menos, por sexo, edad, escolaridad, municipio y tipo 


de discapacidad. 


Artículo 63. Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho en todo momento 
a que se les facilite un intérprete o aquellos medios tecnológicos que les permitan obtener 
información de forma comprensible. 


Capítulo Décimo Primero 
Del derecho a la educación 


Artículo 64. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una educación de calidad que con- 
tribuya al conocimiento de sus propios derechos y, basada en un enfoque de derechos huma- 
nos y de igualdad sustantiva, que garantice el respeto a su dignidad humana; el desarrollo ar- 
mónico de sus potencialidades y personalidad, y fortalezca el respeto a los derechos humanos 
y a las libertades fundamentales, en los términos del artículo 3o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación, La Constitución Política Local, la 
Ley de Educación del Estado y demás disposiciones aplicables. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, tendrán derecho a intervenir en 
la educación que habrá de darse a niñas, niños y adolescentes, en términos de lo previsto por 
el artículo 111 de esta Ley. 


Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias garan- 
tizarán la consecución de una educación de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso y 
permanencia en la misma, para lo cual deberán: 


Il. Proporcionar la atención educativa que niñas, niños y adolescentes requieran para su 
pleno desarrollo, para lo cual, los programas respectivos deberán considerar la edad, 
madurez, circunstancias particulares y tradiciones culturales, así como garantizar los 
derechos lingúísticos y culturales de niñas niños y adolescentes indígenas. 


Il. Adoptar medidas orientadas hacia el pleno ejercicio del derecho a la educación. 


Ill. Establecer medidas para garantizar la gratuidad de la educación pública obligatoria 
y para procurar la accesibilidad material, económica y geográfica a la educación, sin 
discriminación. 

IV. Establecer las condiciones necesarias para fortalecer la calidad educativa, tales como 
la relevancia y pertinencia del currículo, la disposición de la infraestructura y equi- 
pamiento adecuados para el aprendizaje y para las prácticas de enseñanza, la evalu- 
ación docente, entre otras. 


V. Destinar recursos humanos, materiales y presupuestarios adecuados y suficientes 
para garantizar la educación de calidad de niñas, niños y adolescentes. 


VI. Adaptar el sistema educativo a las condiciones, intereses y contextos específicos de 
niñas, niños y adolescentes para garantizar su permanencia en el sistema educativo. 


VII. Establecer acciones afirmativas para garantizar el derecho y permanencia a la edu- 
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cación de niñas, niños y adolescentes de grupos y regiones con mayor rezago edu- 
cativo, dispersos o que enfrentan situaciones de vulnerabilidad por circunstancias 
específicas de carácter socioeconómico, físico, mental, de identidad cultural, trabajo, 
origen étnico o nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con aspectos de 
género, preferencia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales. 


VIII. Prestar servicios educativos en condiciones de normalidad mínima, entendida ésta 
como el conjunto de condiciones indispensables que deben cumplirse en cada es- 
cuela para el buen desempeño de la tarea docente y el logro del aprendizaje de los 
educandos. 


IX. Implementar mecanismos para la atención, canalización y seguimiento de los casos 
que constituyan violaciones al derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes. 


X. Fomentar la convivencia escolar armónica y la generación de mecanismos para la 
discusión, debate y resolución pacífica de conflictos. 


XI. Conformar una instancia multidisciplinaria responsable que establezca mecanismos 
para la prevención, atención y canalización de los casos de maltrato, perjuicio, daño, 
agresión, abuso o cualquier otra forma de violencia en contra de niñas, niños y ado- 
lescentes que se suscite en los centros educativos. 


XIl. Se elaboren protocolos de actuación sobre situaciones de acoso o violencia escolar 
para el personal y para quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia. 


XIII. Garantizar el pleno respeto al derecho a la educación y la inclusión de niñas, niños y 
adolescentes con discapacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Nacional, 
desarrollando y aplicando normas y reglamentos que eviten su discriminación y las 
condiciones de accesibilidad en instalaciones educativas, proporcionen los apoyos 
didácticos, materiales y técnicos y cuenten con personal docente capacitado. 


XIV. Adoptar medidas para responder a las necesidades de niñas, niños y adolescentes 
con aptitudes sobresalientes, de tal manera que se posibilite su desarrollo progresivo 
e integral, conforme a sus capacidades y habilidades personales. 


XV. Establecer mecanismos para la expresión y participación de niñas, niños y adolescen- 
tes, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez que permita 
atender y tomar en cuenta sus intereses y preocupaciones en materia educativa. 


XVI. Contribuir a garantizar la permanencia y conclusión de la educación obligatoria de 
niñas, niños y adolescentes y para abatir el ausentismo, abandono y deserción esco- 
lares. 


XVII. Administrar la disciplina escolar de modo compatible con la dignidad humana, im- 
pidiendo la imposición de medidas de disciplina que no estén previamente estab- 
lecidas, sean contrarias a la dignidad humana o atenten contra la vida o la integridad 
física o mental de niñas, niños y adolescentes. 


XVIII. Erradicar el castigo corporal y las prácticas pedagógicas discriminatorias o excluy- 
entes que atenten contra la dignidad humana o integridad, especialmente los tratos 
humillantes y degradantes. 


XIX. Inculcar en niñas, niños y adolescentes el respeto al medio ambiente. 


XX. Establecer mecanismos para fomentar el uso responsable y seguro de las tecnologías 
de información y comunicación. 


XXI. Establecer acciones afirmativas que garanticen el acceso y permanencia de niñas y 
adolescentes embarazadas, faciliten su reingreso y promuevan su egreso del sistema 
educativo nacional. 


XXiI. Integrar de manera transversal mecanismos para garantizar los derechos lingúísticos 
y culturales de niñas niños y adolescentes indígenas. 


XXIIl. Establecer acciones afirmativas que garanticen el acceso y permanencia escolar 
de niñas, niños y adolescentes trabajadores, faciliten su reingreso y promuevan su 
egreso del sistema educativo nacional. 


XXIV. Otorgar una correcta orientación vocacional, para que así puedan elegir la profe- 
sión, arte, oficio y opción educativa que cumpla con sus expectativas y virtudes. 


Las autoridades escolares, en el ámbito de su competencia, deberán adoptar medidas necesar- 
ias para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 65. La educación, además de lo dispuesto en las disposiciones aplicables, tendrá los 
siguientes fines: 


l. Fomentar en niñas, niños y adolescentes los valores fundamentales y el respeto de la 
identidad propia, así como a las diferencias culturales y opiniones diversas. 


Il. Desarrollar la personalidad, las aptitudes y las potencialidades de niñas, niños y ado- 
lescentes. 


Ill. Inculcar a niñas, niños y adolescentes sentimientos de identidad y pertenencia a su 
escuela, comunidad y nación, así como su participación activa en el proceso educa- 
tivo y actividades cívicas en términos de las disposiciones aplicables. 


IV. Orientar a niñas, niños y adolescentes respecto a la formación profesional, las opor- 
tunidades de empleo y las posibilidades de carrera. 


V. Apoyar a niñas, niños y adolescentes que sean víctimas de maltrato y la atención 
especial de quienes se encuentren en situación de riesgo. 


VI. Prevenir el delito y las adicciones, mediante el diseño y ejecución de programas. 


vil. Emprender, en cooperación con quienes ejerzan la patria potestad, tutela 
o guarda y custodia, así como con grupos de la comunidad, la planificación, orga- 
nización y desarrollo de actividades extracurriculares que sean de interés para niñas, 
niños y adolescentes. 


VIII. Promover la educación sexual integral conforme a su edad, el desarrollo evo- 
lutivo, cognoscitivo y madurez, que le permitan a niñas, niños y adolescentes ejercer 
de manera informada y responsable sus derechos consagrados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las Leyes y los Tratados Internacionales. 


IX. Promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la igualdad de las 
personas ante ésta, propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no violencia 


SVAVIH) 30 OQVLS3 130 S31N3ISITOOV A SONIN “SVNIN 30 SOHI3YI( SO1 30 A37] 





119 





Ley DE Los DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 





120 


en cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los derechos 
humanos y el respeto a los mismos. 


X. Difundir los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes y las formas de protec- 
ción con que cuentan para ejercerlos. 


Artículo 66. Sin perjuicio de lo dispuesto en otras disposiciones aplicables, las autoridades 
competentes llevarán a cabo las acciones necesarias para propiciar las condiciones idóneas 
para crear un ambiente libre de violencia en las instituciones educativas, en el que se fomente 
la convivencia armónica y el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, incluyendo la 
creación de mecanismos de mediación permanentes donde participen quienes ejerzan la pa- 
tria potestad o tutela. 


Para efectos del párrafo anterior, las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, y las instituciones académicas se coordinarán para: 


Il. Diseñar estrategias y acciones para la detección temprana, contención, prevención y 
erradicación del acoso o la violencia escolar en todas sus manifestaciones, que con- 
templen la participación de los sectores público, privado y social, así como indicado- 
res y mecanismos de seguimiento, evaluación y vigilancia; 


Il. Desarrollar actividades de capacitación para servidores públicos y para el personal 
administrativo y docente. 


Creando un mecanismo para garantizar la formación, capacitación y profesional- 
ización continua y obligatoria de los servidores públicos vinculados con la protec- 
ción, restitución y garantía de sus derechos a nivel estatal y municipal. 


III. Establecer mecanismos gratuitos de atención, asesoría, orientación y protección de ni- 
ñas, niños y adolescentes involucrados en una situación de acoso o violencia escolar. 


IV. Establecer y aplicar las sanciones que correspondan a las personas, responsables de 
centros de asistencia social, personal docente o servidores públicos que realicen, 
promuevan, propicien, toleren o no denuncien actos de acoso o violencia escolar, 
conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


Artículo 67. La falta de documentación para acreditar la identidad de niñas, niños y adoles- 
centes no será obstáculo para que el Estado garantice su derecho a la educación; sin embargo 
quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes 
están obligados a realizar los trámites correspondientes y poder dotarlos de una identidad. 


Capítulo Décimo Segundo 
Del derecho al descanso y al esparcimiento 


Artículo 68. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego 
y a las actividades recreativas propias de su edad, así como a participar libremente en activi- 
dades culturales, deportivas y artísticas, los cuales serán respetados como factores primordiales 


de su desarrollo y crecimiento. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes 
deberán respetar el ejercicio de estos derechos y, por lo tanto, no podrán imponerles regímenes 
de vida, estudio, trabajo o reglas de disciplina desproporcionadas a su edad, desarrollo evolu- 
tivo, cognoscitivo y madurez, que impliquen la renuncia o el menoscabo de los mismos. 


Artículo 69. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, están obligadas a garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes al descanso y 
el esparcimiento y a fomentar oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, para su 
participación en actividades culturales, artísticas y deportivas dentro de su comunidad. 


Capítulo Décimo Tercero 
Del derecho a la libertad de convicciones éticas, 
pensamiento, conciencia, religión y cultura 


Artículo 70. Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a mantener y desarrollar su iden- 
tidad cultural, haciendo uso de su lengua materna en privado y en público y recibiendo infor- 
mación y educación en su lengua. Las instituciones estatales y municipales deberán establecer 
mecanismos para que niñas, niños y adolescentes sean debidamente atendidos. 

Las niñas, niños y adolescentes, tendrán derecho a participar en todos los medios de comuni- 
cación de manera equitativa, con el fin de reflejar su diversidad cultural ante la sociedad, y con 
ello, lograr el respeto sus derechos. 

Las autoridades estatales y municipales observarán la garantía de este derecho en la aplicación 
de esta ley. Así mismo, estas, junto con la sociedad, deberán respetar las costumbres, tradi- 
ciones, lengua, vestimenta y todo lo que implique la identidad cultural de las niñas, niños y 
adolescentes pertenecientes a cualquier grupo social. 


Artículo 71. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad de convicciones éticas, 
pensamiento, conciencia, religión y cultura. Las autoridades estatales y municipales, en el ám- 
bito de sus respectivas competencias garantizarán este derecho en el marco del estado laico. 


La libertad de profesar la propia religión o creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones 
prescritas por la ley que sean necesarias para proteger los derechos y libertades fundamentales 
de los demás. 


Niñas, niños y adolescentes no podrán ser discriminados de forma alguna por ejercer su liber- 
tad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura. 


Artículo 72. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar libremente de su lengua, 
cultura, usos, costumbres, prácticas culturales, religión, recursos y formas específicas de orga- 
nización social y todos los elementos que constituyan su identidad cultural. 
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Las autoridades Estatales y Municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, estarán 
obligados a establecer políticas tendentes a garantizar la promoción, difusión y protección de 
la diversidad de las expresiones culturales, regionales y universales, entre niñas, niños y adoles- 
centes. 


Lo dispuesto en este artículo no será limitativo del ejercicio del derecho a la educación, según 
lo dispuesto en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 
artículo 4 de la Constitución Política Local, ni de los principios rectores de la presente Ley. 


Capítulo Décimo Cuarto 
Del derecho a la libertad de expresión y de acceso a la información 


Artículo 73. Las autoridades Estatales y Municipales en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias deberán garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a expresar su opinión 
libremente, así como a buscar, generar, acceder, recibir y difundir información e ideas de todo 
tipo y por cualquier medio, sin más limitaciones que las establecidas en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política Local. 


La libertad de expresión de niñas, niños y adolescentes conlleva el derecho a que se tome en 
cuenta su opinión respecto de los asuntos que les afecten directamente, o a sus familias o co- 
munidades. Dichas autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán establ- 
ecer las acciones que permitan la recopilación de opiniones y realización de entrevistas a niñas, 
niños y adolescentes sobre temas de interés general para ellos. 


En poblaciones predominantemente indígenas, las autoridades a que se refiere este artículo, 
tienen la obligación de difundir la información institucional y la promoción de los derechos en 
la lengua indígena local. 


Asimismo, las autoridades a que se refiere este artículo dispondrán lo necesario para garanti- 
zar que niñas, niños y adolescentes con discapacidad cuenten con los sistemas de apoyo para 
ejercer su derecho a la libertad de expresión, acceso a la información y sistema de apoyo para 
la expresión de su voluntad. 


Artículo 74. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al libre acceso a la información. Las au- 
toridades Estatales y Municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias promoverán la 
difusión de información y material que tengan por finalidad asegurar su bienestar social y ético, 
así como su desarrollo cultural y salud física y mental. 


El Sistema Estatal de Protección Integral acordará lineamientos generales sobre la información y 
materiales para difusión entre niñas, niños y adolescentes, conforme a lo dispuesto en esta Ley. 


Artículo 75. Las autoridades Estatales y Municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, promoverán mecanismos para la protección de las niñas, niños y adolescentes respecto 


de los riesgos derivados del acceso a medios de comunicación y uso de sistemas de información 
que afecten o impidan objetivamente su desarrollo integral. 


Artículo 76. Sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones aplicables a los medios de comu- 
nicación, las autoridades estatales competentes, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
procurarán que éstos difundan información y materiales relacionados con: 


I. El interés social y cultural para niñas, niños y adolescentes, de conformidad con los 
objetivos de la educación que dispone la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y la Constitución Política Local. 


Il. La existencia en la sociedad de servicios, instalaciones y oportunidades destinados a 
niñas, niños y adolescentes. 


Ill. La orientación a niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus derechos. 


IV. La promoción de la prevención de violaciones a los derechos humanos de niñas, ni- 
ños y adolescentes y la comisión de actos delictivos. 


V. El enfoque de inclusión, igualdad sustantiva, no discriminación y perspectiva de gé- 
nero y de derechos humanos. 


Artículo 77. La Procuraduría de Protección Estatal, podrá promover ante las autoridades ad- 
ministrativas competentes la imposición de sanciones a los medios de comunicación, en los 
términos que establece esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


Asimismo, la Procuraduría de Protección Estatal, estará facultada para promover acciones colec- 
tivas ante el Órgano jurisdiccional competente, con objeto de que éste ordene a los medios de 
comunicación que se abstengan de difundir información o contenidos que pongan en peligro 
de forma individual o colectiva, la vida, la integridad, la dignidad u otros derechos de niñas, ni- 
ños y adolescentes y, en su caso, reparen los daños que se hubieren ocasionado, sin menoscabo 
de las atribuciones que sobre esta materia tengan las autoridades competentes. 


Lo anterior, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad a la que hubiere lugar de conformi- 
dad con las disposiciones aplicables. 


Capítulo Décimo Quinto 
Del derecho a la participación 


Artículo 78. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser escuchados y tomados en cuenta 
en los asuntos de su interés, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. 


Artículo 79. Las autoridades Estatales y Municipales en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, están obligadas a disponer e implementar los mecanismos que garanticen la participación 
permanente y activa de niñas, niños y adolescentes en las decisiones que se toman en los ám- 
bitos familiar, escolar, social, comunitario o cualquier otro en el que se desarrollen. 
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Artículo 80. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a participar, a ser escuchados y toma- 
dos en cuenta en todos los procesos judiciales y de procuración de justicia donde se diriman 
controversias que les afectan, en los términos señalados por el Capítulo Décimo Noveno del 
Título Segundo de la presente Ley. 


Artículo 81. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que las autoridades estatales y mu- 
nicipales, les informen de qué manera su opinión será valorada y tomada en cuenta su solicitud. 


Capítulo Décimo Sexto 
Del derecho de asociación y reunión 


Artículo 82. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a asociarse y reunirse, sin más limi- 
taciones que las establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia representarán a niñas, niños y 
adolescentes para el ejercicio del derecho de asociación, cuando ello sea necesario para satis- 
facer las formalidades que establezcan las disposiciones aplicables. 


Capítulo Décimo Séptimo 
Del derecho a la intimidad 


Artículo 83. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la intimidad personal y familiar, y 
a la protección de sus datos personales. 


Las niñas, niños y adolescentes no podrán ser objeto de injerencias arbitrarias o ¡legales en 
su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia tanto física como electrónica; 
tampoco de divulgaciones o difusiones ilícitas de información o datos personales, incluyendo 
aquélla que tenga carácter informativo a la opinión pública o de noticia que permita identifi- 
carlos y que atenten contra su honra, imagen o reputación. 


Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, deberán orientar, supervisar y, en 
su caso, restringir, las conductas y hábitos de niñas, niños y adolescentes, siempre que atiendan 
al interés superior de la niñez. 


Artículo 84. Se considerará violación a la intimidad de niñas, niños o adolescentes cualquier 
manejo directo de su imagen, nombre, datos personales o referencias que permitan su identi- 
ficación en los medios de comunicación que cuenten con concesión para prestar el servicio de 
radiodifusión y telecomunicaciones, así como medios impresos, o en medios electrónicos de 
los que tenga control el concesionario o medio impreso del que se trate, que menoscabe su 
honra o reputación, sea contrario a sus derechos o que los ponga en riesgo, conforme al prin- 
cipio de interés superior de la niñez. 


Artículo 85. Cualquier medio de comunicación que difunda entrevistas a niñas, niños y adoles- 
centes, procederá como sigue: 


Il. Deberá recabar el consentimiento por escrito o cualquier otro medio, de quienes 
ejerzan la patria potestad o tutela, así como la opinión de la niña, niño o adolescente, 
respectivamente, conforme a lo señalado en el artículo anterior y a lo previsto en el 
párrafo segundo del artículo 83 de la presente Ley. 


Il. La persona que realice la entrevista será respetuosa y no podrá mostrar actitudes ni 
emitir comentarios que afecten o impidan objetivamente el desarrollo integral de 
niñas, niños y adolescentes. 


En el caso de que no sea posible recabar el consentimiento de quienes ejerzan la patria potes- 
tad o tutela de un adolescente, éste podrá otorgarlo siempre que ello no implique una afec- 
tación a su derecho a la privacidad por el menoscabo a su honra o reputación. 


No se requerirá el consentimiento de quienes ejerzan la patria potestad o tutela de niñas, niños 
o adolescentes, cuando la entrevista tenga por objeto que éstos expresen libremente, en el 
ejercicio de su derecho a la libertad de expresión, su opinión respecto de los asuntos que les 
afecten directamente, siempre que ello no implique una afectación a sus derechos, en especial 
a su honra y reputación. 


Artículo 86. Las autoridades Estatales y Municipales en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias y en todos los procedimientos con independencia de su naturaleza, garantizarán la 
protección de la identidad e intimidad de niñas, niños y adolescentes cualquiera que sea su 
participación, a fin de evitar su identificación pública. 


Artículo 87. Los medios de comunicación deberán asegurarse que las imágenes, voz o datos a 
difundir, no pongan en peligro, de forma individual o colectiva, la vida, integridad, dignidad o 
vulneren el ejercicio de derechos de niñas, niños y adolescentes, aun cuando se modifiquen, se 
difuminen o no se especifiquen sus identidades, y evitarán la difusión de imágenes o noticias 
que propicien o sean tendentes a su discriminación, criminalización o estigmatización, en con- 
travención a las disposiciones aplicables. 


En caso de incumplimiento a lo establecido en el presente artículo, niñas, niños o adolescen- 
tes afectados, por conducto de su representante legal o, en su caso, de la Procuraduría de 
Protección Estatal, actuando de oficio o en representación sustituta, podrá promover las ac- 
ciones civiles de reparación del daño e iniciar los procedimientos por la responsabilidad admin- 
istrativa a que haya lugar; así como dar seguimiento a los procedimientos hasta su conclusión. 


Niñas, niños o adolescentes afectados, considerando su edad, grado de desarrollo cognoscitivo 
y madurez, solicitarán la intervención de la Procuraduría de Protección Estatal. 


En los procedimientos civiles o administrativos que sean iniciados o promovidos por quienes 
ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, las 
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Procuradurías de Protección Municipales ejercerán su representación coadyuvante. 


Artículo 88. En los procedimientos ante órganos jurisdiccionales, se podrá solicitar que se 
imponga como medida cautelar la suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios en medios 
electrónicos, a fin de evitar la difusión de información, imágenes, sonidos o datos que puedan 
contravenir el interés superior de la niñez. 


El órgano jurisdiccional, con base en este artículo y en las disposiciones aplicables, podrá re- 
querir a las empresas de prestación de servicios en materia de medios electrónicos, que reali- 
cen las acciones necesarias para el cumplimiento de las medidas cautelares que ordene. 


Capítulo Décimo Octavo 
Del derecho a la movilidad humana y al libre tránsito 


Artículo 89. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a migrar y a transitar libremente por el 
territorio nacional, a entrar y salir de él, acompañados de quien ejerza la patria potestad, tutela, 
guarda o custodia, o en su caso, con la autorización de éstos o de la autoridad competente, en 
plena observancia al principio rector del interés superior de la niñez. 


Capítulo Décimo Noveno 
Del derecho a la seguridad jurídica y al debido proceso 


Artículo 90. Las niñas, niños y adolescentes gozan de los derechos y garantías de seguri- 
dad jurídica y debido proceso establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, Los Tratados Internacionales, la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 


Artículo 91. En todo proceso de orden jurisdiccional o administrativo, en el que las niñas, niños 
y adolescentes se vean involucrados, se deberán cumplir con los derechos fundamentales y 
las garantías previstas en la ley. Además serán tratados con respeto y, en función de su edad 
y madurez, se les tendrá la consideración debida. Para ello serán valorados por profesionales 
que determinen si por su condición se encuentran en posibilidad de comparecer en un proced- 
imiento seguido en forma de juicio. 


Esta circunstancia se acreditará mediante el certificado psicológico que determine el grado de 
conciencia y la manera, forma o mecanismos idóneos para tomar su parecer, acorde a su madu- 
rez y edad, a fin de no afectar su expresión de voluntad y su estabilidad emocional. 


Para garantizar lo establecido en el párrafo anterior, la Procuraduría General de Justicia del 
Estado y el Tribunal Superior de Justicia, deberán contar con el personal especializado en psi- 
cología que certifique y acompañe a las niñas, niños y adolescentes, en los procesos respectivos. 


Artículo 92. En todo proceso judicial o administrativo en el que las niñas, niños o adolescentes 
participen, independientemente de la calidad con que lo hagan, se establecerán las condicio- 


nes necesarias, de conformidad con su grado de desarrollo y estado emocional, a fin de que 
su comparecencia no tenga como consecuencia una victimización y que la experiencia sea lo 
menos perjudicial posible. 


En términos del párrafo anterior, las autoridades jurisdiccionales o administrativas, procurarán 
que las participaciones se desarrollen en el horario matutino o vespertino preferentemente. 


Artículo 93. Las autoridades Estatales y Municipales, que sustancien procedimientos de caráct- 
er jurisdiccional o administrativo o que realicen cualquier acto de autoridad en los que estén 
relacionados niñas, niños o adolescentes, de conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, 
cognoscitivo y grado de madurez estarán obligadas a observar, cuando menos a: 


Xi. 


Garantizar la protección y prevalencia del interés superior de la niñez a que se refiere 
la presente Ley. 


Garantizar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, establecidos 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacio- 
nales, la Constitución Política Local, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 


Proporcionar información clara, sencilla y comprensible para las niñas, niños y ado- 
lescentes sobre el procedimiento judicial o administrativo de que se trate y la impor- 
tancia de su participación en el mismo, incluyendo, en su caso, formatos accesibles 
de fácil comprensión y lectura para niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 


Implementar mecanismos de apoyo al presentar una denuncia, participar en una in- 
vestigación o en un proceso judicial. 


Garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a ser representados en términos 
de lo dispuesto en el Título Quinto, Capítulo Segundo, de la presente Ley, así como 
información sobre las medidas de protección disponibles. 


Proporcionar asistencia de profesionales especializados cuando la naturaleza del 
procedimiento lo requiera. 


Proporcionar la asistencia de un traductor o intérprete. 


Ponderar, antes de citar a una niña, niño o adolescente a alguna audiencia, la perti- 
nencia de la misma, considerando su edad, madurez, estado psicológico, así como 
cualquier otra condición específica. 


Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tute- 
la, guarda o custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo dis- 
posición judicial en contrario. 


Poseer la infraestructura necesaria como medida de protección para evitar el contac- 
to con personas que puedan influir en el comportamiento o estabilidad emocional 
de la persona menor de edad. 


Destinar espacios lúdicos de descanso y aseo para niñas, niños y adolescentes en los 
recintos en que se lleven a cabo procedimientos en que deban intervenir. 
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XIl. Procurar que el tiempo de comparecencia ante la autoridad competente sea el míni- 
mo indispensable a fin de disminuir el temor y angustia. 


XIll. Implementar medidas para proteger a niñas, niños o adolescentes de sufrimientos 
durante su participación y garantizar el resguardo de su intimidad y datos personales. 


Artículo 94. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, garantizarán que niñas y niños a quienes se atribuya la comisión o participación en un 
hecho que la ley señale como delito se les reconozca que están exentos de responsabilidad 
penal y garantizarán que no serán privados de la libertad ni sujetos a procedimiento alguno, 
sino que serán únicamente sujetos a la asistencia social con el fin de restituirles, en su caso, en 
el ejercicio de sus derechos. 


Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que correspondan a quienes ejerzan la 
patria potestad, tutela o guarda y custodia, conforme a las disposiciones aplicables. 


Artículo 95. En aquellos casos en que el Ministerio Público o cualquier otra autoridad com- 
petente, tenga conocimiento de la presunta comisión o participación de una niña, niño y ad- 
olescentes en un hecho que la ley señale como delito, de manera inmediata dará aviso a la 
Procuraduría de Protección competente. 


En ningún caso, niñas o niños podrán ser detenidos, retenidos, sometidos a interrogatorios 
o privados de su libertad argumentándose su probable participación en un hecho que la ley 
señale como delito. 


La Procuraduría de Protección competente en el marco de sus atribuciones, deberá, en su caso, 
solicitar a la autoridad competente de manera inmediata las medidas necesarias para la protec- 
ción integral, de asistencia social y en su caso, restitución de sus derechos para garantizar que 
a las niñas y niños les sean respetados todos sus derechos. 


Toda medida que se adopte será susceptible de revisión por órgano judicial competente en un 
proceso contradictorio en el que se garantice, por lo menos, el derecho a ser escuchado y la 
asistencia de un abogado especializado. 


Artículo 96. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias, garantizarán que en todos los procedimientos con independencia de su naturaleza, 
en que estén relacionadas niñas, niños o adolescentes cualquiera que sea su participación, de 
conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez, tengan al 
menos los siguientes derechos: 


I. Seles informe sobre la naturaleza del procedimiento y el carácter de su participación 
en el mismo, el que en ningún caso podrá ser el de imputado o probable respon- 
sable. 


Il. Que su participación en un procedimiento se lleve a cabo de la manera más expedita, 


asistidos por un profesional en derecho y atendiendo a lo dispuesto por la fracción XI 
del artículo 93 de esta Ley. 


Ill. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela 
o guarda y custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo dis- 
posición judicial en contrario, con base en el interés superior de la niñez. 


IV. Que se preserve su derecho a la intimidad, que no se divulguen sus datos de identifi- 
cación en los términos de esta Ley y las demás aplicables. 


V. Tener acceso gratuito a asistencia jurídica, psicológica y cualquier otra necesaria at- 
endiendo a las características del caso, a fin de salvaguardar sus derechos, en térmi- 
nos de las disposiciones aplicables. 


VI. Adoptar las medidas necesarias para evitar la revictimización de niñas, niños y ado- 
lescentes que presuntamente son víctimas de la comisión de un delito o violación 
a sus derechos humanos. 


Artículo 97. Siempre que se encuentre una niña, niño o adolescente en el contexto de la comis- 
ión de un delito, se notificará de inmediato a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda 
y custodia, así como a la Procuraduría de Protección municipal del domicilio de éstos, para el 
debido seguimiento. 


Artículo 98. En los procedimientos de orden civil, familiar, penal y administrativos, se deben 
privilegiar las medidas de protección para evitar la violación a cualesquiera de los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes, cuando exista conflicto de intereses entre quienes ejercen la 
patria potestad, guarda o custodia y los que estén sujetos a ellas. 


Para garantizar lo anterior, la Procuraduría de Protección municipal que corresponda al domi- 
cilio de las niñas, niños y adolescentes, nombrará al representante coadyuvante, sin perjuicio 
de la intervención que legalmente compete al Ministerio Público. 


Artículo 99. Ante la comisión de conductas que constituyan faltas o infracciones de orden 
administrativo, se deberá hacer del conocimiento inmediato de sus padres, tutores o custodios 
dicha circunstancia, a efecto de que los implicados tomen conciencia sobre las consecuencias 
del acto y asuman las responsabilidades que derivan de la ley. 


Tratándose de conductas consideradas por la legislación penal como delito, se estará a las dis- 


posiciones contenidas en la Ley que Establece el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes 
en el Estado de Chiapas y demás ordenamientos aplicables. 


Capítulo Vigésimo 
De las niñas, niños y adolescentes migrantes 


Artículo 100. Las niñas, niños y adolescentes migrantes, gozarán en igualdad de condiciones 
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de todos los derechos consagrados en la presente Ley. 


El Estado y los municipios, garantizarán esta igualdad de derechos y acceso a los sistemas de 
protección para las niñas, niños y adolescentes que no sean de nacionalidad mexicana y se en- 
cuentren en condiciones de movilidad humana, incluyendo a migrantes, desplazados internos, 
solicitantes de asilo, refugiados y apátridas. 


El Estado y los municipios, garantizarán el acceso a los servicios públicos, en situación de movi- 
lidad humana, y en especial el acceso a la atención en salud y la educación para las niñas, niños 
y adolescentes migrantes establecidos de manera permanente o temporal. 


Artículo 101.Las autoridades estatales y municipales deberán adoptar, en base al interés supe- 
rior de la niñez, medidas especiales de protección para garantizar los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes, cualquiera que sea su condición en el contexto de movilidad humana, 
teniendo en cuenta sus opiniones y privilegiando la reunificación familiar, excepto cuando sea 
contrario a su interés superior. 


Artículo 102. Las autoridades competentes deberán observar los procedimientos de atención 
y protección especial de derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, previstos en la 
Ley de Migración, su Reglamento, la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria, su 
Reglamento, y demás disposiciones jurídicas aplicables, debiendo observar en todo momento 
el principio del interés superior de la niñez y los estándares internacionales más altos en mate- 
ria de derechos humanos. 


Artículo 103. Las Procuradurías de Protección Estatal y municipales, que atiendan a niñas, ni- 
ños y adolescentes que se encuentren en procesos migratorios, deberán: 


Il. Brindarles orientación sobre sus derechos y las etapas del proceso migratorio. 


Il. Coadyuvar para que se garantice su derecho de participación en las diferentes etapas 
procesales. 


Ill. Solicitar a la autoridad competente que sean asistidos gratuitamente por un tra- 
ductor y/o intérprete. 
IV. Asistirlos legalmente, o representarlos en suplencia. 


V. Recurrir la decisión de la autoridad migratoria, ante el órgano jurisdiccional compe- 
tente. 


Artículo 104. Para garantizar la protección integral de los derechos, el Sistema DIF-Chiapas y 
los Sistemas DIF-Municipales, habilitarán espacios de alojamiento o albergues para recibir a 
niñas, niños y adolescentes migrantes, en términos de lo que establezca la normatividad cor- 
respondiente. 


Artículo 105. En caso de que el Sistema DIF-Chiapas y los Sistemas DIF-Municipales según sea 
el caso, identifiquen, mediante una evaluación inicial, a niñas, niños o adolescentes extranjeros 


que sean susceptibles de reconocimiento de condición de refugiado o de asilo, lo comunicarán 
a la Comisión Mexicana de Ayuda al Refugiado a fin de adoptar medidas de protección especial 
e iniciar el procedimiento de solicitud de asilo. 


El Sistema DIF-Chiapas y los Sistemas Municipales, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, deberán, en coordinación con las instituciones competentes, identificar a las niñas, niños 
y adolescentes extranjeros que requieren de protección internacional, ya sea como refugiado 
o de algún otro tipo, a través de una evaluación inicial con garantías de seguridad y privacidad, 
con el fin de proporcionarles el tratamiento adecuado e individualizado que sea necesario me- 
diante la adopción de medidas de protección especial. 


Artículo 106. El Sistema DIF-Chiapas y los Sistemas Municipales deberán diseñar y administrar 
las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes extranjeros no acompañados, en 
las que se debe incluir, entre otros aspectos, la condición étnica, las causas de su migración, 
las condiciones de tránsito, sus vínculos familiares, factores de riesgo en origen y tránsito, in- 
formación de sus representantes legales, datos sobre su alojamiento y situación jurídica, entre 
otros. 


El Sistema DIF-Chiapas, enviará al Sistema Nacional DIF la información en el momento en que 
se genere a fin de que se incorpore en las bases de datos a que se refiere el párrafo anterior, 
atendiendo a lo previsto en la Ley que Garantiza la Transparencia y el Derecho a la Información 
Pública en el Estado de Chiapas y demás disposiciones aplicables en materia de transparencia. 


Artículo 107. En ningún caso una situación migratoria irregular de niña, niño o adolescente, 
preconfigurará por sí misma la comisión de un delito, ni se prejuzgará la comisión de ilícitos por 
el hecho de encontrarse en dicha condición migratoria. 


Capítulo Vigésimo Primero 
Del derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, 
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluido el de banda ancha e internet 


Artículo 108. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a acceder de forma libre y univer- 
sal al internet, a las tecnologías de la información y la comunicación, así como, a los servicios de 
radiodifusión y telecomunicación. El Estado garantizará el acceso a este derecho. 


Artículo 109. El Estado implementará de manera paulatina la infraestructura necesaria en 
aquellos espacios públicos que para tal efecto se establezcan, para que las niñas, niños y ado- 
lescentes accedan a internet y a las tecnologías de la información y la comunicación. 
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LU o d3:10) 


De las obligaciones 


Capítulo Único 
De quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, 
niños y adolescentes 


Artículo 110. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas com- 
petencias están obligadas a proporcionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva 
integrada a la salud, así como un traductor o intérprete en caso de ser necesario, asesoría ju- 
rídica y orientación social a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de 
niñas, niños y adolescentes o personas que los tengan bajo su responsabilidad, en cuanto a las 
obligaciones que establecen esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


Artículo 111. Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custo- 
dia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo 
su cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean 
instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia, las siguientes: 


l. Garantizar sus derechos alimentarios, el libre desarrollo de su personalidad y el ejer- 
cicio de sus derechos, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y demás 
disposiciones aplicables. 


Para los efectos de esta fracción, los derechos alimentarios comprenden esencial- 
mente la satisfacción de las necesidades de alimentación y nutrición, habitación, 
educación, vestido, atención médica y psicológica preventiva integrada a la salud, 
asistencia médica y recreación. Las leyes estatales deberán prever los procedimien- 
tos y la orientación jurídica necesaria así como las medidas de apoyo para asegurar 
el cumplimiento del deber de garantizar los derechos alimentarios. 


Il.  Registrarlos dentro de los primeros sesenta días de vida, cumpliendo con el trámite 
de inscripción en el Registro Civil. 


Ill. Asegurar que cursen la educación obligatoria, participar en su proceso educativo y 
proporcionarles las condiciones para su continuidad y permanencia en el sistema 
educativo e incentivarlos para que realicen actividades formativas, culturales, recre- 
ativas, deportivas y de esparcimiento. 

IV. Impartir en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación 
apropiada a niñas, niños y adolescentes, sin que ello pueda justificar limitación, vul- 
neración o restricción alguna en el ejercicio de sus derechos. 

V. Asegurar un entorno afectivo, comprensivo y sin violencia para el pleno, armonioso 
y libre desarrollo de su personalidad. 


VI. Fomentar en niñas, niños y adolescentes el respeto a todas las personas, así como el 
cuidado de los bienes propios, de la familia y de la comunidad, y el aprovechamiento 


de los recursos que se dispongan para su desarrollo integral. 


VII. Protegerles contra toda forma de violencia, maltrato, perjuicio, daño, agresión, abu- 
so, venta, trata de personas y explotación. 


VIII. Abstenerse de cualquier atentado contra su integridad física, psicológica o actos que 
menoscaben su desarrollo integral. El ejercicio de la patria potestad, la tutela o la 
guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes no podrá ser justificación para in- 
cumplir la obligación prevista en la presente fracción. 


IX. Evitar conductas que puedan vulnerar el ambiente de respeto y generar violencia o 
rechazo en las relaciones entre niñas, niños y adolescentes, y de éstos con quienes 
ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como con los demás miem- 
bros de su familia. 


X. Considerar la opinión y preferencia de las niñas, niños y adolescentes para la toma 
de decisiones que les conciernan de manera directa conforme a su edad, desarrollo 
evolutivo, cognoscitivo y madurez. 


XI. Educar en el conocimiento y uso responsable de las tecnologías de la información y 
comunicación. 


XIl. Darles a conocer sus derechos y responsabilidades, leyes y normas que rigen a la 
sociedad, así como brindarles orientación y dirección sobre la trascendencia de su 
ejercicio y debida observancia, específicamente para que tomen conciencia respecto 
a la importancia de: 


a) Respetar a las personas y los derechos de terceros. 
b) Cuidar su cuerpo para el sano desarrollo físico y emocional. 


c) Atender las instrucciones que para su correcta formación, cuidado de la salud, 
protección de su integridad y para el mantenimiento del orden social reciban de 
sus padres, familiares, tutores, maestros o cualquier persona que represente una 
autoridad. 


d) Respetar las leyes y normas que rigen a la sociedad. 

e) Respetar y cuidar el medio ambiente y su entorno social. 
f) Ejercer sus derechos con responsabilidad y defenderlos. 
g) Cumplir con las obligaciones educativas. 

h) Honrar a la patria y sus símbolos. 


i) Participar con la familia y sociedad en las tareas formativas o de interés comuni- 
tario. 


j) Los demás que coadyuven a asegurar su desarrollo armónico e integral. 


En casos de controversia, el órgano jurisdiccional competente determinará el grado de respon- 
sabilidad de quien tenga a su cargo y cuidado a niñas, niños o adolescentes, atendiendo a los 
principios rectores de esta Ley. 


La normatividad estatal y municipal, deberá prever disposiciones que regulen y sancionen las 
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obligaciones establecidas en el presente artículo. 


Artículo 112. Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y 
adolescentes, independientemente de que habiten en domicilios distintos, darán cumplimien- 
to a las obligaciones a su cargo de manera coordinada y respetuosa. 


Las autorizaciones a que se refiere esta Ley deberán ser otorgadas por quienes ejerzan la patria 
potestad o tutela, en los mismos términos y con las mismas formalidades. 


Artículo 113. Quienes ejercen la patria potestad, tutela, guarda o custodia de niñas, niños y ad- 
olescentes, o quienes los cuiden y atiendan, deberán protegerlos contra toda forma de abuso, 
tratarlos con respeto a su dignidad, y orientarlos a fin de que conozcan sus derechos, aprendan 
a defenderlos y a respetar los de otras personas. 


Artículo 114. La Directiva y personal de instituciones de salud, asistencia social, académicas, 
deportivas, religiosas o de cualquier otra índole, deberán abstenerse de ejercer cualquier forma 
de violencia, maltrato, perjuicio, agresión, daño, abuso, acoso y explotación en contra de niñas, 
niños o adolescentes, y formularán programas e impartirán cursos de formación permanente 
para prevenirlas y erradicarlas. 


Artículo 115. En caso de incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 113 y 114 de la pre- 
sente Ley, se sancionará conforme a la legislación estatal correspondiente. 


Artículo 116. La directiva y personal de instituciones de salud, asistencia social, académi- 
cas, deportivas, religiosas o de cualquier otra índole están obligados a dar parte a las autori- 
dades competentes sin perjuicio de la responsabilidad penal en la que pudieran incurrir en los 
siguientes casos: 


I. Maltrato físico, psicológico, verbal, patrimonial, abuso sexual o de cualquier índole, 
y corrupción, que involucre a las niñas, niños y adolescentes como víctimas o caus- 
antes de ello. 


Il. Consumo de drogas o estupefacientes. 


Artículo 117. A falta de quienes ejerzan la representación originaria de niñas, niños y adoles- 
centes, o cuando por otra causa así lo determine el órgano jurisdiccional o autoridad adminis- 
trativa competente, con base en el interés superior de la niñez, la representación en suplencia 
corresponderá a la Procuraduría de Protección municipal competente. 


Artículo 118. En los casos en que exista indicios de conflicto de intereses entre quienes ejerzan 
la representación originaria o de éstos con niñas, niños y adolescentes o por una represent- 
ación deficiente o dolosa, a petición del Ministerio Público, de la Procuraduría de Protección 
competente o de oficio, el órgano jurisdiccional o administrativo que conozca del asunto, de- 
berá sustanciar por vía incidental, un procedimiento sumario de restricción, suspensión o revo- 
cación de la representación originaria, según sea el caso, para efectos de que la Procuraduría de 


Protección competente ejerza la representación en suplencia. 


El Ministerio Público tendrá la intervención que las leyes dispongan en los procedimientos ju- 
risdiccionales o administrativos en que niñas, niños o adolescentes estén relacionados. En ma- 
teria de justicia penal, se estará a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, esta Ley y demás disposiciones aplicables. 


No podrá declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio de niñas, niños y adolescentes. 


TÍTULO CUARTO 


De la preservación, procuración y protección de los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes 


Capítulo Único 
De los centros de asistencia social 


Artículo 119. Las autoridades Estatales, en términos de lo dispuesto por esta Ley, la Ley General 
y demás disposiciones aplicables, establecerán, los requisitos para autorizar, registrar, certificar 
y supervisar los centros de asistencia social, a fin de garantizar el cumplimiento de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes privados de cuidado parental o familiar, atendidos en dichos 
centros. 


Artículo 120. Las instalaciones de los Centros de Asistencia Social observarán los requisitos que 
les señale la Legislación u ordenamiento correspondiente, y deberán cumplir con lo siguiente: 


Il. Ser administradas por una institución pública o privada, o por una asociación que 
brinde el servicio de cuidado alternativo o acogimiento residencial para niñas, niños 
y adolescentes sin cuidado parental o familiar. 


Il.  Suinfraestructura inmobiliaria deberá cumplir con las dimensiones físicas acordes a 
los servicios que proporcionan y con las medidas de seguridad y protección civil en 
términos de la legislación aplicable. 


lll. Ser acordes con el diseño universal y la accesibilidad en términos de la legislación 
aplicable. 


IV. Contar con medidas de seguridad, protección y vigilancia necesarios para garantizar 
la comodidad, higiene, espacio idóneo de acuerdo a la edad, sexo o condición física 
o mental de niñas, niños o adolescentes alojados, de manera tal que se permita un 
entorno afectivo y libre de violencia, en los términos de las disposiciones aplicables. 

V. Alojar y agrupar a niñas, niños y adolescentes de acuerdo a su edad y sexo en las 
áreas de dormitorios, sin que por ningún motivo éstos puedan ser compartidos por 
adultos, salvo que necesiten ser asistidos por algún adulto. 
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VI. Contar con espacios destinados especialmente para cada una de las actividades en 
las que participen niñas, niños y adolescentes. 


VII. Atender los requerimientos establecidos por las autoridades de protección civil, sa- 
lubridad y asistencia social. 


VIII. Procurar un entorno que provea los apoyos necesarios para que niñas, niños y ado- 
lescentes con discapacidad vivan incluidos en su comunidad. 


IX. Brindar una atención de calidad, personalizada y conforme al marco de respeto a los 
derechos humanos y equidad de género de las niñas, niños y adolescentes que se 
encuentren en cualquiera de las modalidades de cuidado alternativo. 





Artículo 121. Los Centros de Asistencia Social, serán responsables de garantizar la integridad 
física y psicológica de las niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia. 


Los servicios que presten los Centros de Asistencia Social estarán orientados a brindar, en 
cumplimiento a sus derechos: 


Il.  Unentorno seguro, afectivo y libre de violencia. 
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Il. Cuidado y protección contra actos u omisiones que puedan afectar su integridad 
física o psicológica. 

Ill. Alimentación que les permita tener una nutrición equilibrada y que cuente con la 
periódica certificación de la autoridad sanitaria. 


IV. Atención integral y multidisciplinaria que le brinde servicio médico integral, atención 
de primeros auxilios, seguimiento psicológico, social, jurídico, entre otros. 


V. Orientación y educación apropiada a su edad, encaminadas a lograr un desarrollo 
físico, cognitivo, afectivo y social, así como a la comprensión y el ejercicio de sus 
derechos, hasta el máximo de sus posibilidades. 


v 


. Disfrutar en su vida cotidiana, del descanso, recreación, juego, esparcimiento y activi- 
dades que favorezcan su desarrollo integral. 


VII. Servicios de calidad y calidez, por parte de personal capacitado, calificado, apto y 
suficiente, con formación enfocada en los derechos de la niñez. 


VIII. Las personas responsables y el personal de los centros de asistencia social se absten- 
drán de realizar actividades que afecten la integridad física y psicológica de niñas, 
niños y adolescentes. De igual manera, los responsables evitarán que el personal que 
realice actividades diversas al cuidado de niñas, niños y adolescentes, tenga contacto 
con éstos. 


IX. Espacios de participación para expresar libremente sus ideas y opiniones sobre los 
asuntos que les atañen y que dichas opiniones sean tomadas en cuenta. 


X. —Brindarles la posibilidad de realizar actividades externas que les permitan tener con- 
tacto con su comunidad. 





Xl. Fomentar la inclusión de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en térmi- 
136 nos de la legislación aplicable. 


Asimismo y con la finalidad de brindarles mejores alternativas de protección para el cumplimien- 
to de sus derechos, se deberá llevar a cabo la revisión periódica de su situación, de la de su 
familia y de la medida especial de protección por la cual ingresó al centro de asistencia social, 
garantizando el contacto con su familia y personas significativas siempre que esto sea posible, 
atendiendo a su interés superior. 


Las niñas, niños o adolescentes deberán contar con un expediente completo para efectos de 
que su situación sea revisada y valorada de manera particular, así como para determinar pro- 
cedimientos de ingreso y egreso con el apoyo de las autoridades competentes que faciliten su 
reincorporación familiar o social. 


Asimismo, se le deberá garantizar la protección de sus datos personales conforme a la legis- 
lación aplicable y hacer de su conocimiento, en todo momento, su situación legal. 


Artículo 122. Los centros de asistencia social deberán contar por lo menos, con el siguiente 
personal: 


I. Un Responsable de la coordinación o dirección. 


Il. Personal especializado en proporcionar atención en actividades de estimulación, 
formación, promoción y autocuidado de la salud; atención médica y actividades de 
orientación social y de promoción de la cultura de protección civil, de derechos hu- 
manos y equidad de género conforme a las disposiciones aplicables. 


III. El número de personas que presten sus servicios en cada centro de asistencia so- 
cial será determinado en función de la capacidad económica de éstos, así como del 
número de niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia en forma directa 
e indirecta, debiendo contar por lo menos con una persona de atención por cada 
cuatro niños o niñas menores de un año, y Una persona de atención por cada ocho 
mayores de esa edad. 


Además del personal señalado en el presente artículo, el centro de asistencia social podrá so- 
licitar la colaboración de instituciones, organizaciones o dependencias que brinden apoyo en 
psicología, trabajo social, derecho, pedagogía, y otros para el cuidado integral de las niñas, 
niños y adolescentes. 


Se deberá brindar de manera permanente, capacitación y formación especializada al personal 
del Centro, así como supervisar y evaluar de manera periódica al mismo. 


Artículo 123. Son obligaciones de los titulares o responsables legales de los centros de 
Asistencia Social: 


Il. Garantizar el cumplimiento de los requisitos establecidos por esta Ley y demás dis- 
posiciones aplicables para formar parte del registro estatal de centros de asistencia 


SVAVIH) 30 OQVLS3 130 S31N3ISITOOV A SONIN “SVNIN 30 SOHI3YI( SO1 30 A37] 





137 


social del Sistema DIF-Chiapas. 


Il. Llevar un registro de niñas, niños y adolescentes bajo su custodia con la información 
de la situación jurídica en la que se encuentren, y remitirlo semestralmente a la 
Procuraduría de Protección Estatal. 


Ill. Asegurar que las instalaciones tengan en lugar visible, la constancia de registro de 
incorporación a los Centros de Asistencia Social. 


IV. Garantizar que el centro de asistencia social cuente con un Reglamento Interno, 
aprobado por el Sistema DIF- Chiapas. 





V. Contar con un Programa Interno de Protección Civil en términos de las disposiciones 
aplicables. 


VI. Brindar las facilidades a la Procuraduría de Protección Estatal, para que realicen la 
verificación periódica que corresponda en términos de las disposiciones aplicables; y 
en su caso, atender sus recomendaciones. 


VII. Esta verificación deberá observar el seguimiento de la situación jurídica y social así 
como la atención médica y psicológica de la niña, niño o adolescentes y el proceso 
de reincorporación familiar o social. 
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VIII. Informar oportunamente a la autoridad competente, cuando el ingreso de una niña, 
niño o adolescente corresponda a una situación distinta de la derivación por parte 
de una autoridad o tenga conocimiento de que peligra su integridad física estando 
bajo su custodia, a fin de iniciar los procedimientos de protección especial de forma 
oportuna, identificar la mejor solución para el niño, niña o adolescente y, en su caso, 
evitar su permanencia en el centro de asistencia social, dado su carácter de último 
recurso y excepcional. 


IX. Proporcionar a niñas, niños y adolescentes bajo su custodia, a través del personal 
capacitado, atención médica. 


X. Dar puntual seguimiento a las recomendaciones emitidas por las autoridades com- 
petentes. 


Xl. Realizar acciones específicas para fortalecer la profesionalización del personal de los 
centros de asistencia social. 


XIl. Garantizar, en corresponsabilidad con las autoridades competentes, que se promue- 
van acciones a favor de las niñas, niños y adolescentes para su acompañamiento, au- 
tonomía, ejercicio de sus derechos, estabilidad en sus vínculos, libertad de expresión 
y no discriminación, protección infantil y juvenil, perspectiva de género y medidas de 
restitución de sus derechos a fin de tener vínculos familiares y comunitarios. 


XIII. Llevar el Sistema Informático que la Procuraduría de Protección Estatal genere para 
el registro de las niñas, niños y adolescentes. 


XIV. Las demás obligaciones establecidas en la presente Ley y demás disposiciones apli- 
cables. 





Artículo 124. La Procuraduría de Protección Estatal, en coordinación con la Procuraduría de 
138 Protección Federal, serán las autoridades competentes para autorizar, registrar, certificar y su- 


pervisar los Centros de Asistencia social destinados a brindar los servicios descritos en el pre- 
sente Capítulo, para lo cual conformarán el Registro Estatal de Centros de Asistencia Social, que 
alimentará al Registro Nacional en los términos que establece la Ley General. 


Alefecto, la Procuraduría de Protección Estatal deberá reportarsemestralmente a la Procuraduría 
Federal de Protección, la actualización de sus registros, así como los resultados de las visitas de 
supervisión efectuadas como coadyuvantes. 


Artículo 125. Sin perjuicio de las atribuciones que las disposiciones aplicables establezcan a 
otras autoridades, corresponderá a la Procuraduría de Protección Estatal, la supervisión de los 
Centros de Asistencia Social y, en su caso, ejercitarán las acciones legales que correspondan. 


La Procuraduría de Protección Estatal será coadyuvante de la Procuraduría de Protección 
Federal en la supervisión que se realice a las instalaciones de los Centros de Asistencia Social, 
en términos de lo previsto en las Leyes aplicables. 


La Procuraduría de Protección Estatal deberá proporcionar el apoyo que sea necesario para la 
efectiva garantía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en los Centros de Asistencia 
Social, este apoyo deberá fundarse en el principio de corresponsabilidad. 


UNO 


De la protección y restitución integral de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes 


Capítulo Primero 
De las autoridades 


Artículo 126. El Estado y los municipios garantizarán la protección integral de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes, y el cumplimiento de las políticas públicas y la ejecución de pro- 
gramas destinados a su atención, prevención y defensa. 


Las políticas públicas emprendidas por dichas autoridades garantizarán el ejercicio de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes, para lo cual deberán observar el interés superior de 
la niñez y asegurar la asignación prioritaria de recursos en términos de las disposiciones apli- 
cables. 


Sección primera 
De la distribución de competencias 


Artículo 127. El Estado y los municipios coadyuvarán para el cumplimiento de los objetivos de 
esta Ley, de conformidad con las competencias previstas en el presente ordenamiento y demás 
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disposiciones legales aplicables. 


Artículo 128. Corresponde a las autoridades Estatales y municipales de manera concurrente, 
las atribuciones siguientes: 


Vi. 


VII. 


VIII. 


XI. 


Coordinar la implementación y ejecución de las acciones y políticas públicas que 
deriven de la presente Ley. 


Impulsar el conocimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así 
como la cultura de respeto, promoción y protección de los mismos, de conformi- 
dad con los principios rectores de esta Ley. 


Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley, de los instrumentos interna- 
cionales y demás ordenamientos aplicables. 


Adoptar medidas de protección especial de derechos de niñas, niños y adoles- 
centes que se encuentren en situación de vulnerabilidad por circunstancias es- 
pecíficas de carácter socioeconómico, psicológico, físico, discapacidad, identidad 
cultural, origen étnico o nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con 
aspectos de género, preferencia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales, 
u otros que restrinjan o limiten sus derechos. 


Proporcionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva integrada a la 
salud, así como asesoría jurídica y orientación social a quienes ejerzan la patria 
potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes o personas 
que los tengan bajo su responsabilidad, en relación a las obligaciones que establ- 
ece esta Ley. 


Colaborar en la búsqueda, localización y obtención de la información necesaria 
para acreditar o restablecer la identidad de niñas, niños y adolescentes. 


Establecer políticas de fortalecimiento familiar para evitar la separación de niñas, 
niños y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y cus- 
todia. 


Establecer las normas y los mecanismos necesarios para facilitar la localización 
y reunificación de la familia de niñas, niños y adolescentes, cuando hayan sido 
privados de ella, siempre que no sea contrario a su interés superior. 


Coadyuvar en la localización de niñas, niños y adolescentes sustraídos, traslada- 
dos o retenidos ilícitamente. 


Implementar medidas de inclusión plena y realizar las Acciones afirmativas para 
garantizar a niñas, niños y adolescentes la igualdad de oportunidades y de trato, 
así como a no ser discriminados. 


Adoptar medidas para la eliminación de usos, costumbres, prácticas culturales, 
religiosas, estereotipos sexistas o prejuicios que atenten contra la igualdad y los 
derechos de niñas, niños y adolescentes por razón de género o que promuevan 
cualquier tipo de discriminación. 


Xil. 


XiIl. 


XIV. 


xV. 


XVI. 


XVII. 


XVIII. 


XIX. 


XX. 
XXI. 


XXII. 


XXII!. 


XXIV. 


Adoptar las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológi- 
ca y la restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, víctimas de cual- 
quier forma de violencia. 


Garantizar que todos los sectores de la sociedad tengan acceso a educación y 
asistencia en materia de principios básicos de salud y nutrición, ventajas de la 
lactancia materna, así como la prevención de embarazos, higiene, medidas de 
prevención de accidentes y demás aspectos relacionados con la salud de niñas, 
niños y adolescentes. 


Propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las 
instituciones educativas. 


Establecer el diseño universal, la accesibilidad y políticas para la prevención, aten- 
ción y rehabilitación de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en térmi- 
nos de la legislación aplicable. 


Realizar acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, para que tome mayor concien- 
cia respecto de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar el 
respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios 
respecto de su discapacidad. 


Disponer e implementar los mecanismos que garanticen la participación perma- 
nente y activa de niñas, niños y adolescentes en las decisiones que se toman en 
los ámbitos familiar, escolar, social, comunitario o cualquier otro en el que se de- 
sarrollen. 


Garantizar la consecución de una educación de calidad y la igualdad sustantiva 
en el acceso y permanencia en la misma. 


Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordi- 
nación entre las diferentes instancias de gobierno. 
Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia. 


Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de 
niñas, niños y adolescentes. 


Garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes y asegurar 
que las violaciones a los mismos sean atendidas de forma preferente por todas las 
autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias. 


Desarrollar todos los mecanismos necesarios para el cumplimiento de la presente 
Ley. 

Garantizar que niñas, niños y adolescentes tengan acceso a agua potable para su 
consumo e higiene. 


Artículo 129. Corresponden a las autoridades estatales, en el ámbito de sus respectivas com- 
petencias, las atribuciones siguientes: 


Garantizar en el ámbito de su competencia, el cabal cumplimiento de la presente 
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vi. 


Xi. 


XiIIl. 
XIV. 


xV. 


XVI. 


XVII. 


XVIII. 


Ley, de los tratados internacionales, y demás ordenamientos aplicables. 


Instrumentar y articular sus políticas públicas tomando en consideración el 
Programa Nacional para la adecuada garantía y protección de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes. 


Elaborar y aplicar el Programa Estatal a que se hacen referencia en esta Ley. 


Impulsar la creación de instituciones públicas y privadas que tengan trato con 
niñas, niños y adolescentes, así como fortalecer las ya existentes. 


Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones en- 
caminados al mejoramiento de los programas de protección para las niñas, niños 
y adolescentes. 


Promover, en coordinación con el Gobierno Federal, programas y proyectos de 
atención, educación, capacitación, investigación y cultura de los derechos huma- 
nos de niñas, niños y adolescentes. 


Impulsar programas estatales para el adelanto y desarrollo de niñas, niños y ado- 
lescentes en situación de vulnerabilidad. 


Revisar y valorar la eficacia de las acciones, las políticas públicas y los programas 
estatales en la materia, con base en los resultados de las evaluaciones que al efec- 
to se realicen. 


Impulsar la participación de las organizaciones privadas dedicadas a la promo- 
ción y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la 
ejecución del Programa Estatal. 


Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordi- 
nación entre las diferentes instancias de gobierno, para facilitar la actuación de la 
Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral. 


Imponer las sanciones por las infracciones que establece la presente Ley. 


Revocar temporal o definitivamente, a través de la autoridad competente, la au- 
torización para operar los Centros de Asistencia Social, por el incumplimiento de 
las obligaciones y requisitos previstos en esta Ley. 


Difundir por todos los medios de comunicación el contenido de esta Ley. 


Rendir ante el Sistema Nacional de Protección Integral un informe anual sobre los 
avances. 


Recibir de las organizaciones privadas, las propuestas y recomendaciones sobre 
protección de derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de mejorar los me- 
canismos en la materia. 


Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas y de integrar el 
Sistema Nacional de información, la información necesaria para la elaboración de 
éstas. 


Coordinar con las autoridades de los tres órdenes de gobierno la implementación 
y ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley. 


Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los 


objetivos de la presente Ley. 


XIX. Garantizar el desarrollo y la supervivencia así como investigar, sancionar efectiva- 
mente los actos de privación de la vida de niñas, niños y adolescentes y garantizar 
la reparación del daño que corresponda. 


XX. Cualquier otra prevista para el cumplimiento de esta Ley. 


Artículo 130. Corresponde a los municipios, de conformidad con esta Ley y demás normativi- 
dad en la materia, las atribuciones siguientes: 


Vi. 


Vil. 


Xi!l. 


Elaborar su programa municipal y participar en el diseño del Programa Estatal. 


Realizar acciones de difusión que promuevan los derechos de niñas, niños y adolescen- 
tes en el municipio, para que sean plenamente conocidos y ejercidos. 


Promover la libre manifestación de ideas de niñas, niños y adolescentes en los asuntos 
concernientes a su municipio. 


Ser enlace entre la administración pública municipal y niñas, niños y adolescentes que 
deseen manifestar inquietudes. 


Recibir quejas y denuncias por violaciones a los derechos contenidos en la presente Ley 
y demás disposiciones aplicables, brindándoles la atención a través de la Procuraduría 
de Protección Municipal que corresponda, y dándoles el seguimiento hasta la restitución 
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


Auxiliar a la Procuraduría de Protección Estatal y demás municipales, en las medidas ur- 
gentes de protección que ésta determine, y coordinar las acciones que correspondan en 
el ámbito de sus atribuciones. 


Promover la celebración de convenios de coordinación con las autoridades compe- 
tentes, así como con otras instancias públicas o privadas, para la atención y protección 
de niñas, niños y adolescentes. 


Difundir y aplicar los protocolos específicos sobre niñas, niños y adolescentes que au- 
toricen las instancias competentes de la federación y del Estado. 


Coordinarse con las autoridades de los diferentes órdenes de gobierno para la imple- 
mentación y ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente 
Ley. 

Llevar el registro y control de la acciones, para la correcta alimentación del Sistema 
Estatal de Protección Integral. 


Impulsar la participación de las organizaciones privadas dedicadas a la promoción y de- 
fensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución de los 
programas municipales. 


Las demás que establezcan los ordenamientos locales y aquéllas que deriven de los acu- 


erdos que, de conformidad con la presente Ley, se asuman en el Sistema Nacional DIF y 
el Sistema DIF- Chiapas. 
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Sección segunda 


De los sistemas para el desarrollo integral de la familia del estado y municipios 


Artículo 131. Sin perjuicio de las atribuciones que establezcan las demás disposiciones aplica- 
bles, corresponde a los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado y Municipios 
en materia de niñas, niños y adolescentes: 


Vi. 


VII. 


VIII. 


Proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes, cuando los mismos se en- 
cuentren restringidos o vulnerados, en términos de esta Ley y las demás disposi- 
ciones aplicables. La institucionalización procederá como último recurso y por el 
menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar. 


Realizar las actividades de asistencia social, así como fomentar y promover la es- 
tabilidad y el bienestar familiar. 


Celebrar los convenios de colaboración con el Sistema Federal y Sistemas 
Municipales, así como con organizaciones e instituciones de los sectores público, 
privado y social. 


Promover la formación, capacitación y profesionalización continua del personal 
de instituciones vinculadas con la protección y restitución de los derechos de ni- 
ñas, niños y adolescentes, así como para realizar y apoyar estudios e investigacio- 
nes en la materia. 

Auxiliar al Ministerio Público o alos órganos jurisdiccionales, con los elementos a 
su alcance para la protección de las niñas, niños y adolescentes y proporcionar a 
aquellos la información que les requieran sobre el particular. 

Vigilar que las instituciones y los hogares provisionales presten el cuidado y aten- 
ción adecuada a las niñas, niños y adolescentes respetando y garantizando todos 
sus derechos. 

Recabar los informes y datos estadísticos que requiera para el debido cumplimien- 
to de sus atribuciones y solicitar el auxilio de las demás autoridades en el ámbito 
de su competencia. 

Impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades estatales y munici- 
pales en el ámbito de sus respectivas competencias en materia de protección y 
restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes para establecer los me- 
canismos necesarios para ello, 

Establecer programas de apoyo a las familias para que la falta de recursos no sea 
causa de separación de las niñas, niños y adolescentes. 


Las demás que les confieran otros ordenamientos jurídicos. 


Capítulo Segundo 
De la procuraduría de protección estatal 
y las procuradurías de protección municipales 


Artículo 132. Para una efectiva protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adoles- 
centes, el Estado, dentro de la estructura del Sistema DIF-Chiapas contará con una Procuraduría 
de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños, Adolescentes y la Familia. 


Por su parte, los municipios deberán tener una Procuraduría Municipal de Protección de los 
Derechos de las Niñas, Niños, Adolescentes y la Familia, que podrán depender de los Sistemas 
DIF-Municipales. 


Artículo 133. Para la debida determinación, coordinación de la ejecución y seguimiento de las 
medidas de protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, la 
Procuraduría de Protección Estatal y Municipales podrán establecer contacto y trabajar conjun- 
tamente con las autoridades de asistencia social, de servicios de salud, de educación, de protec- 
ción social, de cultura, deporte y con todas aquellas con las que sea necesario, para garantizar 
los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Asimismo, podrán auxiliarse de las autoridades ministeriales, la policía y demás autoridades 
estatales y municipales, quienes deberán actuar coordinadamente para salvaguardar los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 134. La Procuraduría de Protección Estatal es la instancia especializada con funciones 
de autoridad competente en materia de infancia en el Estado, interviniendo en la defensa de 
los derechos contemplados en esta Ley, a favor de las niñas, niños y adolescentes, sin perjuicio 
de la aplicación de otras disposiciones legales vigentes en nuestro Estado. 


La Procuraduría de Protección Estatal podrá ejercer sus facultades a través de Procuradurías 
Regionales de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 


Las Procuradurías de Protección Municipales, serán las autoridades competentes en su muni- 
cipio. La Procuraduría de Protección Estatal, podrá auxiliarse de las Procuradurías de Protección 
Municipales para la adecuada defensa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes del 
municipio que corresponda, así como solicitar los informes que requiera para tal fin y para las 
estadísticas que se generen de sus actividades. 


En el supuesto de que las Procuradurías de Protección Municipales se negaren a brindar la at- 
ención, rendir los informes solicitados o ejercitar alguna de sus facultades, la Procuraduría de 
Protección Estatal hará de conocimiento al superior jerárquico. 


Artículo 135. Las Procuradurías de Protección Estatal y Municipales, en el ámbito de sus re- 
spectivas competencias, tendrán como facultades las siguientes: 


l. Procurar la protección integral de niñas, niños y adolescentes que prevé la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internaciona- 
les, la Ley General de los derechos de niñas, niños y adolescentes, la Constitución 
Política Local, la presente Ley y demás disposiciones aplicables. Dicha protección 


SVAVIH) 30 OQVLS3 130 S31N3ISITOOV A SONIN “SVNIN 30 SOHI3YI( SO1 30 A37] 





145 








Ley DE Los DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 





146 


integral deberá abarcar, por lo menos: 
a) Atención médica y psicológica. 
b) Seguimiento a las actividades académicas y entorno social y cultural. 


c) La inclusión, en su caso, de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda 
y custodia de niñas, niños y adolescentes en las medidas de rehabilitación y 
asistencia. 


Las autoridades estatales y municipales competentes, deberán coadyuvar para garantizar la 
protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


Vi. 


Vil. 


VIII. 


Prestar asesoría y representación en suplencia a niñas, niños y adolescentes in- 
volucrados en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de las 
atribuciones que le correspondan al Ministerio Público, así como intervenir oficio- 
samente, con representación coadyuvante, en todos los procedimientos jurisdic- 
cionales y administrativos en que participen niñas, niños y adolescentes, de con- 
formidad con lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 


Establecer acciones y mecanismos de prevención y protección a niñas, niños y 
adolescentes maltratados, en desamparo o con problemas sociales, para incorpo- 
rarlos al núcleo familiar o albergarlos en instituciones adecuadas para su custo- 
dia, formación e instrucción, así como garantizar en todo momento su situación 
jurídica de acuerdo a las disposiciones aplicables. 


Coadyuvar con la Procuraduría General de Justicia del Estado en la atención y 
tratamiento de las niñas, niños y adolescentes víctimas del delito. 


Recibir quejas, denuncias e informes en relación de quienes ejerzan la patria po- 
testad, su guarda o tutela, sobre la violación de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes, haciéndolo del conocimiento de las autoridades competentes y de 
ser procedente ejercitar las acciones legales correspondientes. 


Coordinarse con las autoridades estatales y municipales, a fin de establecer ac- 
ciones que permitan a las niñas, niños y adolescentes disfrutar del goce pleno de 
sus derechos. 


Coordinar la ejecución y dar seguimiento a las medidas de protección para la res- 
titución integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de que las 
instituciones competentes actúen de manera oportuna y articulada. 


Fungir como conciliadora y mediadora en casos de conflicto familiar, cuando los 
derechos de niñas, niños y adolescentes hayan sido restringidos o vulnerados, 
conforme a las disposiciones aplicables. La conciliación no procederá en casos de 
violencia. 


Denunciar ante las autoridades competentes cualquier caso de maltrato, lesiones, 
abuso físico o psíquico, sexual, abandono, descuido o negligencia, explotación y 
en general cualquier acción que perjudique a la niña, niño o adolescente. 


Gestionar ante el Registro Civil la inscripción en las partidas regístrales de las ni- 


XI. 


Xi. 


XiI!. 


XIV. 


xV. 


XVI. 


XVII. 


XVIII. 


XIX. 


XX. 


XXI. 


XXII. 


XXII!. 


ñas, niños y adolescentes, solicitadas por instituciones privadas y sociales. 


Promover la participación de los sectores público, social y privado en la planifi- 
cación y ejecución de acciones a favor de la atención, defensa y protección de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


Denunciar ante el Ministerio Público aquellos hechos que se presuman constitu- 
tivos de delito en contra de niñas, niños y adolescentes. 


Solicitar al Ministerio Público competente la imposición de medidas de protec- 
ción a favor de niñas, niños y adolescentes. 


Ejecutar acciones y programas de protección especial para las niñas, niños y ado- 
lescentes en condiciones de desventaja social. 


Asesorar a las autoridades competentes y a los sectores público, social y privado 
en el cumplimiento del marco normativo relativo a la protección de niñas, niños y 
adolescentes, conforme a las disposiciones aplicables. 


Desarrollar los lineamentos y procedimientos a los que se sujetarán para la resti- 
tución de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Proporcionar, en forma gratuita, los servicios de asistencia jurídica y de orient- 
ación social a las niñas, niños y adolescentes y a quienes ejerzan la patria potes- 
tad, su guarda o tutela. 


Supervisar la ejecución de las medidas especiales de protección de niñas, niños 
y adolescentes que hayan sido separados de su familia de origen por resolución 
judicial. 

En los casos que conozca sobre padres, tutores o quienes tenga legalmente la 
custodia de una niña, niño o adolescente, que impliquen conductas u omisiones 
que pongan en riesgo la salud mental y/o física de los menores a su cargo, emitirá 
dictámenes en materia de trabajo social y psicología, para la elaboración del plan 
de resarcimiento de los derechos. 


Hacer del conocimiento del Ministerio Público, los casos en que los padres, tu- 
tores o quienes tengan legalmente la custodia de un menor de edad, incurran 
en las conductas a que se refiere la fracción anterior, y rendir los informes, dic- 
támenes, antecedentes e información con que cuente al respecto. 


Realizar, promover y difundir estudios e investigaciones para fortalecer las ac- 
ciones a favor de la atención, defensa y protección de los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes, y hacerlos llegar a las autoridades competentes y a los sec- 
tores social y privado para su incorporación en los programas respectivos. 


Impulsar y promover el reconocimiento y ejercicio de los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes en condiciones de desventaja social y establecer centros de 
información y denuncia que permita canalizar ante la representación social los 
hechos constitutivos de delito, cometidos en agravio de los menores y gestionar 
la atención de los mismos. 


Gestionar ante las autoridades correspondientes, la aplicación de las sanciones a 
que se hagan acreedores los infractores de la presente Ley. 
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XXIV. 


XXV. 


En aquellos municipios en los que no exista Ministerio Público, o se encuentre 
ausente, podrá ordenar fundada y motivadamente, bajo su más estricta respon- 
sabilidad, la aplicación de medidas urgentes de protección especial, cuando 
exista riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, niños y ado- 
lescentes, dando aviso de inmediato al ministerio público más cercano y a la au- 
toridad jurisdiccional competente, dentro del término previsto en el artículo 182 
de esta Ley. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

Las demás que les confieran otras disposiciones aplicables para la atención in- 


tegral de las niñas, niños y adolescentes. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


Artículo 136. Son facultades de la Procuraduría de Protección Estatal, además de las previstas 
en el artículo anterior, las siguientes: 


Autorizar, registrar, certificar y supervisar los centros de asistencia social, en térmi- 
nos de la ley de la materia. 


. Desarrollar los lineamentos y procedimientos a los que se sujetarán para la resti- 


tución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, los cuales deberá compar- 
tir con las Procuradurías de Protección Municipales. 


. Registrar, capacitar e integrar expedientes de las familias candidatas al acogimien- 


to pre-adoptivo. 


. Proporcionar información para integrar y sistematizar el Registro Nacional de 


Centros de Asistencia Social. 


Artículo 137. El Titular de la Procuraduría de Protección Estatal, deberá contar con los siguien- 
tes requisitos: 


IV. 


v. 


Ser ciudadano mexicano en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, y tener 
una residencia mínima de tres años en el Estado. 


Tener más de 30 años de edad. 

Contar con título y cédula profesional de licenciatura en derecho debidamente 
registrados. 

Contar con al menos dos años de experiencia en materia de procuración de justi- 
cia o defensa de niñas, niños y adolescentes. 

Tener buena conducta y no haber sido sentenciado por delito doloso o inhabil- 
itado como servidor público. 


El nombramiento del Procurador o Procuradora de Protección de los derechos de las Niñas, 
Niños, Adolescentes y la Familia deberá ser aprobado por la Junta de Gobierno del Sistema DIF- 
Chiapas, a propuesta de su Titular. 


Artículo 138. El Titular de la Procuraduría de Protección municipal, deberá cumplir con los req- 
uisitos siguientes: 


Il. Serciudadano mexicano en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, y tener 
una residencia mínima de tres años en el Estado. 


II. Tener más de 25 años de edad. 


III. Contar con título y cédula profesional de licenciatura en derecho debidamente 
registrados. 


IV. Contar con al menos un año de experiencia en materia de procuración de justicia 
o defensa de niñas, niños y adolescentes. 


V. Tener buena conducta y no haber sido sentenciado por delito doloso o inhabil- 
itado como servidor público. 


El nombramiento del Procurador o Procuradora Municipal de Protección de los derechos de las 
Niñas, Niños, Adolescentes y la Familia deberá ser aprobado el Presidente Municipal y se deberá 
enviar copia a la Procuraduría de Protección Estatal. 


Capítulo Tercero 
De las facultades del Sistema DIF Estatal 
y de la Procuraduría de Protección Estatal en materia de adopción 


Artículo 139. Las personas interesadas en adoptar niñas, niños y/o adolescentes que se en- 
cuentren bajo la tutela de las Procuradurías de Protección Estatal o Municipales, deberán pre- 
sentar ante su solicitud ante la Procuraduría de Protección Estatal. 


La Procuraduría de Protección Estatal, ordenará realizar las valoraciones psicológica, económi- 
ca, de trabajo social y todas aquéllas que sean necesarias para integrar el expediente de los 
solicitantes para ser sometido al Consejo Técnico de Adopciones del Estado, quien evaluará la 
información y, en su caso, emitirá o negará el certificado de idoneidad respectivo. 


La asignación de niñas, niños y adolescentes, sólo podrá otorgarse a una familia de acogida pre- 
adoptiva que cuente con certificado de idoneidad. Para tal efecto, se observará lo siguiente: 


I. Niñas, niños y adolescentes, siempre que sea posible de acuerdo con su edad, desar- 
rollo cognoscitivo y grado de madurez, serán escuchados y su opinión será funda- 
mental para la determinación que adopte el órgano jurisdiccional competente. 


Il. Se tomará en cuenta que las condiciones en la familia de acogimiento pre-adoptiva 
sean adecuadas para el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, de confor- 
midad con el principio de interés superior de la niñez. 

Ill. Se tomará en consideración el grado de parentesco; la relación de afinidad y de af- 
ectividad; el origen, la comunidad y las condiciones culturales en que se desarrollen 
niñas, niños y adolescentes. 
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IV. Se procurará no separar a hermanas y hermanos, pero si hubiere necesidad de ello, 
considerando el interés superior del niño, niña o adolescente, y una vez descartadas 
todas las posibilidades de permanecer juntos en otra modalidad de cuidado alter- 
nativo a largo plazo, se establecerán medidas para que mantengan vínculos de con- 
vivencia, contacto y comunicación permanente. Para lo anterior, se podrá escuchar 
la opinión de todas las hermanas y hermanos, de acuerdo con su edad, desarrollo 
evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez. 


Artículo 140. La Procuraduría de Protección Estatal deberá dar seguimiento a la convivencia 
entre niñas, niños o adolescentes y la una familia de acogida pre-adoptiva autorizada por el 
Consejo Técnico de Adopciones, con el fin de prevenir o superar las dificultades que se puedan 
presentar. 


En los casos que la Procuraduría de Protección Estatal constate que no se consolidaron las 
condiciones de adaptación de niñas, niños o adolescentes con la familia de acogida pre-adop- 
tiva, procederá a iniciar el procedimiento a fin de reincorporarlos al sistema que corresponda y 
se realizará, en su caso, una nueva asignación. 


Cuando se verifique cualquier tipo de violación a los derechos de niñas, niños o adolescentes 
asignados, el sistema competente revocará la asignación y ejercerá las facultades que le otor- 
gan la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 


Los procedimientos de adopción se desahogarán de conformidad con el Código Civil del Estado. 


Artículo 141. Corresponde al Sistema DIF- Estatal, a través de la Procuraduría de Protección 
Estatal: 


l. Prestar servicios de asesoría y asistencia jurídica a las personas que deseen asumir el 
carácter de familia de acogimiento pre-adoptivo de niñas, niños o adolescentes, así 
como su capacitación. 


Il. Realizar evaluaciones sobre la idoneidad de las condiciones de quienes pretendan 
adoptar, y emitir los dictámenes correspondientes, así como formular las recomen- 
daciones pertinentes al órgano jurisdiccional. 


III. Contar con un sistema de información que permita registrar a las niñas, niños y ado- 
lescentes cuya situación jurídica o familiar permita que sean susceptibles de adop- 
ción, así como el listado de las personas solicitantes de adopción, adopciones con- 
cluidas e informar de manera trimestral a la Procuraduría Federal de Protección y a la 
Procuraduría de Protección Estatal. 


Para el cumplimiento de lo anterior, la Procuraduría de Protección Estatal se auxiliará de las 
Procuradurías de Protección Municipal y los Sistemas DIF Municipales, a través de los servidores 
públicos certificados para tal fin. 


Artículo 142. En materia de adopciones en el Estado, regirán las siguientes condiciones míni- 
mas: 


I. Niñas, niños y adolescentes serán adoptados en pleno respeto de sus derechos, de 
conformidad con el principio de interés superior de la niñez. 


Il. Se escuchará y tomará en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes de acuer- 
do con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez, en términos 
de la presente Ley. 


Ill. Se asesorará jurídicamente, tanto a quienes consientan la adopción, como a quienes 
la acepten, a fin de que conozcan los alcances jurídicos, familiares y sociales de la 
misma. 


IV. El Consejo Técnico de Adopciones y el órgano jurisdiccional verificarán que la adop- 
ción no sea motivada por beneficios económicos para quienes participen en ella. 


V. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias, velarán porque en los procesos de adopción se respeten las normas que los 
rigen a nivel estatal. 


Artículo 143. Tratándose de adopción internacional, la normativa estatal dispondrá lo nece- 
sario para asegurar que los derechos de niñas, niños y adolescentes que sean adoptados sean 
garantizados en todo momento y se ajusten el interés superior de la niñez, así como garantizar 
que esta adopción no sea realizada para fines de venta, sustracción, retención u ocultación 
ilícita, tráfico, trata de personas, explotación, las peores formas de trabajo infantil o cualquier 
ilícito en contra de los mismos. 


En los procedimientos judiciales de adopción internacional deberá requerirse el informe de 
adoptabilidad por parte del Sistema DIF- Estatal y, una vez que el órgano jurisdiccional compe- 
tente otorgue la adopción, previa solicitud de los adoptantes, se solicitará de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores la certificación correspondiente, de conformidad con los tratados inter- 
nacionales. 


Las personas que ejerzan profesiones en el trabajo social y psicología de las instituciones públi- 
cas y privadas que intervengan en procedimientos de adopción internacional, en términos de 
lo dispuesto en los tratados internacionales, deberán contar con la autorización y registro del 
Sistema DIF- Estatal en el ámbito de su competencia. 


La adopción internacional de una niña, niño o adolescente de nacionalidad mexicana proced- 
erá cuando se haya constatado por las autoridades correspondientes que ésta responde al in- 
terés superior de la niñez, después de haber examinado adecuadamente las posibilidades de 
asignación de la niña, niño o adolescente para adopción nacional. 


Artículo 144. Las personas que ejerzan profesiones en el trabajo social y psicología o carre- 
ras afines de las instituciones públicas y privadas que realicen estudios socioeconómicos, psi- 
cológicos e informes psicosociales en materia de adopción, deberán cumplir con los requisitos 
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siguientes: 


I. Contar con título y cédula profesional de licenciatura en trabajo social, psicología o 
carreras afines. 


Il. Acreditar experiencia en temas de desarrollo de la niñez y de la adolescencia, familia, 
pareja o adopción. 

Ill. Acreditar experiencia laboral mínima de dos años, en trabajo social o psicología, o en 
la atención de niñas, niños o adolescentes sujetos de asistencia social o solicitantes 
de adopción. 


IV. Presentar carta compromiso por parte de la institución de asistencia privada que 
proponga al profesional de que se trate ante el Sistema Nacional DIF, y los Sistemas 
de las Entidades, en los casos de profesionales que busquen ingresar a instituciones 
privadas. 


V. No haber sido condenado por delitos dolosos. 

VI. Presentar constancia de la institución de asistencia privada en la que indique que las 
personas profesionales en trabajo social o psicología o carreras afines, son personas 
empleadas asalariadas con remuneración mensual fija. 


VII. El Sistema DIF- Estatal expedirá las autorizaciones correspondientes y llevará un reg- 
istro de las mismas. 


Artículo 145. Cuando las personas que laboren en las instituciones públicas y privadas con- 
travengan los derechos de niñas, niños y adolescentes o incurran en actos contrarios al interés 
superior de la niñez, el Sistema DIF- Estatal revocarán la autorización y registrará la cancelación 
a que se refiere el artículo anterior. 


Las personas profesionales a quienes sea revocada la autorización serán inhabilitadas y bo- 
letinadas por el Sistema DIF- Estatal, a fin de evitar adopciones contrarias al interés superior 
de la niñez. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones previstas en las disposiciones jurídicas 
aplicables. 


Para la revocación de las autorizaciones e inhabilitación a que se refiere este artículo, se se- 
guirán las disposiciones en materia de procedimiento administrativo aplicables en el Estado. 


Cualquier persona podrá presentar una queja ante el Sistema DIF - Estatal si considera que se 
actualizan los supuestos previstos en el primer párrafo de este artículo. 


US 40) 


De la evaluación de la política de desarrollo social en el estado. 
(P.O.E. 292, 2? Sección, 26-abril-201 7). 


Capítulo Único 
Generalidades 


Artículo 146. Corresponderá a la instancia normativa competente, la evaluación de las políticas 
de desarrollo social vinculadas con la protección de los derechos de niñas, niños y adolescen- 
tes, en términos de lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones legales aplicables. 
(P.O.E. 292, 2? Sección, 26-abril-2017). 


Artículo 147. La evaluación consistirá en revisar periódicamente el cumplimiento de esta Ley y 
del Programa Estatal y metas y acciones en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 148. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, la instancia normativa com- 
petente, emitirá las sugerencias, opiniones y recomendaciones que en su caso considere per- 
tinentes al Sistema Estatal y Sistema Nacional de Protección Integral. (P.O.E. 292, 2? Sección, 
26-abril-2017). 


Artículo 149. Los resultados de las evaluaciones serán entregados al Titular del Poder Ejecutivo 
del Estado de forma anual, preferentemente en el mes de enero. 


Artículo 150. Se deroga. (P.O.E. 292, 2* Sección, 26-abril-2017). 


TÍTULO SÉPTIMO 


Del sistema estatal de protección integral 


Capítulo Primero 
De los integrantes y de sus atribuciones 


Artículo 151. Para asegurar una adecuada protección de los derechos de niñas, niños y adoles- 
centes en el Estado de Chiapas, se crea el Sistema Estatal de Protección Integral de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes como instancia encargada de establecer instrumentos, políti- 
cas, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes. 


Artículo 152. El Sistema Estatal de Protección Integral estará conformado por: 


I. El Titular del Poder Ejecutivo del Estado, quien lo presidirá. 

Il. El Titular de la Secretaría General de Gobierno. 

Ill. El Titular de la Secretaría de Hacienda. 

IV. ElTitular de la Secretaría del Trabajo. 

V. LaTitular de la Secretaría para el Desarrollo y Empoderamiento de las Mujeres. 
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VI. ElTitular de la Secretaría para el Desarrollo Sustentable de los Pueblos Indígenas. 
VII. El Titular de la Secretaría de Salud y Director General del Instituto de Salud. 

VIII. El Titular de la Secretaría de Educación. 

IX. El Titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana. 


X. El Titular de la Secretaría para el Desarrollo de la Frontera Sur y Enlace para la 
Cooperación Internacional. 


XI. El Titular de la Secretaría de la Juventud, Recreación y Deporte. 
XII. El Titular del Instituto de la Consejería Jurídica y de Asistencia Legal. 


XIll. La Titular del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Chiapas, 
DIF-Chiapas. 


XIV. El Titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado. 
XV. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 


XVI. Cuatro representantes de la sociedad civil, que serán nombrados por el Sistema 
Estatal de Protección Integral, en términos de lo que establezca el Reglamento de la 
Ley. 


Cada uno de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral, tendrá derecho a voz y 
voto en las sesiones que se celebren. 


Serán invitados especiales a las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, el Presidente 
de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, y los Presidentes de las Comisiones de 
Atención a la Mujer y a la Niñez, y de Atención a Grupos Vulnerables del Congreso del Estado, 
quienes intervendrán con voz, pero sin voto. 


Artículo 153. Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral nombrarán un suplente 
que deberá tener el nivel de subsecretario o su equivalente. 


Artículo 154. El Presidente del Sistema Estatal de Protección Integral podrá invitar a las ses- 
iones respectivas a representantes de otras dependencias y entidades de la Administración 
Pública Estatal, de los órganos con autonomía constitucional, así como de los ayuntamientos, 
según la naturaleza de los asuntos a tratar quienes intervendrán con voz pero sin voto. 


En las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, participarán de forma permanente, 
sólo con voz, niñas, niños y adolescentes, que serán seleccionados por el propio Sistema, te- 
niendo la facultad de poder presentar propuestas, mismas que deberán ser tomadas en cuen- 
ta. La participación de niñas, niños y adolescentes deberá ser de manera voluntaria. De igual 
forma, se podrá invitar a personas o instituciones, nacionales o internacionales, especializadas 
en la materia. 


Artículo 155. El Sistema Estatal de Protección Integral se reunirá cuando menos tres veces al 
año. Para sesionar válidamente se requerirá un quórum de la mayoría de sus miembros y la 


asistencia de su Presidente o su representante; sus decisiones se tomarán por mayoría de votos 
y, en caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad. 


Artículo 156. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Sistema Estatal de Protección 
Integral podrá constituir comisiones encargadas de atender asuntos o materias específicas y 
emitirá los lineamientos para su integración, organización y funcionamiento. 


Artículo 157. El Sistema Estatal de Protección Integral tiene las siguientes atribuciones: 


vi. 


VII. 


VIII. 


XI. 


Xi. 


Instrumentar y articular las políticas públicas en concordancia con la política na- 
cional. 


Coadyuvar en la adopción y consolidación del Sistema Nacional de Protección. 


Difundir el marco jurídico estatal, nacional e internacional de protección a los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Integrar la participación de los sectores público, social y privado y de la sociedad 
civil, en la definición e instrumentación de políticas para la garantía y protección 
integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Generar los mecanismos necesarios para garantizar la participación directa y 
efectiva de niñas, niños y adolescentes en los procesos de elaboración de pro- 
gramas y políticas para la garantía y protección integral de sus derechos. 


Promover, en los diferentes sectores de gobierno, el establecimiento de presu- 
puestos etiquetados, destinados a la protección de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. 


Impulsar la incorporación de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adoles- 
centes en la planeación estatal del desarrollo, 


Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes en la elaboración de programas estatales y municipales, así como en las 
políticas y acciones de las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Estatal. 


Aprobar, en el marco de los Planes Nacional y Estatal de Desarrollo, el Programa 
Estatal. 


Elaborar y ejecutar coordinadamente el Programa Estatal con la participación de 
los sectores público, social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes. 


Asegurar la colaboración y coordinación entre el Estado y los municipios, para 
la formulación, ejecución e instrumentación de políticas, programas, estrategias 
y acciones en materia de protección y ejercicio de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes, con la participación de los sectores público, social y privado así 
como de niñas, niños y adolescentes. 


Hacer efectiva la concurrencia, vinculación y congruencia de los programas y ac- 
ciones del gobierno estatal y los municipios, con los objetivos, estrategias y prio- 
ridades de la política pública estatal de protección de los derechos de niñas, niños 
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y adolescentes. 


Xill. Garantizar la participación de niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus 
derechos humanos, tomando en consideración las medidas especiales que se re- 
quieran. 


XIV. Fortalecer las acciones de corresponsabilidad y cercanía entre las instancias 
públicas y privadas con niñas, niños y adolescentes. 


XV. Promover la celebración de instrumentos de colaboración y coordinación, así 
como acciones de concertación con instancias públicas y privadas, nacionales e 
internacionales, que contribuyan al cumplimiento de la Ley General y la presente 
Ley. 





XVI. Establecer mecanismos de coordinación con otros sistemas estatales que desar- 
rollen programas, acciones y políticas en beneficio de niñas, niños y adolescentes, 
en los términos de las disposiciones aplicables. 


XVII. Conformar un sistema de información a nivel estatal, con el objeto de contar 
con datos desagregados que permitan monitorear los progresos alcanzados en 
el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes en el país, in- 
cluyendo indicadores cualitativos y cuantitativos. Este sistema de información se 
coordinará y compartirá con otros sistemas estatales, municipales y el sistema 
nacional, en términos de los convenios de coordinación que al efecto se celebren, 
de conformidad con las disposiciones aplicables. 


Ley DE Los DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 


XVIII. Establecer mecanismos para garantizar la formación, capacitación y profesional- 
ización de manera sistémica, continua y obligatoria sobre derechos humanos de 
niñas, niños y adolescentes, de los servidores públicos vinculados con la protec- 
ción, restitución y garantía de sus derechos a nivel estatal y municipal. 


XIX. Vigilar la correcta ejecución del Programa Estatal. 


XX. Emitir un informe anual sobre los avances del Programa Estatal y remitirlo al 
Sistema Nacional de Protección Integral. 


XXI. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de la Ley General y de esta 
Ley. 


Artículo 158. El Sistema Estatal de Protección Integral se coordinará con el Sistema Nacional de 
Protección Integral y los Sistemas Municipales de Protección Integral en un marco de respeto 
y colaboración. 


Capítulo Segundo 
De la secretaría ejecutiva 


Artículo 159. La coordinación operativa del Sistema Estatal de Protección Integral, estará 
a Cargo de la Secretaría Ejecutiva, que será un órgano administrativo de la Subsecretaría de 
Gobierno y Derechos Humanos, de la Secretaría General de Gobierno, la cual se implementará 
y constituirá como el máximo órgano de autoridad del propio Sistema. 
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La Secretaría Ejecutiva participará en las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, 
únicamente con derecho a voz. 


La Secretaría Ejecutiva tiene las atribuciones siguientes: 


VII. 


XI. 


Xi. 


XiI1l. 


Coordinar las acciones entre las dependencias y las entidades competentes de la 
Administración Pública estatal que deriven de la presente Ley. 


Elaborar el anteproyecto del Programa Estatal para someterlo a consideración de 
los miembros del Sistema. 


Llevar a cabo el seguimiento y monitoreo de la ejecución del Programa Estatal; 


Elaborar y mantener actualizado el marco normativo del Sistema Estatal de 
Protección Integral. 


Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema Estatal de Protección Integral, 
llevar el archivo de éstos y de los instrumentos jurídicos que deriven, y expedir 
constancia de los mismos. 


Apoyar al Sistema Estatal de Protección Integral en la ejecución y seguimiento de 
los acuerdos y resoluciones emitidos. 


Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación con instancias 
públicas y privadas, nacionales e internacionales. 


Administrar el sistema de información a nivel local en materia de niñez y adoles- 
cencia y remitir la información al Sistema Nacional de Protección Integral. 


Coordinar la recopilación de información y la homogeneización de estándares 
e indicadores y el envío oportuno de dicha información al Sistema Nacional y al 
Sistema Estatal de Protección Integral, para su procesamiento, análisis y evalu- 
ación. 

Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer las acciones en fa- 
vor de la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes con el fin 
de difundirlos a las autoridades competentes y a los sectores social y privado para 
su incorporación en los programas respectivos. 


Difundir entre las autoridades correspondientes y la población en general los re- 
sultados de los trabajos que realice, así como toda aquella información pública 
que tienda a la generación, desarrollo y consolidación de perspectiva en la mate- 
ria, desagregada por lo menos, en razón de edad, sexo, entidad federativa, esco- 
laridad y discapacidad. 


Asesorar y apoyar al Gobierno del Estado, así como a las autoridades municipales 
que lo requieran para el ejercicio de sus atribuciones. 


Proporcionar la información necesaria a la instancia normativa competente y 
al Sistema Estatal de Protección Integral, para la evaluación de las políticas de 
desarrollo social vinculadas con la protección de niñas, niños y adolescentes. 
(P.O.E. 292, 2? Sección, 26-abril-2017). 
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XIV. Dar seguimiento al cumplimiento de sugerencias y recomendaciones derivadas 
de la evaluación de las políticas de desarrollo social vinculadas con la protección 
de niñas, niños y adolescentes. 


XV.  Fungir como instancia de interlocución con organizaciones de la sociedad civil, 
academia y demás instituciones de los sectores social y privado. 


XVI. Coordinar con las autoridades municipales la articulación de la política estatal, así 
como el intercambio de información necesaria a efecto de dar cumplimiento con 
el objeto de esta Ley. 


XVII. Desarrollar campañas de difusión y sensibilización para la promoción de los 
derechos de la niñez y la adolescencia. 


XVIII. Las demás que le encomiende el Presidente o el Sistema Estatal de Protección 
Integral. 


Capítulo Tercero 
De los sistemas municipales de protección 


Artículo 160. En cada Municipio del Estado se instalarán Sistemas Municipales de Protección, 
que serán presididos por los Presidentes Municipales, y estarán integrados por las dependen- 
cias e instituciones vinculadas con la protección y garantía de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. 


Los Sistemas Municipales contarán con una Secretaría Ejecutiva y garantizarán la participación 
de los sectores social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 161. Los Sistemas Municipales de Protección, deberán contar con un programa de 
atención y la Secretaría Ejecutiva podrá fungir como autoridad de primer contacto con niñas, 
niños o adolescentes y será el enlace con las instancias federales y estatales competentes. 


La Secretaría Ejecutiva a que se refiere el presente artículo coordinará a los servidores públicos 
municipales cuando en la operación, verificación y supervisión de las funciones y servicios que 
les correspondan, detecten casos de violación a los derechos contenidos en la presente Ley, a 
efecto de que se dé vista a la Procuraduría de Protección Municipal de forma inmediata. 


Los Sistemas Municipales de Protección deberán ejercer las atribuciones previstas en artículo 
130 de esta Ley, sin perjuicio de otras que se dispongan en esta Ley y demás normativa aplicable. 


TÍTULO OCTAVO 


De los organismos de protección de los derechos humanos 


Capítulo Único 
De la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 


Artículo 162. La Comisión Estatal de los Derechos Humanos en el ámbito de su respectiva 
competencia, deberá establecer áreas especializadas para la protección efectiva, observancia, 
promoción, estudio y divulgación de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


TÍTULO NOVENO 


Del programa estatal y de los programas municipales 


Capítulo Único 
Generalidades 


Artículo 163. Las autoridades Estatales y municipales, en el ámbito de sus respectiva compe- 
tencia, a través del Sistema Estatal de Protección Integral, así como los sectores privado y social, 
participarán en la elaboración y ejecución del Programa Estatal, el cual deberá ser acorde con 
los Planes Federal y Estatal de Desarrollo y con la presente Ley. 


Artículo 164. El Programa Estatal contendrá las políticas, objetivos, estrategias y líneas de ac- 
ción prioritarias en materia de ejercicio, respeto, promoción y protección integral de niñas, ni- 
ños y adolescentes. 


Artículo 165. Los Programas Municipales preverán acciones de mediano y largo alcance, indi- 
carán los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, y deberán alinearse al Programa 
Estatal. 


Artículo 166. El Programa Estatal y los Programas Municipales, deberán incluir mecanismos 
transparentes que permitan su evaluación y seguimiento, así como de participación ciudadana 
y serán publicados en el Periódico Oficial. 


Artículo 167.- Los Sistemas Estatal y Municipales de Protección Integral, contarán con órganos 
consultivos de apoyo, en los que participarán las autoridades competentes y representantes de los 
sectores social y privado, para la implementación y aplicación de los Programas correspondiente. 


TÍTULO DÉCIMO 


De las medidas de protección a favor 
de niñas, niños y adolescentes 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-201 6) 
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Capítulo Único 
Generalidades 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 168. Las medidas de protección, son disposiciones dictadas por autoridad compe- 
tente, con el objeto de suspender los efectos de acciones u omisiones de autoridades o particu- 
lares que vulneren los derechos de niñas, niños o adolescentes, a fin de proteger y garantizar los 
derechos de éstos. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Las medidas de protección, se clasifican de la siguiente manera: 


l. Medidas de Protección de Restitución. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


Il. Medidas de Protección Especial. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. Medidas Urgentes de Protección Especial. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


Dichas medidas están enfocadas a colocar a niñas, niños y adolescentes en una situación en 
la que todos sus derechos estén garantizados para que accedan a tantos servicios del Estado, 
como sea necesario para lograr la restitución de sus derechos. (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 169. Son autoridades competentes para ordenar las medidas de protección enuncia- 
das en este título, el Ministerio Público, la autoridad jurisdiccional, la Procuraduría de Protección 
Estatal y los titulares de las Procuradurías de Protección Municipales. (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 


La Procuraduría de Protección Estatal, podrá ordenar o solicitar las medidas de protección de 
restitución, medidas de protección especial y medidas urgentes de protección especial, en todo 
el Estado. Las personas que funjan como titulares de las Procuradurías Municipales están ob- 
ligadas a ordenar o solicitar cualquier tipo de medidas de protección dentro de la demarcación 
territorial donde ejerzan sus funciones. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 170. Las autoridades competentes, deberán llevar el registro de las órdenes de medi- 
das de protección solicitadas, decretadas, en trámite y concluidas, e informar a la Procuraduría 
de Protección Estatal para integrar el Registro Estatal de Órdenes de Protección, en términos del 
respectivo reglamento. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 171. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser informados sobre el estado 
y probable curso de su situación legal y social cuando se dicte alguna de las medidas de protec- 
ción previstas en el presente Título, mediante un lenguaje claro y acorde a su edad y nivel de de- 
sarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 172. Las medidas de protección concluirán: (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


I. Cuando hayan cesado los efectos de la situación de riesgo, violencia o vulneración de 
derechos de las niñas, niños y adolescentes, objeto por el cual se emitieron. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

Il. Cuando quede sin materia, al extinguirse el motivo que originó su expedición. (P. O. 
E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. Hasta en el término de seis meses, una vez agotadas todas las medidas necesarias 
para la ejecución de la misma. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


IV. Cuando previa solicitud, debidamente fundada y motivada, de la Procuraduría de 
Protección Estatal o las Procuradurías de Protección Municipales, el Órgano jurisdic- 
cional competente o el ministerio público, determine el cese de los efectos de la me- 
dida de protección. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


La autoridad que emitió la medida de protección, en términos del presente artículo, deberá 
acordar la conclusión de la medida, fundando y motivando su determinación, debiendo notifi- 
car por escrito a quien haya solicitado la misma, y en el caso de que se ignore la identidad o el 
domicilio del peticionario, se notificará a la Procuraduría de Protección Estatal. (P. O. E. Número 
245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Lo anterior sin perjuicio que de existir la necesidad de una nueva medida de protección, podrá 
solicitarse o dictarse, bajo el interés superior de la infancia. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


Capítulo Il 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


De las medidas de protección de restitución 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 173. Las medidas de protección de restitución son las disposiciones dictadas por las 
Procuradurías de Protección Estatal o Procuradurías de Protección Municipales, de carácter 
administrativo, dirigidas a organismos federales, estatales y municipales, públicos, privados y 
sociales, y particulares, según corresponda, para intervenir en el ámbito de su competencia, al 
cumplimiento de los planes de restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes. Estas 
medidas no deben afectar a las medidas de protección especial o urgentes de protección es- 
pecial que se soliciten o emitan, con la finalidad de prevenir o sustraer a la niña, niño o adoles- 
cente del riesgo, amenaza o afectación de cualquiera de sus derechos. (P. O. E. Número 245 
- 22 Sección, 06-Julio-2016) 
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Artículo 174. Las medidas de protección de restitución pueden consistir en: (P. O. E. Número 
245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


La inclusión de la niña, niño o adolescente y su familia en forma conjunta o separada, 
en programas de asistencia social, de salud y educativos; así como actividades de- 
portivas, culturales, artísticas o cualquier otra actividad recreativa al que puedan in- 
corporarse por sus características. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


El exhorto al cumplimento del reconocimiento de quienes ejerzan la patria potestad, 
tutela o guarda y custodia de la niña, niño o adolescente, a través de una declaratoria 
por escrito en la que admite su responsabilidad y reconoce el compromiso de respe- 
tar sus derechos. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. La separación inmediata de la niña, niño o adolescente de la actividad laboral. (P. O. 


E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


IV. Ordenar el registro de nacimiento de niñas, niños y adolescentes, de conformidad 


con la normatividad aplicable. (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


V. Lareintegración de la niña, niño o adolescente a su núcleo familiar, cuando las perso- 


nas que acrediten ejercer la patria potestad, tutoría o la guarda y custodia, no tenga 
limitados sus derechos por resolución de autoridad competente. (P. O. E. Número 
245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


VI. Las demás que resulten necesarias para salvaguardar los derechos de las niñas, niños 


y adolescentes. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Capítulo lll 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


De las medidas de protección especiales 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 175. Las medidas de protección especiales son disposiciones ordenadas para prote- 
ger y garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes cuando se detecten actos u omis- 
iones que vulneran sus derechos y que no actualicen hechos considerados como delitos, y es 
necesario para su eficacia, transgredir derechos de terceros. Estas medidas no deben afectar a 
las medidas urgentes de protección especial, y pueden consistir en: (P. O, E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 


La separación temporal de niñas, niños y adolescentes de las personas que ejerzan la 
patria potestad o de sus tutores y, en términos de las disposiciones aplicables, de las 
personas que los tengan bajo su guarda y custodia, cuando por sus acciones u omis- 
iones pongan en riesgo gravemente los derechos de los mismos, siempre y cuando 
dichas acciones u omisiones no constituyan un delito. (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 


Il. El resguardo temporal de niñas, niños y adolescentes por parte de un integrante de 
la familia de origen, de la familia extensa, de una familia de acogida o de un centro 
de asistencia social, en dicho orden de preferencia, que en términos de la fracción 
anterior, hayan sido separados de las personas que ejerzan la patria potestad o de sus 
tutores y, en términos de las disposiciones aplicables, de las personas que los tengan 
bajo su guarda y custodia. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. La orden de tratamiento psicológico de niñas, niños o adolescentes y de su familia, 

así como su capacitación en materia de derechos de la infancia, fortalecimiento fa- 

miliar, derechos humanos y prevención de la violencia familiar. (P. O. E. Número 245 

- 22 Sección, 06-Julio-2016) 

La inclusión de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de 

niñas, niños y adolescentes en medidas de rehabilitación y asistencia terapéutica; 

misma que sólo será decretada por el órgano jurisdiccional competente. (P. O. E. 

Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

V. Las demás que resulten necesarias para salvaguardar los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes, que no actualicen hechos considerados como delitos, y sea necesario 
para su eficacia, transgredir derechos de terceros. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


= 


Artículo 176. La Procuraduría de Protección Estatal o en su caso, las Procuradurías de Protección 
Municipales, ordenarán las medidas de protección especial, previstas en el artículo anterior, cu- 
ando tengan la sospecha fundada de la violación de los derechos de niñas, niños y adolescen- 
tes, debiendo hacer del conocimiento del órgano jurisdiccional competente sobre las mismas, 
en el término de tres días hábiles a partir de haber ejecutado la medida de protección especial 
correspondiente, para su ratificación, modificación o cancelación. (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 


La Procuraduría de Protección Estatal, o en su caso, las Procuradurías de Protección Municipales, 
presentarán ante el órgano jurisdiccional competente, la solicitud de ratificación de la medida, 
expresando los hechos y argumentos que justifiquen la necesidad de la medida de protección 
dictada, acompañada con lo siguiente: (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


I. Estudio de trabajo social. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 
Il. Valoración Psicológica. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. Demás datos con que se cuenten y acrediten la necesidad de la medida. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


La Procuraduría de Protección Estatal, o en su caso, las Procuradurías de Protección Municipales, 
presentarán ante el órgano jurisdiccional competente, la solicitud de las medidas de protec- 
ción especial previstas en la fracción IV del artículo 175, expresando los hechos y argumentos 
que justifiquen la necesidad de dictar la medida de protección especial respectiva, acompa- 
ñada con los requisitos previstos en el párrafo anterior. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 
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Dentro de los tres días hábiles siguientes a partir de la recepción de la solicitud de medidas 
de protección especial o de la solicitud de la ratificación de la medida de protección especial 
dictada por la Procuraduría de Protección Estatal o las Procuradurías de Protección Municipales, 
el órgano jurisdiccional competente deberá emitir la medida de protección especial que corre- 
sponda, o en su caso, ratificar, modificar o cancelar las medidas de protección especial vigentes. 
(P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


En caso de que la autoridad jurisdiccional determine cancelar la medida de protección especial, 
la Procuraduría de Protección Estatal o las Procuradurías de Protección Municipales, dejarán 
sin efecto la medida una vez que le sea notificada la determinación, y realizarán las acciones 
que correspondan para que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de la apli- 
cación de la medida de protección especial. (P. O. E. Número 245 - 22? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 177. Las medidas de protección especial pueden ser solicitadas por escrito, en for- 
ma verbal o por cualquier otro medio de comunicación que sea eficaz, a la Procuraduría de 
Protección Estatal o las Procuradurías de Protección Municipales, según sea el caso, por: (P. O. 
E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Il. La niña, niño o adolescente que sufra de alguna afectación a sus derechos. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

Il. Cualquier persona, institución pública o privada que tenga conocimiento de una 
situación de riesgo, amenaza o afectación de derechos de niñas, niños o adolescen- 
tes. (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 178. La solicitud de medidas de protección especial, deberán cumplir con los requisi- 
tos siguientes: (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-201 6) 


l. Datos de identificación de la niña, niño o adolescente. (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 

Il. Descripción que conforman la vulneración de la niña, niño o adolescente. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

Ill. Lugar donde ocurren los hechos de vulneración. (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 
06-Julio-2016) 


La Procuraduría de Protección Estatal o las Procuradurías de Protección Municipales, según sea 
el caso, una vez recibida la solicitud de la medida especial de protección, en términos del artí- 
culo anterior, deberán realizar la acciones tendentes para detectar la posible vulneración de los 
derechos de la niña, niño o adolescente, y cuando corresponda, emitirá o solicitará la medida 
de protección especial, en un plazo no mayor a quince días hábiles a partir de recibida la solici- 
tud. (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


CAPÍTULO IV 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


DE LAS MEDIDAS URGENTES DE PROTECCIÓN ESPECIAL 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 179.- Las medidas urgentes de protección especial son disposiciones que el Ministerio 
Público, ordenará de oficio o a petición de parte, para proteger, garantizar y resguardar los 
derechos de niñas, niños y adolescentes cuando exista riesgo inminente contra la vida, la liber- 
tad, integridad de éstos o circunstancias de hecho que puedan constituir delitos de conformi- 
dad con las leyes penales. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Las medidas urgentes de protección especial que la autoridad determine, serán vinculantes 
para todas las autoridades estatales y municipales, y deberán darle cumplimiento inmediata- 
mente después de recibir la orden respectiva, en el ámbito de su competencia. (P. O. E. Número 
245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 180. Las medidas urgentes de protección especial pueden ser solicitadas por escri- 
to, en forma verbal o por cualquier otro medio de comunicación que sea eficaz por: (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Il. La niña, niño o adolescente que sufra de alguna afectación a sus derechos. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

Il. La Procuraduría de Protección Estatal, o las Procuradurías de Protección Municipales. 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. Cualquier persona, institución pública o privada que tenga conocimiento de una 
situación de riesgo, amenaza o afectación de la vida, la libertad, integridad de niñas, 
niños o adolescentes. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 181. Cuando se solicite la imposición de medidas urgentes de protección especial, se 
deberá manifestar los hechos y argumentos que justifiquen las mismas. Son medidas urgentes 
de protección especial, en relación con niñas, niños y adolescentes, además de las establecidas 
en el Código Nacional de Procedimientos Penales, las siguientes: (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 


I. El acogimiento residencial de la niña, niño o adolescente afectado, cuando se en- 
cuentre en peligro su vida, integridad o libertad, como último recurso una vez agota- 
da la posibilidad del acogimiento por parte de la familia extensa o ampliada. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

Il. La separación inmediata de la persona que maltrate a un niño, niña o adolescente del 
entorno de éstos. (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. Prohibición de acercarse o comunicarse con la niña, niño o adolescente, hasta por 60 
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días naturales, pudiéndose prorrogar por el término de 30 días o hasta que cese el 
riesgo, de conformidad con el interés superior de la niña, niño o adolescente. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

IV. La orden de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico de la niña, niño o adoles- 
cente o de su madre, padre, representante o responsable, en especial los servicios de 
salud de emergencia previstos en los artículos 29 y 30 de la Ley General de Víctimas. 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-201 6) 


V. Las demás que resulten necesarias para salvaguardar los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes cuando exista riesgo inminente contra la vida, la libertad, integridad 
de éstos o circunstancias de hecho que puedan constituir delitos de conformidad 
con las leyes penales. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 182. La Procuraduría de Protección Estatal y los titulares de las Procuradurías de 
Protección Municipales, podrán ordenar mediante determinación administrativa, fundando y 
motivando, las medidas urgentes de protección especial que deberán cumplirse de inmediato 
con auxilio de las instituciones de seguridad pública competente, cuando no exista Ministerio 
Público o cuando se encuentre ausente del territorio de su adscripción, dando aviso de inmedi- 
ato al ministerio público más cercano. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


El Ministerio Público, y en su caso la Procuraduría de Protección Estatal o las Procuradurías 
de Protección Municipales, deberán decretar las medidas urgentes de protección especial a 
más tardar dentro de las tres horas siguientes a partir de la recepción de la solicitud. Una vez 
impuesta la medida urgente de protección, dentro del término de doce horas, el Ministerio 
Público, y en su caso la Procuraduría de Protección Estatal o las Procuradurías de Protección 
Municipales, darán aviso al órgano jurisdiccional competente quien en el término de veinticu- 
atro horas siguientes a la imposición de la medida urgente de protección, deberá pronunciarse 
sobre la ratificación, modificación o cancelación de la medida que se encuentre vigente. (P. O. 
E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


En caso de incumplimiento de las medidas urgentes de protección especial, la Procuraduría de 
Protección Estatal o las Procuradurías de Protección Municipales podrán solicitar la imposición 
de las medidas de apremio correspondientes a la autoridad competente. (P. O. E. Número 245 
- 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 183. En caso de que la autoridad jurisdiccional determine cancelar la medida urgente 
de protección especial decretada por el Ministerio Público, y en su caso por la Procuraduría de 
Protección Estatal o las Procuradurías de Protección Municipales, éste la dejará sin efecto una 
vez que le sea notificada la determinación y ordenará a la autoridad encargada de ejecutarla 
que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de la aplicación de la medida. (P. 
O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


En los demás casos, se estará a lo que determine la autoridad jurisdiccional en la resolución 
respectiva. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


TÍTULO DÉCIMO PRIMERO 


De las infracciones administrativas 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Capítulo Único 
De las infracciones y sanciones administrativas 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 184. Los servidores públicos, personal de instituciones de salud, educación, deportivas 
o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al control, administración 
o coordinación de aquéllas que, en el ejercicio de sus funciones o actividades o con motivo de 
ellas, indebidamente impidan el ejercicio de algún derecho o nieguen la prestación del servicio 
al que están obligados, a las niñas, niños o adolescentes, serán sujetos a las sanciones adminis- 
trativas y demás que resulten aplicables, en términos de las disposiciones correspondientes. (P. 
O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


No se considerarán como negación al ejercicio de un derecho, las molestias que sean conse- 
cuencia de sanciones legales, que sean inherentes o incidentales a éstas o derivadas de un acto 
legítimo de autoridad. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 185. Se consideran infracciones a la presente Ley: (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


l. Respecto de servidores públicos, personal de instituciones de salud, educación, de- 
portivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al con- 
trol, administración o coordinación de aquéllas, así como centros de asistencia social 
o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando en el ejerci- 
cio de sus funciones o actividades o con motivo de ellas conozcan de la violación 
de algún derecho de las niñas, niños o adolescente, e indebidamente se abstengan 
de hacerlo del conocimiento de la autoridad competente en contravención a lo dis- 
puesto por esta Ley y demás ordenamientos aplicables. (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 

Il. Respecto de servidores públicos, personal de instituciones de salud, educación, de- 
portivas o culturales, empleados o trabajadores de establecimientos sujetos al con- 
trol, administración o coordinación de aquéllas, así como centros de asistencia so- 
cial o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal o municipal, cuando propicien, 
toleren o se abstengan de impedir, cualquier tipo de abuso, acoso, agresión, daño, 
intimidación, violencia, maltrato o perjuicio de que tengan conocimiento, en contra 
de niñas, niños y adolescentes. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 
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III. Respecto de profesionales en trabajo social o psicología que intervengan en proced- 
imientos de adopción que no cuenten con la autorización del Sistema DIF-Chiapas 
a que se refiere el artículo 143 de esta Ley. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 

IV. Las demás contravenciones a lo dispuesto en la presente Ley. (P. O. E. Número 245 - 
22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 186. A quienes incurran en las infracciones previstas en las fracciones l, Il y Ill del artí- 
culo anterior, se sancionará con: (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Il. Apercibimiento. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

Il. Amonestación por escrito. (P, O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 

III. Multa de hasta mil quinientos días de salario mínimo general, al momento de reali- 
zarse la conducta sancionada. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

IV. Arresto Administrativo hasta por treinta y seis horas. (P. O. E. Número 245 - 22 
Sección, 06-Julio-2016) 

V. Suspensión del empleo hasta por quince días, sólo para el caso de ser servidor pú- 
blico. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-201 6) 


VI. Separación definitiva del cargo. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Sin perjuicio de las sanciones que procedan, en caso de que el infractor sea servidor público, 
se podrá denunciar ante el superior jerárquico, para que inicie el procedimiento en materia de 
responsabilidades de servidores públicos en los términos de la legislación aplicable. (P. O. E. 
Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


En casos de reincidencia, la multa podrá aplicarse hasta por el doble de lo previsto en este 
artículo. Se considerará reincidente al que: (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


a) Habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada, realice otra violación 
del mismo precepto de esta Ley. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


b) Al inicio del segundo o ulterior procedimiento exista resolución previa que haya 
causado estado. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


c) Que entre el inicio del procedimiento y la resolución que haya causado estado no hay- 
an transcurrido más de diez años. (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 187. Para la determinación de la sanción, las autoridades competentes deberán con- 
siderar: (P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Il. La gravedad de la infracción. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


ll. El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción. (P. O. 
E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


Ill. Los daños que se hubieren producido o puedan producirse. (P. O. E. Número 245 - 
22 Sección, 06-Julio-2016) 

IV. La condición económica del infractor. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


V. Lareincidencia del infractor. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 188. Las sanciones previstas en esta Ley se aplicarán por las siguientes autoridades: (P. 
O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Il. La dependencia o entidad de la Administración Pública Estatal o Municipal que re- 
sulte competente, en los casos de las fracciones | y Il del artículo 185 de esta Ley. (P. 
O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 

Il. Tratándose de servidores públicos, así como empleados o trabajadores de estab- 
lecimientos sujetos al control, administración o coordinación, del Poder Judicial del 
Estado; el Honorable Congreso del Estado; órganos con autonomía constitucional, 
o del Tribunal Superior de Justicia del Estado, las sanciones serán impuestas por los 
órganos que establezcan sus respectivos ordenamientos legales. (P. O. E. Número 
245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 

. El Sistema DIF- Chiapas, en los casos de la fracción lI! del artículo 185 de esta Ley. (P. 
O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


Artículo 189. Contra las sanciones que las autoridades estatales o municipales impongan 
en cumplimiento de esta Ley, se podrá interponer el recurso de revisión previsto en la Ley de 
Procedimientos Administrativos para el Estado de Chiapas. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 
06-Julio-2016) 


Artículo 190. Para los efectos de este Título, a falta de disposición expresa y en lo que no con- 
travenga a esta Ley, se aplicará supletoriamente la Ley de Procedimientos Administrativos para 
el Estado de Chiapas. (P. O. E. Número 245 - 22 Sección, 06-Julio-2016) 


TRANSITORIOS 


ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Periódico Oficial del Estado. 


ARTÍCULO SEGUNDO. Todas las modificaciones a las disposiciones normativas, derivadas de 
lo establecido en la presente Ley, deberán ser expedidas, en un término no mayor a 90 días 
hábiles, siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 


ARTÍCULO TERCERO. Se deroga con el presente Decreto, lo relativo al Libro Segundo denomi- 
nado “De la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado”, que com- 
prende de los artículos 61 al 123, todos del Código de Atención a la Familia y Grupos Vulnerables 
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para el Estado Libre y Soberano de Chiapas. 


ARTÍCULO CUARTO. Los Sistemas de Protección Integral Estatal y Municipales, deberán inte- 
grarse a más tardar dentro de los noventa días hábiles, siguientes a la entrada en vigor del 
presente Decreto. 


El Presidente de los Sistemas de Protección Integral Estatal y Municipales, realizarán las accio- 
nes necesarias para la elaboración de sus Programa, los cuales deberá aprobarse dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a la instalación de dichos Sistemas. 


ARTÍCULO QUINTO. Las disposiciones reglamentarias derivadas de esta Ley deberán ser ex- 
pedidas por el Ejecutivo del Estado en un plazo no mayor a los ciento ochenta días naturales, 
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 


ARTÍCULO SEXTO. El Titular de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral, 
una vez instalado el mismo, dentro de los siguientes treinta días naturales, deberá presentar a 
consideración y en su caso aprobación de los integrantes de dicho Sistema, el proyecto de lin- 
eamientos a que se refiere el artículo 156 de la presente Ley. 


ARTÍCULO SÉPTIMO. Los Centros de Asistencia que se encuentren operando con antelación a 
la entrada en vigor del presente Decreto, contarán con un plazo de 180 días naturales, a partir 
de la publicación del presente Decreto, para realizar las adecuaciones conducentes a su regla- 
mentación, en términos de lo previsto en la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
del Estado de Chiapas. 


ARTÍCULO OCTAVO. El Ejecutivo Estatal, a través de la Secretaría de Hacienda, preverá una 
partida presupuestal, para coadyuvar en el cumplimiento de la presente Ley. 


ARTÍCULO NOVENO. La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños, Adolescentes y la Familia, 
del Estado, deberá constituirse en un término no mayor a 90 días hábiles, siguientes a la en- 
trada en vigor del presente Decreto. 


Para efectos del párrafo anterior, el Sistema DIF — Chiapas, deberá reformar la normatividad cor- 
respondiente, a fin de que se formalice la creación de dicha Procuraduría. 


ARTÍCULO DÉCIMO. Los Municipios del Estado, deberán asignar las partidas presupuestales 
que correspondan, para hacer lo concurrente a lo mandatado en esta Ley, para tales efectos se 
deberán realizar las modificaciones legales correspondientes a su legislación fiscal. 


Así mismo, deberán prever dentro de su presupuesto, la creación de las Procuradurías 
Municipales de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños, Adolescentes y la Familia, las 


cuales deberán contar con al menos, un procurador, un psicólogo y un trabajador social. 


ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo 


establecido en el presente Decreto. 
El Ejecutivo del Estado, dispondrá se publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. 


Dado en el Salón de Sesiones del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Chiapas, 
en la Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas a los 02 días del mes de Junio del año dos mil 
quince.-D.P.C. JORGE ENRRIQUE HERNANDEZ BIELMA.-D.S.C. JOSE GUILLERMO TOLEDO 
MOGUEL.-Rúbricas. 


De conformidad con la fracción | del artículo 44 de la Constitución Política Local y para su ob- 
servancia, promulgo el presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo del Estado, en 
la Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los 02 días del mes de Junio del año dos mil quince.- 
Manuel Velasco Coello, Gobernador del Estado de Chiapas.- Juan Carlos Gómez Aranda, 
Secretario General de Gobierno.- Rúbricas. 


TRANSITORIOS 
(P. O. E. Número 245 - 2? Sección, 06-Julio-2016) 


ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Periódico Oficial del Estado. 


ARTÍCULO SEGUNDO. Todas las modificaciones a las disposiciones reglamentarias derivadas 
de lo establecido en el presente Decreto, deberán ser expedidas, en un término no mayor a 90 
días hábiles, siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 


ARTÍCULO TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo estableci- 
do en el presente Decreto. 


El Ejecutivo del Estado, dispondrá se publique, circule y se dé el debido cumplimiento al pre- 
sente Decreto. 


Dado en la Sede del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Chiapas, en la Ciudad 
de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas a los 29 días del mes de junio del año dos mil dieciséis.- D. P. C. 
EDUARDO RAMÍREZ AGUILAR.- D. S. C. LIMBANO DOMÍNGUEZ ROMÁN.- Rúbricas. 


De conformidad con la fracción | del artículo 44 de la Constitución Política Local y para su ob- 
servancia, promulgo el presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo del Estado, en 
la Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los 29 días del mes de Junio del Dos Mil Dieciséis, 
con el refrendo del C. Secretario General de Gobierno.- Manuel Velasco Coello, Gobernador 
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del Estado de Chiapas.- Juan Carlos Gómez Aranda, Secretario General de Gobierno.- 
Rúbricas. 


TRANSITORIOS 
(P. O. E. Número 2709, 2? Sección, 01-Febrero-2017) 


Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado. 


Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo dispuesto en el 
presente Decreto. 


El Ejecutivo del Estado dispondrá se publique, circule y se le dé el debido cumplimiento al pre- 
sente Decreto. 


Dado en el Salón de Sesiones Sergio Armando Valls Hernández del Honorable Congreso del 
Estado Libre y Soberano de Chiapas, en la Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas a los 28 días del 
mes de Enero del año dos mil diecisiete.- D. P. C. Eduardo Ramírez Aguilar.- D. S. C. Silvia 
Lilian Garcés Quiroz.- Rúbricas. 


De conformidad con la fracción | del artículo 59 de la Constitución Política Local y para su ob- 
servancia, promulgo el presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo del Estado, en la 
Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los 31 días del mes de Enero del año Dos Mil Diecisiete. 
Manuel Velasco Coello, Gobernador del Estado de Chiapas.- Juan Carlos Gómez Aranda, 
Secretario General de Gobierno.- Rúbricas. 


TRANSITORIOS 
(P. O. E. Número 292, 2? Sección, 26-Abril-201 7) 


Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado. 


Artículo Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo establecido 
en el presente Decreto. 


El Ejecutivo del Estado, dispondrá se publique, circule y se dé el debido cumplimiento al 
presente Decreto. 


Dado en el Salón de Sesiones “Sergio Armando Valls Hernández” del Honorable Congreso del 


Estado Libre y Soberano de Chiapas, en la Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los 20 días del 
mes de abril del año dos mil diecisiete.- D. P. C. Eduardo Ramírez Aguilar.- D. S. C. Fabiola 


Ricci Diestel.- Rúbricas. 


De conformidad con la fracción | del artículo 59 de la Constitución Política Local y para su ob- 
servancia, promulgo el presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo del Estado, en la 
Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los 21 días del mes de abril del año Dos Mil Diecisiete. 
Manuel Velasco Coello, Gobernador del Estado de Chiapas. - Juan Carlos Gómez Aranda, 


Secretario General de Gobierno.- Rúbricas. 
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Reglamento 
de la Ley de los derechos 
de niñas, niños y 
adolescentes de Chiapas 


14 de diciembre de 2016 


Manuel Velasco Coello, Gobernador del Estado de Chiapas, en ejercicio de las facultades que 
me confieren los artículos 59 y 62 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Chiapas; 5 y 8 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Chiapas, y, 


CONSIDERANDO 


El párrafo primero del artículo 10. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Con- 
stitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de 
las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 


Asimismo, el párrafo tercero del mismo artículo mandata a que todas las autoridades, en el 
ámbito de sus competencias, cumplan con la obligación de promover, respetar, proteger y ga- 
rantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdepen- 
dencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a estos derechos. 


Por su parte, el párrafo noveno del artículo 4o. Constitucional destaca el deber del Estado por 
velar y cumplir en todas sus decisiones y actuaciones con el principio del interés superior de 
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Este principio deberá guiar el diseño, 
ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. Asimismo se 
establece que los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de ali- 
mentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 


La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, misma que fue promulgada 
el 4 de diciembre del año 2014, establece en su artículo 10.que tiene como fin garantizar el 
pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de las niñas, niños 
y adolescentes, conforme a lo establecido en la Constitución Política y tratados internacionales 
de los que México forma parte. 

En este sentido, el artículo Segundo Transitorio de la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, establece la obligación a cargo de las legislaturas de las entidades fed- 
erativas entorno a las modificaciones normativas que deben realizarse para la armonización de 
la legislación local con respecto al nuevo sistema de organización, planeación y evaluación de 
los esfuerzos que realiza el Estado Mexicano a favor de la infancia. 


Por lo anterior, esta Administración, inició los trabajos que permitieran tener una ley, que reuni- 
era las mismas características y que garantizara los derechos tutelados en la Ley General antes 
mencionada, por lo que, mediante Decreto 489, publicado en el Periódico Oficial número 184, 
de fecha 17 de junio de 2015, se publicó la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
para el Estado de Chiapas. 


Con la expedición de la Ley en cita, se puso en marcha una serie de políticas en materia de 
protección a los derechos de niñas, niños y adolescentes, que son implementadas por la Fed- 
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eración, estableciéndose nuevas atribuciones para el Sistema Estatal para el Desarrollo Integral 
de la Familia, que permitan la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, 
cuando los mismos se encuentren restringidos o vulnerados. 


De igual forma, la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes para el Estado de Chiapas, 
establece en su artículo Quinto Transitorio, la facultad del Titular del Ejecutivo del Estado, para 
expedir las disposiciones reglamentarias derivadas de la misma, por lo que en cumplimiento 
a ello, es necesario emitir el presente Reglamento de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes para el Estado de Chiapas; ello, con el objeto de dotar de instrumentos jurídicos 
a las autoridades encargadas de brindar protección a las niñas, niños y adolescentes, bajo los 
principios universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, considerándoles 
como titulares de derechos, garantizando el pleno ejercicio con respeto y protección de los 
derechos humanos, basándose en la organización y funcionamiento del Estado, cumpliendo 
con responsabilidad en la restitución de los derechos que hayan sido vulnerados. Bajo estos 
principios rectores y criterios, se deberá, en coordinación con los municipios, de orientar toda 
la política pública, regulando los centros de asistencia social que se encuentren en peligro. 


Bajo este contexto, el presente Reglamento, se encarga de regular las funciones del Sistema 
Estatal de Protección Integral Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chiapas. 
El cual tiene como eje rector el fortalecimiento familiar con el fin de proteger de forma integral 
los derechos de niñas, niños y adolescentes, orgánicamente articulado por dependencias del 
Poder Ejecutivo Estatal, organismos públicos como la Comisión Estatal de los Derechos Huma- 
nos y la Procuraduría General de Justicia del Estado, así como por representantes de la sociedad 
civil y los Presidentes de todos los municipios que componen la Entidad. 


Así también, con la expedición de este ordenamiento, se pretende regular las atribuciones otor- 
gadas a los organismos pertenecientes a la Administración Pública Estatal y a los integrantes 
del Sistema Estatal de Protección Integral, con la finalidad de asegurar en mayor medida el re- 
speto, promoción y protección para garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


En este sentido, con la finalidad de cumplir con tales fines, el presente reglamento se integra 
de siete Títulos los cuales regulan entre otras cuestiones: la Integración, Organización y Func- 
ionamiento del Sistema Estatal de Protección Integral, así como también de los Sistemas Mu- 
nicipales de Protección y del Consejo Consultivo del Sistema Estatal de Protección Integral; asi- 
mismo, regula temas relativos al Programa Estatal y Evaluación de las Políticas Vinculadas con 
la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, así como al Sistema Estatal de 
Información, Registros Estatales y Bases de Datos de Niñas, Niños y Adolescentes. 


De igual forma, el presente ordenamiento contiene disposiones que se encargan de regular la 
Protección y Restitución de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; así como a las Medidas 
de Protección a favor de Niñas, Niños y Adolescentes. 


Por último, se prevé un Titulo especial referente a las sanciones administrativas, a que se harán 
acreedores los que incumplan las disposiciones de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 


Adolescentes para el Estado de Chiapas, indicándose que el Sistema DIF Chiapas, aplicará las 
sanciones a que se refiere el artículo 188, fracción lll de la Ley en cita, en términos de lo dis- 
puesto en el Título Tercero del Libro Primero de la Ley de Procedimientos Administrativos para 
el Estado de Chiapas 


Por los fundamentos y consideraciones anteriormente expuestos, el Ejecutivo a mi cargo tiene 
a bien expedir el siguiente: 


REGLAMENTO DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS 
Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 


LU 1 14:10) 


Generalidades 


Artículo 1. El presente Reglamento es de orden público, interés social y observancia general, 
y tiene por objeto reglamentar las disposiciones contenidas en la Ley de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chiapas, así como las atribuciones otorgadas a los 
organismos pertenecientes a la Administración Pública Estatal y a los integrantes del Sistema 
Estatal de Protección Integral, con la finalidad de asegurar el respeto, promoción y protección 
para garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 2. Para los efectos de este Reglamento, además de las definiciones previstas en el 
artículo 5 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chiapas, se 
entenderá por: 


I. Consejo Consultivo: al Órgano de apoyo denominado Consejo Consultivo del Siste- 
ma. 


Il. Ley: Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chiapas. 

III. Órganos Responsables: A los organismos pertenecientes a la Administración Pública 
Estatal y a los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral. 

IV. Reglamento: al Reglamento de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
del Estado de Chiapas. 

V. Secretaría Ejecutiva: Al órgano administrativo de la Secretaría General de Gobierno, 
encargado de la coordinación operativa del Sistema Estatal de Protección Integral, 
en términos del artículo 159 de la Ley. 

VI. Visitas de Supervisión: Al acto jurídico administrativo por medio del cual en coordi- 
nación con la Procuraduría Federal, la Procuraduría de Protección Estatal, supervisa 
el desempeño de los Centros de Asistencia Social. 
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Artículo 3. La Secretaría Ejecutiva promoverá acciones para que el Sistema Estatal de Protec- 
ción Integral, en cumplimiento del artículo 4? de la Ley, garantice la concurrencia de competen- 
cias con la que habrán de conducirse las autoridades Estatales y Municipales. 


Los Órganos Responsables, en el ámbito de su competencia, deberán procurar un enfoque 
transversal en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas en materia de 
derechos de las niñas, niños y adolescentes para priorizar el cumplimiento de dichos derechos 
reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes, los Tratados 
Internacionales, Constitución Política del Estado de Chiapas y demás disposiciones jurídicas 
aplicables. 


Los Órganos Responsables, especialmente aquellos encargados de la procuración, adminis- 
tración e impartición de justicia, ya sean administrativas o judiciales, en sus ámbitos de com- 
petencia deberán: 


a) Proteger y garantizar los derechos humanos así como dar cumplimiento a la Ley, y 
desarrollar acciones especiales para lograr que la niña, niño o adolescente que se en- 
cuentre involucrado en un procedimiento sin importar la calidad en la que participa 
ni la materia de que se trate, desde antes del inicio del procedimiento se encuentre 
debidamente informado o preparado; 


b) Durante el procedimiento que se trate, deberá preveer minimamente que cuenten 
con la asistencia, acompañamiento de una persona de apoyo, toma de testimonio, 
privacidad y medidas para proteger su intimidad, evitar el contacto con adultos que 
puedan afectarles emocionalmente; 

c) Adoptar las medidas de protección necesarias, que se le permita expresarse libre- 
mente y su opinión sea tomada en cuenta; 

d) Asimismo, después de concluido el procedimiento, se adopten las previsiones rela- 
cionadas con la valoración del dicho infantil o tratándose de un asunto que afecta a 
una niña, niño o adolescente con posterioridad al procedimiento. 


TÍTULO SEGUNDO 


Sistema Estatal de Protección Integral 


Capítulo | 
De las disposiciones generales 


Artículo 4. Para los efectos del Título Segundo de la Ley, la Secretaría Ejecutiva debe promover 
las acciones necesarias para que el Sistema Estatal de Protección Integral establezca las medi- 
das que permitan una colaboración y coordinación eficientes entre los tres órdenes de gobier- 


no, con la participación de los sectores social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes 
para garantizar el ejercicio pleno de los derechos previstos en dicho Título. 


Artículo 5. El Sistema Estatal de Protección Integral a través de la Secretaría Ejecutiva, debe 
implementar acciones para procurar la participación de los sectores público, privado y social, 
así como de niñas, niños y adolescentes, en la definición e instrumentación de políticas públi- 
cas estatales destinadas a garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes y su protec- 
ción integral. 


Para efectos del párrafo anterior, la Secretaría Ejecutiva, a través de su página electrónica, pro- 
moverá consultas públicas y periódicas con el sector público, social y privado, así como me- 
canismos universales, representativos y permanentes de participación en los diferentes entor- 
nos en los que se desarrollan las niñas, niños y adolescentes de manera cotidiana. 


Corresponde a la Secretaría Ejecutiva dar seguimiento respecto de lo dispuesto en el artículo 
2, párrafo segundo de la Ley, referente a la asignación de recursos en los presupuestos de los 
entes públicos para el cumplimiento de las acciones establecidas en la Ley. 


Artículo 6. El Sistema Estatal de Protección Integral, conforme a lo establecido en el artículo 
151 de la Ley, podrá impulsar el cumplimiento por parte de los Órganos Responsables, órganos 
constitucionales autónomos y autoridades municipales, de la implementación y ejecución de 
las acciones y políticas públicas que deriven de la Ley, en términos de lo dispuesto en los artícu- 
los 127 al 130 de la Ley. 


Artículo 7. El Sistema Estatal de Protección Integral podrá promover políticas de fortalecimien- 
to familiar para evitar la separación de niñas, niños y adolescentes, de quienes ejerzan la patria 
potestad, tutela o guarda y custodia de éstos, bajo los principios de la Ley y en observancia del 
interés superior del niño. 


Las políticas de fortalecimiento familiar que promueva el Sistema Estatal de Protección Integral 
podrán contemplar por lo menos, lo siguiente: 


I. Un diagnóstico periódico para determinar las causas de separación de las niñas, ni- 
ños y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia; 


Il. Las acciones para prevenir y atender las causas de separación que se hayan identi- 
ficado en el diagnóstico a que se refiere la fracción anterior; 


III. El mecanismo para evaluar los resultados obtenidos con la implementación de las 
políticas a que se refiere este artículo, y 


IV. Las demás que determine el Sistema Estatal de Protección Integral. 
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Capítulo Il 
De su integración, organización y funcionamiento 


Sección primera 
De las disposiciones generales 


Artículo 8. El Sistema Estatal de Protección Integral se integrará, organizará y funcionará de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley, el presente Reglamento y las disposiciones que para 
tal efecto emita. 


Los cargos que ocupen los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral, o en su caso 
de sus representantes, serán honoríficos, por lo que no recibirán retribución, emolumento ni 
compensación alguna por el desempeño de sus cargos. 


Artículo 9. Para los efectos de lo previsto en el artículo 155 de la Ley, el Presidente del Siste- 
ma Estatal de Protección Integral será representado de manera permanente por el Secretario 
General de Gobierno, y en casos excepcionales el Presidente del Sistema podrá nombrar a 
otro Secretario para suplirlo en las sesiones del Sistema. 


Artículo 10. La Secretaría Ejecutiva, previa solicitud de los integrantes del Sistema Estatal de 
Protección Integral, podrá convocar a sesiones extraordinarias para tratar asuntos urgentes o 
relevantes, mismas que serán reguladas en el Manual de Organización y Operación del Sistema 
Estatal de Protección Integral. 


Artículo 11. La Secretaría Ejecutiva, debe elaborar y someter a la aprobación del Sistema Estatal 
de Protección Integral, el proyecto de Manual de Organización y Operación del Sistema Estatal 
de Protección Integral, así como las modificaciones que correspondan a fin de mantenerlo ac- 
tualizado. 


El Manual de Organización y Operación del Sistema Estatal de Protección Integral, deberá con- 
tener por lo menos, lo siguiente: 


Il. Lasfunciones que habrán desempeñar con respecto a las sesiones los integrantes del 
Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes. 


Il. Los plazos y mecanismos para convocar a las sesiones ordinarias y extraordinarias del 
Sistema Estatal de Protección Integral. 


III. El contenido de las actas de las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral y 
su respectivo resguardo. 


IV. La forma en que se realizarán las invitaciones a que se refiere el artículo 154, segundo 
párrafo de la Ley, así como la forma para seleccionar a las niñas, niños y adolescentes 
que participarán de forma permanente en las sesiones del Sistema Estatal de Protec- 
ción Integral en términos de dicho artículo. 


V. Lorelativo al registro de las respectivas suplencias. 


Artículo 12. La Secretaría Ejecutiva de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la 
Ley, elaborará para consideración y, en su caso, aprobación del Sistema Estatal de Protección 
Integral, los lineamientos para la integración, organización y funcionamiento de las comisiones 
a que se refiere dicho artículo, las cuales podrán ser permanentes o transitorias según la natu- 
raleza de los asuntos que se sometan a su conocimiento. 


Las comisiones podrán constituirse cuando el Sistema Estatal de Protección Integral identifique 
situaciones específicas de violación a los derechos de las niñas, niños y adolescentes, así como 
situaciones que requieran una atención especial. En su caso la comisión que se cree para at- 
ender dichas violaciones o situaciones específicas coordinará una respuesta interinstitucional 
para atender integralmente esta problemática. 


La creación de las comisiones previstas en el artículo 156 de la Ley, podrán ser autorizadas por la 
Secretaría Ejecutiva de manera temporal, hasta en tanto se presentan al Sistema Estatal de Pro- 
tección Integral para su constitución; en dicho caso, la propuesta de constitución de la comisión 
autorizada temporalmente, deberá contener los requisitos previstos en los Lineamientos para la 
Integración, Organización y Funcionamiento de las Comisiones, además de un informe de sus 
actividades. En el supuesto de que el Sistema Estatal de Protección Integral acuerde no constituir 
la comisión autorizada temporalmente por la Secretaría Ejecutiva, deberá determinar la comisión 
que dará seguimiento a las acciones pendientes y se ordenará su conclusión. 


Artículo 13. Los Lineamientos para la Integración, Organización y Funcionamiento de las 
Comisiones deben prever cuando menos: 


Il. La posibilidad de tener el carácter de permanentes o temporales según la naturaleza 
de los asuntos que se sometan a su conocimiento. 


Il. Los criterios que habrán de considerarse para determinar la necesidad de dar carácter 
de permanente a alguna Comisión. 


Ill. Los razonamientos que se tomarán en cuenta para la designación de la persona que 
lleve la dirigencia de cada comisión. 


IV. La posibilidad de constituir comisiones sin necesidad de mayores formalidades, para 
atender situaciones relativas a derechos específicos, por eventos o situaciones que 
violen o restrinjan el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, por 
situaciones de emergencia, críticos y de urgente atención, de tal forma que la labor 
de la comisión de trabajo de respuesta integral a la situación específica. 


V. Losrequisitos que deberán tener las propuestas de creación de comisiones tempo- 
rales o permanentes cuando la soliciten algunos de los Órganismos Responsables, 
incluyendo la propuesta de integración, lineamientos de organización, temporalidad 
en su caso, y demás información que se considere necesaria, para la operatividad de 
dicha comisión. 


VI. Las medidas que garanticen la inclusión y participación de todos los miembros del 
Sistema Estatal de Protección Integral, por lo menos en alguna Comisión. 
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VII. La posibilidad de incorporar a personas e instituciones del sector público, privado o 
social que no formen parte del Sistema Estatal de Protección Integral al trabajo de las 
Comisiones cuando así se considere necesario. 


VIII. Las demás que se estimen pertinentes. 


Artículo 14. Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral deberán reportar cada 
cuatro meses a la Secretaría Ejecutiva, los avances en el cumplimiento de los acuerdos y reso- 
luciones emitidos por dicho Sistema, a fin de que la Secretaría Ejecutiva realice un informe 
integrado y pormenorizado al Presidente y al propio Sistema. 


Sección Segunda 
De la elección de los representantes de la sociedad civil 


Artículo 15. En la integración del Sistema Estatal de Protección Integral habrá cuatro repre- 
sentantes de la sociedad civil, los cuales tendrán una permanencia de cuatro años en el cargo 
y no recibirán emolumento o contraprestación económica alguna por su desempeño como 
miembros del Sistema Estatal de Protección Integral. 


Los gastos que realicen los representantes de la Sociedad Civil por las actividades que lleven a 
cabo en su calidad de miembros del Sistema Estatal de Protección Integral, serán cubiertos por 
la Secretaría Ejecutiva. 


Los representantes de la sociedad civil deberán cumplir con los requisitos siguientes: 


l. Tener residencia permanente en la Entidad. 


Il. No haber sido condenado por la comisión de un delito doloso en el que el sujeto 
pasivo o víctima del mismo haya sido una niña, niño o adolescente. 


III. Experiencia mínima de cinco años comprobada en la defensa o promoción de los 
derechos de la infancia o derechos humanos. 


IV. No haber ocupado cargo público ni haber desempeñado cargo de dirección nacional 
o estatal en algún partido político, por lo menos dos años antes de su postulación. 


Artículo 16. La Secretaría Ejecutiva para llevar a cabo el nombramiento de los representantes 
de la Sociedad Civil, deberá emitir convocatoria pública la cual contendrá las etapas comple- 
tas para el procedimiento, requisitos para participar en el proceso de selección, así como sus 
fechas, limites y plazos. 


Dicha convocatoria será publicada en el Periódico Oficial y en los medios físicos y electrónicos 
que determine dicha Secretaría Ejecutiva para su mayor difusión. 


La convocatoria establecerá las bases para que las instituciones académicas, organizaciones 
de la sociedad civil y el Consejo Consultivo postule especialistas en la promoción y defensa de 
los derechos humanos y que cuenten con experiencia relacionada al trabajo con niñas, niños 


y adolescentes, procurando además que sean expertos en derecho, psicología, sociología, tra- 
bajo social, pedagogía u otras afines al tema. 


La documentación requerida en la convocatoria será recibida por la Secretaría Ejecutiva du- 
rante y hasta los veinte días naturales posteriores a la publicación de la convocatoria. 


Una vez recibida la documentación e integrada la lista de aspirantes, se realizará la evaluación 
de las personas candidatas. 


Artículo 17. La Secretaría Ejecutiva, dentro de los treinta días naturales siguientes al cierre de 
la convocatoria pública a que se refiere el artículo anterior, deberá publicar en la página elec- 
trónica de la Secretaría General de Gobierno, la lista de las personas inscritas que cubren los 
requisitos previstos en el presente Reglamento y en dicha convocatoria. 


La Secretaría Ejecutiva, dentro de los quince días hábiles siguientes a la publicación de la lista a 
que se refiere el párrafo anterior, deberá someter a consideración de los miembros del Sistema 
Estatal de Protección Integral que elegirán en términos de este Reglamento, a los cuatro candi- 
datos para ocupar el cargo de representantes de la sociedad civil en dicho Sistema. 


La Secretaría Ejecutiva, al proponer a las personas candidatas a que se refiere el párrafo anterior, 
deberá considerar que en el Sistema Estatal de Protección Integral haya una representación 
plural y diversa de la sociedad civil, de tal forma que abarque las distintas temáticas relaciona- 
das con los derechos de las niñas, niños y adolescentes. Asimismo, debe procurar respetar el 
principio de equidad de género al momento de formular sus propuestas. 


Silos candidatos a representar a la sociedad civil en el Sistema Estatal de Protección Integral no 
fueran electos por los miembros de dicho Sistema en términos de este Reglamento, la Secre- 
taría Ejecutiva propondrá otros candidatos emanados de la misma convocatoria. 


Si se diera el caso de que las personas aspirantes a ocupar el cargo de representantes de la 
sociedad civil en el Sistema Estatal de Protección Integral no fueran suficientes, la Secretaría 
Ejecutiva emitirá una nueva convocatoria hasta obtener a los aspirantes necesarios. 


Artículo 18. Los representantes de la sociedad civil serán electos por los integrantes del Siste- 
ma Estatal de Protección Integral a que se refieren las fracciones de la l a la XV del artículo 152 
de la Ley. 


Artículo 19. Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral a que se refiere el artí- 
culo anterior, dentro de los veinte días naturales siguientes a que hayan recibido la propuesta 
de candidatos por parte de la Secretaría Ejecutiva, elegirán por mayoría de votos a los cuatro 
representantes de la sociedad civil. 


Una vez elegidos los representantes de la sociedad civil por los integrantes del Sistema Estatal 
de Protección Integral en términos del párrafo anterior, el Secretario Ejecutivo del Sistema Es- 
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tatal de Protección Integral deberá notificarles, dentro de los diez días hábiles siguientes a la 
elección, dicha determinación. Los representantes de la sociedad civil elegidos deberán expre- 
sar por escrito a la Secretaría Ejecutiva la aceptación del cargo, dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a dicha notificación. 


En caso que se descubriera de forma superveniente que cualquiera de las personas elegidas 
por los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral en términos del párrafo anterior 
aportó datos falsos o que no cumple con los requisitos establecidos en este Reglamento y las 
bases de la convocatoria pública, la Secretaría Ejecutiva deberá presentar a dichos integran- 
tes del Sistema Estatal de Protección Integral otro candidato que hubiere sido aspirante en la 
misma convocatoria pública. 


Capítulo lll 
De los Sistemas Municipales de Protección 


Artículo 20. La Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral, coadyuvará para 
la integración de los Sistema Municipales de Protección, asesorando sobre la armonización nor- 
mativa que se requiera para su organización y funcionamiento. Asimismo, apoyará y asesorará 
para la elaboración de los Programas Municipales. 


Artículo 21. La Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral ejecutará accio- 
nes que permitan una colaboración y coordinación con los Sistemas Municipales de Protección 
Integral, promoviendo la participación de los sectores social y privado en los mismos, para ga- 
rantizar el ejercicio pleno de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 22. La Secretaría Ejecutiva se coordinará con los Sistemas Municipales de Protección 
para el cumplimiento del Programa Estatal y dar seguimiento a los Programas Municipales y 
acuerdos establecidos entre ambos. 


Capítulo IV 
Del Consejo Consultivo del Sistema Estatal de Protección Integral 


Artículo 23. El Sistema Estatal de Protección Integral, conforme al artículo 167 de la Ley, con- 
tará con el apoyo de un Consejo Consultivo, el cual tendrá diez integrantes que se elegirán de 
entre los sectores público, privado, académico y social, en términos de los lineamientos a que 
se refiere el artículo 25 de este Reglamento. 


Los integrantes del Consejo Consultivo durarán en su cargo tres años y podrán ser reelectos 
para un periodo adicional. Los integrantes del Consejo Consultivo serán elegidos por mayoría 
de votos de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral conforme a lo siguiente: 


I.. Cinco integrantes a propuesta de la Secretaría Ejecutiva, y 
Il. Cinco integrantes a propuesta del propio Consejo Consultivo. 


Las personas integrantes del Consejo Consultivo, con excepción de los servidores públicos, de- 
berán contar con tres años de experiencia en temas relacionados con los derechos de niñas, 
niños y adolescentes y contar con experiencia para contribuir en la implementación, monitoreo 
y evaluación de las políticas públicas, programas y acciones que emanen del Sistema Estatal de 
Protección Integral. 


Los miembros del Sistema Estatal de Protección Integral al elegir a los integrantes del Consejo 
Consultivo podrán tomar en consideración su experiencia en la materia, así como su capacidad 
de contribuir en la implementación, monitoreo y evaluación de las políticas públicas, program- 
as y acciones que emanen del Sistema Estatal de Protección Integral. 


Artículo 24. El Consejo Consultivo, tendrá las funciones siguientes: 


I. Emitir recomendaciones al Sistema Estatal de Protección Integral, a través de la Sec- 
retaría Ejecutiva, respecto de las políticas, programas, lineamientos, instrumentos, 
procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes que implementa dicho Sistema; 


Il. Recomendar al Sistema Estatal de Protección Integral, a través de la Secretaría Ejecu- 
tiva, la celebración de convenios y acuerdos para realizar actividades académicas con 
instituciones públicas o privadas, nacionales o internacionales relacionadas con los 
derechos de niñas, niños y adolescentes; 


Ill. Recomendar a la Secretaría Ejecutiva la celebración de conferencias, seminarios, 
coloquios y, en general, cualquier evento de debate y difusión sobre los derechos de 
niñas, niños y adolescentes; 


IV. Proponer al Sistema Estatal de Protección Integral, a través de la Secretaría Ejecutiva, 
estudios, investigaciones y otros documentos que contribuyan a la toma de deci- 
siones y elaboración e implementación de políticas públicas relacionadas con los 
derechos de niñas, niños y adolescentes; 


V. Proponer al Sistema Estatal de Protección Integral, a través de la Secretaría Ejecutiva, 
el proyecto de lineamientos para su integración, organización y funcionamiento; 


VI. Integrar grupos de trabajo especializados para el estudio de temas que le enco- 
miende el Sistema Estatal de Protección Integral, así como incorporarse a las comis- 
iones permanentes o temporales a que se refiere este Reglamento; 


VII. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por el Sistema 
Estatal de Protección Integral, así como por la persona titular de la Secretaría Ejecu- 
tiva; 

VIII. Presentar al Sistema Estatal de Protección Integral un informe anual de sus activi- 
dades y; 


IX. Las demás que le encomiende el Sistema Estatal de Protección Integral y otras dis- 
posiciones jurídicas aplicables. 
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Artículo 25. El Sistema Estatal de Protección Integral emitirá los lineamientos para la inte- 
gración, organización y funcionamiento del Consejo Consultivo a propuesta de la Secretaría 
Ejecutiva. 


En términos del artículo anterior, la Secretaría Ejecutiva en coordinación con el Consejo Consul- 
tivo, elaborarán la propuesta de lineamientos así como sus modificaciones. 


El Consejo Consultivo podrá convocar a sus sesiones a los representantes de la sociedad civil 
que sean integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral, quienes contarán únicamente 
con voz pero sin voto durante el desarrollo de dichas sesiones. 


Artículo 26. Los lineamientos a que se refiere el artículo anterior deberán prever un mecanis- 
mo para que las instituciones académicas, científicas, gubernamentales, empresariales y las 
organizaciones de la sociedad civil puedan proponer a la Secretaría Ejecutiva las personas can- 
didatas para la integración del Consejo Consultivo, 


Las personas elegidas para integrar el Consejo Consultivo deben manifestar, por escrito, a la 
Secretaría Ejecutiva su aceptación del cargo. 


Artículo 27. Las personas integrantes del Consejo Consultivo, ejercerán su encargo en forma 
honorífica y no recibirán emolumento o contraprestación económica alguna por el mismo. 


Los gastos que realicen los integrantes del Consejo Consultivo por las actividades que lleven a 
cabo en su calidad de miembros del Sistema Estatal de Protección Integral, serán cubiertos por 
la Secretaría Ejecutiva. 


Artículo 28. El Sistema Estatal de Protección Integral para la integración del Consejo Consultivo 
considerará criterios de equidad de género, pluralidad y de representatividad, que permitan un 
equilibrio entre los sectores público, privado y social, así como una adecuada representación 
de las distintas regiones del Estado. 


LU od 3:10) 


Programa Estatal y evaluación de las políticas vinculadas con 
la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes 


Capítulo | 
Del Programa Estatal 


Artículo 29. La Secretaría Ejecutiva, elaborará el Programa Estatal, que tendrá como base un 
diagnóstico sobre la situación de los derechos de niñas, niños y adolescentes previstos en el 
Título Segundo de la Ley, con enfoque integral, transversal y de derechos humanos. 


El diagnóstico a que se refiere el presente artículo, será realizado por la Secretaría Ejecutiva, a 
través de un proceso participativo e incluyente que recabe la información, propuestas y opin- 
ión de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral, de las organizaciones de la 
sociedad civil, de los organismos internacionales, de las niñas, niños y adolescentes, así como 
en su caso, de los demás participantes de los sectores público, social, académico y privado. 


Artículo 30. El Programa Estatal que elabore la Secretaría Ejecutiva tiene el carácter de especial 
conforme al artículo 21 de la Ley de Planeación para el Estado de Chiapas. 


Artículo 31. El Programa Estatal, deberá contener los conceptos siguientes: 


Il. Las políticas, objetivos, estrategias, líneas de acción prioritarias, metas e indicadores 
correspondientes para el ejercicio, respeto, promoción y Protección Integral de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Los indicadores del Programa Estatal deben contemplar, por lo menos, indicadores de gestión, 
de resultado, de servicios y estructurales a fin de medir la cobertura, calidad e impacto de di- 
chas estrategias y líneas de acción prioritarias; 


Il. La estimación de los recursos, fuentes de financiamiento, así como la determinación 
de los instrumentos financieros que podrán requerir las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal responsables de la ejecución del Programa Es- 
tatal; 


Ill. Los mecanismos que aseguren una ejecución coordinada del Programa Estatal. Por 
parte de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral; 


IV. Los mecanismos de participación de niñas, niños y adolescentes, y de los sectores 
público, privado y de la sociedad civil en la planeación, elaboración y ejecución del 
Programa Estatal, conforme a los artículos 163 y 157, fracción X de la Ley; 


V. Los mecanismos de transparencia y de rendición de cuentas, y 
VI. Los mecanismo de evaluación del Programa Estatal. 


Artículo 32. La Secretaría Ejecutiva, podrá emitir lineamientos para asegurar que las Depen- 
dencias y Entidades de la Administración Pública Estatal, incorporen en sus programas las 
líneas de acción prioritarias del Programa Estatal que les correspondan. 


La Secretaría Ejecutiva, podrá emitir recomendaciones para que se incorporen en los Program- 
as Municipales de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes las estrategias y 
líneas de acción prioritarias del Programa Estatal. 
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Capítulo Il 
De la evaluación de las políticas vinculadas con la protección de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes 


Artículo 33. La Secretaría Ejecutiva, propondrá al Sistema Estatal de Protección Integral, los 
lineamientos para la evaluación de las políticas en materia de derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes, con excepción de las políticas de desarrollo social vinculadas con la protección de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes cuya evaluación corresponderá a la instancia respec- 
tiva, en términos de la legislación aplicable. 


Los lineamientos para la evaluación de las políticas derechos de niñas, niños y adolescentes 
contendrán los criterios para la elaboración de los indicadores de gestión, de resultado, de ser- 
vicios y estructurales para medir la cobertura, calidad e impacto de las acciones y los programas 
para la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes establecidos en el Título Se- 
gundo de la Ley. 


Artículo 34. Las políticas y programas en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes 
de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, deben contemplar, al 
menos, lo siguiente: 


Il. La realización de un diagnóstico respecto del cumplimiento de los derechos de ni- 
ñas, niños y adolescentes; 


Il. Los mecanismos de cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 


Ill. Los mecanismos que garanticen un enfoque en los principios rectores establecidos 
en el artículo 7 de la Ley; 


IV. Los mecanismos de inclusión y participación de los sectores público, privado y social, 
y demás órganos de participación que sean necesarios, en términos de la Ley y el 
presente Reglamento. 


V. Los mecanismos para la participación de niñas, niños y adolescentes, en términos de 
la Ley y el presente Reglamento. 


Los lineamientos para la evaluación a que se refiere el artículo anterior deben asegurar que en 
las políticas y programas en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes cumplan con 
lo previsto en este artículo. 


Artículo 35. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, que tengan a 
su cargo programas, acciones o recursos destinados a la protección de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes establecidos en el Título Segundo de la Ley, realizarán las evaluaciones de 
sus programas, acciones y recursos, con base en los lineamientos de evaluación a que se refiere 
este Reglamento. 


Artículo 36. Las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal, deben propor- 


cionar los resultados de sus evaluaciones a la Secretaría Ejecutiva quien deberá hacerlas del 
conocimiento al Sistema Estatal de Protección Integral, y demás instituciones que corresponda. 


La Secretaría Ejecutiva, debe poner a disposición del público, las evaluaciones a que se refiere 
el artículo anterior, así como el informe general sobre el resultado de las mismas, en términos 
de las disposiciones en materia de transparencia y acceso a la información pública aplicables 
en el Estado de Chiapas. 


TÍTULO CUARTO 


Sistema Estatal de Información, registros estatales y bases de 
datos de niñas, niños y adolescentes 


Capítulo | 
Del Sistema Estatal de Información 


Artículo 37. La Secretaría Ejecutiva, en coordinación con los Sistemas Municipales de Protec- 
ción, integrará, administrará y actualizará el Sistema Estatal de Información para monitorear los 
progresos alcanzados en el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes en el 
Estado y, con base en dicho monitoreo, adecuar y evaluar las políticas públicas en esta materia. 


El Sistema Estatal de Información previsto en este artículo se integrará principalmente con la 
información estadística que proporcionen los Sistemas Municipales de Protección y el Sistema 
DIF Chiapas. 


El Sistema DIF Chiapas, a través de la Procuraduría de Protección Estatal, solicitará en términos 
de los convenios que al efecto se suscriban con los Sistemas DIF Municipales, la información 
necesaria para la integración del Sistema Estatal de Información. 


La Secretaría Ejecutiva, para la operación del Sistema Estatal de Información podrá requerir a 
las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, que administren sistemas 
estatales de información, los datos desagregados que considere necesarios para la integración 
del referido sistema. 


Asimismo, la Secretaría Ejecutiva, podrá celebrar convenios de colaboración con otras instancias 
públicas, privadas y sociales, que administren sistemas nacionales y estatales de información. 


Artículo 38. Los datos contenidos, en el sistema estatal de información, podrán ser comparti- 
dos con otros Sistemas estatales, municipales y el Sistema Nacional de Protección Integral de 
Niñas, Niños y Adolescentes, en términos de los convenios de coordinación que al efecto cele- 
bre el Sistema Estatal de Protección Integral, de conformidad con las disposiciones aplicables. 
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Artículo 39. El Sistema Estatal de Información, a que se refiere este Capítulo contendrá infor- 
mación cualitativa y cuantitativa que considere lo siguiente: 


vi. 


VII. 


La situación sociodemográfica de los derechos de niñas, niños y adolescentes, inclu- 
ida información estatal y municipal, desagregada por sexo, edad, lugar de residencia, 
origen étnico, entre otros; 


La situación de vulnerabilidad de las niñas, niños y adolescentes en términos de los 
artículos 11,52 y demás disposiciones aplicables de la Ley; 


La discapacidad de las niñas, niños y adolescentes en términos del artículo 62 de la 
Ley; 

Los datos que permitan evaluar y monitorear la implementación y el cumplimiento 
de los mecanismos establecidos en la Ley y los indicadores que establezca el Pro- 
grama Estatal; 


La información que permita evaluar el cumplimiento de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes contemplados en los Tratados Internacionales, la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley y demás disposiciones jurídicas apli- 
cables; 


La información que permita monitorear y evaluar cuantitativamente el cumplimien- 
to de las medidas de protección especial, incluidas las medidas dictadas como parte 
del plan de restitución de derechos, y 


Cualquier otra información que permita conocer la situación de los derechos de ni- 
ñas, niños y adolescentes. 


Artículo 40. El Sistema Estatal de Información, además de la información prevista en este Capí- 
tulo, se integrará con los datos estadísticos de: 


Los sistemas de información de las niñas, niños y adolescentes susceptibles de adop- 
ción a que se refiere el artículo 141, fracción lIl de la Ley; 


Los registros de niñas, niños y adolescentes bajo custodia de los Centros de Asisten- 
cia Social a que se refiere el artículo 123, fracción Il de la Ley; 


El Registro Estatal de Centros de Asistencia Social a que se refiere el artículo 124 de la 
Ley; 


IV. Las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes a que se refieren el artí- 


v. 


culo 106 de la Ley, y 


El registro de autorizaciones de profesionales en materia de trabajo social y psi- 
cología o carreras afines para intervenir en procedimientos de adopción, en términos 
del artículo 144, fracción VII de la Ley. 


Artículo 41. La información del Sistema Estatal de Información, será pública con excepción de 
aquella información que sea confidencial o reservada, en términos de las disposiciones estatales 


en materia de transparencia y acceso a la información pública. 


La Secretaría Ejecutiva, debe presentar la información que integra el Sistema Estatal de Infor- 


mación, en formatos accesibles para las niñas, niños y adolescentes. 


Artículo 42. El Sistema DIF Chiapas, a través de la Procuraduría de Protección Estatal, deberá 
integrar un registro de niñas, niños y adolescentes susceptibles de adopción con la información 
que genere, así como la que los Sistemas Municipales le remitan, de conformidad con lo pre- 


Capítulo Il 
Del registro de las niñas, niños y adolescentes 
susceptibles de adopción 


visto en la fracción III del artículo 141 de la Ley. 


El registro de niñas, niños y adolescentes susceptibles de adopción, referido en el presente 


artículo deberá incluir la información siguiente: 


Respecto de las niñas, niños y adolescentes susceptibles de adopción: 


Nombre completo; 

Fecha de nacimiento; 

Edad; 

Sexo; 

Escolaridad; 

Domicilio en el que se encuentra; 
Situación jurídica; 

Número de hermanos, en su caso; 
Tipo y severidad de la discapacidad con la que vive, en su caso; 
Diagnóstico médico; 

Diagnóstico psicológico; 
Condición pedagógica; 


m) Información social; 


n) 
o) 


Perfil de necesidades de atención familiar, y 
Requerimientos de atención a necesidades especiales, en su caso; 


Respecto de las personas interesadas en adoptar: 


a) 
b) 
c) 
d) 
e) 


Nombre completo; 

Edad; 

Nacionalidad; 

País de residencia habitual; 
Estado civil; 
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Ocupación; 

Escolaridad; 

Domicilio; 

El perfil y número de las niñas, niños y adolescentes que tienen la capacidad de 
adoptar, y 

Si cuenta con Certificado de Idoneidad; 


Respecto de los procedimientos de adopción: 


a) 
b) 


c) 


La fecha de inicio y conclusión de los procedimientos de adopción nacional o 
internacional; 

El resultado del procedimiento. En caso de que éste no concluya con la adopción, 
deberán expresarse las razones por las que no se llevó a cabo dicha adopción, y 
Las fechas de emisión de la sentencia, de la que cause estado y de la de su eje- 
cución, en su Caso, y 


Respecto de las niñas, niños y adolescentes adoptados: 


La fecha de la entrega física de la niña, niño o adolescente a los padres adoptivos; 
La fecha en la que la niña, niño o adolescente ingresó o salió del país, tratándose 
de Adopciones Internacionales; 

El nombre de la niña, niño o adolescente después de la adopción; 

El informe de seguimiento post-adoptivo, y 

La información que, en su caso, exista sobre procedimientos previos de adopción 
que hayan causado baja y especificar la causa. 


El contenido de las fracciones | y IV, tendrán la clasificación de confidencial, en términos de lo 
establecido en el Capítulo Décimo Séptimo del Título Segundo de la Ley General de Niñas, Ni- 
ños y Adolescentes y el artículo 86 de la Ley Estatal, atendiendo al interés superior de la infancia. 


Artículo 43. La información contenida en el registro a que se refiere este Capítulo tendrá el 
carácter que le confieren las disposiciones estatales en materia de transparencia y acceso a la 
información pública. 


La Procuraduría realizará la versión pública del Registro de Niñas, Niños y Adolescentes, salva- 
guardando el derecho a la intimidad de niñas, niños y adolescentes y la protección de sus datos 
personales. 


Artículo 44. El sistema a que se refiere este Capítulo tiene por objeto: 


Permitir el acceso oportuno y efectivo de los responsables de los procedimientos de 
adopción a la información de las niñas, niños y adolescentes susceptibles de adopción; 


Il. Generar información estadística para elaborar indicadores de cumplimiento con per- 
spectiva en los principios rectores a que se refiere el artículo 7 de la Ley; 


Ill. Prevenir adopciones irregulares o con fines ilícitos; 


IV. Contar con elementos que permitan verificar que los procedimientos de adopción 
nacional e internacional respondan al interés superior de la niñez, e 


V. Identificar el número de personas que reúnan las condiciones idóneas para adoptar. 


Capítulo lll 
Del Registro Estatal de Centros de Asistencia Social 


Artículo 45. La Procuraduría de Protección Estatal, será la encargada de recabar la información 
necesaria para la integración del Registro Estatal de Centros de Asistencia Social. 


La información contenida en el Registro Estatal, servirá para alimentar al Registro Nacional en 
términos de lo dispuesto en la Ley General y de los convenios que al efecto se celebren con la 
Procuraduría Federal. 


El Registro Estatal de Centros de Asistencia Social, además de la información a que se refieren 
los artículos 112 de la Ley General y 124 de la Ley, deberá contener la siguiente: 


Il. Respecto a los Centros de Asistencia Social: 


a) El tipo de Centro de Asistencia Social, y 

b) La información sobre los resultados de las Visitas de Supervisión, tales como el 
cumplimiento con estándares, posibles advertencias, sanciones aplicadas, segui- 
miento, y 


Il. Respecto a las niñas, niños y adolescentes institucionalizados o en cuidados alterna- 
tivos por los centros de asistencia social: 


a) Nombre completo; 

b) Nombre completo de un familiar que no se encuentre finado, de preferencia de 
alguno de los padres o en caso de desconocimiento, de una persona adulta de 
confianza o referente social; 

c) Ficha decadactilar, en los casos que sea posible, y 

d) Una fotografía reciente. 


La información señalada en la fracción ll, es de uso exclusivo de la Procuraduría de Protección 
Estatal, así como de las autoridades competentes y tendrá el carácter de confidencial que le 
confiera la legislación en materia de transparencia y protección de datos que resulte aplicable, 
así como lo establecido en el artículo 39 de este Reglamento. 
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Capítulo IV 
De las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes 


Artículo 46. Las bases de datos sobre niñas, niños y adolescentes migrantes a que se refieren 
los artículos 106 de la Ley, serán integradas al Sistema Estatal de Información por el Sistema DIF 
Chiapas. 


El Sistema DIF Chiapas, administrará las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migran- 
tes extranjeros a que se refiere este artículo, las cuales deberán contener, además de la infor- 
mación prevista en el artículo 106 de la Ley, la siguiente: 


Il. Nombre completo; 

Il. Lugar de origen, nacionalidad y residencia habitual; 

Ill. Edad; 

IV. Sexo; 

V. Media filiación; 

VI. Escolaridad; 

VII. Sitio o zona de cruce fronterizo; 

VIII. Número de ocasiones de repatriación, deportación o devolución, de ser el caso; 
IX. Situación de salud; 

X.  Susceptibilidad de recibir protección internacional o complementaria, en su caso; 


XI. Identificación de que fue víctima, testigo u ofendido de algún delito en su país de 
origen, residencia habitual, país de destino o en el territorio nacional, en su caso; 


XIl. Las medidas de protección que, en su caso, se le hayan asignado; 


XIll. La fecha y lugar en que la autoridad migratoria tuvo contacto con las niñas, niños 
O adolescentes, así como la fecha en la que fue remitido al Sistema DIF Chiapas o a 
alguno de los Sistemas Municipales, y 


XIV. Tipo y severidad de la discapacidad con la que vive, en su caso. 
XV. Derechos que le han sido vulnerados en su tránsito por el Estado de Chiapas. 


Artículo 47. El Sistema DIF Chiapas deberá integrar el Registro de Niñas, Niños y Adolescentes 
en contexto de Migración Interna, con la información de niñas, niños o adolescentes nacidos 
o con residencia habitual legal en territorio chiapaneco, quienes a consecuencia de ejercer su 
derecho a la Movilidad Humana y Libre Tránsito, sean objeto de vulneración a sus derechos 
o aumente el grado de estado de vulnerabilidad, así como de aquellos que se encuentren 
en situación de desplazamiento interno, hayan sido repatriados o retornados de otra Entidad 
Federativa. 


El Registro de Niñas, Niños y Adolescentes en contexto de Migración Interna, deberá contener 
por lo menos: 


Il. Nombre completo; 

Il. Lugar de origen, nacionalidad y residencia habitual; 

Ill. Edad; 

IV. Sexo; 

V. Media filiación; 

VI. Origen Étnico; 

VII. Escolaridad; 

VIII. Entidad donde se emitió la medida de protección de retorno, en su caso; 


IX. Motivos que originaron su movilidad, identificando en su caso, los factores que 
obligaron a la niña, niño o adolescente a abandonar, escapar o huir de su lugar de 
residencia habitual como resultado o para evitar los efectos de un conflicto ya sea 
armado, religioso o político, situaciones de violencia generalizada, violaciones de 
derechos humanos o causas ambientales y que no hayan cruzado los límites territo- 
riales de Estado; 


X. Lugar de destino final que originó su movilidad, cuando corresponda; 
XI. Número de ocasiones de repatriación o retorno, de ser el caso; 
Xil. Situación de salud; 


XIII. Identificación de que fue víctima, testigo u ofendido de algún delito en su lugar de 
origen, residencia habitual, lugar de destino o en el territorio nacional, en su caso; 


XIV. Las medidas de protección que, en su caso, se le hayan asignado; 
XV. Tipo y severidad de la discapacidad con la que vive, en su caso. 
XVI. Derechos que le han sido vulnerados en su tránsito por el Estado de Chiapas. 


Capítulo V 
Del registro de autorizaciones de profesionales 
en materia de trabajo social y psicología o carreras afines 
para intervenir en procedimientos de adopción 


Artículo 48. El Sistema DIF Chiapas, a través de la Procuraduría de Protección Estatal, autorizará 
a los profesionales en materia de trabajo social y psicología o carreras afines para intervenir en 
procedimientos de adopción, debiendo integrar un registro, el cual formará parte del Sistema 
Estatal de Información. 


Artículo 49. Para emitir la autorización para intervenir en procedimientos de adopción, las 
personas profesionistas interesadas, deberán llenar la solicitud que para tal efecto les sea pro- 
porcionada por la Procuraduría de Protección Estatal, además de presentar la documentación 
siguiente, para acreditar lo previsto en el artículo 144 de la Ley: 
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I. Comprobante de domicilio particular o, en su caso, constancia de residencia expe- 
dida por autoridad municipal competente. 


Il. Fotografía con menos de seis meses de antigúedad. 
Ill. Copia de la Clave Única de Registro de Población. 
IV. Copia certificada de acta de nacimiento. 

V. Copia de Registro Federal de Contribuyentes. 


VI. Original y copia simple de título profesional de la carrera de trabajo social, psicología 
O carreras afines. 


VII. Original y copia simple de cédula profesional. 
VIII. Originales y copias simples de constancias de formación académica. 


IX. Las demás que solicite la Procuraduría de Protección Estatal para constatar que las 
personas profesionistas cumplen los requisitos para emitir la autorización y registro. 


Para efectos del presente artículo, la persona que se desempeñe como titular de la Procuraduría 
de Protección Estatal, certificará las copias de los documentos originales que presenten para la 
integración del expediente de solicitud, señalando que son copia fiel de los originales, mismos 
que tuvo a la vista; ordenando la devolución de los documentos originales al solicitante 


Artículo 50. Una vez integrado el expediente de solicitud de autorización para intervenir en 
los procedimientos de adopción, los solicitantes deberán cursar la capacitación diseñada para 
la elaboración de los estudios requeridos en el proceso de adopción que imparta para tal fin, la 
Procuraduría Estatal de Protección. 


REGLAMENTO DE LA Ley DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 


Artículo 51. La autorización para intervenir en procedimientos de adopción tendrá una vigen- 
cia de un año y podrá ser renovada hasta por periodos consecutivos de dos años. Para efecto 
de renovación de la autorización, las personas profesionistas deberán acreditar ante el Sistema 
DIF Chiapas, a través de la Procuraduría Estatal de Protección, los siguientes requisitos: 


l. Haber estado inscritos en el Registro de Autorizaciones de Profesionales en materia 
de Trabajo Social y Psicología o Carreras Afines para intervenir en Procedimientos de 
Adopción. 

Il. Presentar solicitud de renovación, con quince días hábiles de anticipación al término 
de la vigencia de la autorización ante la Procuraduría Estatal de Protección. 

III. Cumplir con los requisitos previstos en el artículo 144 de la Ley. 

IV. Actualizar la documentación prevista en el artículo 49 del presente Reglamento. 


V. No haber sido sancionado administrativamente con la cancelación del registro en el 
periodo de vigencia de la autorización inmediata anterior. 


VI. No haber sido inhabilitado para el ejercicio libre de su profesión. 





198 En caso de no presentar su solicitud de renovación en el término previsto en el presente artí- 


culo, la persona profesionista deberá presentar nuevamente su solicitud de autorización e in- 
scripción, en términos del presente capítulo. 


Artículo 52. Los profesionales solicitantes que no resulten aptos para recibir la autorización 
correspondiente podrán volver a ingresar la solicitud ante la Procuraduría de Protección Estatal, 
después del término de tres meses de haber recibido la negativa, siempre y cuando hayan sub- 
sanado las observaciones que motivaron la negativa de la autorización. 


Artículo 53. El registro de autorizaciones de profesionales en materia de trabajo social y psi- 
cología o carreras afines para intervenir en procedimientos de adopción a que se refiere este 
Capítulo contendrá, por lo menos, la información siguiente: 


Nombre del profesional. 


Fotografía con menos de seis meses de antigúedad en caso de inscripción, y dos 
años de antigúedad, en el caso de renovación de la autorización. 


III. Título y cédula profesional. 


IV. Registro federal de contribuyentes. 


v. 


Fecha del inicio de vigencia de la autorización, así como el de su conclusión o revo- 
cación.La demás que establezca la Procuraduría Estatal de Protección. 


Artículo 54. La Procuraduría de Protección Estatal cancelará la autorización, previo derecho de 
audiencia, cuando la persona profesionista: 


VI. 


VII. 


Hubiere proporcionado documentación o información falsa para solicitar la autor- 
ización. 

En el término de seis meses posteriores a que haya cambiado cualquier información 
proporcionada en su solicitud de autorización o renovación, no lo notifica a la Procu- 
raduría Estatal de Protección. 


Presente estudios de valoración de las personas candidatas a adopción falseando 
resultados o datos para beneficiar o perjudicar a las mismas. 


Haya sido inhabilitada para el ejercicio libre de su profesión. 

En caso de ser servidores públicos, haya sido inhabilidata para ocupar cualquier car- 
go público. 

Cometa cualquier acto que ponga en peligro la integridad de las niñas, niños y ado- 


lescentes susceptibles de ser adoptados, vulnere los derechos de niñas, niños y ado- 
lescentes, o incurra en actos contrarios al interés superior de la niñez. 


Deje de cumplir los requisitos previstos en la Ley y demás normatividad aplicable. 


El profesionista cuya autorización sea revocada en términos de este artículo, no podrá solicitar 
la autorización nuevamente hasta transcurridos cinco años, y será boletinado en términos de la 
Ley, con independencia de las demás sanciones aplicables. 
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Artículo 55. Los profesionistas que aparezcan en el Registro de Autorizaciones de Profesion- 
ales otorgarán su consentimiento a fin de que la información proporcionada pueda publicarse, 
en términos de la legislación en materia de transparencia y acceso a la información pública 
gubernamental. 


Artículo 56. Cuando en un Centro de Asistencia Social o Sistema DIF, una misma persona reali- 
za las funciones que corresponden a las profesiones de trabajo social, psicología u otras afines, 
el Sistema DIF Chiapas, otorgará la autorización a que se refiere este Capítulo por cada una de 
ellas, las que deberá tramitar de manera separada. 


AU UNO) 


Protección y restitución de derechos 
de niñas, niños y adolescentes 


Capítulo | 
De las acciones de protección de niñas, niños y adolescentes 


Artículo 57. La Procuraduría de Protección Estatal coordinará, las medidas para prevenir y, at- 
ender y los casos en que los derechos de las niñas, niños o adolescentes se vean afectados, en 
particular por cualquiera de los supuestos previstos en el artículo 52 de la Ley. 


Artículo 58. En los casos en que quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, 
o cualquier otra persona que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado 
niñas, niños y adolescentes, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables, incumplan 
con alguna de las obligaciones previstas en el artículo 111 de la Ley, la Procuraduría de Protec- 
ción Estatal procederá, en el ámbito de su competencia, conforme a lo siguiente: 


I. Cuando no garanticen alguno de los derechos alimentarios, el libre desarrollo de la 
personalidad de las niñas, niños y adolescentes o el ejercicio de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes contemplados en la Ley y los Tratados Internacionales, 
realizará las diligencias correspondientes para determinar el incumplimiento a estas 
obligaciones y, en su caso, ejercer las acciones legales y administrativas en favor de 
los afectados, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 


Asimismo, si la Procuraduría de Protección Estatal determina, con base en las diligen- 
cias realizadas, el incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el párrafo an- 
terior, dará vista al ministerio público competente para que éste proceda conforme 
a sus atribuciones. 


Tratándose del incumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta fracción por 
parte de instituciones privadas, la Procuraduría de Protección Estatal, en el ámbito de 
su competencia, revocará conforme al procedimiento previsto en las disposiciones 
en materia de procedimiento administrativo aplicables en el Estado, la autorización 
correspondiente, sin perjuicio de las sanciones previstas en otras disposiciones ju- 
rídicas aplicables; 


Il. Cuando detecte la falta de registro del nacimiento de las niñas o niños dentro del 
término señalado en la fracción |! del artículo 111 de la Ley, tomará las acciones nece- 
sarias para que el registro civil de la entidad emita el acta de nacimiento, y 


Ill. Cuando incumplan con las obligaciones previstas en las fracciones lIl y XI del artí- 
culo 111 de la Ley, realizará las acciones necesarias a efecto de incorporar a las niñas, 
niños y adolescentes a programas educativos, para que cursen la educación obliga- 
toria, permanezcan en el sistema educativo y reciban educación en el conocimiento 
y uso responsable de las tecnologías de la información y comunicación. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en las fracciones anteriores, la Procuraduría de Protección Estatal 
debe realizar acciones para evitar que quien ejerce la patria potestad, tutela o guarda o cus- 
todia, o cualquier otra persona que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su 
cuidado niñas, niños y adolescentes atente contra su integridad física o psicológica, o cometa 
cualquier acto que menoscabe su integridad. 


Artículo 59. La Procuraduría de Protección Estatal, podrá apoyar en la representación en co- 
adyuvancia o en suplencia a las Procuradurías Municipales de Protección, previa solicitud de 
las mismas, y con asesoría técnica e información oportuna que fortalezca la defensa de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Capítulo Il 
De la protección especial de niñas, niños y adolescentes migrantes 


Artículo 60. El Sistema DIF Chiapas, en el momento que atienda a una niña, niño o adolescente 
migrante extranjero, aplicará un procedimiento de identificación de posibles necesidades de 
protección internacional. 


En caso de determinar indicios para considerar la protección internacional, se comunicará a la 
Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados dentro del plazo de cuarenta y ocho horas para ini- 
ciar el procedimiento de solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado. Asimismo, 
cuando las niñas, niños o adolescentes hayan sido canalizados por el Instituto Nacional de Mi- 
gración, se le notificará la comunicación referida a dicha Comisión, dentro del mismo término. 


SWAWIH) 30 OQVLS3 130 S31N3ISITOOV A SONIN “SVNIN 30 SOHI3YI(] SO1 30 A37] V1 30 OLNINV193Y 





201 


REGLAMENTO DE LA Ley DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIAPAS 





202 


En términos del presente artículo, en ningún caso podrá ser retornada una niña, niño o adoles- 
cente extranjero, sin haber realizado este procedimiento de identificación de necesidades de 
protección internacional. 


Artículo 61. El Sistema Estatal de Protección Integral promoverá la habilitación de espacios 
de alojamiento o albergues para recibir niñas, niños y adolescentes migrantes, previstos en el 
artículo 104 de la Ley, en los municipios de la Entidad. 


Asimismo, el Sistema Estatal de Protección Integral, promoverá medidas alternativas a la de- 
tención de niñas, niños o adolescentes migrantes, independientemenre de que viajen o no en 
compañía de una persona adulta. 


Artículo 62. El Sistema DIF Chiapas, a través de la Procuraduría de Protección Estatal, velará por 
el goce y acceso a todos los derechos contemplados en la Ley, para toda niña, niño y adoles- 
cente que se encuentren en condiciones de movilidad humana, incluyendo a migrantes extran- 
jeros, nacionales o al interior del estado, desplazados internos, solicitantes de asilo, refugiados 
y apátridas. 


El Sistema Estatal de Protección Integral promoverá a través de los Sistemas Municipales de 
Protección Integral las acciones para garantizar el acceso a todos los derechos de niñas, niños y 
adolescentes en condiciones de movilidad. 


Artículo 63. La Procuraduría Estatal de Protección, considerando el interés superior de la niñez 
y el principio de la no devolución previsto en el artículo 96 de la Ley General, podrá solicitar al 
Instituto Nacional de Migración y a la Procuraduría Federal de Protección, la intervención para 
garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes 


migrantes no acompañados o acompañados, fuera del territorio de su competencia, para una 
mayor protección. 


UNS 40) 


Medidas de protección a favor de niñas, niños y adolescentes 


Capítulo | 
Disposiciones generales 


Artículo 64. La Procuraduría de Protección Estatal, podrá coadyuvar con la coordinación y eje- 
cución de una medida de protección dictada por una Procuraduría de Protección Municipal, 
cuando para hacerla efectiva se requiera la participación de autoridades o particulares que se 
encuentren o tengan su domicilio fuera de su territorio, pero dentro del Estado de Chiapas, 
previa solicitud por escrito de la Procuraduría de Protección Municipal que la decrete. 


En caso de que las medidas de protección dictadas por la Procuraduría de Protección Estatal, y 
previa solicitud de apoyo, aquellas decretadas por las Procuradurías de Protección Municipal, 
requieran de la intervención de autoridades o particulares que tengan su ámbito de compe- 
tencia o domicilio, fuera del Estado de Chiapas, la Procuraduría de Protección Estatal deberá 
realizar las gestiones necesarias con sus homólogos en otras entidades federativas y Federal, 
para restituir los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


Las demás autoridades competentes para decretar las medidas de protección, deberán actuar 
conforme su normatividad aplicable, informando a la Procuraduría de Protección la adopción 
de tales medidas. 


Capítulo Il 
Requisitos de las medidas de protecciones 


Artículo 65. Las medidas de protección de restitución o su solicitud deberán contener, por lo 
menos, los siguientes datos: 


I. Número consecutivo de medida de protección de restitución. 
Il. El número o clave del plan de restitución de derechos. 

Ill. Nombre y cargo de la autoridad que la emite. 

IV. Autoridad o persona a la que va dirigida. 


V. Datos que permitan identificar a la niña, niño o adolescente a quien se le vulneran 
sus derechos. 


VI. Descripción de los hechos en que se basa la determinación del derecho vulnerado. 
VII. Lugar de los hechos. 


VIII. El o los derechos que se pretenden proteger y/o restituir con dicha medida de pro- 
tección de restitución. 


IX. La intervención que se requiere. 
X. La disposición legal en que se funda la petición de dicha medida de protección. 
XI. Firma autógrafa de la autoridad que la emite. 


El destinatario de la medida de protección de restitución podrá, en su caso, brindar las op- 
ciones para la restitución del derecho vulnerado, basándose siempre en el interés superior de 
la niñez, la protección más amplia y duradera. La Procuraduría de Protección Estatal, evaluará 
conjuntamente con la niña, niño o adolescente y, en su caso, con los participantes en su plan de 
restitución de derechos, cual de las opciones representa la protección más amplia y solicitará 
su ejecución. 
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Artículo 66. Las medidas de protección especial o su solicitud, además de los requisitos previs- 
tos en la Ley, deberán contener: 


vi. 
VII. 
VIII. 


Número consecutivo de la medida de protección especial, o en su caso, número con- 
secutivo de la solicitud de medida de protección especial. 


El número o clave del plan de restitución de derechos, en caso de que se tenga. 
Nombre y cargo de la autoridad que la emite. 
Autoridad o persona a la que va dirigida. 


El o los derechos que se pretendan proteger y/o restituir con dicha medida de pro- 
tección especial. 


Descripción de la medida de protección especial, y el plazo por el cual se dicta. 
La disposición legal en que se funda la medida de protección especial. 
Firma autógrafa de la autoridad que la emite. 


Las medidas de protección especial serán notificadas por la autoridad que decrete la medida 
correspondiente. En caso de aquellas medidas de protección especial decretadas por la Procu- 
raduría de Protección Estatal, en el ámbito de su competencia, podrá habilitar a cualquier ser- 
vidor público adscrito al Sistema DIF al que pertenezca, para que realice la notificación. En caso 
de que la autoridad o persona a quien va dirigida se negare a recibir la notificación, se razonará 
la negativa ante la presencia de dos testigos. 


Artículo 67. Las medidas urgentes de protección especial o su solicitud, además de los requisi- 
tos previstos en la Ley, deberán contener: 


Número consecutivo de medida urgente de protección de especial. 

Nombre y cargo de la autoridad que la emite. 

Autoridad o persona a la que va dirigida. 

Datos que permitan identificar a la niña, niño o adolescente a quien se le vulneran 
sus derechos. 

Descripción de los hechos en que se basa la determinación del derecho vulnerado. 
Lugar de los hechos. 

El o los derechos que se pretenden proteger y/o restituir con dicha medida urgente 
de protección especial. 

Descripción de la medida urgente de protección que se requiere. 

La disposición legal en que se funda la petición de dicha medida de protección. 
Firma autógrafa de la autoridad que la emite. 


Las medidas urgentes de protección especial serán notificadas por la autoridad que decrete la 
medida correspondiente. 


Capítulo lll 
Registro Estatal de Órdenes de Protección 


Artículo 68. La Procuraduría de Protección Estatal, integrará un Registro Estatal de Órdenes de 
Protección, con la información que genere la propia Procuraduría de Protección Estatal, y la que 
le envíen las autoridades competentes, relativa a las medidas de protección ordenadas, solicita- 
das, decretadas, en trámite, modificadas, canceladas, concluidas y concluidas en seguimiento, 
para lo cual, emitirá los Lineamientos para el Registro Estatal de Órdenes de Protección. 


La información sobre medidas de protección para el Registro Estatal de Órdenes de Protección, 
será recibida por la Procuraduría de Protección Estatal, los primeros cinco días hábiles del mes, 
por lo que las autoridades competentes en términos del artículo 170 de la Ley, deberán realizar 
los trámites que correspondan para entregar la información dentro de dicho término. 


Artículo 69. El informe sobre las medidas de protección de restitución para el Registro Estatal 
de Órdenes de Protección, deberá contener la información desagregada en términos de los 
Lineamientos previstos en el artículo anterior, que deberán incluir por lo menos, la información 
siguiente: 


l. Generalidades 


a) Número consecutivo de medida de protección de restitución. 

b) El número o clave del plan de restitución de derechos. 

c) Persona o autoridad que presentó la queja. 

d) Fecha de emisión de la medida de protección de restitución. 

e) Descripción de los hechos en que se basa la determinación del derecho vulnera- 
do. 

f) El o los derechos que se pretenden proteger y/o restituir con dicha medida de 
protección de restitución. 

9) Lugar de los hechos. 

h) Intervención requerida. 

i) Disposición legal en que se funda la petición de la medida de protección de resti- 
tución. 


Il. Respecto de las niñas, niños y adolescentes: 


a) Nombre. 

b) Fecha de nacimiento. 
c) Lugar de nacimiento. 
d) Edad. 

e) Sexo. 

f) Escolaridad. 
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g) Domicilio en el que se encuentra. 


lll. Respecto de las autoridades emisoras o solicitantes de las medidas de protección de 
restitución: 


a) Nombre y cargo de la autoridad emisora o solicitante. 
b) Sistema DIF de adscripción. 


IV. Respecto de las autoridades o personas a quienes se les solicita la medida de protec- 
ción de restitución: 


a) Fecha de recibida la medida de protección de restitución. 

b) Atención brindada a la solicitud de medida de protección. 

Cc) Información sobre el resultado de implementación de las medidas de protección. 

d) En caso de que ésta no concluya, deberán expresarse las razones por las que no 
se llevo a cabo dicha conclusión. 


V. Respecto al seguimiento de las medidas de protección de restitución: 


a) Estatus de la medida de protección de restitución (en trámite, canceladas, conclu- 
idas o concluidas en seguimiento) 

b) En caso de modificación, descripción de la modificación y estatus de la medida de 
protección de restitución modificada (en trámite, canceladas, concluidas o con- 
cluidas en seguimiento). 


La información señalada en la fracción ll, es de uso exclusivo de la Procuraduría de Protección 
Estatal, así como de las autoridades competentes y tendrá el carácter de confidencial que le 
confiera la legislación en materia de transparencia y protección de datos que resulte aplicable. 


Artículo 70. El informe sobre medidas de protección especial deberá contener la información 
desagregada en términos de los Lineamientos previstos en el artículo 68 de este Reglamento, 
que deberán incluir por lo menos, la información siguiente: 


Para la Procuraduría de Protección Estatal y Procuradurías de Protección Municipales, que decre- 
taron o solicitaron la medida de protección especial: 


l. Generalidades 


a) Número consecutivo de medida de protección especial, o en su caso, número 
consecutivo de la solicitud de medida de protección especial. 

b) El numéro o clave del plan de restitución de derechos. 

c) Persona o autoridad que presentó la denuncia. 

d) Fecha de emisión o solicitud de la medida de protección especial. 


Descripción de los hechos en que se basa la determinación del derecho vulnerado. 
El o los derechos que se pretenden proteger y/o restituir con dicha medida de 
protección especial. 

Lugar de los hechos. 

Descripción de la medida de protección especial solicitada o decretada. 
Disposición legal en que se funda la emisión o petición de la medida de protec- 
ción de especial. 


Respecto de las niñas, niños y adolescentes: 


a. Nombre. 

b. Fecha de nacimiento. 

c. Lugar de nacimiento. 

d. Edad. 

e. Sexo. 

f. Escolaridad. 

g. Domicilio en el que se encuentra. 

Respecto de las autoridades emisoras o solicitantes de las medidas de protección 
especial: 

a. Nombre y cargo de la autoridad solicitante. 

b. Sistema DIF de adscripción. 

Respecto de las autoridades a quienes se les solicita la medida de protección o su 
ratificación: 

a. Fecha de recepción de la solicitud de la medida de protección especial o de su 


ratificación. 

Número de expediente. 

Nombre y adscripción de la autoridad. 

Información sobre el resultado de la solicitud de la medida de protección espe- 
cial. 

La fecha de inicio y conclusión de adopción de la medida de protección. 


Respecto al seguimiento de las medidas de protección de protección especial: 


b. 


Estatus de la medida de protección especial (en trámite, canceladas, concluidas o 
concluidas en seguimiento) 

En caso de modificación, descripción de la modificación y estatus de la medida de 
protección especial modificada (en trámite, canceladas, concluidas o concluidas 
en seguimiento). 

En caso de cancelación de la medida de protección especial, por mandato judi- 
cial, la fecha en la que recibió la notificación y descripción de las acciones llevadas 
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a Cabo para que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de la 
aplicación de la medida de protección especial. 


Para la autoridad que dictó la medida de protección especial solicitada o, en su caso, ratificó, 
modificó o canceló la medida de protección especial: 


Xi1l. 
XIV. 


Nombre y cargo de la autoridad jurisdiccional. 
Nombre y cargo de la autoridad solicitante. 


Fecha en que se recibió la solicitud de emisión o ratificación de la medida de protec- 
ción especial. 

Número consecutivo de medida de protección de especial, o en su caso, número 
consecutivo de la solicitud de medida de protección especial, proporcionado por la 
autoridad solicitante. 


Número de expediente. 


Fecha de emisión de la medida de protección de especial, o en su caso, de la ratifi- 
cación, modificación o cancelación. 


Descripción de los hechos en que se basa la determinación del derecho vulnerado. 


El o los derechos que se pretenden proteger y/o restituir con dicha medida de pro- 
tección especial. 


Descripción de la medida de protección especial solicitada o decretada. 


Disposición legal en que se funda la emisión o petición de la medida de protección 
de especial. 


Datos de identificación de la niña, niño y adolescente. 


Fecha e información sobre el resultado de la solicitud de la emisión o ratificación de 
la medida de protección especial. 


La fecha de inicio y conclusión de adopción de la medida de protección, en su caso. 


Estatus de la medida de protección especial decretada (en trámite, canceladas, con- 
cluidas o concluidas en seguimiento). 


La información señalada en la fracción Il del segundo párrafo y en la fracción XI del tercer pár- 


rado, es de 


uso exclusivo de la Procuraduría de Protección Estatal, así como de las autoridades 


competentes y tendrá el carácter de confidencial que le confiera la legislación en materia de 


transparencia y protección de datos que resulte aplicable. 


Artículo 71. El informe sobre medidas urgentes de protección especial deberá contener la in- 
formación desagregada en términos de los Lineamientos previstos en el artículo 68 del pre- 


sente Reglamento, que deberán incluir por lo menos, la información siguiente: 


Para la autoridad solicitante: 


Generalidades 


a) Número consecutivo de la solicitud de medida urgente de protección especial. 

b) El número o clave del plan de restitución de derechos. 

Cc) Persona o autoridad que presentó la queja. 

d) Fecha de solicitud de la medida urgente de protección especial. 

e) Descripción de los hechos en que se basa la determinación del derecho vulnera- 
do. 

f) El o los derechos que se pretenden proteger y/o restituir con dicha medida de 
protección especial. 

9) Lugar de los hechos 

h) Descripción de la medida urgente de protección especial solicitada. 

i) Disposición legal en que se funda la emisión o petición de la medida urgente de 
protección de especial. 


Respecto de las niñas, niños y adolescentes: 
a) Nombre. 

b) Fecha de nacimiento. 

Cc) Lugar de nacimiento. 

d) Edad. 

e) Sexo. 

f) Escolaridad. 

g) Domicilio en el que se encuentra. 


Respecto de las autoridades solicitantes de las medidas urgentes de protección es- 
pecial: 


a) Nombre y cargo de la autoridad solicitante. 
b) Sistema DIF de adscripción. 


Respecto de las autoridades a quienes se les solicita la medida urgente de protección 
especial o su ratifiación: 


a) Fecha de recepción de la solicitud de la medida urgente de protección especial. 

b) Número de expediente, registro o carpeta. 

Cc) Nombre y adscripción de la autoridad. 

d) Información sobre el resultado de la solicitud de la medida urgente de protección 
especial. 

e) La fecha de inicio y conclusión de adopción de la medida urgente de protección 
especial. 


Respecto al seguimiento de las medidas urgentes de protección de protección espe- 
cial, el estatus de la medida de protección especial (en trámite, canceladas, conclu- 
idas o concluidas en seguimiento). 
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Para la autoridad que dictó la medida urgente de protección especial: 


XIII. 


XIV. 


Nombre y cargo de la autoridad del ministerio público. 


Nombre y cargo de la autoridad solicitante de la medida urgente de protección 
especial, o en su caso, de quien presentó la denuncia. 


Fecha en que se recibió la solicitud de emisión de la medida urgente de protec- 
ción especial. 

Número consecutivo de la solicitud de medida urgente de protección especial, 
proporcionado por la autoridad solicitante. 

Número de expediente, carpeta o registro. 

Fecha de emisión de la medida urgente de protección especial. 

Los datos de identificación de la niña, niño o adolescente. 


Descripción de los hechos en que se basa la determinación del derecho vulnera- 
do. 


El o los derechos que se pretenden proteger y/o restituir con dicha medida ur- 
gente de protección especial. 

Descripción de la medida urgente de protección especial decretada. 

Disposición legal en que se funda la emisión o petición de la medida urgente de 
protección especial. 

Información sobre el resultado de la solicitud de la emisión de la medida urgente 
de protección especial. 

La fecha de inicio y conclusión de la ejecución de la medida urgente de protec- 
ción especial, en su caso. 

Fecha en que se solicitó al Órgano jurisdiccional la ratificación de la medida ur- 
gente de protección especial. 

Nombre y cargo de la autoridad jurisdiccional encargada de ratificar la medida 
urgente de protección especial. 

Número de expediente de la autoridad jurisdiccional o registro. 

Resultado de la solicitud de ratificación de la medida urgente de protección espe- 
cial. 

Estatus de la medida urgente de protección especial decretada (en trámite, modi- 
ficada, canceladas, concluidas o concluidas en seguimiento). 

En caso de modificación, descripción de la modificación y estatus de la medida de 
protección especial modificada (en trámite, canceladas, concluidas o concluidads 
en seguimiento). 

En caso de cancelación de la medida de protección especial, por mandato judi- 
cial, la fecha en la que recibió la notificación y descripción de las acciones llevadas 
a Cabo para que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de la 
aplicación de la medida de protección especial. 


La información señalada en la fracciones Il del segundo párrafo y fracción VII del tercer párrafo 
del presente artículo es de uso exclusivo de la Procuraduría de Protección Estatal, así como de 
las autoridades competentes y tendrá el carácter de confidencial que le confiera la legislación 
en materia de transparencia y protección de datos que resulte aplicable. 


TÍTULO SÉPTIMO 


Sanciones administrativas 


Artículo 72. El Sistema DIF Chiapas, aplicará las sanciones a que se refiere el artículo 188, frac- 
ción lll de la Ley, en términos de lo dispuesto en el Título Tercero del Libro Primero de la Ley de 
Procedimientos Administrativos para el Estado de Chiapas. 


Artículo 73. Si en la sustanciación de los procedimientos administrativos a que se refiere este 
Título, cualquier autoridad advierte la posible comisión de delitos en términos de las disposi- 
ciones jurídicas aplicables, deberá dar vista al ministerio público, a efecto de que éste actúe en 
el ámbito de su competencia. 


Las autoridades estatales deberán notificar a la Procuraduría de Protección Estatal de cualquier 
vista que se dé al ministerio público, a efecto de que ésta realice las acciones conducentes en 
el ámbito de sus atribuciones. 


TRANSITORIOS 


PRIMERO. El presente Reglamento entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Periódico Oficial. 


SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo dispuesto en el presente Regla- 
mento. 


TERCERO. En la primera elección de los representantes de la sociedad civil que integrarán el 
Sistema Estatal de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes, los integrantes serán des- 
ignados en términos del Capítulo Dos del Título Segundo, de este Reglamento,considerando 
emitir la convocatoria de participación sesenta días naturales posteriores a publicación de este 
Reglamento. 


Para garantizar la permanencia y participación de los representantes de la sociedad civil, por 
única ocasión se eligirán dos integrantes que durarán en su encargo dos años y otros dos cuatro 
años, por lo que la convocatoria dispondrá que una vez designados los miembros, en sesión 
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del Sistema Estatal de Protección Integral, se determinará el periodo de cada uno de ellos por 
insaculación. 


CUARTO. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal dentro del ámbito 
de su competencia realizarán las gestiones necesarias para el cumplimiento del presente de- 
creto, 


QUINTO. Los lineamientos, acuerdos, protocolos, metodologías y demás disposiciones admin- 
istrativas de carácter general que se deban emitir conforme a la Ley y este Reglamento, y que no 
se haya fijado un plazo determinado para su emisión, deberán ser expedidos dentro del plazo 
de ciento ochenta días hábiles contado a partir de la entrada en vigor del presente Reglamento. 


SEXTO. El Consejo Consultivo deberá integrarse dentro de los ciento ochenta días naturales 
siguientes a la emisión de los lineamientos para la integración, organización y funcionamiento 
del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 25 de este Reglamento. 


Los primeros miembros del Consejo Consultivo cuya propuesta corresponda realizar al propio 
Consejo Consultivo en términos de la fracción Il del artículo 23 del presente Reglamento, serán 
propuestos por los miembros del Consejo Consultivo que resulten electos conforme a la frac- 
ción | de dicho artículo. 


SÉPTIMO. Los procedimientos y asuntos que se encuentren en trámite o pendientes de reso- 
lución al momento de la entrada en vigor del presente Reglamento se tramitarán y resolverán 
conforme a las disposiciones vigentes al momento en el que se iniciaron. 


OCTAVO. La Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral de Niñas, Niños y 
Adolescentes deberá elaborar una metodología que procure que el primer Programa Estatal de 
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes se ajuste a los programas sectoriales y especiales ya 
vigentes al momento de la instalación de dicho Sistema Estatal y de la entrada en vigor de este 
Reglamento. 


NOVENO. En materia de Adopciones y Familia de Acogida previstos en la Ley, se deberá actuali- 
zar la reglamentación existente en un término no mayor a sesenta días naturales. 


DÉCIMO. La regulación de Centros de Asistencia Social prevista en la Ley, se propondrá dentro 
del término de noventa días hábiles. 


El Ejecutivo del Estado, dispondrá se publique, circule y se dé el debido cumplimiento al pre- 
sente Reglamento. 


Dado en el Palacio de Gobierno, Residencia Oficial del Poder Ejecutivo del Estado, en la ciudad 
de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; a los catorce días del mes de Diciembre del año 2016. 


Lic. Manuel Velasco Coello 
Gobernador del Estado de Chiapas 


Dr. Vicente Pérez Cruz Lic. Juan Carlos Gómez Aranda 
Consejero Jurídico del Gobernador Secretario General de Gobierno 


Las firmas que anteceden forman parte integrante del Reglamento de la Ley de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chiapas. 
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Observaciones Finales 
sobre los exámenes periódicos 
¡ETA 
consolidados de México. 


Comité de los Derechos del Niño 
de las Naciones Unidas 


CRC/C/MEX/CO/4-5 
8 de junio de 2015 


Traducción no oficial, revisada por las oficinas de UNICEF y 
ACNUDH en México para fines de divulgación. Para cualquier 
cita favor de referirse al documento original (en inglés). 


Prefacio 


éxico ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño 
M (CDN) el 21 de septiembre de 1990, reconociendo que 
todas las niñas, niños y adolescentes, sin ninguna excep- 
ción, tienen derechos. Asimismo, de acuerdo con la Constitución 


Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Convención forma 
parte del orden jurídico mexicano. 


Como parte de los compromisos adquiridos al ratificar la Conven- 
ción, el Estado mexicano se comprometió a presentar informes 
ante el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, 
sobre las medidas que ha adoptado para dar cumplimiento a las 
obligaciones establecidas en dicho tratado internacional. 


El 19 y 20 de mayo de 2015, México presentó ante el Comité sus 
informes periódicos cuarto y quinto consolidados acerca de la 
situación de la niñez en el país y el cumplimiento de la Conven- 
ción sobre los Derechos del Niño. 


El Comité de los Derechos del Niño, como órgano de vigilancia 
de la CDN, examinó las medidas y acciones que se han llevan a 
cabo en México y, en respuesta, emitió sus Observaciones Fina- 
les (CRE/C/MEX/CO/4-5) con la finalidad de que éstas sean imple- 
mentadas en concordancia con las disposiciones y principios de 
la Convención, para cumplir con el objeto de la CDN: el respeto y 
garantía de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Las oficinas en México del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) y del Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), como parte de 
sus mandatos de divulgar el contenido de la Convención de los 
Derechos del Niño y las actividades que desarrolla el Comité, pre- 
sentan en esta publicación la traducción no oficial al español y la 
versión original (en inglés) de las Observaciones Finales sobre los 
informes periódicos cuarto y quinto consolidados de México. 


Naciones Unidas CRC/C/MEX/CO/4-5 
Convención sobre los Derechos del Niño 
Comité de los Derechos del Niño 


Distr.: General 8 de junio de2015 


Traducción no oficial* 
Original: Inglés 


1 
Observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto consolidados de México 
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l. Introducción 


1. El Comité examinó los informes periódicos cuarto y quinto consolidados de México 
(CRC/C/MEX/4-5) en sus sesiones 19882 y 19902 (véase CRC/C/SR 1998 y 1990), 
celebradas los días 19 y 20 de mayo de 2015, y aprobó en su 2024? sesión, el 5 de 
junio de 2015, las observaciones finales que figuran a continuación. 


2. El Comité acoge con satisfacción la presentación del cuarto y quinto informe 
consolidados de México (CRC/C/MEX/4-5) y las respuestas escritas a su lista de 
cuestiones (CRC/C/MEX/4-5/Add.1) que le permitieron comprender mejor la 
situación de los derechos de niñas y niños en el Estado parte. El Comité expresa su 
reconocimiento por el diálogo constructivo mantenido con la delegación de alto 
nivel y multisectorial del Estado parte. 


ll. Medidas de seguimiento adoptadas y progresos realizados por el Estadoparte 
3. El Comité recibe con aprecio la ratificación de los siguientes instrumentos: 


(a) La Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas, en 2008; 

(b) La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su 
Protocolo Facultativo, en 2007; 

(c) El Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte, en 2007. 


4. El Comité acoge con satisfacción la adopción de las siguientes medidas legislativas: 


' Adoptadas por el Comité durante su sesión sexagésima novena (18 de mayo al 5 de junio de 2015) 





* El presente documento es una traducción no oficial, revisada por las oficinas de UNICEF y ACNUDH en 
México para fines de divulgación. Para cualquier cita favor de referirse al documento original (en inglés) 
disponible en: http://www.refworld.org/docid/566fc4d14.html 217 
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Dd; 


(a) Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA), en 
2014; 


(b) La reforma a la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, 
incluyendo apartados específicos para la infancia, en 2014; 


(c) La reforma constitucional en educación, reconociendo el derecho a una 
educación de calidad, en 2013 


El Comité también acoge con satisfacción las siguientes políticas y medidas 
institucionales: 


(a) La Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo Adolescente, en 201 5; 
(b) El Programa Nacional de Derechos Humanos 2014-2018; 


(c) El Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de Personas con 
Discapacidad 2014- 2018; 


(d) El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. 


Ill. Principales motivos de preocupación y recomendaciones 


A. Medidas generales de aplicación (arts. 4, 42 y 44 (párr. 6) de la Convención) 


6. 


Recomendaciones anteriores del Comité 


El Comité recomienda al Estado parte que adopte las medidas necesarias para 
atender sus recomendaciones anteriores (CRC/C/MEX/CO/3) que no se han 
puesto en práctica o han sido implementadas insuficientemente, en particular 
las relativas a los mecanismos de supervisión independientes, la recopilación 
de datos y capacitación, así como la difusión de la Convención. 


Legislación 


de 


Aunque el Comité acogela adopción dela Ley General porlos Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes (LGDNNA), le preocupa su implementación efectiva y a tiempo en 
los niveles federal, estatal y municipal. El Comité está particularmente preocupado 
porque aún no se ha llevado a cabo el reglamento para la implementación de 
la LGDNNA, debido a que diversas leyes federales relacionadas con los derechos 
de niñas, niños y adolescentes aún no han sido armonizadas con ésta y porque 
muchas entidades federativas todavía no han adoptado la legislación sobre 
niñas, niños y adolescentes en los términos requeridos porla LGDNNA. 


El Comité recomienda al Estado parte que garantice la aplicación efectiva de la 
LGDNNA a nivel federal, estatal y municipal, incluso mediante: 


(a) Aprobación de la adecuación normativa necesaria para la 
implementación de la LGDNNA en consulta con la sociedad civil y con 


niñas y niños; 


(b) Garantizando que todos los estados aprueben la legislación en materia 
de derechos de infancia requerida, en concordancia con la LGDNNA; 


(c) Asegurando que todas la leyes federales y estatales estén armonizadas 
con los contenidos de la Convención y con la LGDNNA. 


Políticas y estrategiasintegrales 


9. Destacando que, de acuerdo al contenido de la LG¿DNNA debe ser aprobado un 
Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes para fines de 2015, 
el Comité expresa su preocupación de que este programa pueda adoptarse en tiempo 
y pueda implementarse de manera efectiva, especialmente en vista de la débil 
implementación del Programa Nacional de Acción 2002-2010:“Un México apropiado 
para la infancia y la adolescencia”. El Comité también manifiesta su preocupación 
respecto de que se adopten en tiempo los programas locales de protección a nivel 
estatal y municipal. El Comité resalta que el CONEVAL (Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social) ha sido encargado con la labor de evaluar las políticas 
públicas relacionadas con los derechos de la infancia a nivel federal. Sin embargo, al 
Comité le preocupa la falta de información sobre los mecanismos que se establecerán 
para monitorear y evaluar las políticas públicas relacionadas con los derechos de la 
infancia a nivel estatal y municipal. 
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10. El Comité recomienda al Estado parte que: 


(a) Garantice que el Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes, asícomo los Programas de Protección Locales a nivel estatal y 
municipal sean implementados en tiempo, que incluyan todos los aspectos 
contenidos en la Convención y en sus Protocolos Facultativos, incluyan 
una perspectiva de género, y que sean provistos de recursos humanos, 
técnicos y financieros suficientes para su adopción efectiva. La opinión de 
niñas, niños y adolescentes, de la sociedad civil y de organizaciones 
internacionales pertinentes debe ser tenida en cuenta en este proceso. 


(b) Adopte las medidas necesarias para asegurar que las entidades estatales 
y municipales implementen un mecanismo adecuado para el seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas relacionadas con los derechos de la 
infancia. 
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11. El Comité acoge con satisfacción la inclusión del Sistema Nacional de Protección 
Integral (SNPI) dentro del contenido de la LGDNNA, y que éste sistema sea 
encabezado por el Presidente del Estado parte. Sin embargo, el Comité expresa 
su preocupación frente a la implementación en tiempo de un sistema como el 
planteado a nivel federal, estatal y municipal, que sea capaz de enfrentar las 
múltiples inquietudes relacionadas con la actual ausencia de un mecanismo que 
coordine la implementación de los contenidos de la Convención y sus Protocolos 
Facultativos. 


12. El Comité insta al Estado parte a establecer de manera expedita el SNPI y a 
garantizar que este sistema sea provisto de los recursos humanos, técnicos 
y financieros necesarios para su efectivo funcionamiento a nivel federal, 
estatal y municipal. En particular, el Comité recomienda al Estado parte de 
manera expedita que: 


(a) Establezca las Secretarías Ejecutivas a nivel federal, estatal y municipal; 


(b) Establezca las Procuradurías de Protección Especial a nivel federal y estatal 
y garantice que funcionen de acuerdo a los contenidos de la LGDNNA. 


Asignación de Recursos 


13. El Comité toma nota de que los recursos asignados a la infancia han aumentado durante 
el período de revisión del Estado parte y que también ha aumentado la claridad frente 
al presupuesto asignado a niñas y niños. Sin embargo, el Comité está preocupado por: 


(a) El hecho que en la LGDNNA no haya sido incluido un análisis de gastos 
presupuestarios; 


(b) El presupuesto insuficiente asignado a la infancia, en especial a la protección y 
a la garantía de la participación de niñas y niños, además de la transparencia 
insuficiente en lo relacionado a la asignación de fondos que son transferidos 
desde el nivel federal a los niveles estatal y municipal; 


(c) Los presupuestos federal y municipales no definen de manera adecuada los 
gastos destinados a la infancia; 


(d) El hecho de que a pesar de existir un alto nivel de percepción de la corrupción 
en el Estado parte, no existe evidencia relacionada con casos de malversación de 


lo s fondos asignados a la garantía de derechos de la infancia. 


14. A la luz de su día de debate general de 2007 sobre “Recursos para los derechos 


del niño - Responsabilidad de los Estados”, el Comité recomienda al Estado 
parte que: 


(a) Elabore un diagnóstico sobre el presupuesto necesario para la 
implementación de la LGDNNA y para asegurar que los recursos humanos, 
técnicos y financieros adecuados sean asignados para la efectiva aplicación 
de la ley; 


(b) Fortalezca sus esfuerzos para elaborar diagnósticos integrales sobre las 
necesidades de presupuesto para la infancia, y que asigne los recursos 
presupuestarios adecuados para la garantía de los derechos de la infancia, 
en particular, que incremente el presupuesto asignado a la educación, a la 
salud, a la protección de la infancia y a la participación de niñas y niños; 


(c) Continúe utilizando un enfoque de derechos de infancia al momento de 
preparar el presupuesto federal, incluyendo los recursos presupuestarios 
que serán transferidos alas entidades estatales y municipales, garantizando 
que los presupuestos estatales y municipales especifiquen el gasto 
asignado a la infancia, y mejorando el sistema para rastrear la asignación 
y uso de recursos para la infancia a través de todo el presupuesto; 


(d) Realice evaluaciones de impacto sobre cómo el interés superior de la infancia 
es tenido en cuenta al realizar inversiones o recortes al presupuesto en 
cualquier sector, y que se asegure de medir el impacto de estos recortes en 
niñas y niños; 


(e) Fortalecerlas medidas para combatir la corrupción, incluidas las capacidades 
institucionales para detectar, investigar y enjuiciar efectivamente la 
corrupción. 


B. Principios generales (arts. 2, 3, 6 y 12) 
No discriminación 


15. Aunque se resalta el papel del Programa Nacional para la Igualdad y la No 
Discriminación 2014 - 2018, el Comité está preocupado por la prevalencia en la 
discriminación frente a la niñez indígena, afro-mexicana y migrante; la infancia 
con discapacidad, la infancia gay, lesbiana, transgénero o intersexual, la niñez en 
situación de calle, así como la infancia en situación de pobreza y en zonas rurales. 


16. El Comité recomienda al Estado parte que: 
(a) Adopte una ruta de acción que incluya los recursos necesarios, un 
cronograma y metas medibles que implique a las autoridades a nivel 
federal, estatal y municipal a adoptar las medidas, incluyendo medidas 
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1. 


18. 


afirmativas, para prevenir y eliminar la discriminación de facto contra la 
niñez indígena, afro-mexicana y migrante, la infancia con discapacidad, la 
infancia gay, lesbiana, transgénero o intersexual, la niñez en situación de 
calle, así como la infancia en situación de pobreza y en zonas rurales; 


(b) Garantizar que las autoridades, los servidores públicos, los medios de 
comunicación, los maestros, niñas, niños y adolescentes, y el público en 
general sean sensibilizados frente al impacto negativo de los estereotipos 
en los derechos de la infancia, y se tomen las medidas necesarias para 
prevenir estos estereotipos negativos, principalmente fomentando que los 
medios de comunicación adopten códigos deconducta; 


(c) Facilitar mecanismos de denuncia amigables para niñas y niños en los 
establecimientos educativos, centros de salud, centros de detención juvenil, 
instituciones de cuidado alternativo, entre otros lugares, y garantizar que 
los responsables de actos discriminatorios sean sancionados de manera 
adecuada. 


El Comité expresa una profunda preocupación por las actitudes patriarcales y los 
estereotipos de género persistentes y que son discriminatorios frente a las niñas y las 
mujeres, y que traen como resultado una alta prevalencia de violencia contra mujeres 
y niñas en el Estado parte. 


El Comité insta al Estado parte a otorgar la máxima prioridad a la eliminación de 
las actitudes patriarcales y de los estereotipos de género que discriminan a 
niñas y mujeres, incluyendo programas de educación y de sensibilización. 


Interés superior delniño 


19. 


20. 


Aunque se resalta el reconocimiento constitucional al derecho de niñas y niños de 
que su interés superior sea tenido en cuenta como consideración primordial, al 
Comité está preocupado por los informes en los que se menciona que este derecho 
no se aplica en la práctica de manera consistente. 


A la luz de su observación general N*14 (2013), sobre el derecho del niño 
a que su interés superior sea una consideración primordial, el Comité 
recomienda al Estado parte que redoble sus esfuerzos para velar porque 
ese derecho sea debidamente integrado y consistentemente aplicado en 
todos los procedimientos y decisiones de carácter legislativo, administrativo 
y judicial, así como en todas las políticas, programas y proyectos, que tengan 
pertinencia para los niños y los afecten. Se alienta al Estado parte a que 
elabore criterios para ayudar a todas las autoridades competentes a determinar 
el interés superior del niño en todas las esferas y a darle la debida importancia 
como consideración primordial. 


Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo 


21. El Comité está seriamente preocupado por el contexto de violencia armada, tráfico 
de drogas y la lucha contra el crimen organizado que ha resultado en numerosos 
asesinatos de niñas y niños, incluyendo casos de ejecuciones extrajudiciales como 
es el caso de Tlatlaya, contexto que continúa amenazando el derecho a la vida, a la 
supervivencia y al desarrollo de niñas y niños. En ese sentido, es preocupación del 
Comité: 


(a) 


(b) 


El alto número de desapariciones de niñas y niños, especialmente de niñas 
mayores de 10 años; 


El hecho que el Estado parte no ha garantizado aún un acceso efectivo a la 
justicia para las familias de algunas niños y niñas que han sido víctimas, ya sea 
por accidentes o porviolencia, como lo han sido los casos de las niñas y los niños 
víctimas del incendio en la guardería ABC del estado de Sonora, o el caso del niño 
José Luis Tlehuatle del estado de Puebla; 


Los reportes sobre un alto número de feminicidios de mujeres y niñas, 
la falta de datos oficiales desagregados y la prevalente impunidad sobre este 
asunto. 


22. El Comité insta al Estado parte a: 


(a) 


(b) 


(c) 


Aprobar de manera expedita la Ley general sobre desapariciones forzadas 
y asegurar que estas sean tipificadas tanto a nivel federal como estatal, 
de acuerdo con la Convención Internacional para la Protección de todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas. Esta ley debe incluir 
medidas específicas para abordar las desapariciones de niñas y niños, 
particularmente las de niñas; 


Tomar medidas urgentes para prevenir las muertes violentas, los asesinatos 
y las desapariciones de niñas y niños y sus padres y madres, incluyendo 
un análisis de las causas de estos actos violentos, como lo son la violencia 
armada, el crimen organizado, el tráfico de drogas, la desigualdad de 
género, la pobreza y la marginación. 


Asegurar que existan mecanismos amigables para niñas y niños 
para investigar las denuncias sobre muertes violentas, asesinatos y 
desapariciones, que estos hechos sean investigados de manera expedita 
y exhaustiva, que los presuntos autores de estos hechos sean llevados 
ante la justicia, incluyendo los casos en los que los presuntos autores sean 
funcionarios públicos, como en el caso de Tlatlaya, y que a las familias 
de niñas y niños víctimas se les provea apoyo psicosocial y que sean 
compensadas de manera adecuada. 
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(d) Simplificar y armonizar en los estados los procedimientos existentes 
para activar la Alerta Amber, que tenga como fin la búsqueda de niñas y 
niños desaparecidos, así como de sus madres y padres, sin demora alguna; 


(e) Como fue recomendado por la CEDAW (CEDAW/C/MEX/CO/7-8, párr. 19 (a)), 
el Estado parte debe garantizar que los feminicidios sean penalizados 
en los códigos de todos los estados, con base en elementos objetivos 
que permitan la tipificación adecuada de acuerdo con los estándares 
internacionales y que permita la homologación de los protocolos de 
investigación de la policía sobre feminicidios en todo el país. El Estado 
parte debe asegurar también la aplicación efectiva de las disposiciones que 
penalizan el feminicidio en los códigos penales federal y estatales; 


(f) Recolectar datos desagregados sobre asesinatos, incluyendo feminicidios y 
desaparición de niñas y niños, así como también de las madres y los padres 
que han sido asesinados o desaparecidos y del número de hijas e hijos que 
han dejado. 


23. El Comité también está preocupado por el alto número de niñas y niños que mueren 
por accidentes de tráfico. 


24. El Comité recomienda al Estado parte que adopte nuevas medidas para 
prevenir los accidentes de tráfico, continúe sensibilizando sobre la prevención 
de accidentes, además de diseñar e implementar las sanciones pertinentes, en 
particular a aquellas personas que conduzcan bajo la influencia de alcohol o 
drogas. 


Respeto por las opiniones del niño 


25. Aunque se destacan las iniciativas implementadas para fomentar la participación 
infantil, como la organización anual del “Parlamento Infantil de las Niñas y los Niños 
de México”, el Comité lamenta la falta de espacios de participación permanente de 
niñas y niños. También le preocupa que la opinión de niñas y niños no sea escuchada 
de manera consistente en los procedimientos judiciales y administrativos. 


26. A la luz de su observación general N* 12 (2009), sobre el derecho del niño a ser 
escuchado, el Comité recomienda al Estado parte que: 


(a) En línea con los artículos 72 y 125.1ll de la LGDNNA, asegure el 
establecimiento de espacios de participación permanente de niñas y niños 
anivel federal, estatal y municipal y que se haga un seguimiento detallado 
del impacto de estos espacios en el desarrollo e implementación de leyes 
y políticas relevantes. 


(b) Implemente de manera efectiva la legislación que reconoce el derecho de 


niñas y niños aserescuchados en procedimientos judiciales y administrativos 
relevantes, incluyendo el monitoreo de la implementación del Protocolo 
de Actuación para quienes Imparten Justicia en Casos que Afecten a Niñas, 
Niños y Adolescentes. 


C. Derechos y libertades civiles (arts. 7, 8, y 13-17) 
Registro de nacimiento 


27. Aunque el Comité acoge con satisfacción la reforma constitucional de 2014 que 
reconoce el derecho al registro de nacimiento, le preocupa que el registro de 
nacimiento de niñas y niños indígenas, afro-mexicanos, migrantes y que viven en 
áreas remotas permanece bajo. 
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28. El Comité recomienda al Estado parte que redoble sus esfuerzos para asegurar el 
registro universal de nacimiento, incluyendo la implementación de las reformas 
legales necesarias y adoptando los procedimientos requeridos a nivel estatal 
y municipal. Deben existir oficinas de Registro Civil o unidades móviles 
disponibles en todas las unidades de maternidad, en los principales puntos 
de tránsito de migrantes y en las comunidades donde niñas y niños nacen con 
parteras tradicionales. 


D. Violenciacontraniñasyniños(arts.19,24,párr.3,28,párr.2,34,37(a)y39) 
Violencia en el contexto de crimen organizado 


29. El Comité está profundamente preocupado por la falta de tipificación del 
reclutamiento de niñas y niños por grupos armados como los grupos del crimen 
organizado. También le preocupan la insuficiencia de las medidas adoptadas para 
prevenir el reclutamiento continuo de niñas y niños por grupos armados y la falta de 
protección y de apoyo psicosocial a niñas y niños víctimas. 


30. El Comité recomienda al Estado parte que: 


(a) Tipifique de manera explícita el reclutamiento de niñas y niños por 
grupos armados como los grupos del crimen organizado; 


(b) Asegure que ninguna niña o ningún niño sean reclutados por grupos 
armados, identificando y monitoreando los diferentes grupos armados 
en el país, incluyendo los grupos del crimen organizado; 


(c) Asegure el acceso a la justicia y a una compensación a niñas y niños 
que han sido reclutados ilegalmente; 
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(d) Revise la estrategia de combate al crimen organizado, bajo un 
enfoque que asegure la protección de niñas y niños contra la violencia, e 
implemente de manera efectiva el protocolo conjunto para la protección 
de los derechos de la infancia durante operaciones federales contra el 
crimen organizado por parte de órganos militares, de seguridad, de 
justicia o de desarrollo social. 


Derecho de niñas y niños a una vida libre de toda forma de violencia 


31. Aunque el Comité acoge con satisfacción los contenidos de la LGDNNA en 


relación con la aprobación de legislación y políticas en los niveles federal y 
estatal para prevenir, atender y sancionar todo tipo de violencia contra niñas y niños, 
le preocupa laefectiva implementación de estos contenidos y la prevalencia de la 
impunidad frente a casos de violencia contra niñas y niños en el país. Además, el 
Comité está preocupado de manera particular por: 


(a) La prevalencia de la tortura y otros tratos o penas crueles o degradantes o castigo 
de niñas y niños, en particular contra la niñez en situación de migración, contra 
la niñez en situación de calle, y contra los niños y niñas en bajo custodia policial 
o detención porlas autoridades policiales; 


(b) La elevada incidencia de castigo corporal de niñas y niños, la violencia 
doméstica y la violencia de género y la falta de acceso a la justicia para niñas y 
niños víctimas; 


(c) La creciente violencia, incluida la violencia sexual, el acoso escolar, y la alta tasa de 
adolescentes abusados a través de Internet; 


(d) El bienestar mental y físico de niñas y niños involucrados en entrenamiento para 
corridas de toros y en actuaciones asociadas a esto, así como el bienestar mental 
y emocional de los espectadores infantiles que son expuestos a la violencia de las 
corridas de toros. 


32. A la luz de su observaciones generales N” 8 (2006) sobre el derecho del niño a 


la protección contra los castigos corporales y otras formas de castigo crueles o 
degradantes y N* 13(2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de ninguna 
forma de violencia, el Comité insta al Estado parte a adoptar, a nivel federal y 
estatal, leyes y políticas integrales para prevenir y sancionar toda forma de 
violencia y proteger y asistir a niñas y niños víctimas. El Estado parte también 
debe: 


(a) Armonizar la tipificación del crimen de tortura en todos los estados, de 
acuerdo con los estándares internacionales, y asegurar que los protocolos 
relacionados con la investigación y el enjuiciamiento de casos de tortura 
incluyan un enfoque de derechosde infancia; 


(b) Asegurar que el castigo corporal en todos los escenarios sea explícitamente 
prohibido a nivel federal y estatal y que el “derecho a corregir” sea 
derogado de todos los códigos civiles federales y estatales. El Estado 
parte también debe crear conciencia sobre formas positivas, no violentas y 
participativas de la crianza de niñas yniños; 


(c) Implementar de manera efectiva la Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia que incluya la ejecución de la totalidad del 
Programa Integral para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Contra las Mujeres 2014-2018, de acuerdo con la recomendación de la 
CEDAW (CEDAW/C/MEX/CO/7-8, párr. 16 (a)); 


(d) Asegurar el acceso a la justicia a niñas y niños víctimas, incluyendo el 
establecimiento de servicios especializados dentro de las oficinas de la 
Procuraduría General de la República, facilitando mecanismos de denuncia 
confidenciales y amigables con niñas y niños en instituciones, escuelas, 
centros de detención, hospitales y otros lugares relevantes, proveyendo 
apoyo legal, enjuiciando a los presuntos autores y rehabilitando y 
compensando a niñas y niños víctimas; 


(e) Realizar un estudio que analice el alcance de la violencia contra niñas 
y niños a través de Internet, y fortalecer los esfuerzos para prevenir y 
atender este fenómeno, y que se dirija tanto a niñas y niños que asisten a la 
escuela como a aquellos que no asisten; 


(f) Desarrollar programas de juego, esparcimiento, recreación, cultura, artes y 
deportes, a la par de infraestructura y espacios públicos seguros como 
medios para contrarrestar los efectos negativos de la violencia, para 
aprender habilidades de comunicación no violenta, y para asegurar el 
adecuado desarrollo de niñas y niños; 


(g) Adoptar medidas para hacer cumplir la prohibición en lo relacionado a la 
participación de niñas y niños en el entrenamiento y actuaciones de corridas 
de toros como una de las peores formas de trabajo infantil, y tomar medidas 
para proteger a niñas y niños en su capacidad de espectadores, creando 
conciencia sobre la violencia física y mental asociada con las corridas de 
toros y el impacto de esto sobre niñas y niños. 


Explotación y abusos sexuales 


33. Aunque se destaca la adopción del Protocolo para atender a niñas y niños víctimas 
de abuso sexual, el Comité está preocupado por la alta prevalencia de violencia 
sexual contra la infancia, en particular contra las niñas. El Comité está seriamente 
preocupado por el hecho de que los autores de violación contra niñas puedan 
escapar del castigo si se casan con la víctima. Es también una preocupación, 
que la actual propuesta para reformar el Código Penal Federal en relación con 
delitos de abuso sexual contra niñas y niños, no proteja los derechos de la infancia 
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en lo que respecta al plazo de su prescripción. También, existe la preocupación 
sobre los esfuerzos insuficientes para identificar, proteger y rehabilitar a niñas y 
niños víctimas, así como por el aumento de casos de violencia sexual en centros de 
educación. 


34. El Comité insta al Estado parte a: 


(a) Revisar la legislación federal y estatal para asegurar que la violación sea 
penalizada en línea con los estándares internacionales y que sea removida 
cualquier previsión legal que permita a los autores de abuso sexual infantil 
serexcusados por sus crímenes; 


(b) Asegurar que la reforma al Código Penal Federal provea que no exista plazo 
de prescripción en cuanto a las sanciones como a la acción penal en lo que 
respecta al abuso sexual contra niñas y niños, y que incluya tanto a los 
autores como a los cómplices. Las mismas previsiones deben ser tomadas 
en los códigos penales estatales; 


(c) Establecer mecanismos, procedimientos y lineamientos para asegurar que 
se informen obligatoriamente los casos de abuso sexual y de explotación 
infantil, y asegurar la disponibilidad de mecanismos de denuncia 
amigables para niñas y niños, en particular en las escuelas; 


(d) Prevenir, investigar y enjuiciar todos los casos de abuso sexual contra 
niñas y niños, y castigar adecuadamente a los sentenciados; 


(e) Proveer capacitación a jueces, abogados, procuradores, a la policía y a 
otros actores relevantes sobre cómo atender a niñas y niños víctimas de 
violencia sexual y sobre cómo los estereotipos de género presentes en el 
aparato judicial, afectan el derecho de las niñas a un juicio justo en casos 
de violencia sexual, y sobre cómo dar seguimiento a juicios en los que 
niñas y niños estén involucrados; 


(f) Implementar efectivamente el Protocolo para la atención de niñas y 
niños víctimas de abuso sexual y asegurar servicios y recursos de calidad 
para protegerlos, para proveerlos de recuperación física y sicológica y 
reintegración a la sociedad, además de compensarlos; 


(g) Llevar a cabo actividades de sensibilización para prevenir el abuso sexual 
infantil, para informar al público en general que el abuso sexual es un 
delito y, para atender la estigmatización de la víctima, sobre todo cuando 
los presuntos culpables son familiares. 


35. El Comité está profundamente preocupado por los informes corroborados de cientos 


de niñas y niños que han sido abusados sexualmente durante varios años por clérigos 
de la Iglesia Católica y otras confesiones religiosas. El Comité está particularmente 


preocupado por la impunidad general que los autores de los abusos han disfrutado 
hasta el momento, como lo reconoció la delegación del Estado parte, por el bajo 
número de investigaciones y de juicios contra los responsables, así como por la 
supuesta complicidad de funcionarios, así como por la falta de mecanismos de 
denuncia, de servicios y de compensaciones disponible para niñas y niños. 


36. El Comité insta al Estado parte a: 


(a) Tomar medidas inmediatas para investigar y llevar a juicio a todos los 
miembros de la Iglesia Católica Romana y de otras creencias religiosas que 
hayan estado involucrados o hayan sido cómplices de abuso o explotación 
sexual contra niñas y niños, y se asegure que aquellos encontrados 
culpables reciban las sanciones proporcionales a la gravedad del delito que 
cometieron; 
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(b) Proveer a niñas y niños víctimas de abuso sexual todos los servicios 
necesarios para su recuperación física y mental y para su reintegración 
social, y que sean compensados de manera adecuada; 


(c) Asegurar que las medidas específicas que se tomen para prevenir el 
abuso sexual por parte de los clérigos formen parte de todas las políticas 
relacionadas con la violencia contra la infancia, y empoderar a los niñas 
y niños para que aprendan cómo protegerse del abuso sexual, y que estén 
conscientes de los mecanismos a los que pueden acercarse en caso de que 
se presente un abuso; 


(d) Tomar medidas concretas para crear conciencia sobre este tipo de abuso 
con el fin de superar la aceptación social y el tabú que rodean este tipo de 
delitos; 


(e) Recopilar datos desagregados relacionados con casos de abuso sexual 
contra niñas y niños que involucren a clérigos de la Iglesia Católica 
Romana y que, en su próximo reporte al Comité, entreguen información 
detallada sobre las condenas y sentencias pronunciadas. 


Prácticasnocivas 


37. Aunque se destaca que de acuerdo con el artículo 45 de la LGDNNA las leyes federales 
y estatales deben establecer como edad mínima para contraer matrimonio 
tanto para niñas como para niños a los 18 años, y que el Código Civil Federal 
ya ha sido modificado guardando estos lineamientos, al Comité le preocupa la 
efectiva implementación de este mandato a nivel de los estados. También existe la 
preocupación por la alta prevalencia de matrimonios de niñas y niños y por los casos 
reportados sobre matrimonio forzoso, especialmente de niñas que pertenecen a 
comunidades indígenas. 
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38. A la luz de la observación general N? 18. (2014) adoptada de manera conjunta 
con el Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, el 
Comité recomienda al estado parte que asegure la efectiva implementación 
del artículo 45 de la LG¿DNNA, asegurando que la edad mínima para contraer 
matrimonio por parte de niñas y niños sea establecida en 18 años en las leyes 
de todos los estados. El Estado parte debe también implementar programas 
integrales de sensibilización sobre las consecuencias negativas del matrimonio 
infantil en niñas, teniendo como población objetivo a los familiares, maestros y 
líderes indígenas. 


E. Entorno familiar y modalidades alternativas de cuidado (arts. 5, 9 a 11, 18 
(párrafos 1 y 2), 20, 21, 25 y 27 (párr. 4)) 


Niños privados de su entorno familiar 


39. El Comité acoge con satisfacción que la LGDNNA incluya la prohibición de la 
separación de niñas y niños de sus familias por situación de pobreza y que ordene 
el establecimiento de Procuradurías de Protección a nivel federal y local para, entre 
otras cosas, proteger a niñas y niños privados de un entorno familiar. Le preocupa sin 
embargoque: 

(a) No existen políticas suficientes para apoyar a las familias en el cumplimiento de 
sus responsabilidades parentales; 


(b) El número total de niñas y niños privados de un entorno familiar esdesconocido; 


(c) La institucionalización continúa siendo la opción priorizada sobre el cuidado 
temporal en familias de acogida; 


(d) Existe una supervisión inadecuada en las instituciones de cuidado alternativo, lo 
cual resulta en casos notorios de abuso y negligencia, como lo son “Casitas del 
Sur” y“La Gran Familia” (Mamá Rosa). 


40. El Comité recomienda al Estado parte tomar en cuenta las Directrices sobre 
las Modalidades Alternativas de Cuidado de los Niños (Resolución 64/142 de la 
Asamblea General, anexo) y, en particular: 


(a) Adoptar nuevas políticas para dar apoyo a las familias en el cumplimiento 
de sus responsabilidades parentales, con el fin de asegurar de manera 
efectiva que niñas y niños no sean separados de sus familias por razones 
de pobreza o financieras; 


(b) Adoptar una estrategia para la desinstitucionalización de niñas y niños y 
establecer un sistema de cuidado para la infancia en todos los estados que 
dé preferencia al cuidado a cargo de familiares; 


(c) Proveer a las familias de acogida y al personal que trabajen en instituciones 
de cuidado, capacitación sobre derechos de la infancia, y en especial sobre 
las necesidades particulares de las niñas y niños privados de un entorno 
familiar; 


(d) Recopilar datos sobre y garantizar la revisión periódica de la colocación 
de niñas y niños en hogares e instituciones de acogida, supervisar la 
calidad de la atención, incluyendo la asignación de recursos suficientes 
a las Procuradurías de Protección a nivel federal y estatal y la creación 
del Registro Nacional de Instituciones de Cuidado Alternativo conforme 
a lo dispuesto en el artículo 112 de la LGDNNA; 
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(e) Investigar y procesar a los presuntos autores de actos de violencia contra 
niñas y niños en las instituciones de cuidado alternativo y compensar a 
niñas y niños víctimas. 


Adopción 


41. Aunque destaca que la LGDNNA establece un marco para las adopciones 
aplicable a nivel federal y estatal, el Comité está preocupado porque la ley no 
prohíbe de manera explícita la aún prevalente práctica de adopciones privadas, 
lo que implica un riesgo de beneficios financieros indebidos, incluyendo el riesgo 
de que niñas y niños sean vendidos para ser adoptados. 


42. El Comité recomienda al Estado parte que las adopciones privadas 
sean explícitamente prohibidas y sancionadas en los códigos penales 
federal y estatales. Debe también, asegurar la efectiva implementación 
de las disposiciones en materia de adopción contenidas en la LG«DNNA a 
nivel federal y estatal, incluyendo las reformas requeridas a la legislación, 
y estableciendo un sistema de registro de datos desagregados sobre las 
adopciones nacionalese internacionales. 


Niños con sus madres en prisión 


43. El Comité destaca que niñas y niños de hasta seis años de edad puedan 
permanecer con sus madres en prisión y que el Estado parte esté revisando los 
lineamientos relacionados con niñas y niños que viven con sus madres en estas 
condiciones para asegurar sus derechos. Le preocupa, sin embargo, la adopción 
oportuna de estos lineamientos y las insuficientes alternativas a la detención de 
las madres. 





44. El Comité recomienda al Estado Parte a que considere todas las posibles 
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alternativas a las medidas y penas privativas de la libertad de las madres. 
También debe completar la revisión de los lineamientos relacionados con 
niñas y niños que viven con sus madres en prisión y que los implemente de 
manera efectiva para asegurar que sus condiciones de vida, incluyendo 
el acceso a alimentos, salud, higiene y educación, sean los adecuados para 
el desarrollo físico, mental, moral y social de niñas y niños, y que sean 
protegidos de todo tipo de violencia. 


F. Discapacidad, salud básica y bienestar (arts. 6, 18 (párr. 3),23, 24, 26, 27 (párrs. 
1 a 3) y 33) 


Niños y niñas con discapacidad 


45. El Comité acoge con satisfacción el Plan Nacional de Desarrollo que incluye el 
logro de una educación inclusiva de calidad como un objetivo. También acoge con 
satisfacción las medidas adoptadas por el Estado Parte en particular el desarrollo 
de la primera infancia y la detección oportuna de las discapacidades. Sin embargo, 
el Comité está preocupadopor: 


(a) 


(e) 


La gran cantidad de niñas y niños con discapacidad que todavía no tienen acceso 
gratuito a los serviciosde salud y rehabilitación, no reciben educación y son 
víctimas de violencia y explotación; 


La alta tasa de abandono infantil y la institucionalización de niñas y niños con 
discapacidad, así como los reportes de que estos niños sufren violencia y abuso, y 
que las niñas con discapacidad que son sometidas a esterilización forzada; 


El acceso limitado a la justicia de niñas y niños con discapacidad, especialmente 
las niñas con discapacidad que son víctimas de violencia y abuso; 


La existencia de un modelo de educación especial que prevea el desarrollo 
de un sistema de educación inclusiva que satisfaga las necesidades de niñas y 
niños, incluidos aquellos que tienen discapacidad; 


La falta de escuelas y materiales educativos accesibles y de maestros capacitados, 
lo cual afecta especialmente a niñas y niños con discapacidad pertenecientes a 
las comunidades indígenas y a los que viven en zonas rurales y remotas; 


Una parte sustancial de los recursos para los servicios de apoyo a niñas y niños 
con discapacidad está administrado por una entidad privada (Teletón), sin la 
supervisión adecuada de los proyectos y de la imagen de niñas y niños con 
discapacidades que es transmitida por dicha entidad. 


46. A la luz de su Observación General No. 9 (2006) sobre los derechos de niñas y 
niños con discapacidad y, en línea con las recomendaciones del Comité sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD/C/MEX/CO/1), el Comité 
insta al Estado Parte a asumir plenamente su responsabilidad primordial de 
garantizar todos los derechos de niñas y niños con discapacidad y aplicar a 
la discapacidad un enfoque basado en los derechos humanos. El Estado parte 
debe: 


(a) Asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen 
efectivamente de su derecho a la salud y a los servicios de rehabilitación, 
asistan a la escuela y están libres de la violencia y la explotación. Asimismo, 
deberán adoptarse medidas específicas para hacer frente a los desafíos 
particulares que enfrentan niñas y niños indígenas en estas áreas; 


(b) Evitarelabandonodeniñas yniñoscon discapacidad y suinstitucionalización; 


(c) Supervisar adecuadamente las instituciones donde residen niñas y niños 
con discapacidad e investigar y sancionar los casos de esterilización forzada 
de niñas; 


(d) Asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad tengan acceso a la 
justicia y puedan expresar su opinión en los procesos de determinación de su 
interés superior, a través de ajustes de procedimiento que sean adecuados 
a su edad y necesidades específicas relacionadas con la discapacidad, y 
proporcionarles asistencia jurídica, especialmente a aquellos niños y 
niñas que viven en situación de pobreza o en instituciones; 


(e) Intensificar los esfuerzos para establecer un sistema de educación 
inclusivo para todos los niños y las niñas en todos los niveles, según 
lo dispuesto en la LGDNNA, incluyendo escuelas accesibles y materiales 
educativos, personal capacitado y transporte en todas las zonas del país; 


(f) Supervisarde manera efectivatodos los recursos y proyectos administrados 
por las instituciones privadas con el fin de garantizar que todos los 
niños y las niñas con discapacidad se beneficien de estos recursos sin 
discriminación, y asegurar que niñas y niños con discapacidad no sean 
representados como objetos de caridad, sino como titulares de derechos, 
incluso por las entidadesprivadas; 


(g) Establecer un sistema de recopilación de datos desagregados sobre niños 
y niñas con discapacidad, incluyendo, entre otros, información sobre 
aquellos que viven en instituciones, que son víctimas de violencia y aquellos 
matriculados en la educación o en las escuelas. 


Salud y servicios de salud 
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47. El 


Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado Parte para reducir la 


mortalidad materno-infantil. Sin embargo, le preocupa que: 


(a) 


(d) 


(e) 


48. El 


El acceso a servicios de salud no es igual para todos los niños y las niñas, 
debido a la existencia de varios sistemas de salud que prestan servicios que 
difieren en términos de cobertura y calidad. Esta situación se traduce en un alto 
porcentaje de niñas y niños queno tienen acceso a servicios de atención médica 
o que sólo tienen acceso a servicios de salud de calidad deficiente; 


Las tasas de mortalidad materno-infantil entre la población indígena y rural 
siguen siendo superiores al promedio; 


La desnutrición crónica infantil es persistente, especialmente entre niñas y niños 
indígenas y de comunidades rurales; 


La lactancia materna está disminuyendo; 
El sobrepeso y la obesidad están aumentando entre los niños y las niñas. 


Comité señala a la atención del Estado parte su Observación general No. 15 


(2013) sobre el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud, 
y recomienda al Estado Parte: 


(a) 


(b) 


(c) 


(d) 


(e) 


Garantizar la disponibilidad y accesibilidad a servicios de salud de calidad 
para todos los niños y las niñas, en particular para niñas y niños en zonas 
rurales e indígenas, incluyendo la asignando recursos suficientes; 


Redoblar sus esfuerzos para reducir la mortalidad materno-infantil, incluso 
mediante la implementación de las Orientaciones técnicas sobre la aplicación 
de un enfoque basado en los derechos humanos a la ejecución de las políticas 
y programas destinados a reducir y eliminar la mortalidad y morbilidad 
prevenibles de los niños menores de5 años de la OACNUDH (A/HRC/27/31); 


Evaluar las iniciativas adoptadas para reducir la desnutrición, el sobrepeso y 
la obesidad entre los niños y las niñas y, con base en los resultados, redactar 
una estrategia nacional en materia de nutrición que además incluya medidas 
para garantizar la seguridad alimentaria, en particular en las zonas rurales e 
indígenas; 


Aumentar los esfuerzos para promover la lactancia materna, a través 
de campañas educativas y capacitación a los profesionales, e implementar 
adecuadamente el Código Internacional de Comercialización de Sucedáneos 
de la Leche Materna y la Iniciativa Hospital Amigo del Niño; 


Continuar la sensibilización a nivel nacional, federal y local sobre los 
impactos negativos en la salud de los alimentos procesados y fortalecer las 


regulaciones para restringir la publicidad y la comercialización de comida 
chatarra y alimentos con alto contenido de sal, azúcares y grasas, y su 
disponibilidad para niñas yniños. 


Salud de las y los adolescentes 


49. El Comité toma nota de la adopción en 2015 de la Estrategia Nacional para la 
Prevención del Embarazo Adolescente. Sin embargo, expresa su preocupación sobre: 


(a) 
(b) 


(e) 


La creciente tasa de embarazos en adolescentes desde los 12 años de edad, 
a menudo como resultado de violencia sexual; 

La elevada tasa de mortalidad materna entre las adolescentes, como consecuencia 
delacceso inadecuado a servicios de salud sexual y reproductiva e información, así 
como un bajo uso de anticonceptivos; 

La existencia de leyes restrictivas sobre el aborto en la mayoría de los estados que 
obligan a las niñas y adolescentes a recurrir al aborto inseguro, poniendo en riesgo 
su salud y su vida; 

El aumento del uso de drogas por las y los adolescentes, desde los 12 años 
de edad, principalmente como consecuencia del clima de violencia social; 

El elevado número de suicidios y depresión entre las y los adolescentes. 


50. Refiriéndose a sus Observaciones Generales No. 4 (2003) sobre la salud de 
los adolescentes y No. 15 (2013) sobre el derecho del niño al disfrute del más 
alto nivel posible de salud, el Comité recomienda que el Estado Parte: 


(a) 


(b) 


(c) 


(d) 


Supervise eficazmente la implementación de la Estrategia Nacional para la 
Prevención del Embarazo Adolescente; 


Reduzca la mortalidad materna de las adolescentes, garantizando educación y 
servicios en salud sexual y reproductiva adecuados y confidenciales, incluido 
el acceso a anticonceptivos. Se encomia al Estado parte a que considere 
las Orientaciones técnicas sobre la aplicación de un enfoque basado en los 
derechos humanos a la ejecución de las políticas y los programas destinados 
a reducir la mortalidad y morbilidad prevenibles asociadas a la maternidad 
de la OACNUDH (A/HRC/21/22); 


Revise y armonice las legislaciones federal y estatal con miras a la 
despenalización del aborto y garantice el acceso al aborto legal, por lo 
menos en los casos de violación, incesto y aquellos que pongan en peligro 
la vida y la salud de la niña, y que el acceso al aborto legal no requiera de 
la autorización especial de un juez o un fiscal. El Estado Parte debe garantizar 
el acceso a servicios de atención post-aborto, independientemente de 
si el aborto es legal. También, debe garantizar el interés superior de las 
adolescentes embarazadas y que las opiniones de la infancia siempre sean 
escuchadas y respetadas por el personal médico en las decisiones de aborto; 


Evalúe los patrones de consumo de drogas de las y los adolescentes y 
fortalezca los programas existentes para prevenir y ayudar a aquellos que 
consumen drogas. Esos programas deben proporcionar a niños y niñas, en 
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particular en las escuelas, información precisa y objetiva, asícomo educación 
en habilidades para la vida sobre la prevención del abuso de sustancias - 
incluyendo el tabaco y el alcohol- y desarrollar servicios de tratamiento y 
reducción de daños, accesibles y amigables para las y los jóvenes; 


(e) Adopte medidas para facilitar el acceso de calidad a los servicios de salud 
mental con el objetivo de eliminar la prevalencia de suicidios y depresión 
entre las y los adolescentes. 


Salud ambiental 


51. Al Comité le preocupa que el Estado parte no haya adoptado medidas suficientes 
para hacerfrente a la contaminación del aire, el agua, el suelo y la contaminación 
electromagnética, mismas que impacta gravemente la salud infantil y materna. La 
importación y el uso de pesticidas o de productos químicos prohibidos o de uso 
restringido en terceros países, que afectan sobre todo a niñas y niños indígenas en 
el estado de Sonora, es también un motivo de profunda preocupación. 


52. El Comité recomienda que el Estado parte: 


(a) Evalúe el impacto que la contaminación del aire, el agua, el suelo y la 
contaminación electromagnética tienen sobre la salud infantil y materna, 
como base para diseñar una estrategia en los niveles federal, estatal y 
local que esté provista de recursos, y que se realice en consulta con todas 
las comunidades y los pueblos indígenas en particular, para remediar la 
situación y reducir drásticamente la exposición a los contaminantes; 


(b) Prohíba la importación y el uso de pesticidas o productos químicos que 
han sido prohibidos o restringidos para su uso en países exportadores; 


(c) Examine más detalladamente y adapte su marco normativo para garantizar 
la responsabilidad legal de las empresas que participan en actividades 
que tienen un impacto negativo en el medio ambiente, a la luz de su 
Observación General No. 16 (2013) sobre las obligaciones del Estado en 
relación con el impacto del sector empresarial en los derechos del niño. 


Nivel de vida 


53. El Comité continúa profundamente preocupado por la prevalencia de la pobreza 
infantil que afecta a más de la mitad de la población de niñas, niños y adolescentes, 
en un porcentaje más alto en comparación con la población adulta. Le preocupa 
que niñas y niños indígenas, afro-mexicanos, migrantes y desplazados, en hogares 
monoparentales y que viven en zonas rurales se vean particularmente afectados por 
la pobreza y la pobreza extrema. 


54. El Comité recomienda al Estado Parte que intensifique sus esfuerzos para 
eliminar la pobreza infantil, mediante la adopción de una política pública que 
se realice en consulta con las familias, con niñas y niños y las organizaciones de 


la sociedad civil, incluidos aquellos de comunidades indígenas, afro-mexicanos, 
desplazadas, migrantes ycomunidadesrurales, y queasigne recursosadecuados 
para suimplementación. Las medidas para fomentar el desarrollo de la primera 
infancia y el apoyo a las familias deben ser parte de esta política. 


G. Educación, esparcimiento y actividades culturales (arts. 28, 29, 30 y 31) 


Educación, incluidas la formación y la orientación profesionales 


55. El Comité toma nota de la reforma educativa emprendida en 2013, destinada a 
garantizar una educación de calidad desde el nivel preescolar hasta la educación 
media superior. Sin embargo, expresa su preocupación sobre : 


(a) 
(b) 


(c) 


(a) 


Millones de niñas y niños de 3 a 17 años que no asisten a la escuela; 


Los desafíos persistentes para que niñas y niños en situación de vulnerabilidad 
accedan a una educación de calidad; 


Los altos índices de deserción escolar que afectan, en particular, a estudiantes de 
nivel secundaria, adolescentes embarazadas y madres adolescentes. 


La baja cobertura de la educación en la primera infancia y la falta de políticas 
públicas en este sentido. 


56. A la luz de su Observación General No. 1 (2001) sobre los propósitos de la 
educación, el Comité reitera sus recomendaciones (CRC/C/MEX/CO/3, párrafo 
57 (a-e)) y recomienda que el Estado Parte: 


(a) 


(b) 


(c) 


(d) 


Aumente sus esfuerzos para mejorar la calidad de la enseñanza y su 
disponibilidad y accesibilidad en particular para las niñas, niñas y niños 
indígenas, afro-mexicanos, desplazados, de zonas rurales, que viven en 
pobreza, en situación de calle, migrantes nacionales e internacionales y 
con discapacidad, aumentando considerablemente el presupuesto de la 
educación y revisando las políticas pertinentes; 


Fortalezca sus esfuerzos para garantizar la educación en español y en 
lenguas indígenas para niñas y niños de estas comunidades y asegurar la 
disponibilidad de maestros capacitados; 


Fortalezca las medidas para combatir la deserción escolar, teniendo en 
cuenta los motivos particulares por los que los niños y las niñas abandonan 
sus estudios; 


Extreme los esfuerzos para apoyar y asistir a las adolescentes embarazadas 
y a las madres adolescentes para que cursen sus estudios en las escuelas 
ordinarias; 
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(e) Desarrolle y amplíe la educación de la primera infancia, desde el nacimiento, 
sobre la base de una política integral y holística para su cuidado y desarrollo. 


H. Medidas especiales de protección (arts. 22, 30, 32-33, 35-36, 37 (b)-(d), 38, 39 
y 40) 


Niños solicitantes de asilo y refugiados 


57. El Comité expresa su preocupación por: 
(a) La ausencia de medidas adecuadas para identificar, ayudar y proteger a niñas 
y niños solicitantes de asilo y refugiados, incluida la falta de representación 
legal de niñas y niños no acompañados; 


(b) La detención prolongada de niñas y niños solicitantes de asilo; 


(c) La falta de datos sobre el número de solicitudes de asilo hechas por niñas 
y niños y lainformación proporcionada por el Estado parte en la que sólo a 
18 niñas y niños se les concedió el estatus de refugiado en 2014. 


58. El Comité recomienda que el Estado parte: 


(a) Aumente sus esfuerzos para identificar, ayudar y proteger a niñas y niños 
solicitantes de asilo y refugiados, en particular, mediante la adopción 
de las medidas legislativas, administrativas y logísticas necesarias. Los 
tutores legales, la representación jurídica gratuita, interpretación y 
asistencia consular deben ser garantizadas para estos niños y niñas; 


(b) Tomelas medidas necesarias para poner fin a la detención administrativa 
de niñas y niños solicitantes de asilo, y que de forma expedita, coloque 
a niñas y niños no acompañados en centros de acogida y a aquellos 
que estén acompañados, en instalaciones adecuadas que garanticen la 
unidad familiar y estén en concordancia con la Convención; 

(c) Recopile datos desagregados sobre niñas y niños solicitantes de asilo y 
refugiados; 


(d) Complete el retire de las reservas restantes a la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967. 


Niños en situaciones de migración 


59. El Comité recibe con satisfacción la aprobación del Protocolo para la Asistencia 
Consular de Niñas, Niños y Adolescentes migrantes no acompañados, así como 
la atención prestada por el Estado parte a la difícil situación de niñas y niños no 
acompañados en suterritorio, en particular, su creciente colaboración con los países 
de la región para ayudarlos y protegerlos de la violencia. No obstante, expresa su 
preocupación por: 


(a) 


(c) 


(a) 


Las niñas y los niños que se encuentran en los centros de detención para 
migrantes y los reportes de violencia y abusos que se cometen en su contra 
en esos centros; 


Las niñas y niños migrantes que son sujetos de asesinatos, secuestros, 
desapariciones, violencia sexual, explotación y abuso, y por la falta de datos 
oficiales desagregados en este respecto; 


Los reportes de que niños y niñas migrantes son deportados sin un proceso 
preliminar para determinar su interés superior, a pesar del reconocimiento 
legal de este principio en la Ley de Migración y la LGDNNA; 


La insuficiencia de las medidas adoptadas para garantizar los derechos de las 
personas migrantes nacionales, así como los derechos de los muchos niños 
y niñas que han sido desplazados como resultado de la violencia armada 


60. El Comité recomienda que el Estado parte: 


(a) 


(b) 


(c) 


(d) 


(e) 


Adopte todas las medidas necesarias para poner fin a la detención 
administrativa de niñas y niños migrantes y continúe estableciendo 
refugios comunitarios para ellos, de conformidad con los artículos 
94 y 95 de la LGDNNA, asegurando que estos refugios se ajusten a la 
Convención y sean monitoreados regularmente. El Protocolo de Atención 
Niñas, Niños y Adolescentes migrantes no acompañados en refugios 
se debe implementar de manera efectiva y evaluarse regularmente; 


Intensifique los esfuerzos para prevenir asesinatos, secuestros, 
desapariciones, violencia sexual, explotación y abuso de niñas y niños 
migrantes, e investigar, enjuiciar y sancionar a los responsables, 
inclusive cuando el autor es un agente del Estado; 


Establezca un Proceso de Determinación del Interés Superior del Niño 
en las decisiones relativas a la infancia migrante y siempre lleve 
a cabo un debido proceso con garantías procesales para determinar las 
circunstancias individuales, las necesidades y el interés superior del 
niño, antes de tomar una decisión sobre su deportación. Debe prestar 
especial atención a la reunificación familiar; 


Garantice que niñas y niños migrantes son informados sobre su estatus 
legal, asegurando que entiendan plenamente su situación y proporcione 
los servicios de defensa pública y/o tutores en todo el proceso. Niñas y 
niño también deben serinformados acerca de su posibilidad de contactar 
asus Servicios Consulares; 


Asegure que todo el personal profesional que trabaja con o para 
niñas y niños migrantes esté debidamente capacitado y hablen su 
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lengua materna, en particular, el personal de fronteras e inmigración, 
trabajadores sociales, abogados defensores, tutores y la policía. 


(f) Adopte medidas integrales para prestar asistencia a niñas y niños 
migrantes nacionales y desplazados, y garantizar su acceso a la 
educación y la salud y su protección frente a la violencia; 


(g) Recopilar datos desagregados relativos a los casos de violencia 
contra niñas y niños migrantes y desplazados, incluidos los casos de 
desapariciones y desapariciones forzadas. 


Niños pertenecientes a minorías o grupos indígenas 


61. El Comité continúa preocupado porque la niñez indígena y afro-mexicana continúan 
sufriendo discriminación y violencia y además, son los más afectados por la pobreza 
extrema, la desnutrición, la mortalidad materna-infantil, los matrimonios infantiles, 
el embarazo precoz, la contaminación ambiental y la falta de acceso a educación de 
calidad y servicios de registro civil. 


62. A la luz de su Observación General No. 11 (2009) sobre la niñez indígena 
y sus derechos en virtud de la Convención, el Comité recomienda al Estado parte 
que: 


(a) Adopte medidas integrales, en particular medidas afirmativas, de 
conformidad con el artículo 40 de la LG¿DNNA, para que niñas y niños 
indígenas y afro- mexicanos gocen de todos sus derechos en la práctica, 
en particular en el área de salud, educación, nutrición y acceso a la 
justicia y servicios de registro civil. Las niñas y los niños indígenas y sus 
familias deben ser capaces de participar de manera efectiva en todas las 
decisiones que les afectan; 

(b) Refuerce las medidas para proteger a niñas y niños indígenas y afro- 
mexicanos de la explotación y la violencia, incluso en los centros de 
acogida para niñas y niños indígenas que asisten a la escuela. Dichas 
medidas deben elaborarse en consulta con los líderes de las comunidades 
indígenas y afro-mexicanas; 

(c) Recopile datos desglosados sobre niñas y niños indígenas y afro- 
mexicanos y que estén relacionados con todos los ámbitos que abarca la 
Convención y sus Protocolos Facultativos. 


Explotación económica, incluido el trabajo infantil 


63. El Comité toma nota de la reforma constitucional que eleva la edad mínima de 
empleo a 15 años. Sin embargo, sigue profundamente preocupado porque cientos de 
miles de niñas y niños, a veces de tan sólo cinco años de edad, continúan trabajando 
y un alto porcentaje de ellos está involucrado en las peores formas de trabajo 
infantil, como la minería y la agricultura, y/o no reciben ningún salario. Le preocupa 
además que las medidas adoptadas han sido insuficientes para abordar el trabajo 


doméstico, que afecta especialmente a las niñas, asícomo la participación de niñas 
y niños en la agricultura que afecta especialmente a las niñas y niños que son 
hijos de trabajadores agrícolas migrantes. 


64. El Comité recomienda que el Estado parte: 


(a) Revise su legislación para garantizar el cumplimiento de las normas 
internacionales, incluido el Convenio 182 de la OIT y asegurar que el 
trabajo doméstico y el trabajo en la agricultura y las fábricas de ladrillos, 
entre otros, se incluyan explícitamente como formas peligrosas de 
trabajo, y se prohíban para niñas y niños menores de 18 años de edad, 
debiendo tomar medidas para eliminarlos; 


(b) Fortalezca su sistema de inspección y aplique de forma efectiva en la 
práctica las sanciones para aquellos que explotan económicamente y 
abusan de niñas y niños, incluidos los que trabajan como mendigos, en 
el trabajo doméstico, remunerado y no remunerado, y en la agricultura; 


(c) Proporcionerecursosadecuados paralaaplicación efectiva del Programa 
Nacional para la Prevenir y Erradicar el Trabajo Infantil y Proteger a 
los Adolescentes Trabajadores en Edad Permitida, y adopte medidas 
concretas para hacer frente a la situación de niñas y niños trabajadores 
domésticos, en minas y fábricas de ladrillos y niñas y niños migrantes 
que trabajan en la agricultura; 


(d) Asegure que los datos recopilados sobre trabajo infantil están 
desagregados e incluyen información sobre niñas y niños que trabajan 
como mendigos, en el sector agrícola temporal y como trabajadores 
domésticos en sus casas. 


= 


(e) Acelere el proceso de ratificación del Convenio No. 138 de la OIT 


(1973) sobre la edad mínima de admisión al empleo; 


(f) Continúe la búsqueda de asistencia técnica del Programa Internacional 
para la Erradicación del Trabajo Infantil de la OIT. 


Niñez en situación decalle 

65. El Comité toma nota de la implementación de una estrategia para prevenir y ayudar a 
los niños en situación de calle. Sin embargo, le preocupa que estos esfuerzos no han 
sido suficientes para prevenir y abordar el fenómeno y que la estrategia sólo se 
implementa en algunos estados. También le preocupan los informes de que estos ni- 
ños y niñas siguen siendo víctimas de violencia y abuso y son vistos como criminales. El 
Comité también está profundamente consternado porque muchas niñas son víctimas 
de explotación y abuso sexual y tienen embarazos tempranos. 
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66. El Comité recomienda que el Estado parte: 


(a) 


(b) 


(c) 


Realice un estudio a nivel federal y estatal sobre el alcance y las 
causas desde la raíz del fenómeno de la niñez en situación de la 
calle, con datos desagregados, y actualice la información periódi- 
camente. 


Desarrolle, con plena participación de niñas y niños y en orga- 
nizaciones no gubernamentales pertinentes, una política integral 
y con recursos suficientes, a nivel federal, estatal y municipal, para 
ayudar a niñas y niños en situación de calle y prevenir y eliminar 
este fenómeno. La política debe responder a las diferentes necesi- 
dades de los niños y lasniñas; 


Fortalezca sus esfuerzos para proteger a niñas y niños contra to- 
das las formas de violencia, incluida la explotación sexual, y se 
asegure de que no se les vea como delincuentes. 


Administración de la justicia juvenil 


67. El Comité toma nota del proyecto en discusión para reformar la Constitución y establ- 
ecer un sistema integral de justicia para adolescentes. Sin embargo, le preocupa que: 
(a) La falta de armonización de la legislación de justicia para adolescentes en todos 
los estados y el hecho de que las y los adolescentes pueden ser sometidos a una 
pena de 5 a 20 años de prisión por el mismo delito, dependiendo del estado en el 
que viven o en el que se llevó a cabo la comisión el delito; 


(b) La tendencia reciente de los estados para incrementar las penas y la gama de deli- 
tos para los cuales se aplican sanciones graves; 


(c) El uso insuficiente de medidas alternativas y no privativas de libertad y que la de- 
tención, incluida la detención provisional, tiene prioridad; 


(d) Las condiciones precarias en que las y los adolescentes son colocados en centros 
de detención, y los frecuentes casos de violencia contra adolescentes. 


68. A la luz de su Observación General No. 10 (2007), sobre los derechos del niño 
en la justicia, el Comité insta al Estado parte a que ajuste plenamente su 
sistema de justicia juvenil con lo establecido en la Convención y a otras normas 


pertinentes. 


En particular, el Comité insta al Estado parte a que: 
a. Intensifique sus esfuerzos para armonizar la legislación de justicia para ado- 
lescentes en todos los estados, mediante la reducción de las penas, la promo- 
ción de medidas alternativas a la privación de la libertad, como la remisión, 


C. 


la libertad condicional, la mediación, la orientación o el servicio comunitario, 
cuando sea posible; y vele por que la detención se utilice como último recurso 
y por el período más corto posible y que se revise de forma periódica con mi- 
ras a ponerlefin; 


Asegure la prestación de asistencia jurídica calificada e independiente para 
las y los adolescentes en conflicto con la ley en una fase temprana del proced- 
imiento y durante todo el proceso judicial. Las y los adolescentes indígenas 
y migrantes deben contar con la interpretación y/o asistencia consular que 
sean necesarias; 


En los casos en los que no pueda evitar la privación de libertad, se debe ase- 
gurar por que las condiciones de reclusión cumplan con las normas interna- 
cionales, en particular con respecto al acceso a la educación y a servicios de 
salud; 


Fortalezca las medidas para prevenir la violencia contra las y los adolescentes 
en reclusión, entre otras cosas poniendo a disposición mecanismos de denun- 
cia amigables y adecuados para las y los adolescentes en los centros de inter- 
namiento y garantizando la supervisión regular de dichos centros. 


Seguimiento de las anteriores Observaciones Finales y recomendaciones del Comité 
acerca del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño rela- 
tivo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la porno- 


grafía 


69. El Comité celebra la aprobación de la Ley General para prevenir, sancionar y erradicar 
los delitos en materia de trata de personas y para la protección y asistencia a las vícti- 
mas de estos delitos en 2012 y el establecimiento de una Comisión Intersecretarial en 
2013. Sin embargo, le preocupa que la mayoría de las cuestiones planteadas en sus 
Observaciones Finales anteriores no han sido abordadas. Particularmente le preocupa 
que: 


(a) 


No todos los delitos contemplados en el Protocolo Facultativo, como la venta de ni- 
ños, han sido incorporado plenamente en los códigos penales estatales y federales; 


(b) La regulación de la subrogación en el estado de Tabasco no proporciona suficien- 


(c) 


tes garantías para evitar su uso como medio para vender a las niñas y los niños; 


La persistencia de la trata de niñas y niños con fines de explotación sexual y para 
fines de trabajo forzado, en particular, la niñez en situación de migración, la in- 
dígena, y las niñas y adolescentes, que se ven especialmente afectados; la alta 
prevalencia de la explotación sexual de niñas y niños, incluido el turismo sexual 
infantil, y la impunidad en general que gozan los autores de los delitos contempla- 
dos en el Protocolo Facultativo; 
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(d) 


(e) 


La insuficiencia de los programas implementados para prevenir los delitos con- 
templados en el Protocolo Facultativo y para identificar, proteger y rehabilitar a 
niñas y niños víctimas; 


La ausencia de datos desagregados relacionados con los delitos comprendidos en 
el Protocolo Facultativo. 


70. El Comité recomienda que el Estado parte: 


(a) 


(b) 


(c) 


(d) 


(e) 


(f) 


(g) 


(h) 


Revise y adecúesus códigos penales federal y estatales en pleno cumplimien- 
to con el artículo 3 del Protocolo Facultativo para penalizar la venta de niñas 
y niños y otros delitos contemplados en el Protocolo, según lo recomendado 
anteriormente (CRC/C/OPSC/MEX/ CO/1, párrafo 30 (a-e)); 


Asegure que el estado de Tabasco revise su legislación sobre subrogación e 
introduzca | as medidas ne cesarias para evitar su uso como un medio 
para la venta de niñas y niños; 


Garantice la aplicación efectiva de la Ley General para prevenir, sancionar y 
erradicar los delitos en materia de trata de personas y para la protección y 
asistencia a las víctimas de estos delitos a nivel federal y estatal y el func- 
ionamiento eficaz de la Comisión Intersecretarial relacionada, entre otras 
medidas asignándole recursos suficientes; 


Detecte, investigue y enjuicie los delitos contemplados en el Protocolo Facul- 
tativo, de manera am igab le y pertinente para las niñas y los niños 
y sancione adecuadamente a los responsables; 


Fortalezca los programas de prevención, protección, recuperación y reinte- 
gración social y compensación; asigne recursos suficientes y garantice que los 
programas dirigidos a niñas u niños víctimas de explotación sexual están en 
conformidad con los documentos finales aprobados en los congresos mun- 
diales contra la explotación sexual comercial de niñas y niños; 


Continúe fortaleciendo la cooperación internacional para la prevención y 
persecución de los delitos contemplados en el Protocolo Facultativo; 


Mejore la capacitación impartida a los grupos profesionales que se ocupan 
de las niñas y los niños víctimas de los delitos previstos en el Protocolo Fac- 
ultativo; 


Continúe la realización de campañas de sensibilización con la industria del 
turismo y el público en general sobre la prevención del turismo sexual infan- 
til; 


(i)  Recopile datos desagregados sobre los delitos contemplados en el Protocolo 
Facultativo, y realice un estudio sobre el alcance del fenómeno que también 
se ocupe de las causas profundas y los factores de riesgo, como la pobreza, el 
conflicto, la discriminación, la violencia- incluyendo la violencia de género- y 
la ausencia de cuidados parentales. 


Seguimiento de las anteriores Observaciones Finales y recomendaciones del Comité 
acerca del Protocolo Facultativo relativo a la participación de niños en los conflictos 
armados 


71. El Comité acoge con satisfacción el retiro del Estado parte de su declaración interpre- 
tativa al artículo 4 del Protocolo Facultativo. Sin embargo, le preocupa profundamente 
que la mayoría de las cuestiones planteadas en sus observaciones finales anteriores 
no se han abordado. Particularmente le preocupa que: 


(a) El reclutamiento voluntario y el alistamiento en el servicio militar obligatorio de niños 
de 16 años de edad, todavía está permitido bajo ciertas circunstancias; 


(b) La falta de tipificación del reclutamiento de niñas y niños, y su utilización en las hostili- 
dades, incluidos los grupos armados no estatales; 


(c) Los niños que estudian en las escuelas militares y son sometidos al Código de Justicia 
Militar y sólo se les permite salir de la escuela, de acuerdo a su reglamento interno; 
el manejo exclusivo de las escuelas militares por la Secretaría de la Defensa Nacional; 


(d) La insuficiencia de las medidas adoptadas para identificar a niñas y niños que pueden 
haber sido utilizados en conflictos en el Estado parte, así como niñas y niños migran- 
tes, refugiados y solicitantes de asilo que pueden haber sido reclutados o utilizados 
en hostilidades en el extranjero. 


72. El Comité insta al Estado parte a: 


(a) Revocar el artículo 25 de la Ley de Servicio Militar, poner fin a la práctica de 
reclutamiento temprano en el servicio militar para los niños de 16 y 17 años 
de edad, y aumentar la edad mínima para el reclutamiento voluntario a 18 
años, sin excepciones; 


(b) Tipificar explícitamente como delito el reclutamiento y la participación de 
niñas y niños en hostilidades, incluso por grupos armados no estatales, e 


incluir una definición sobre la participación directa en hostilidades; 


(c) Asegurar que los niños en las escuelas militares reciban educación de confor- 


ODIX3W / SVAINN SINODVN - SITVNIA SINOIDVAYISI) 





245 


midad con la Convención y supervisada por la Secretaría de Educación y no 
participen en la lucha contra el tráfico de drogas; 


(d) Establecer un mecanismo de identificación para niñas y niños migrantes, re- 
fugiados y solicitantes de asilo que pueden haber sido reclutados o utiliza- 
dos en hostilidades, incluidos los grupos armados no estatales, y tomar las 
medidas necesarias para su protección, recuperación física y psicológica y su 
reintegración social; 


(e) Establecer un sistema de recopilación de datos desagregados sobre niñas y 
niños, incluidos los migrantes, refugiados y solicitantes de asilo, que pueden 
haber sido reclutados o utilizados en hostilidades en el territorio del Estado 
parte y/o en el extranjero, en particular los reclutados o utilizados por los 
grupos armados no estatales. 


OBSERVACIONES FINALES - NACIONES UNIDAS / MÉXICO 


L Ratificación del Protocolo Facultativo relativo a un procedimiento de comunica- 
ciones 


73. El Comité recomienda al Estado parte que, para seguir fortaleciendo la efectivi- 
dad de los derechos de la infancia, ratifique el Protocolo Facultativo de la Conven- 
ción sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones. 


J. Ratificación de los instrumentos internacionales de derechoshumanos 


74. El Comité recomienda al Estado parte que, para seguir fortaleciendo la 
efectividad de los derechos de la infancia, ratifique el Protocolo Facul- 
tativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul- 
turales y reconozca la competencia del Comité contra la Desaparición 
Forzada para recibir y examinar comunicaciones individuales e inter- 
estatales, en virtud de los artículos 31 y 32 de la Convención para la 
Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas. 


K. Cooperación con órganos regionales 


75. El Comité recomienda al Estado parte que coopere con la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) para la implementación de la Convención y otros in- 
strumentos de derechos humanos, tanto en el Estado parte como en los demás 
Estados miembros de esa organización. 


IV. Aplicación y presentación de informes 
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76. El Comité recomienda al Estado parte que adopte todas las medidas necesarias 
para garantizar que las recomendaciones contenidas en las presentes obser- 
vaciones finales se apliquen plenamente. El Comité recomienda también que 
los informes periódicos cuarto y quinto consolidados, las respuestas escritas 
del Estado parte a la lista de cuestiones y las presentes observaciones finales se 
difundan ampliamente en los idiomas del país. 


B. Próximo informe 


77. 


78. 


El Comité invita al Estado parte a que presente sus informes periódicos 
sexto y séptimo consolidados a más tardar el 20 de octubre de 2020 y que 
incluya información sobre el seguimiento de las presentes observaciones 
finales. El informe debe ajustarse a las directrices armonizadas del Comité 
para la presentación de informes relativos a la Convención aprobadas el 
31 de enero de 2014 (CRC/C/58/Rev.3) y no debe exceder de 21,200 pa- 
labras (véase la resolución 68/268 de la Asamblea General, párr. 16). En 
caso de que un informe sobrepase la extensión establecida, se pedirá al 
Estado parte que lo acorte, de acuerdo con la resolución mencionada an- 
teriormente. Si el Estado parte no puede revisar y volver a presentar el in- 
forme, no podrá garantizarse su traducción para que lo examine el órgano 
deltratado. 


Además, el Comité invita al Estado parte a que presente un documento 
básico actualizado, que no exceda de 42,400 palabras, conforme a los 
requisitos del documento básico común establecidos en las directrices 
armonizadas sobre la preparación de informes en virtud de los tratados 
internacionales de derechos humanos, que incluyen directrices sobre el 
documento básico y sobre los documentos específicos para cada tratado 
y fueron aprobadas en la quinta reunión de los comités que son órganos 
creados en virtud de tratados de derechos humanos, celebrada en junio 
de 2006 (HRI/GEN/2/Rev.6, cap. l), y a la resolución 68/268 de la Asamblea 
General (párr. 16). 


ODIX3N / SVAINN SINODVN - SITVNIA SINOIDVAYISIO) 





247 


